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Información de los autores 


Prólogo 


Ricardo A. Gutiérrez!!! 

Este año se cumplen 20 años de la sanción de la Ley de Presupuestos 
Mínimos de Protección Ambiental para la Gestión Integral de Residuos 
Domiciliarios (Ley N.? 25.916/04). Paralelamente, las provincias y 
numerosos municipios aprobaron nuevas normas que, con variaciones, 
también abogan por la gestión integral de los residuos sólidos urbanos. 
Distintas políticas y programas han sido desarrollados durante los 
últimos 20 años para dar aplicación a toda esa normativa en los tres 
niveles jurisdiccionales con competencia sobre los residuos: Nación, 
provincias y municipios. Como balance general después de 20 años, 
puede decirse que los logros alcanzados han sido parciales o escasos. 

Dos grandes problemas han afectado la implementación de las 
políticas y los programas de gobierno en los tres niveles 
jurisdiccionales. Por un lado, muchas veces esas políticas y esos 
programas no fueron lo suficientemente ambiciosos, sea por el tenor 
de los instrumentos propuestos, sea por su alcance territorial. Por otro 
lado, las políticas y los programas de los tres niveles jurisdiccionales 
han sido presa de un problema que es endémico a las políticas 
públicas en general: la falta de continuidad en el tiempo. Más allá de 
la prioridad del tema en la agenda gubernamental, ambos problemas 
reconocen dos raíces: los cambios de gobierno en todas las 
jurisdicciones, que llevan a que el nuevo gobierno quiera, la mayoría 
de las veces, diferenciarse del gobierno anterior, y las limitaciones 
económicas que afectan no solo a las tres jurisdicciones (y muy 
especialmente a los gobiernos municipales), sino a todo el universo de 
actores involucrados en la gestión de residuos, incluidas las empresas 
de la más diversa índole y los llamados “recuperados urbanos”. 

Si, a principios de siglo, se entendía que la gestión integral era el 
modelo y la solución que debían buscarse para resolver todos los 
problemas ambientales, sociales y económicos vinculados con la 
deficiente gestión de los residuos sólidos urbanos, es difícil afirmar 
hoy que estemos cerca de ese objetivo -sin desestimar algunos logros 


parciales o temporarios que deben ser tenidos en cuenta—. Máxime si 
consideramos que, en Argentina, el modelo de gestión integral de 
residuos sólidos urbanos implica (y está bien que así lo sea) la 
inclusión social de todas las personas que se dedican, de modo más o 
menos informal, a la recuperación de materiales reciclables como 
estrategia de subsistencia, convirtiéndose de hecho en los pioneros del 
reciclaje en la región. Puesto blanco sobre negro: cuando deberíamos 
estar concentrados en la discusión de cuáles serían los mejores 
métodos y sistemas para la recolección diferenciada con inclusión 
social y para la valorización de los materiales reciclables o 
recuperables, todavía no sabemos cómo resolver el problema más 
básico de la erradicación de basurales a cielo abierto. 

Sin descuidar que la erradicación de basurales debe ser prioridad 
de cualquier gestión integral de residuos, este libro nos invita recordar 
que no debemos dejar que el árbol nos tape el bosque. Para ello nos 
propone un novedoso enfoque circular, integral e inclusivo centrado 
en la recolección, recuperación y valorización de residuos teniendo en 
cuenta las particularidades de las distintas corrientes de materiales 
(orgánicos y no orgánicos en sus diversas categorías), cada una de las 
cuales implica aspectos y desafíos ambientales, económicos y sociales 
específicos. 

La novedad y la rigurosidad de la propuesta convierten a este 
libro en una lectura imprescindible para todas las personas interesadas 
en resolver el problema de la gestión de los residuos en Argentina, 
ofreciendo diagnósticos y herramientas que pueden ser aplicables en 
otros contextos. 


1. Investigador Principal del CONICET y profesor titular de la Escuela de Política y 
Gobierno, UNSAM. « 


Introducción 


Mariana Saidón!'! y Santiago Sorrochel”! 


Objetivo del libro 


Este libro propone aportar al análisis y desarrollo de iniciativas 
orientadas a una gestión ambientalmente virtuosa de los residuos, 
ponderando oportunidades de generación de empleo e inclusión 
social. Nos centramos tanto en las propuestas impulsadas desde los 
distintos niveles del Estado, como del sector privado y desde la 
sociedad civil. 

La idea central es vislumbrar qué ocurre en ámbitos urbanos de la 
Argentina con diferentes corrientes de residuos en particular: los 
usualmente denominados “reciclables secos” (cartón, papel, vidrio y 
metales), los residuos de aparatos eléctricos y electrónicos, la fracción 
orgánica (restos de alimentos, de poda, etc.), los neumáticos fuera de 
uso, las baterías de ácido plomo usadas, el aceite vegetal usado, las 
pilas, los medicamentos vencidos, los residuos textiles y los restos de 
obras y demoliciones. 


Acerca de los autores 


Los autores de cada capítulo somos miembros de centros de 
investigación de distintas universidades!” e integrantes de dos 
Proyectos de Investigación Científica y Tecnológica (PICT) y un 
Proyecto de Investigación Plurianual (PIP)!*. A su vez, la mayoría 
somos miembros de la Red de Investigación y Acción sobre Residuos 
(RIAR)!”!, integrada por investigadores y miembros de programas de 
extensión de universidades de distintos territorios del país, que desde 
hace varios años trabajamos la cuestión de la gestión de los residuos 
desde una perspectiva general compartida, que propone ponderar 
valores tanto ambientales, como de inclusión social, y considerar 
experiencias y conocimientos que surjan de múltiples ámbitos y 
actores de la sociedad y de los diversos territorios. 


¿Por qué consideramos importante escribir un libro sobre 
corrientes de residuos? 


Muchos textos han trabajado distintas problemáticas y soluciones 
vinculadas a los residuos en general desde diversos abordajes, pero no 
tantos han puesto el foco en corrientes específicas de materiales, y 
menos aún estos se han dedicado a orientar posibles acciones. 
Entonces, nos hemos encontrado con que muchos actores con 
posibilidades de incidencia en materia de gestión de residuos se 
paralizan ante la falta de información respecto a ciertos materiales. Un 
funcionario municipal, por ejemplo, podría preguntarse qué medidas 
podría adoptar con los residuos textiles que son descartados para 
reducir su impacto ambiental y, al mismo tiempo, realizar un aporte 
social. Los autores de este libro consideramos importante generar 
contribuciones en este sentido. Así, el texto da a conocer las 
características de cada corriente de residuos, las implicancias 
ambientales y socioeconómicas de distintos modos de gestionarlas, y 
los desafíos a los que nos enfrentamos de cara a emprender acciones 
concretas. 

Como veremos en el capítulo 1, se han realizado estimaciones 
sobre el peso que cada corriente de residuos ocupa en el total de los 
residuos que se generan, calculando la cantidad de toneladas de cada 
corriente sobre el total de residuos. Ahora bien, es importante evaluar 
el impacto de los residuos no solo por su peso relativo en términos de 
toneladas, en tanto 


* algunos materiales varían de peso con el tiempo (como los 
orgánicos, que pesan menos a medida que se secan); 

* algunos (por ejemplo, las baterías, los medicamentos o los 
termómetros con mercurio), si bien pueden tener poco peso, 
contienen componentes que son peligrosos y tienen un muy alto 
impacto sobre el ambiente y la salud cuando son manejados sin 
cuidado; 

* algunos persisten durante tiempos muy prolongados (por 
ejemplo, los neumáticos fuera de uso), mientras que otros se 
degradan rápidamente (como los orgánicos); y 

* existen problemas y oportunidades de inclusión social diversos 
entre corrientes. 


En consecuencia, en este libro, cada capítulo se orienta a atender 
a los distintos tipos de residuos y a las acciones posibles para 
gestionarlos, no solo ponderando su importancia por su peso estimado 
en términos de toneladas generadas, sino, también, analizando 
alternativas para su manejo en cuanto a su posible incidencia 
ambiental, sobre la salud y su potencial impacto social, para evaluar la 
conveniencia de distintas estrategias de intervención sobre ellos. 


Acerca del abordaje: los residuos desde una perspectiva circular, 
integral e inclusiva 


Uno de los enfoques que guían el desarrollo del libro es la perspectiva 
de la economía circular, que se define en contraposición al enfoque de 
economía lineal. 

El modelo de economía lineal es aquel especialmente potenciado 
a partir de la Revolución Industrial y que no repara en extraer 
materiales permanentemente de los sistemas naturales y en su 
posterior descarte (diagrama 1). Se lo ha catalogado así, 
internacionalmente, como un modelo extractivista y excesivamente 
contaminante, ya que no hay una preocupación por la explotación de 
la naturaleza, ni respecto del destino que se da a los residuos, que se 
disponen finalmente de manera indiscriminada, en diversos sitios. 


Diagrama 1. Modelo de economía lineal 
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Fuente: elaboración propia. 


Las apreciaciones acerca del impacto ambiental negativo del 
modelo lineal han dado lugar a que, tanto a nivel internacional como 
nacional, surgiera un nuevo modelo para pensar la dinámica de la 
naturaleza, los materiales y la energía: el de la economía circular. 

El enfoque de economía circular se apoya en los siguientes 
principios (Ellen MacArthur Foundation, 2012): 


* minimización de la cantidad de materiales y energía que se 
utilizan para producir; 

* minimización del uso de materiales altamente contaminantes o 
persistentes en el ambiente; 

* minimización de los residuos que se generan en la elaboración 


de productos; 
* reaprovechamiento de los residuos que se generan; y 
* regeneración de los sistemas naturales. 


Así, la economía circular propone, en materia de residuos, 
minimizar su generación y, cuando estos se generan, su recuperación 
para el consumo, la producción y la recomposición de los sistemas 
naturales, a modo de bucle o círculo (diagrama 2). 


Diagrama 2. Modelo de economía circular con relación al uso de materiales y la generación de residuos 
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Fuente: elaboración propia. 


Este texto se apoya en la perspectiva general de la economía 
circular y, en consonancia con ello, en materia de residuos, se ubica 
en el enfoque de la de gestión integral de residuos sólidos urbanos, 
conocida como GIRSU, que propone trabajar de manera sistémica, 
considerando todas las etapas de la gestión y sus relaciones. También, 
toma algunas contribuciones del enfoque del análisis del ciclo de vida 
de los materiales y de la ecoeficiencia. Por otra parte, adopta un 
enfoque que propone una mirada que pondera las posibilidades de 
inclusión social asociadas a cada alternativa de manejo de residuos. 

Tanto el modelo GIRSU, como la economía circular definen una 
jerarquía en términos de prioridades que, en términos del diagrama 3, 
establece que las mejores medidas en materia de residuos se ubican en 


la parte superior de la pirámide invertida y, hacia abajo, se presentan 
subsecuentemente las medidas menos preferibles. 


Diagrama 3. Jerarquía GIRSU y de economía circular 
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Fuente: elaboración propia con base en Directiva del Parlamento Europeo 2008/98/CE y en Ellen MacArthur 
Foundation (2012). 


Así, de mayor a menor en términos de prioridades: 
1”) Se propone evitar o prevenir que los residuos se generen, es 
decir, minimizar la generación. 


Minimizar la generación: se vincula a evitar en la mayor 
medida posible que los residuos se generen. Esto puede lograrse 
mediante múltiples acciones: por ejemplo, en la producción 


podría optarse por envases que utilicen pocos materiales o que 
tengan larga vida útil (ecodiseño); el consumidor también podría 
optar por comprar bienes de larga duración, o por reutilizar 
algunos en lugar de descartarlos, etc. 


2”) Cuando lo anterior no es factible, en segunda instancia, la 
jerarquía define que la mejor práctica es recuperar residuos a través 
de la preparación para la reutilización. 


y 


Preparación para la reutilización: refiere a procedimientos de 
clasificación, limpieza, acondicionamiento y/o reparación para 
que los productos descartados puedan reutilizarse (o reusarse) sin 
transformación previa. 


3”) Solo en tercer lugar, debe promoverse la recuperación 
mediante el reciclado de los residuos en nuevos procesos productivos 
o para su inserción (en el caso de orgánicos) en los sistemas 
ecológicos, para devolverle a la naturaleza una estructura adecuada 
para su reproducción o los nutrientes quitados al extraer recursos 
naturales para la elaboración de productos. 


Reciclar: es “toda operación de valorización mediante la cual los 
materiales de residuos son transformados de nuevo en productos, 
materiales o sustancias, tanto si es con la finalidad original como 
con cualquier otra finalidad. Incluye la transformación del 
material orgánico, pero no la valorización energética ni la 
transformación en materiales que se vayan a usar como 
combustibles o para operaciones de relleno” (Directiva del 
Parlamento Europeo 2008/98/CE). 


4”) Luego, en cuarto lugar, solo si nada de lo anterior fuese 
posible, y prestando especial atención a que esto no entre en 
competencia con ello en el presente o futuro, se sugiere la valorización 
para otros fines (como la valorización energética asociada a la 
incineración). 

5”) Finalmente, en último orden de prioridades, debe darse la 
eliminación o disposición final controlada de los residuos, a través de, 
por ejemplo, rellenos sanitarios (los que varían de acuerdo con las 
tecnologías específicas utilizadas)'*. 

Con todo lo anterior, la GIRSU pondera la minimización en la 
generación por sobre la valorización de los residuos y a esta última 
por sobre su disposición final. 


Valorización: “todo procedimiento que permita el 
aprovechamiento de los recursos contenidos en los residuos, 


mediante el reciclaje en sus formas física, química, mecánica o 
biológica, y la reutilización” (Ley Nacional N.* 25.916/04). 


Ahora bien, la adecuación a nuestros contextos del enfoque de 
economía circular y de la GIRSU debe considerar las tramas 
económicas, socioculturales, ambientales y tecnológicas de las 
jurisdicciones locales (i.e. Schróder et al., septiembre de 2020) y, 
también, las corrientes de materiales y las problemáticas que les son 
propias (Carenzo et al., 2023). Así, en particular, nos interesa destacar 
que, en contextos de centros urbanos argentinos, adoptar una 
perspectiva de inclusión social resulta importante, en relación con lo 
que ocurre en otros contextos del ámbito internacional. Las 
posibilidades de inclusión, como veremos, varían entre corrientes de 
materiales, tipo de actividades y formas de asociatividad y de 
articulación con el sector público. Por ejemplo, en la comúnmente 
denominada “corriente de residuos reciclables secos” existen múltiples 
experiencias de inclusión de recuperadores o cartoneros. 

En tal sentido, este libro adopta un enfoque de gestión integral e 
inclusiva de residuos (GIIRSU) (diagrama 4), que condensa una 
mirada social de los residuos con una ambiental (Brandáo y Gutiérrez, 
2018; MAyDS y MDS, 2022; Sorroche, 2022). 


Diagrama 4. Gestión integral e inclusiva de residuos sólidos urbanos (GIIRSU) y economía circular 
inclusiva 
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Fuente: elaboración propia. 


Cabe aclarar ahora, y de aquí en adelante, que, si bien son 
muchas las mujeres que participan en actividades vinculadas a la 
recuperación de residuos y que lideran organizaciones, la mayoría de 
estas organizaciones denominan a sus miembros como 
“recuperadores” o “cartoneros” en masculino. Se utilizará, en 
consecuencia, para respetar la autodenominación de los propios 
actores, el término “recuperadores” para designar a quienes trabajan 
en estas tareas. Esto servirá, además, para simplificar la escritura: para 
mantener el estilo a lo largo de todo el libro, también se usará el 
masculino genérico para el resto de los actores. 


Organización del libro 


En lo que sigue, el capítulo 1 realiza un breve racconto del estado de 
situación relativo a los residuos sólidos urbanos en la Argentina. Los 
siguientes capítulos (del 2 al 11) hacen al corazón del libro, y trabajan 
cada uno de ellos una corriente especifica de residuos. Cada uno 
propone una breve introducción en donde se comentan las 
características fundamentales de cada corriente, las problemáticas y 
desafíos ambientales y sociales que involucra y el marco regulatorio 
general vigente. Luego, se describen experiencias de recepción o 
recolección diferenciada de residuos, y posteriormente posibles 
destinos para la recuperación y valorización de materiales. En ese 
marco se presentan casos exitosos o fallidos y se examinan los 
obstáculos hallados de cara a lograr mejoras ambientales y sociales. El 
capítulo de cada corriente cierra con una serie de recomendaciones 
orientadas a distintos actores. Luego, el libro finaliza con un capítulo 
de conclusiones, que sintetizan algunos aspectos centrales de cada 
corriente y otros aspectos importantes comunes a todas ellas y arrojan 
claves para pensar la gestión integral de residuos con inclusión social. 

Para esto, hemos agrupado y categorizado en corrientes o en 
grandes grupos de corrientes a los distintos residuos. Algunas de las 
corrientes, a su vez, involucran dentro de sí a diferentes subcorrientes. 
Como criterios de agrupamiento de residuos en grandes corrientes, se 
consideraron los usos y costumbres locales, las agrupaciones 
propuestas a nivel internacional y, primordialmente, el facilitar líneas 
de intervención comunes a grandes grupos de materiales. 

Como notará el lector, algunas corrientes (termómetros, pinturas 


y solventes, membranas asfálticas, cartuchos y tóner, aceites 
minerales, lámparas bajo consumo con mercurio o envases que son 
peligrosos por el contenido que han tenido) han quedado por fuera de 
esta publicación. Nos proponemos trabajar estos materiales en un 
futuro estudio, que servirá también para ampliar, profundizar y 
actualizar este libro. 


1. Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas (CONICET); Instituto de 
Investigaciones Políticas (IP) y Área de Ambiente y Política (AAP), Escuela de 
Política y Gobierno (EPyG), Universidad Nacional de San Martín (UNSAM). Correo 
electrónico: msaidonO yahoo.com. « 

2. Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas (CONICET); Centro de 
Innovación de los Trabajadores (CITRA), Universidad Metropolitana para la 
Educación y el Trabajo (UMET); Facultad de Filosofía y Letras (FFyL), Universidad 
de Buenos Aires (UBA); Facultad de Ciencias Sociales (FACSO), Universidad 
Nacional del Centro de la Provincia de Buenos Aires (UNICEN). Integrante del 
programa “Antropología en Colabor”. Correo electrónico: 
sorroche.santiagoO gmail.com. « 

3. Los autores del libro se desempeñan laboralmente en la Universidad Nacional de 
San Martín (UNSAM), la Universidad Nacional de Quilmes (UNQ), la Universidad 
Metropolitana para la Educación y el Trabajo (UMET) y la Universidad de Buenos 
Aires (UBA). « 

4. Proyecto PICT 2019-03110 “Análisis Comparativo de alternativas de Gestión de 
Residuos Sólidos Urbanos considerando criterios Financieros, Ambientales y de 
Justicia Social” y PICT 2019-01426 “Modelos de co-gestión de los residuos 
reciclables en la provincia de Buenos Aires. Aportes tecno-cognitivos derivados del 
análisis de experiencias de Gestión Integral de RSU con Inclusión Social”. Ambos 
proyectos cuentan con respaldo de la Agencia Nacional de Promoción de la 
Investigación, el Desarrollo Tecnológico y la Innovación. PIP 2022-2024 
11220210100839C0 “Residuos y sociedad. Caracterización, análisis y proyecciones 
de aspectos relevantes de los sistemas de gestión de los residuos sólidos urbanos en 
localidades de Argentina (2005/2025)”, con financiamiento del CONICET. « 

5. Véase http: //www.riar.com.ar« 

6. Para un abordaje más detallado acerca de los distintos resultados (económicos, 
sociales y ambientales) que generan las diversas tecnologías para gestionar los 
residuos, véase Saidón (2019). « 


Los residuos sólidos urbanos 


Un breve repaso acerca de su situación en Argentina 
Mariana Saidónl!! y Santiago Sorrochel?! 


En Argentina, se estima que se generan aproximadamente 53.000 t 
diarias de residuos y 19 millones de t anuales (MAyDS, 2022). A su 
vez, los residuos se concentran en los territorios más poblados, como 
las provincias de Buenos Aires, Córdoba, Santa Fe y Mendoza y la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires (PAGE, 2021). 

En la Argentina, así como ocurre en la mayor parte de los centros 
urbanos del mundo, alrededor de la mitad de los residuos 
domiciliarios que se producen, medidos en toneladas, son 
generalmente orgánicos. La otra mitad, se estima, se compone de los 
denominados “reciclables secos”, como papel y cartón, plásticos, 
vidrios, metales (ferrosos y no ferrosos) y otros. Por ejemplo, al 
analizar la composición de los residuos por corrientes de materiales, se 
observa que, en efecto, en 2021, un análisis de caracterización de 
residuos por corrientes (MAyDS, 2022) arrojó que más del 44 % de los 
residuos que ingresaban a rellenos sanitarios de la Coordinación 
Ecológica Área Metropolitana Sociedad del Estado (CEAMSE), que 
recibe la mayor parte de los residuos del Área Metropolitana de 
Buenos Aires (AMBA), eran orgánicos, provenientes de restos de 
alimentos, y de podas y jardines (si bien esta información debe 
manejarse con cautela!”). El resto eran mayoritariamente los 
denominados “reciclables secos” (gráfico 1). 


Gráfico 1. Composición de residuos que ingresaron a CEAMSE, 2021 


Metales; 
Vidrio; 4,25% 


Papel y 1,90% 
cartón; 
0, 
aa Residuos 
alimenticios; 
41,64% 
Otros 
residuos; 
13,30% 
Textiles; 
4,10% ] 
y Plástico; Residuos de 
18,82% jardín; 2,85% 


Fuente: elaboración propia con base en MAyDS (2022). 


Los patrones de producción y consumo de nuestra sociedad han 
tendido a generar, además, una masa creciente de residuos, que, por 
añadidura, es cada vez más heterogénea y compleja (Allen, 2022). 

Para los municipios, responsables de la gestión de los residuos, el 
tema involucra un alto porcentaje de sus presupuestos: representan 
entre el 10 % y el 30 % de los mismos (i.e. Gutiérrez, 2015). A la vez, 
existen disparidades en materia de disponibilidad presupuestaria entre 
municipios, lo que generalmente se asocia directamente con los 
niveles dispares de poder adquisitivo y vulnerabilidad de sus 
poblaciones. 

Como mecanismo formal de gestión, hoy domina en el país la 
recolección tradicional e indiferenciada de residuos para su posterior 
disposición final en rellenos sanitarios controlados o, en el peor de los 
casos, en basurales a cielo abierto (tanto formales como informales). 


Basurales a cielo abierto: lugares de disposición de residuos sin 
aislamiento del suelo, ni cobertura, por lo que no cuentan con 
controles para prevenir la contaminación de la tierra, el agua y el 
aire. En la mayoría de los casos, en estos, algunas personas 
obtienen su sustento de la recuperación de materiales reciclables 


e, incluso, viven dentro de los mismos, por lo que presentan un 
problema ambiental y social. 


Rellenos sanitarios: lugares para la disposición de residuos que 
cuentan con obras de infraestructura e ingeniería sanitaria que 
permiten el control de los lixiviados —líquidos producidos en la 
descomposición de los residuos—. En los sitios de disposición, se 
colocan membranas y distintos mecanismos de aislación para 
evitar que los contaminantes se filtren sobre la tierra y las napas. 
En algunos casos, los rellenos cuentan con tecnologías para la 
recuperación de cierta parte de los gases emitidos y, a partir de 
estos, la generación de energía. 


De los residuos que se generan, alrededor de un 65 % se disponen 
en rellenos sanitarios. El resto se deriva a vertederos controlados o a 
basurales a cielo abierto. Existen alrededor de 5.000 basurales en 
Argentina (MAyDS, 2022). 

Según evaluaciones técnicas, además, muchos rellenos han 
excedido su capacidad para operar (Saidón, 2020) y, si bien en 
algunos se han implementado tecnologías que mejoran su desempeño 
(como plantas que hacen un pretratamiento de los residuos o 
mecanismos de captura de gases), no están exentos de aportar al 
cambio climático, a la contaminación local y a la sobreexplotación de 
materias primas vírgenes, por lo que han sido cuestionados por sus 
efectos ambientales negativos. También, estos ámbitos para la 
disposición de residuos son criticados por el desperdicio de recursos 
en términos económicos (Lin, 2017; Saidón, 2020). Respecto de los 
mecanismos de disposición informal de residuos (basurales a cielo 
abierto, arrojos en cursos de agua, etc.), por su parte, existe bastante 
consenso acerca de que deben tender a desaparecer, debido a que 
tienen impactos negativos aún de mayor magnitud. 

Sin embargo, pese al predominio de aquel modelo de economía 
lineal, orientado a la disposición final de la mayor parte de los 
residuos, se han desarrollado experiencias públicas y de la sociedad 
civil que promueven la GIRSU, especialmente a través de mecanismos 
de recolección o recepción diferenciada de materiales, de la 
instalación de plantas de clasificación y tratamiento orientadas a la 
recuperación de residuos, y de una industria recicladora emergente 
(i.e. Gutiérrez, 2020; Saidón 2020; Shammah, 2020). 

Ahora bien, estas experiencias GIRSU no están sistematizadas ni 


extendidas. Se ha estimado que en el país se recicla solo un 6 % de los 
residuos -sin considerar los circuitos informales, llevados a cabo por 
fuera de las políticas, en basurales y en las calles de las ciudades— 
(MAyDS, 2019). Así, la envergadura de la instalación del modelo 
circular en las políticas públicas aún es bastante escasa. 

A lo anterior, se suma una situación específica: un alto número de 
familias que vive en o en cercanías de centros urbanos y subsiste con 
base en la actividad de algunos de sus miembros de la recuperación de 
residuos. A estos los denominaremos “recuperadores” o “cartoneros”, 
tal como se autoidentifican ellos en la región. La actividad de los 
recuperadores creció fuertemente con la debacle económica ocurrida 
en Argentina hacia diciembre de 2001, momento en el que grandes 
grupos de personas no encontraban fuentes de empleo que les 
generase una fuente de ingresos. Algunos de estos permanecieron en la 
actividad y otros no, a la vez que los devenires económicos han 
afectado a otros grupos que se sumaron. 

Progresivamente, el sector de recuperadores, aunque con 
tensiones, comenzó a disputar la idea de que su actividad sea 
concebida como consistente con el paradigma GIRSU. Esto fue 
derivando en un reclamo de organizaciones, que nuclean a grupos de 
recuperadores, generalmente cooperativas, que han venido 
demandando la adopción de un sistema de gestión de residuos que los 
reconozca como prestadores de un servicio ambientalmente relevante 
y que, a su vez, atienda a sus derechos laborales!*! (Sorroche, 2016a y 
2016b; Montera et al., 2018; Carenzo y Sorroche, 2021). Desde estas 
organizaciones, a su vez, se plantea que el modelo dominante de 
gestión, que implementa sistemas tradicionales de recolección y deriva 
residuos masivamente hacia su disposición final, compite directamente 
con su actividad. 

La GIRSU ha mostrado experiencias virtuosas de inclusión 
sociolaboral de los recuperadores -—con diferentes grados y 
modalidades- llegando, en algunos casos, a la puesta en marcha de 
modelos de cogestión entre estos y áreas de gobierno (Gurrieri 
Castillo, 2020; Sorroche, 2022). 

Por su parte, en conjunto, el cuerpo institucional vigente a nivel 
nacional (cuadro 1) promueve la reducción y la valorización de 
residuos, el fomento de medidas que contemplen la integración de los 
circuitos informales de recolección de residuos (abarcando la inclusión 


de los recuperadores y reduciendo el riesgo ambiental), la clausura de 
basurales a cielo abierto, la difusión de información, la comunicación 
y la participación, en materia de residuos. 


Cuadro 1. Institucionalización de la GIIRSU en el nivel nacional 
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econdicionamientes y ritamietto de les residuos: 


En ámbitos subnacionales también se ha desarrollado un marco 
institucional que especifica lo definido en el nivel nacional (cuadro 2). 
Por ejemplo, la normativa de CABA ha sido pionera tanto en términos 
de GIRSU, como de inclusión, y se deriva en gran medida de 
demandas sociales de agrupaciones de recuperadores. Esta define, por 
ejemplo, crear centros para clasificar y acopiar residuos secos 
provenientes de la recolección diferenciada, así como un registro 
oficial de los recuperadores urbanos y sus cooperativas, a los que se 
les atribuye participación prioritaria en el sistema. A partir de esto, se 
instauró en 2012 un Servicio de Recolección Sólidos Urbanos Fracción 


Secos, por concurso público (Gutiérrez, 2020; Gurrieri Castillo, 2020). 
Las resoluciones de grandes generadores de la provincia de Buenos 
Aires también han resultado en un hito importante en materia tanto 
de GIRSU, como de inclusión (i.e. Sarandón y Schamber, 2019; Saidón 
y Sorroche, 2022). 

Cuadro 2. Ejemplos destacables de institucionalización general de la GIIRSU en el nivel subnacional 
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desperdicio y la contaminación y preservar el capilal natural, 
así como generar herramientas y regulaciones parg promover 
la economía circular. 


Más allá de tal normativa general, especialmente en algunos 
ámbitos provinciales o municipales se ha generado normativa 
específica por corrientes de residuos o para descartes o materiales 
específicos, como veremos más adelante en los siguientes capítulos. 
Ejemplos de esto son la Ley N.* 14.321/11 de la provincia de Buenos 
Aires, que estableció responsabilidades para la gestión sustentable de 
residuos de aparatos eléctricos y electrónicos (RAEE), la Res. N.? 
269/19, que formalizó la figura del gestor refuncionalizador de RAEE, 
y la Res. N.2 149/22, que creó el Registro de Gestores 
Refuncionalizadores. Otro ejemplo es la Ley provincial N.* 13.868/08, 
que prohibió el uso de bolsas de plástico convencional en 
supermercados, autoservicios, almacenes y comercios. 

Distintos municipios también han desarrollado ordenanzas. 
Mientras que algunas son más generales en materia de GIRSU, otras 
proponen incorporar en la gestión a los recuperadores y/o sus 
organizaciones. 

Pese a todo lo anterior, puede destacarse, sin embargo, que aún 
existe un vacío en cuanto a normativa nacional que incorpore el 
principio de Responsabilidad Extendida del Productor (REP) (Carenzo 
et al., 2023), respecto de los avances realizados en otros países. 
También, sobresale, en contraposición a la normativa previa y a la 
tendencia de los lineamientos internacionales, la habilitación 
relativamente reciente de la incineración de residuos producidos en el 
territorio de CABA, algo que había sido prohibido hasta tanto alcanzar 
metas significativas en la recuperación de residuos. 

En materia de gestión propiamente dicha y en manejo de 
residuos, avaladas por el nuevo marco institucional, pero aún 


limitadas por los vacíos aún existentes, observamos experiencias 
vinculadas a la gestión de residuos desarrolladas en los últimos años 
que han sido relativamente exitosas, en tanto han logrado una alta 
captación de materiales para su recupero, a la vez que algunas de 
estas —con variantes- han promovido la inclusión sociolaboral de 
personas que viven de los residuos y que, cuando comenzaron en la 
actividad, lo hacían en condiciones de mayor informalidad, o en 
peores condiciones de trabajo, con menos derechos laborales 
garantizados, o bien en peores condiciones de integración social 
(Saidón y Sorroche, 2022). Por lo contrario, también advertimos 
experiencias que no han resultado exitosas en estos aspectos. 

Asimismo, si bien se visualizan algunas políticas inclusivas, la 
mayoría de los recuperadores realiza la actividad en condiciones 
precarias e informales, por cuenta propia y sin reconocimiento como 
prestadores de servicios públicos (Saidón et al., 2022). A su vez, se 
advierte que la participación en cooperativas, si bien no siempre lo 
garantiza, promueve mayor inclusión respecto del trabajo por cuenta 
propia en las dimensiones económica, de cumplimiento de ciertos 
derechos laborales, condiciones de trabajo e integración social de los 
recuperadores. Esto se potencia, además, si las cooperativas se nuclean 
en organizaciones de segundo orden u operan con grandes 
generadores de residuos, aunque aún falta avanzar en todos estos 
planos, en comparación con otros empleos formales (Saidón y 
Sorroche, 2022). 

Con todo esto, encontrar vías para profundizar un modelo de 
economía circular y una GIRSU inclusiva resulta un desafío complejo, 
que involucra pensar el rol de los distintos actores, sus necesidades, 
intereses, conocimientos, propuestas y demandas; contemplar las 
restricciones vigentes en términos de presupuesto y mercados 
disponibles para cada corriente de residuos; analizar iniciativas 
concretas exitosas O fallidas en términos ambientales y sociales; 
examinar tecnologías disponibles y su pertinencia de implementación 
en los distintos territorios; así como las posibilidades y oportunidades 
potenciales de implementar nuevas estrategias. 
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Gestión de residuos reciclables secos: 
cartón y papel, vidrio, plástico, metales 
ferrosos y no ferrosos''! 


Santiago Sorrochel”! y Viviana Marcela Rodríguez Jiménezl?! 

Este capítulo se nutre fuertemente, entre otras fuentes, de los 
desarrollos de Sebastián Carenzo y Ana Stevanato realizados para el 
documento PAGE (2021), Informe final del Impacto Fiscal de la 
ejecución del Plan Nacional de Economía Circular y Hoja de Ruta y 
otros trabajos de los autores. 

En este capítulo se trabaja la cuestión de los denominados 
“residuos secos” (o “reciclables secos”) de masiva producción, alta 
reciclabilidad y, en muchos casos, con mercados ya establecidos. En 
específico, las corrientes de materiales a analizar aquí son las del 
cartón y papel, vidrio, plástico y metales ferrosos y no ferrosos. Hay 
otros residuos que también son secos, como los textiles, por ejemplo, 
que serán abordados en otros capítulos, debido a que cuentan con 
problemáticas y vías posibles de solución específicas. La decisión de 
agrupar en este capítulo las mencionadas corrientes es que, en su 
mayoría y desde las políticas públicas, han sido tratadas de forma 
conjunta, principalmente por su gran generación y porque muchos de 
estos materiales cuentan con destinos comunes, una vez que se 
generan. Al mismo tiempo, en la práctica, existen mecanismos de 
recolección y disposición en origen compartidos y ya instalados en 
diversos municipios, a diferencia de lo que ocurre con otros materiales 
secos, en donde esto es prácticamente inexistente. Esto permite el 
desarrollo de sistemas de organización y clasificación de los materiales 
y, por lo tanto, mejores resultados de recolección y tratamiento de los 
mismos. Las secciones que siguen abordarán: (2.1) las características 


de los materiales, las problemáticas ambientales asociadas y el estado 
de situación actual, incluyendo normativa, así como diversas políticas 
y acciones vinculadas a la corriente; (2.2) las experiencias, 
oportunidades y obstáculos vinculados a la separación en origen y 
recolección diferenciada; (2.3) las experiencias, obstáculos y 
oportunidades para la valorización; y (2.4) las recomendaciones para 
avanzar hacia una economía circular inclusiva y sortear los obstáculos 
aquí expuestos. 


2.1. Materiales, características y estado de situación 


A continuación, se describen los distintos materiales que integran la 
corriente de reciclables secos. Como veremos en los siguientes 
apartados, estos materiales, dada la configuración del mercado local y 
las políticas públicas vigentes, son los que se reciclan y recuperan en 
mayor escala en el país, ya sea por la existencia de empresas 
recicladoras, o por el precio de estos en el mercado. 


2.1.1. Caracterización de los materiales 


Como señalamos en el apartado anterior, en este capítulo se engloban 
diversos tipos de residuos. Estos son de uso generalizado por todas las 
personas, en todos los ámbitos —tanto rurales como urbanos-, y, por lo 
tanto, representan un importante volumen de los residuos generados 
diariamente en el mundo'*. 

A continuación, se describirán las diferentes corrientes que 
integran los reciclables secos y sus características, posibilidades de 
descomposición y reciclabilidad. 


Cartón y papel 

Tanto el cartón, como el papel provienen de las fibras celulósicas de la 
madera. Generalmente, se producen a través de las plantaciones de 
árboles de rápido crecimiento que luego son procesados para 
fabricarlos y a partir de papel o cartón recuperado. En la Argentina 
existen fábricas que procesan tanto materiales vírgenes como 
recuperados. El uso de materiales vírgenes tiene la desventaja de ser 
commodities, por lo que se comercializan en mercados internacionales 
a precios globales y dolarizados, y esto repercute sobre sus 
posibilidades de valorización. Esto significa un gran problema en una 
economía en donde la carencia de divisas y la restricción externa 


operan en el encarecimiento o la dificultad de obtenerlos. Por su 
parte, el material recuperado, del cual el 95 % es captado y operado 
por cartoneros, requiere mayores procesos para el reciclado y 
reconversión en nuevos productos. Esto deriva en menores precios ya 
que, de esa manera, es posible que su procesamiento sea rentable para 
las empresas. Estos materiales cuentan con circuitos de reciclado 
desarrollados de larga data. En la actualidad se utilizan, más 
comúnmente, seis (6) tipos de papel y cartón: 


+ Papel blanco y planilla 

+ Cartón de primera 

+ Cartón de segunda 

+ Papel Kraft 

+ Papel de diarios y revistas 
+ Papel absorbente 


El ciclo de vida del papel, en lo relativo al reciclado, cuenta con 
seis etapas: producción, consumo, generación de residuos, recolección 
y clasificación, transformación industrial, volviendo a la industria 
como una materia prima para la generación de nuevos productos. 

Durante su proceso de producción —tanto de papeles como de 
cartones—, se genera una serie de residuos denominados scrap (estos 
son, principalmente, recortes y materiales derivados de errores de 
impresión o de confección). Por otra parte, y con el mayor número en 
la generación, estos materiales provienen del consumo (tanto en 
comercios, como en hogares), lo que se denomina “posconsumo”. 


Plástico 

El plástico es uno de los materiales que más abunda entre los residuos, 
entre otros motivos por la gran variedad de mercancías que se 
elaboran con estos. La versatilidad de los diferentes materiales permite 
su empleo para múltiples usos. Tienen una gran durabilidad y 
resistencia, que dependerá de cada tipo de plástico, sus características 
especiales y los usos que se les den. El plástico ha reemplazado a 
muchos materiales (madera, textiles, métales y otras fibras naturales) 
que se utilizaban previamente para la elaboración de múltiples 
productos, desde la Segunda Guerra Mundial en adelante. El plástico 
se produce con petróleo, gas natural o carbón y toma diversas formas 
y composiciones químicas. Justamente, la diversidad de 


composiciones que adquiere el plástico deriva en diferentes tipos de 
tratamiento que deben llevarse a cabo para el reciclado del material. 
En los últimos años, ha crecido de forma exponencial la utilización del 
plástico para la producción (Geyer et al., 2017). A su vez, 
generalmente, los ciclos de vida de los productos derivados del 
plástico son cortos. Envases de un solo uso y materiales descartables, 
principalmente, representan un problema para la gestión de residuos. 
Del total producido de envases plásticos, el 72 % no son 
recuperados'”. (Ellen MacArthur Foundation, 2016; UNPlastify, 2023). 

A grandes rasgos, existe una clasificación comúnmente aceptada 
de los plásticos en siete grandes tipos, en tanto poseen un tratamiento 
distinto entre sí o bien particularidades de procesamiento disímiles. La 
principal razón se debe a que cada uno tiene composiciones químicas 
diferentes, requiriendo entonces distintos procesos productivos y, 
también, distintos tiempos de degradación (tabla 1) (Fombuena Borrás 
et al., 2016): 


+ PET o PETE (Tereftalato de Polietileno) 

+ PE-HD, HDPE o PEAD (Polietileno de alta densidad) 
* VOPVC (Vinílicos o Cloruro de Polivinilo) 

+ PE-LD, LDPE o PEBD (Polietileno de baja densidad) 
+ PP (Polipropileno) 

+ PS (Poliestireno) 

+ ABS (Alto impacto) 


Se ha desarrollado una tipología para cada uno de los plásticos de 
uso común, que permiten su rápida identificación y posterior 
tratamiento (diagrama 1). 


Diagrama 1. Códigos y símbolos para clasificar distintos tipos de plásticos 
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Fuente: Norma del Instituto Argentino de Normalización y Certificación (Instituto de Racionalización Argentino de 
Materiales-IRAM) 13700 “Plásticos en General”. Símbolos gráficos de codificación para la identificación de la 
resina. 


De acuerdo a su estructura química y el comportamiento frente a 
la temperatura, los plásticos se pueden clasificar de la siguiente 
formal*!: 


+ Termoplásticos: son aquellos plásticos que se funden al 
calentarse y cuando se enfrían vuelven a hacerse duros, lo que 
significa que se pueden moldear repetidas veces sin que se 
alteren demasiado sus propiedades originales. Esta característica 
conlleva a que sea fácil su reciclaje. Algunos de los 
termoplásticos más conocidos son el poliestireno, el poliestireno 
expandido, el policarbonato y el polietileno. 

+ Termoestables: se trata de plásticos que, una vez que se 
calientan y se moldean, no se pueden fundir sin que se destruya 
su estructura molecular y se alteren significativamente sus 
propiedades originales. Por este motivo, el reciclaje de este tipo 
de plásticos es complejo. El caucho sintético, el poliuretano y la 
resina epoxi son algunos de los termoestables más comunes. 

+ Elastómeros: son plásticos con un comportamiento elástico que 
pueden ser deformados con facilidad sin que se rompan sus 
enlaces o se modifique su estructura. 

Vidrio 

El vidrio es un material que se obtiene comúnmente a partir de un 
proceso de fundición, en el que se mezcla arena de sílice, carbonato de 
sodio y caliza. Su composición física es la de un producto sólido, 


cristalizado, que suele tener un volumen denso, pero de gran 
fragilidad, por lo que, al romperse, se fragmenta en partes también 
irregulares. Es un material que se caracteriza por ser pesado para 
transportar/cargar y, al mismo tiempo, riesgoso para la salud de 
quienes lo manipulan. Esto significa que su acumulación es 
problemática: no solo por lo que pesa, sino por el volumen que ocupa 
y por la posibilidad de romperse/fragmentarse y generar lesiones en 
quienes lo manipulan. 

En términos de su ciclo de vida, el vidrio tiene dos usos posibles: 
su reciclado o su reutilización. Las particularidades del material hacen 
que este tenga muchas capacidades para alargar su vida útil. Al ser 
reciclado, su proceso, si bien utiliza energía e insumos como el agua, 
no tiene límites, manteniendo el vidrio siempre las mismas 
propiedades que el material virgen. Por otra parte, el reciclado 
requiere menos energía (un 26 % menos) que la fabricación de vidrio 
a partir de materias primas vírgenes, lo que redunda en una reducción 
de emisión de gases de efecto invernadero (-20 %) y del uso de agua 
para su producción (-40 %)!”!. En este sentido, en todo el mundo, el 
80 % del vidrio reciclado se utiliza para fabricar nuevos envases 
(Castañón, 2020). 

Por otra parte, si los envases de vidrio se limpian e higienizan, se 
pueden reutilizar. Esto, por ejemplo, se puede ver en el caso de los 
envases de cervezas, que cuentan con sistemas de retorno y que en la 
Argentina, mayoritariamente, son envases que provienen de vidrio 
reciclado'*., 


Metales ferrosos 
Los metales ferrosos son todos aquellos metales que contienen hierro 


en su estructura básica. El hierro es un elemento muy común, pero 
que, sin embargo, tiene pocas aplicaciones en su estado puro. Es 
necesario que este se combine con otros materiales para mejorar sus 
propiedades y poder desarrollar objetos. Al combinarlos con el 
carbono (C), se logran diferentes aleaciones: el hierro dulce (malas 
prestaciones mecánicas y muy oxidable, pero buen conductor), 
fundiciones (gran dureza, poca resistencia mecánica y dificultades 
para la soldadura) y aceros (maleables, resistentes, altamente 
conductivos). 

Los metales ferrosos son materiales altamente reciclables, con 
reintroducciones sucesivas e indefinidas (Rodríguez, 2008). De esta 


manera, a pesar de que cada tipo requerirá un proceso específico, la 
recuperación de esta corriente redunda en ahorros energéticos y en 
reducción de la contaminación de agua y el aire. Por otra parte, se 
reduce la extracción de materia prima, lo que, también, reduce el 
impacto ambiental derivado de la minería. 


Metales no ferrosos 
Los metales no ferrosos se distinguen de los anteriores al no tener 


cantidades significativas de hierro y, por lo tanto, carecer de 
cualidades magnéticas. Son mucho más ligeros y con poca resistencia 
mecánica y son menos afectados por la corrosión. Por estos motivos, 
tienen múltiples usos industriales y para elaborar diferentes productos. 
El más común entre los residuos domiciliarios es el aluminio. En 
menor medida se encuentran el cobre, el bronce, el latón y el plomo. 
De estos, algunos se utilizan con mayor frecuencia en otras corrientes: 
mientras que el cobre y el bronce se encuentran con mayor 
preponderancia en los residuos de aparatos eléctricos y electrónicos 
(RAEE) —que también contienen oro y plata, y se utilizan como 
conductores-, el plomo ha perdido ampliamente su incidencia 
doméstica, aunque se encuentra en las baterías de ácido plomo 
(BAPU)J!'. En este capítulo nos centraremos, principalmente, en el 
aluminio, y haremos cierta referencia al cobre y bronce que suelen 
tener algunos circuitos particulares, a partir de lo obtenido a través de 
la recolección domiciliaria. 

Así como ocurre con los metales ferrosos, los no ferrosos son 
altamente reciclables en múltiples usos. Su reutilización y su reciclado 
exigen menor extracción de materias primas y, también, menores usos 
energéticos, y reducen la contaminación. 


Multilaminados 

Existe una serie de envases, todos de uso doméstico para el transporte 
de alimentos o productos químicos, que se fabrican a través del uso de 
múltiples capas de materiales diferentes. Actualmente se 
comercializan dos: 


+ Tetra Brick, utilizado para la comercialización de alimentos y 
bebidas. Este se construye con la colocación de múltiples capas 
donde prevalece el cartón, pero también cuenta con plástico 
(polietileno de baja densidad) y aluminio. 

* Doypack, que se utiliza para comercializar alimentos y 


productos químicos de limpieza. Se fabrica a través de la unión 
de múltiples capas de plástico (polietileno) y, en algunos casos, 
puede incluir papel, cartón o aluminio. 


Si bien contar estos envases con múltiples materiales 
compactados e integrados sirve para aportar a la preservación de los 
productos que contienen, sin embargo, es muy difícil su reciclado, a 
excepción de su inclusión en placas prensadas. 


Cuadro 1. Residuos reciclables secos: componentes, variedades y usos 


Papel kraft: papel color marrón utilizado 
para envoltorios y bolsas. 

Papel de diarios y revistas: como su 
nombre lo indica, es el utilizado para la 
impresión de diarios y revistas. 
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Fuente: elaboración propia. 
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2.1.2. Problemáticas ambientales asociadas a los plásticos 


De todos los residuos que se generan en el país, la gran mayoría 
termina en sitios de disposición final, mientras que solo el 6 % de 
estos son efectivamente reciclados (Ministerio de Ambiente, 2022: 23). 

A diferencia de otras corrientes de residuos analizadas en este 
libro, los materiales examinados en este capítulo son más bien 
heterogéneos en términos de su impacto ambiental negativo (cuadro 
2). Dicho impacto es la resultante del tiempo de descomposición que 
estos materiales poseen, sumado al nivel riesgo que significa su 
exposición en el ambiente. Materiales como el vidrio, por ejemplo, 
representan un riesgo ambiental menor, pero su tiempo de degradado 
es mayor al de materiales como el papel y cartón. Los plásticos, por su 
parte, además de poseer un tiempo de degradación muy lento, 
presentan serios riesgos para la salud y el ambiente si no son tratados 
correctamente, ya que son altamente contaminantes y, actualmente, 
son una de las principales causas de contaminación de los océanos 
(López-Fernández y Franco-Mariscal, 2021). Los metales, tanto 
ferrosos como no ferrosos, comprenden en su producción la 
realización de actividades mineras que, en la mayoría de los casos, 
tienen un alto impacto ambiental negativo. Por otra parte, los largos 
tiempos que son necesarios para su descomposición hacen que su 
disposición final reduzca los tiempos de uso de rellenos sanitarios y, 
en el caso de los basurales a cielo abierto, la contaminación de los 
suelos. Algo similar ocurre con los multilaminados que, por su 
composición múltiple de materiales, tardan más de 1.000 años en 
degradarse, contaminando, también, los suelos. 
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Fuente: elaboración propia a partir de diversas fuentes. 


La recuperación de estos materiales, dada la variedad de 
elementos y los distintos procesos de reciclado, conlleva a que se 
generen cadenas productivas con diversos actores (recuperadores 
informales, cooperativas, incluso empresas privadas, organizaciones 
de la sociedad civil, acopiadores, empresas de reciclado y de gestión 
ambiental) con distintas necesidades e intereses, algunas veces 
convergentes y otras en puja. Además, ante esta diversidad de 
situaciones y actores, las políticas/programas/proyectos/acciones que 
se llevan a cabo para la recuperación de estos materiales deben tener 
en cuenta el territorio sobre el que se implementan, ya sea a escala 
local como regional e internacional. 


2.2. Separación en origen y recolección diferenciada: 
experiencias, obstáculos y oportunidades 


A pesar de los lineamientos internacionales, los legislativos y de 
políticas públicas, no existe un despliegue uniforme en los diferentes 


distritos urbanos del país relativo a un conjunto de criterios básicos 
para el manejo de residuos reciclables secos. A nivel nacional, la Ley 
N.* 25.916/03 —de presupuestos mínimos de protección ambiental 
para la gestión integral de los residuos- ha establecido un importante 
número de lineamientos generales reconociendo a la fracción aquí 
analizada como la de “reciclables secos”, y definiendo que esta 
requiere de circuitos especializados. Por otra parte, y referida esta 
corriente, la normativa señala la importancia de incorporar al 
denominado en el cuerpo de la ley “circuito informal” en los sistemas 
de recolección diferenciada (Sorroche, 2016). En casi todas las 
provincias, y en el marco de Ley nacional, se han desarrollado leyes 
más específicas, en general, sin variaciones sustantivas!''!, 

Al mismo tiempo, y en función de lo relativo a la recolección 
diferenciada, esta es una competencia municipal, y, por lo tanto, cada 
una de las entidades administrativas despliega distintas políticas según 
voluntades, presupuesto y características demográficas, entre otros 
motivos (Gutiérrez, 2020). Sin embargo, a pesar de este señalamiento, 
entre 2019 y 2023, se desarrollaron diferentes propuestas desde 
ámbitos nacionales. En este sentido, y en el marco del interés de este 
capítulo, encontramos el programa Argentina Recicla''?, que 
dependió de la (ex) Dirección Nacional de Economía Popular del 
Ministerio de Desarrollo Social de la Nación. Esta propuesta tendió a 
incorporar a organizaciones de cartoneros a los sistemas de gestión 
municipales, entregando insumos, herramientas, maquinarías y 
rodados. Esta política potenció los circuitos de recolección 
diferenciada en diferentes localidades del país, destacándose, 
particularmente, el caso de Trelew (Chubut). Por otra parte, el 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible también desarrolló 
fuertes trabajos, principalmente, en lo relativo a la erradicación de 
Basurales a Cielo Abierto (BCA). Esto redundó en el establecimiento 
de plantas de clasificación y de rutas de recolección diferenciada 
llevadas adelante por quienes trabajaban informalmente en estos 
espacios clasificando lo descartado de las rutas de recolección 
tradicionales. Por otra parte, bajo la órbita de la anterior Secretaría de 
Medio Ambiente y Desarrollo Sostenible, se desplegó la Estrategia 
Nacional de Gestión Integral de Residuos Sólidos Urbanos (ENGIRSU), 
creada en el 2005, que llevó adelante proyectos que fomentaban el 
reciclado y la recuperación de residuos urbanos (Sorroche, 2016). 


Asimismo, y en el contexto de la provincia de Buenos Aires, se creó, 
en 2022, el Ministerio de Ambiente provincial, absorbiendo las 
facultades del ex Organismo Provincial para el Desarrollo Sostenible 
(OPDS) y lanzando el programa “Mi Provincia Recicla”, que, en líneas 
similares al Argentina Recicla, busca mejorar las condiciones de las 
organizaciones de cartoneros a través del reconocimiento y entrega de 
insumos y maquinarías y desarrollando modelos de recolección 
diferenciada, con programas destinados a la entrega de maquinaria y 
equipamiento a los municipios. 

Por otra parte, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible 
de la nación estableció (Res. N.2 446), en 2020, la unificación de 
colores para la disposición de los residuos, siendo los “reciclables 
secos” los que deberán usar el color verde, y el resto, el color 
negro''*!, para mejorar las condiciones de la recolección diferenciada 
de materiales, principalmente entre reciclables secos y la denominada 
“basura”, que contiene residuos mezclados. Asimismo, dentro del 
conjunto de reciclables secos, se definió que, cuando se establezca la 
separación en origen en una o más corrientes que la integran, se 
definirán los siguientes colores para los contenedores: 


Amarillo: plásticos 

+ Azul: papel y cartón 
+ Blanco: vidrios 

+ Gris: metales 


Por otra parte, en el caso de la provincia de Buenos Aires, se 
destaca la normativa desarrollada en función de gestionar los residuos 
reciclables de los grandes generadores de residuos!'*!. Sancionada en 
el 2013!'?!, y modificada en el 2020!**!, esta normativa promueve la 
participación de cooperativas de cartoneros en el manejo de los 
residuos a través de la conformación de “Destinos Sustentables”, que 
permitan la certificación y trazabilidad de los residuos producidos por 
grandes generadores. 

Asimismo, diversos municipios han desarrollado normativa 
propia, en la que la totalidad o parte de su contenido establecen 
pautas para la recolección diferenciada de reciclables secos (recuadro 
1). 


Recuadro 1. Ejemplos de normativas municipales pioneras que promueven la recolección diferenciada de 
reciclables secos 


La Ciudad Autónoma de Buenos Aires (CABA) ha sido pionera en 
establecer normativa local vinculada a la recolección 
diferenciada. Se destaca la Ley N.* 992 del año 2002, que crea el 
Programa de Recuperadores Urbanos (PRU) que se orienta al 
registro e incorporación de cartoneros y la entrega de elementos 
de trabajo y seguridad. 

En 2010, se sancionó la Ley N.* 1.854, también conocida 
como “Ley de Basura Cero”. Entre otras cuestiones, esta 
normativa busca la reducción de los residuos enviados a 
enterramiento de forma progresiva y el desarrollo de programas y 
propuestas para la recolección diferenciada y el reciclado. 
Modificada en 2019, dado que la ciudad no había cumplido con 
las metas propuestas y que, para 2020, estipulaba el fin del 
enterramiento de materiales reciclables o aprovechables, esta ley 
posibilitó el desarrollo de una licitación de recolección 
diferenciada que fue dada a 12 cooperativas de cartoneros, 
reconociendo su preexistencia y zonas de trabajo. 

La Plata también cuenta con una Ordenanza de “basura cero” 
(N.? 10.661/09). La misma se orienta en la misma dirección que 
la normativa de la CABA. En este sentido, se establecieron rutas 
de recolección diferenciada cuyo recolectado es enviado a las 
cooperativas de cartoneros que operan en el distrito para su 
clasificación, acondicionamiento y venta. 

En el AMBA, además, se distingue la experiencia de Lomas de 
Zamora. A través de la organización y movilización de las 
cooperativas que forman parte de la Federación Argentina de 
Cartoneros, Carreros y Recicladores (FACCyR), se ha logrado la 
sanción de varias ordenanzas. Estas proponen la creación de una 
Mesa Local de Gestión Sustentable donde las cooperativas 
articulan con funcionarios municipales y concejales para el 
desarrollo de rutas de recolección diferenciada y funcionamiento 
de un sistema, que incluye camiones y estaciones de reciclado 
(Ordenanza N.* 16.566/18). Por otra parte, y en el marco de ese 
espacio, se estableció un registro de cartoneros individuales y 
cooperativas (Decreto N.* 871/19). Finalmente, existe una 
Ordenanza (N.* 16.781) que crea el programa de separación en 
origen para todo el distrito. Esta norma, sin embargo, aún no fue 


implementada. Existe, también, una Ordenanza (N.* 16.161/17) 
en Lomas de Zamora que, inspirada en la normativa de OPDS, 
exige la separación y correcta segregación de los residuos por 
parte de los grandes generadores. En el caso de varios distritos, 
existen normativas de este último tipo, destacándose el caso de 
Quilmes (Ordenanza N.* 12.554/16), Almirante Brown 
(Ordenanza N.* 10.742/16), Rosario (Ordenanza N.* 9.463/15) y 
Santa Fe (N.* 11.917/12), estas últimas señalan que los grandes 
generadores deben hacerse cargo de los costos de su disposición. 

En lo relativo a prohibiciones, y como un obstáculo al trabajo 
de recicladores informales, la casi totalidad de distritos han 
establecido ordenanzas vedando la Tracción a Sangre Animal 
(TAS). Sin embargo, no ha habido desarrollos de propuestas 
exitosas para la incorporación de la población que subsistía 
realizando una actividad sostenida por la TAS, a excepción de 
experiencias desarrolladas desde las organizaciones cartoneras, 
como veremos en el siguiente recuadro. 

Existen distintas modalidades y actores involucrados en la 
recolección diferenciada de reciclables secos, que han sido 
adoptadas de manera complementaria o alternativa en distintos 
municipios (recuadro 2). 


Recuadro 2. Casos de implementación de políticas de recolección diferenciada de reciclables secos en 
distintos municipios 


En la CABA se ha establecido un servicio de recolección 
diferenciada que se opera a través de 12 cooperativas, que 
ganaron la licitación presentada por la Ciudad. En este sentido, 
más de 5.000 cartoneros recorren las calles de la ciudad 
recuperando materiales reciclables. Por este trabajo reciben un 
“incentivo” y, además, un plus por cada kilo recolectado, una vez 
que alcanzaron los 600 kg mensuales (al recolectar el kilo 601, 
reciben el pago por todo lo recolectado). El Gobierno de la 
Ciudad otorga camiones y micros para el transporte de residuos y 
personas. Por otra parte, entregó predios con maquinaria 
necesaria para la clasificación, acondicionamiento y acopio de 
materiales que luego son vendidos a la industria —denominados 
“centros verdes” o “centros de reciclado”-—. Los diferentes puntos 


verdes fijos (en plazas) son operados por empleados del gobierno, 
que entregan los materiales a las cooperativas. En parte de la 
ciudad, se han instalado contenedores, y los reciclables captados a 
través de esta modalidad también son enviados a las cooperativas, 
en función de sus zonas de trabajo. Según entrevistas realizadas a 
encargados de los centros de reciclado, lo que ingresa tanto de los 
contendores como de los puntos verdes tienen niveles de rechazo 
mucho más alto que lo que proviene de los trabajadores 
cartoneros. 

Por su parte, encontramos en el municipio de Lomas de 
Zamora un proceso de articulación entre las cooperativas de 
cartoneros y el gobierno municipal para recolectar los materiales 
de manera diferenciada. En este marco, se han desarrollado rutas 
de recolección puerta a puerta, respetando espacios de trabajos 
previos de las cooperativas. Esto fue acompañando desde las 
políticas con indumentaria y camiones para el traslado de los 
materiales. Actualmente, se encuentran registradas 12 
cooperativas. Se ha instalado un nodo de procesamiento en la 
localidad homónima de Lomas de Zamora y se está terminando la 
fabricación de otro en Villa Fiorito, en un EcoPunto municipal. 
Por otra parte, también el Municipio instaló puntos verdes fijos en 
plazas del partido, que son operados por promotoras ambientales 
de las cooperativas y que reciben un incentivo por su atención y, 
además de recibir materiales, realizan tareas de promoción 
ambiental. En algunos casos también se han establecido “puntos 
de acopio transitorio” para llevar materiales desde los puntos 
verdes, previamente a cargarlos en los camiones. Frente a la 
prohibición de la TAS, algunas cooperativas se dieron la tarea de 
sumar a quienes desarrollaban la actividad de esa manera dejando 
el uso del carro a caballo para trabajar dentro de estos espacios 
organizativos (Sorroche, 2019). 

En el partido de Avellaneda, se da una situación similar a la 
de Lomas de Zamora, pero la organización ocurrió tras la toma de 
una planta en desuso y, a posteriori, comenzaron a desarrollarse 
rutas de recolección diferenciada. A diferencia del caso de Lomas, 
la operación de los puntos verdes fijos está a cargo de la 
Municipalidad. 

El caso de Vicente López es paradigmático. La Municipalidad 


realiza la recolección diferenciada, estableciendo días y circuitos 
para la recolección de materiales reciclables, y los materiales 
reciclados son enviados a las plantas sociales de la CEAMSE, 
ubicadas en el municipio de Gral. San Martín, sin lograr ningún 
tipo de inclusión de cooperativas o cartoneros del propio distrito. 
No hemos tenido acceso a los números de esta gestión, pero, 
basados en datos previamente obtenidos durante una experiencia 
del partido de Morón, que deriva residuos al mismo destino, los 
niveles de recupero son menores a los obtenidos en las otras 
experiencias (Sorroche, 2022), como lo han señalado 
cooperativistas que reciben estos materiales (entrevista a 
cooperativista planta social, abril de 2023). 


Los agentes involucrados en la separación en origen incluyen a la 
ciudadanía, las diferentes agencias estatales —desde los municipios 
hasta sectores de la educación—, las empresas de recolección y las 
organizaciones de cartoneros. De esta manera, esto presenta un 
complejo proceso que no está exento de disputas, rispideces, avances y 
retrocesos (Sorroche, 2022), en la búsqueda de lograr un modelo de 
gestión de los materiales reciclables social y ambientalmente 
sostenible. 

En función de comprender las oportunidades de la recolección 
diferenciada de reciclables secos, adquieren centralidad los cartoneros. 
En primer lugar, porque son los principales agentes recuperadores de 
residuos, mejorando los flujos de materiales desde y hacia la industria 
recicladora y, al mismo tiempo, quienes pugnan por el 
acompañamiento de las políticas en la puesta en funcionamiento de 
programas de recolección diferenciada. En segundo lugar, son actores 
que han generado propuestas de recuperación de materiales sin 
mercado, variando esto según el caso, como veremos más adelante. Es 
importante recordar que, en esta actividad, se encuentran trabajando 
tanto personas por cuenta propia como organizadas en cooperativas u 
otros tipos de asociaciones con diferentes grados de inclusión y de 
situaciones sociolaborales (Saidón y Sorroche, 2022). 

Entre los obstáculos para instalar y promover la separación en 
origen y recolección diferenciada, se encuentran los casos en que la 
diagramación de las rutas y prácticas se realiza desde los organismos 


estatales y sin el reconocimiento de prácticas previas. A la vez, 
generalmente, no proponen la incorporación de cartoneros de los 
propios territorios en los sistemas de recolección diferenciada, o, 
cuando lo hacen, buscan la suplantación de las formas de trabajo 
desplegadas por esta población -—principalmente orientadas a la 
erradicación de la TAS, sin alternativas efectivas y generadas y puestas 
a prueba con esta población—. Entre estos casos, resaltan, por ejemplo, 
los de la ciudad de Olavarría y La Plata, en donde la recolección 
quedó en manos de empresas privadas de transporte. Por otra parte, 
también obstaculizan la recolección diferenciada las políticas que 
proponen la puesta en marcha de plantas de recuperación, que reciben 
los residuos de forma indiscriminada o mezclada. Estos programas, 
además de representar magros niveles de recupero debido a la falta de 
una correcta segregación en origen, proponen la incorporación de una 
fracción nunca muy numerosa de recuperadores y a condiciones de 
trabajo poco dignas. 

En el otro extremo, se encuentran políticas que se han iniciado 
desde las propias organizaciones cartoneras. En función de los 
requerimientos estatales, la forma cooperativa es la que más se 
encuentra desplegada entre esta población (Carenzo y Fernández 
Álvarez, 2011), aunque no es la única. Estas propuestas se han 
centrado, principalmente, en el desarrollo de rutas de recolección 
diferenciada desarrolladas por las cooperativas. De esta manera, se 
busca la mejora de las condiciones de trabajo y de reconocimiento por 
parte de los organismos estatales de esta actividad como un trabajo y, 
en algunos casos, incluso la demanda por el reconocimiento de la 
actividad como un servicio público. Estos sistemas de recolección 
diferenciada que se articulan con el trabajo de las organizaciones 
cartoneras han generado mayores niveles de recupero que los 
desarrollados por empresas privadas o por sistemas municipales sin 
incorporación de los cartoneros. Esto se debe, principalmente, al 
conocimiento de los puntos de mayor generación de residuos y a que, 
al depender de la cantidad recolectada para lograr sus ingresos, 
tienden a maximizar, y optimizar, los materiales recuperados. 

Por otra parte, se observan algunas iniciativas privadas -— 
vinculadas a fundaciones o empresas- que buscan recuperar algún 
material en particular. En este caso, destacan, por ejemplo, las 
propuestas de la fundación Garrahan, que recupera papel blanco y 


tapas de botellas y, en los últimos tiempos, las que se orientan a 
captar las denominadas “botellas de amor”. Estas últimas son botellas 
de PET vacías a las que se les incorporan otros plásticos de difícil 
recupero -film de envoltorios de alimentos y golosinas-, que son 
enviados a una fábrica que realiza mobiliario y maderas plásticas. Los 
envíos suelen acordarse con organizaciones de la sociedad civil 
(Rotary Club, por ejemplo) y, en algunos casos, también, por 
municipios. 

En lo relativo a la población general argentina, según una 
encuesta (Ecoplas y Opinaia, 2022), el 64 % de los encuestados 
separan sus residuos reciclables secos. Sin embargo, de ese porcentaje, 
un 23 % reconoce que le falta información para una mejor realización 
de la actividad. Por otra parte, el 89 % considera que esta actividad 
debería ser obligatoria, señalando que el gobierno nacional (56 %) y 
los gobiernos municipales (51 %) deberían ser responsables de 
fomentarlo. En este sentido, encontramos la información como un 
obstáculo a subsanar, a través del desarrollo de capacitaciones y 
campañas que permitan aumentar la separación en origen y la 
recolección diferenciada. 

Un factor que tiende a promover el recupero es la vigencia de 
programas de promotoras ambientales en los municipios (recuadro 3). 


Recuadro 3. Las experiencias de programas de promotoras ambientales 


En los últimos años, las organizaciones cartoneras desarrollaron 
programas de promoción ambiental coordinados y desarrollados 
por mujeres cartoneras. En estos, se desarrollan campañas de 
promoción; actividades en escuelas, clubes y otras instituciones; 
relevamientos de formas de separación; capacitación a vecinos; y 
atención de puntos verdes fijos. Actualmente existen programas 
de promotoras ambientales en CABA, Lomas de Zamora, Lanús, 
Avellaneda, Quilmes, La Plata, Ensenada, Escobar, Lincoln, 
Olavarría, Tandil, San Nicolás, Trelew, Santiago del Estero, entre 
otros lugares. 

Estas experiencias han generado mayor adherencia de los 
vecinos a la segregación en origen y han permitido vincular al 
recuperador, encargado de circular por las calles, con el 
generador de residuos, facilitando la entrega de materiales y su 


correcta disposición. 

En función de potenciar la experiencia, se desarrollan 
formaciones periódicas y, actualmente, el Ministerio de Ambiente 
de la Provincia de Buenos Aires brinda herramientas e insumos 
para potenciar el trabajo que los diferentes cuerpos de promotoras 
ambientales despliegan en diferentes distritos. 


Al mismo tiempo, y dada la falta de políticas centralizadas, en 
algunos casos, el principal obstáculo para la recolección de ciertos 
materiales reciclables es la falta de mercados o los bajos precios de 
algunos materiales frente a otros y que, dadas sus características, 
hacen preferible la recolección diferenciada, clasificación y 
recuperación de unos frente a otros, como daremos cuenta en el 
próximo apartado. 

En lo relativo a la corriente del papel y el cartón, esta presenta 
obstáculos en la recolección. En particular, esta corriente se encuentra 
fuertemente atomizada -son de los materiales que más se recolectan 
de forma individual, dada la facilidad de clasificación y traslado- y, al 
mismo tiempo, esta se lleva a cabo de formas heterogéneas (a pie, en 
bicicletas, motos, autos, camionetas, camiones; rutas formalizadas y 
no; en organizaciones o forma individual). Por otra parte, no todos los 
distritos generan este material en la misma magnitud. La presencia de 
grandes centros comerciales o hipermercados hace que este material 
sea más abundante. 


2.3. Qué pasa luego de la recolección diferenciada: experiencias, 
obstáculos y oportunidades para la valorización 


En general, en los secos reciclables, como veremos, hay un gran 
problema común a todos los materiales, de cara a su potencial 
valorización, debido a la falta de responsabilidad que se atribuye a los 
productores respecto de los residuos que generan cuando acaba la vida 
útil de los bienes que introducen en los mercados. Por otra parte, es 
importante como problemática la gran cantidad de intermediarios que 
se encuentra en todas las cadenas. Los casos identificados de agregado 
de valor en cooperativas o las ventas directas a la industria dan cuenta 
del valor agregado que estos procesos permiten y, de esa manera, 
mejoran las condiciones de vida de quienes participan en los primeros 


eslabones de la cadena. Sin embargo, la existencia de intermediarios 
tiende a la concentración de los ingresos. Aun en casos de existencia 
de varios acopiadores, se observa una tendencia a cartelización de los 
precios y a acuerdos entre estos. De esta manera, acuerdan precios 
diferenciales de materiales para poder asegurar volúmenes de stocks. 
Así, si bien algunas veces los intermediarios acopiadores pueden ser 
útiles en las cadenas de recupero, insertando sitios de acopio y 
clasificación de materiales, ante déficit de actores e infraestructura 
para hacerlo en algunos territorios, la actividad de intermediarios 
podría obstruir el recupero, tal como ha ocurrido en diversos casos, 
incrementando los costos de hacerlo, y generar dinámicas que 
concentren el ingreso, más que distribuirlo, y que perjudiquen a 
grandes grupos de recuperadores. 

A su vez, existen otras problemáticas que varían ampliamente 
según cada corriente de reciclables secos y, en algunos casos, entre 
diferentes materiales dentro de cada corriente. Los destinos de los 
materiales tienen diversas particularidades e, incluso, algunos ni 
siquiera suelen tener una cadena de valor o mercado para su posterior 
venta y se derivan a sitios de disposición final. En función de lo 
señalado, se realiza a continuación un análisis por corriente y, en los 
casos en que sea necesario, por materiales específicos contenidos en 
estas. 

En el caso de los materiales que se analizan en este capítulo, 
debemos considerar las múltiples instancias que se van insertando en 
la generación de la cadena de valor, desde los recuperadores (tanto 
individuales como organizados), acopiadores de diversa envergadura 
(podríamos desarrollar un gradiente desde los de compra individual, 
hasta quienes van concentrando de forma diferencial cada uno de los 
materiales), hasta la pequeña, mediana y gran industria recicladora. 

Todos estos ámbitos por los que atraviesan los reciclables secos no 
funcionan en todos los materiales de manera uniforme. En algunos 
casos, por ejemplo, la transformación de los materiales se realizará 
mediante pymes o, incluso, en algunos casos, por las propias 
cooperativas de cartoneros, como sucede con algunos plásticos. En 
otros, la necesidad de tecnología y maquinaria particular hará que sea 
la gran industria la encargada de la transformación y puesta en el 
mercado, tal es el caso de lo que ocurre generalmente con el papel, 
cartón y vidrio. 


2.3.1. Papel y cartón 


La cadena de valorización del papel y el cartón cuenta con un número 
importante de eslabones que va desde los recuperadores individuales 
hasta empresas multinacionales. En el medio se encuentran diferentes 
tipos de acopiadores que tienen diferentes capacidades de absorción 
de materiales y que van ensamblándose de forma piramidal (en donde 
acopiadores más pequeños algunas veces les venden a otros más 
grandes), hasta llegar a la gran industria. 

Esta corriente es, aún hoy, una de las que mayor desarrollo tiene 
en nuestro país en términos de los volúmenes de materiales que se 
rescatan y comercializan. Al mismo tiempo, en la mayoría de los 
barrios populares de los grandes centros urbanos de Argentina, se 
encuentran pequeños acopiadores que trabajan con papel y cartón y 
promueven encadenamientos. A la vez, la corriente no requiere tantos 
conocimientos como otras corrientes, como por ejemplo el plástico, 
para su recolección y venta. Esto explica por qué, durante la crisis de 
2001, este material otorgó el nombre a quienes desarrollan actividades 
de recuperación de residuos: cartoneros y, de manera más adecuada y 
precisa, “cartoneras y cartoneros”. Tras el fin de la convertibilidad 
peso-dólar, en 2002, este fue uno de los materiales que más aumentó 
su valor, a la vez que este valor se mantuvo relativamente estable a lo 
largo del tiempo, lo que llevó a que se recupere en gran volumen y de 
manera sostenida (Schamber, 2008; Suárez, 2016). En el caso de 
trabajadores por cuenta propia, la clasificación suele realizarse en sus 
hogares y el material se vende, generalmente al tener cierto volumen, 
a algún acopiador (Lacabana, 2019). Mientras tanto, cuando los 
cartoneros se encuentran organizados, la tarea se realiza en predios 
que comparten para la clasificación, acopio y acondicionamiento. 

El circuito de reciclado se integra luego con el material virgen, ya 
que es necesaria una mezcla para desarrollar nuevos productos. Así, la 
cadena de valor del recupero del papel y el cartón incluye, además de 
los actores vinculados al reciclado, al sector forestal, que brinda las 
denominadas “fibras primarias” que deben mezclarse con las 
secundarias, las cuales provienen de la recuperación y reciclado. Esto 
se debe a que, a diferencia de lo que comúnmente se cree, el cartón y 
el papel tienen entre cuatro y seis ciclos de reciclado antes que las 
fibras se vean totalmente degradadas (Aguilar Rivera, 2004), por lo 
que, frente a esta degradación que sufren las fibras, es necesaria esta 


mezcla para darle fortaleza al nuevo producto. 

Del total del papel y cartón que se valoriza, el 33 % proviene del 
scrap industrial, es decir, de los recortes del proceso de producción, 
mientras que del posconsumo proviene el 67 % (Lacabana et al., 
2015). 

En el caso del scrap, en su mayoría, su recolección y 
acondicionamiento es desarrollado por empresas privadas. En los 
últimos años, algunas organizaciones de cartoneros han logrado 
acceder a estos materiales y entregarlos a la industria. Esto se ha 
potenciado en la provincia de Buenos Aires, tras las resoluciones del 
OPDS que se analizaron en el apartado 2.2. 

Cuando el generador es domiciliario o comercial, a diferencia del 
scrap industrial, se encuentran materiales más heterogéneos, lo que 
exige el desarrollo de sistemas de clasificación y acondicionamiento 
más organizados, para su posterior envío a la industria. Esto hace que 
sea necesario el despliegue de mayor mano de obra para asegurar el 
retorno a los circuitos productivos de los materiales reciclables. Por lo 
tanto, la rentabilidad de este circuito es menor a la del desarrollado a 
través de la recuperación del scrap. 

Por otra parte, en muchos casos, los volúmenes de material 
recolectado son inferiores en el posconsumo respecto del scrap, lo que 
deriva en que se canalice la venta a través de acopiadores, 
redundando, más aún, en la reducción de los precios. Así, esta cadena 
cuenta con una gran cantidad de “galponeros” o “acopiadores”, que 
generalmente suelen comprar papeles y cartones a granel, lo que hace 
que se pague un precio más bajo, para luego clasificarlos y 
acondicionarlos por su cuenta y venderlos a acopiadores más grandes 
o a la industria (Schamber, 2008). Al mismo tiempo, los déficits en la 
limpieza de los residuos o su mezcla con otros materiales también 
derivan en valores más bajos. Por otra parte, la calidad, condición y 
niveles de humedad del material pueden ser una fuente de 
controversias entre compradores y vendedores (Lacabana, 2019). 

En los últimos años, políticas como las resoluciones del OPDS que 
promueve la captación de residuos de grandes generadores y la mejora 
en las rutas de recolección diferenciada han permitido que varias 
cooperativas puedan vender a la industria tanto de forma individual 
como en articulaciones con organizaciones de segundo grado que las 
nuclean, como la FACCyR (recuadro 4). Este circuito es el que ha 


promovido una vía para abandonar la informalidad económica y, 
consecuentemente, ha mejorado las condiciones de las cooperativas. A 
pesar de lo señalado, sin embargo, aún sigue siendo una relación 
asimétrica la que existe entre cartoneros y la industria recicladora, y 
puede suceder que los precios fluctúen a partir de decisiones 
adoptadas unilateralmente por parte de la industria. 


Recuadro 4. Red de comercialización de la FACCyR 


La FACCyR creó una organización de segundo grado que articula 
con las cooperativas que la integran, para lograr mayores niveles 
de acopio y, de esa manera, vender de forma directa a la 
industria. 

Cada cooperativa registra la cantidad de papel y cartón 
recolectada por sus integrantes. Una vez que esta es enviada y 


vendida a la industria, cada integrante recibe en su propia cuenta 
bancaria el monto de lo recolectado a un precio mayor al que se 
obtendría por la venta a un acopiador, debido a la venta directa a 
la industria recicladora. Esta forma de comercialización permite, 
incluso, incorporar a cooperativas lejanas a los centros 
industriales, mejorando las condiciones de vida de estos 
trabajadores. 


En lo relativo a su transformación, en el proceso de valorización 
del papel y el cartón, se quitan otros materiales que puedan 
contaminar la producción (químicos de la impresión, plásticos o 
metales). Posteriormente, se utiliza una maquinaria, similar a una 
licuadora, llamada hidropulper, que mecánicamente desarma las fibras 
(Aguilar Rivera, 2004). Luego de este proceso, se producen bobinas 
que son usadas en rebobinadoras y cortadoras, que permiten el 
desarrollo de cajas y separadores como también cartulinas y papeles - 
tanto para su uso como para la fabricación de papeles absorbentes- 
(Lacabana, 2019). 

Las fibras secundarias (las que provienen del reciclado) se 
utilizan, de forma mayoritaria, para la producción de cartón 
corrugado. Según el uso que se haga luego con este cartón, es decir, en 
función de la resistencia necesaria, tendrá menor porcentaje de 
reciclado (Lacabana, 2019). Otro material que se desarrolla desde 


estas fibras es el papel absorbente, tanto para uso sanitario como de 
limpieza. Para la fabricación de este se suelen usar fibras ya 
degradadas, ya que no se recicla una vez utilizado. También proviene 
del reciclado el papel de diario. Los papeles blanqueados o las 
cartulinas, en cambio, utilizan mucha menor proporción de materiales 
reciclables, tanto por el color como la durabilidad que requieren. 

Una de las grandes problemáticas que afectan a la cadena del 
papel y cartón es la gran participación de intermediarios, que influye 
de forma negativa definiendo menores valores que, en algunos casos, 
desincentivan la recolección de estos materiales! '”!. Por otra parte, la 
distancia a los centros industriales lleva a que los costos logísticos 
hagan que el valor del material muchas veces no permita afrontar 
estos costos! '*., 

Otro obstáculo en el proceso de valorización del papel y el cartón 
se relaciona con el infrarreciclado (también conocido como 
downcycling'*”'). En Argentina, los productos que se desarrollan a 
partir de materiales reciclados son de menor calidad que los que 
generaron los residuos. Principalmente, con el papel y cartón que se 
recicla, se produce papel higiénico y cartón orientado a embalajes. Los 
materiales de mayor calidad son importados y no producidos de forma 
local. Esto redunda en una falta de incentivos para generar mayor 
valor agregado a los productos reciclados y, por lo tanto, mayor precio 
y una rentabilidad tal que promueva el recupero en mayor medida. 

Finalmente, y como hemos dicho, la poca cantidad de empresas 
dedicadas a la transformación lleva a que los precios se fijen de forma 
asimétrica como, también, los requerimientos de los materiales para 
su transformación. Esto lleva a establecer mayores límites a la 
rentabilidad de quienes recuperan, desincentivando aún más la 
recuperación. 


2.3.2. Plástico 


La corriente del plástico involucra a categorías de actores similares a 
la reseñada anteriormente. Sin embargo, en algunos plásticos, y como 
desarrollaremos a continuación para cada tipo, se encuentran pymes 
que procesan el residuo y generan nuevos productos. También existen 
diferentes niveles —es decir, capacidad de acopio y clasificación- y 
especializaciones de los acopiadores que, particularmente, desarrollan 
una selección más específica o los acondicionan en función de los 


requerimientos de la industria (Molina, 2018). 

El sector reciclador ha crecido en los últimos años, 
principalmente post crisis 2001 (Picone y Seraffini, 2020), cuando el 
plástico comenzó a aumentar los niveles de recuperación, generando 
52.000 puestos de trabajo (Ecoplas, 2020a). Su mayor concentración, 
con el 65 % del total, está en el AMBA (Ecoplas, 2020b). 

Si bien, como en todas las corrientes, existe una gran asimetría en 
los valores en los diferentes puntos de la cadena, cada proceso que se 
incorpora en la recuperación del plástico aumenta significativamente 
su valor -en algunos casos aumentándolo hasta en un 150 %, según lo 
indicaron entrevistados de una cooperativa de Lomas de Zamora!”"!.. 

Como sucede con el cartón y el papel, los recuperadores 
individuales y los organizados deben acopiar un volumen suficiente 
para llegar a la industria y no depender de los intermediarios que 
pagan valores más bajos por los plásticos. Además, se hace necesaria 
una clasificación precisa de estos materiales, lo que, sin embargo, 
requiere tanto de espacio físico como de conocimientos particulares 
sobre cada material. 

En función de estas cuestiones, se han desarrollado diferentes 
iniciativas que tienden a atender estas cuestiones. Como señalamos en 
el apartado anterior, la experiencia de comercialización de la FACCyR 
ha permitido la venta directa de PET. Otro ejemplo es el del 
procesamiento de Polipropileno para el desarrollo de bolsas de 
residuos en una de las cooperativas que integran esta organización, 
agregando valor a los materiales reciclables que maneja esta 
cooperativa y asegurando precios más altos (recuadro 6). Otras 
cooperativas han logrado procesos de lavado y secado y, también, 
molido y pelletizado, abasteciendo a empresas locales y agregando 
valor a los productos (Carenzo, 2014). 

A pesar de lo señalado, y según números de 20109, la recuperación 
de plásticos sigue siendo deficiente, en tanto se estima un 50 % de 
capacidad ociosa en la industria recicladora (Ecoplas, 2019). Dando 
cuenta de esta cuestión, el Instituto Argentino del Plástico estimó que, 
para ese mismo año, solo se recicló un 13 % (Carenzo et al., 2023). 

Para 2022, se reciclaron 318.000 t de plástico, que representan el 
27 % de los envases de posconsumo doméstico (Ecoplas, 2023). En lo 
relativo al reciclado, el PEAD y PEBD son los que mayor incidencia 
tienen (67%) frente al PET (16%) y al Polipropileno (12 %) (Picone y 


Serafini, 2019). 

Al ser el petróleo la materia prima principal de los plásticos, y ya 
que, en el caso de ser vírgenes, son importados, el valor de los 
plásticos está sujeto a los vaivenes de la economía internacional y de 
la cotización del dólar. Estas características llevaron a que, tras la 
devaluación de 2002, se encarecieran las importaciones de materiales 
vírgenes y, entonces, se incrementara la recuperación de estos 
residuos. De esta forma, la industria recicladora pasó de la utilización 
de scrap industrial a comenzar a integrar y trabajar con los materiales 
provenientes de la recuperación posconsumo, llevando a incorporar 
controles de calidad específicos (Suárez, 2016). 

A continuación, se examina qué ocurre específicamente con los 
procesos de valorización de las subcorrientes particulares de plásticos: 


. Plásticos PET 


El Tereftalato de Polietileno o PET (imagen 1) es uno de los 
materiales que más ha aumentado su procesamiento en el país. 
Anteriormente, la mayor parte de lo recolectado era exportado a 
China, para la fabricación de fibras textiles. Recientemente, y tras 
cambios en el código alimentario, se ha permitido el uso de material 
recuperado en la fabricación de envases y varias empresas se 
encuentran trabajando este material. 


Imagen 1. Botella elaborada a base de PET 


Fuente: elaboración propia. 


También se fabrican zunchos y diversas resinas químicas. De esta 
manera, se logró una reducción de las importaciones de material 
virgen que era necesario para la fabricación de nuevos productos a 
base de PET. También han surgido empresas que producen fibras 
textiles a través de las escamas del PET en el país. 

Por otra parte, y vinculado al sector de los recuperadores, existe 
una planta, financiada por el Gobierno de CABA!”'!, y gestionada por 
una cooperativa, que lava y muele el PET para venderlo directamente 
a la industria. También, y desde el Consejo Nacional de 
Investigaciones Científicas y Técnicas (CONICET), se ha desarrollado 
un ladrillo a base de PET, que ha adquirido la licencia para 
emprendimientos privados y construcción de viviendas sociales 
(CONICET, 24 de enero de 2019). 

Como se mencionó previamente, además, en los últimos años se 
ha popularizado lo que se ha dado en llamar “botellas de amor”. Estas 
son botellas elaboradas con PET rellenas de plásticos de un solo uso — 
principalmente los empaques flexibles que no se han incorporado a la 
cadena de valor- y gestionadas por entidades que los transforman en 


maderas plásticas y, luego, son entregados como mobiliario urbano o 
juegos infantiles a organizaciones sin fines de lucro o gobiernos 
locales. Esta situación ha llevado a diversos debates, sobre la base de 
que, si bien esta práctica es positiva en términos ambientales, en tanto 
se recuperan materiales que no se encuentran insertos en mercados 
que los demanden, estos continúan sin tener un valor de mercado, ya 
que la empresa no paga por los mismos. Según entrevistas realizadas a 
cooperativistas, en consecuencia, los recuperadores no obtienen rédito 
al recibir las botellas de amor y pierden la capacidad de recuperar un 
material de alto valor (el PET), disponer de espacio fijo para recuperar 
otros materiales por el que sí reciben un pago o, en el caso de 
recibirlas, el proceso de trabajo se complejiza al tener que sacar los 
materiales del interior de la botella (entrevista a cooperativista de 
Lomas de Zamora, octubre de 2023). 


* Plásticos PEAD 


El Polietileno de alta densidad es uno de los materiales más 
presentes entre los residuos posconsumo (se utiliza para envases de 
productos químicos, tales como shampoos, en muebles plásticos, sillas 
y mesas de jardín, y en juguetes, entre otros). Tiene una gran 
circulación entre los acopiadores y, en muchos casos, es trabajado por 
pymes para la realización tanto de nuevos envases, como también de 
otros objetos como, por ejemplo, trofeos plásticos. En algunos casos, 
se ha logrado que cooperativas laven y muelan este material, 
mejorando sus precios de venta y vendiendo a quienes se encargan de 
producir nuevos productos. 


* Plásticos PEBD 


El Polietileno de baja densidad se encuentra cada vez más en 
circulación. Se utiliza para embalajes de logística, principalmente — 
envolturas de pallets y de envases—. El material requiere, para lograr 
buenos precios de comercialización, que se limpie correctamente — 
sacarle la tierra, las etiquetas, que impiden el proceso de agrumado, 
necesario para la transformación en un insumo destinado a elaborar 
nuevos productos—-. En el recuadro 5, se presenta el caso de una 
cooperativa que recupera PEBD. 


Recuadro 5. Recuperación de PEBD por parte de una cooperativa 
de Lomas de Zamora 


La cooperativa Jóvenes en Progreso de Lomas de Zamora 
comenzó, en 2018, a trabajar con el PEBD. Al principio, 
clasificaban y lavaban los residuos de forma artesanal para su 
posterior venta. Al darse cuenta de la posibilidad de desarrollar 
un proceso de agrumado para agregar valor al material, 
decidieron, con ahorros propios, comprar una maquinaria 
destinada a tal fin: una recuperadora, una pelletizadora y una 
filmera. Este salto en la cadena de valor permitió aumentar los 
precios de venta en un 100 %. 

De esta manera, la cooperativa desarrolló su propia línea de 
bolsas de residuos, con material 100 % recuperado. Al mismo 
tiempo, articulando con la FACCyR, logró comprar a mejor precio 
el material proveniente de 10 cooperativas de la provincia de 
Buenos Aires (incluyendo los territorios del partido de La Costa, 
Olavarría y Lincoln). 

La cooperativa comenzó a vender lotes de bolsas a 
organismos gubernamentales de la provincia de Buenos Aires y a 
algunos municipios. El desarrollo de este proceso ha permitido 
aumentar la cantidad de trabajadores y, también, mejorar las 
condiciones de trabajo, aumentando los retiros monetarios de los 
cooperativistas. 

Actualmente, y luego de un incendio, se encuentran 
reestructurando los galpones y las maquinarias, que se suman a 
otras nuevas para aumentar la capacidad de procesamiento. 

Para mayor información sobre este caso, puede consultarse 
t.ly/VgIX_. 


Imagen 2. Bolsas fabricadas por la cooperativa Jóvenes en Progreso 
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Fuente: Cooperativa Jóvenes en Progreso. 


» Plásticos PVC 


El policloruro de vinilo se utiliza en caños, tarjetas de crédito, 
productos médicos, perfiles, aislaciones, juguetes y calzado. Se puede 
reciclar y utilizarse para nuevos caños, muebles de jardín o aislantes. 
Sin embargo, en nuestro país no es muy utilizado, por fuera de la 
fabricación de caños, por lo que no hay mucha circulación y, por lo 
tanto, reciclado, en tanto existen pocos compradores. 


. Plásticos PP 


El Polipropileno tiene una fuerte circulación entre pequeñas 
empresas que inyectan estos materiales para la elaboración de 
elementos de uso cotidiano: palas para residuos, escobillones, mesas, 
sillas, etc. Algunas cooperativas se han especializado en la 
clasificación, acopio y acondicionamiento de estos residuos. Sin 
embargo, no se ha identificado ninguna experiencia de agregado de 
valor en este dentro de las cooperativas más allá de las empresas que 
recuperan y generan nuevos productos. 


» Plásticos PS 


El Poliestireno pertenece al grupo de los termoplásticos. Es un 
material muy versátil, apto para una amplia gama de aplicaciones. 
Este tipo de plástico se puede clasificar en cuatro grupos: 


O Cristal (GPPS, por sus siglas en inglés, imagen 3): se 


caracteriza por ser transparente, rígido y frágil. Lo 
podemos encontrar en productos como reglas escolares, 
partes de refrigeradores, vasos y cubiertos descartables. 
Pertenece a las categorías de plásticos número 6. 


Imagen 3. Cuchara elaborada a base de Poliestireno cristal 


Fuente: elaboración propia. 


O De alto impacto o de choque (HIPS, por sus siglas en 
inglés, imagen 4): este tipo de Poliestireno incluye un 
componente que aumenta su resistencia, que le confiere 
opacidad y la propiedad de ser deformado sin romperse, 
es ideal para envases de productos lácteos (yogurt, dulce 
de leche, queso crema, etc.). El Poliestireno de alto 
impacto también es utilizado en la industria de aparatos 
eléctricos y electrónicos; y es similar tanto en su aspecto, 
como en su composición química al ABS (acrilonitrilo- 
butadieno-estireno), que es otro material usado con 
frecuencia para la fabricación de este tipo de productos. 
Para lograr estos materiales tal como los conocemos, se 
agregan aditivos y cargas minerales que deben tenerse en 
cuenta en la etapa de reciclaje (Vázquez, 2017). En este 
caso, por estar compuestos de mezclas, pertenece al grupo 
de plásticos identificados con el número 7, a diferencia de 


los demás tipos de Poliestireno mencionados, que hacen 
parte de la categoría identificada con el número 6. 


Imagen 4. Cuchara y pote de producto lácteo elaborados a base de Poliestireno de alto impacto 


Fuente: elaboración propia. 


O Poliestireno Expandido (EPS, por sus siglas en inglés, 
imagen 5): se obtiene mediante la incorporación de un 
agente de expansión a pequeñas esferas de poliestireno, 
que por acción de este y de la temperatura incrementan su 
volumen al mismo tiempo que reducen su densidad (en 
Argentina conocido como “telgopor”). Gracias a su alta 
amortiguación de impactos, es muy utilizado como 
empaque protector de productos frágiles y en gran medida 
en la industria de la construcción, principalmente como 
aislante térmico y acústico. 


Imagen 5. Pote de helado elaborado a base de Poliestireno expandido 


- Fuente: elaboración propia. 


O Poliestireno Extruido (XPS, según sus siglas en inglés, 
imagen 6), que es parecido al expandido (EPS), pero más 
compacto e impermeable, se presenta en formatos más 
rígidos, de diversos colores y menores espesores y es 
resistente al fuego, ya que evita la propagación de llamas 
en caso de incendio. Se lo utiliza para envases y bandejas 
para alimentos, ya que, debido a su carácter higiénico, no 
se pudre ni se descompone, lo que hace que sea una 
materia útil para conservar alimentos frescos. 


Imagen 6. Bandeja elaborada a base de Poliestireno extruido 


Teniendo en cuenta que el poliestireno es un tipo de plástico muy 
utilizado en la industria alimenticia, uno de los principales problemas 
para su valorización es la falta de separación diferenciada y limpieza 
en origen, sumado a esto, en el caso de los residuos de productos 
elaborados con poliestireno de alto impacto, otro obstáculo presente 
es la mezcla de materiales (como por ejemplo los restos de aluminio 
de la tapa de los envases). En relación con los Residuos de Aparatos 
Eléctricos y Electrónicos (RAEE) que, como se mencionó, también 
contienen este tipo de poliestireno, la mayor limitación es la 
identificación de los distintos tipos de plásticos que componen este 
tipo de productos. 

En cuanto al poliestireno expandido, las principales limitaciones 
están relacionadas con: 1) el volumen de este material, que implica 
por un lado la necesidad de contar con espacios amplios y por otro 
que su manejo no sea fácil y que tenga un alto costo, 2) la falta de 
tecnologías (ejemplo: maquina densificadora) y espacios apropiados 
para el funcionamiento de estas, y 3) su bajo precio de mercado. Estas 
limitaciones provocan que este tipo de poliestireno en muchas 
ocasiones no sea recuperado y tenga como disposición final los 
basurales a cielo abierto y rellenos sanitarios. Sin embargo, en la 
actualidad existen algunas iniciativas para la recuperación del EPS 
(recuadro 6). 


Recuadro 6. La transformación del EPS por parte de tres cooperativas 


La cooperativa Reciclando Sueños de La Matanza, atendiendo a la 
problemática del poliestireno expandido, se dio a la tarea de 
desarrollar una forma de trabajar con este material. 

De esta manera, en conjunto con investigadores de la 
Universidad Nacional de Quilmes, sistematizaron los desarrollos, 
y generaron maquinaria específica y procesos de trabajo para, de 
esa manera, lograr el recupero de los materiales. En general, 
trabajan con EPS provenientes de grandes generadores. Los 
materiales posconsumo (por ejemplo potes con restos de helados) 
suelen complejizar el trabajo de la organización y disminuir su 
rentabilidad. 

Actualmente, este es uno de los pocos emprendimientos que 
trabajan con este material, volviéndolo al circuito para ser usado 


en muebles o en la construcción !??!, 


La cooperativa 26 de junio de Construcción, del Movimiento 
de Trabajadores Excluidos (MTE) de Tandil, entre otras cosas, 
recupera el EPS generado en los domicilios y recolectado en 
puntos limpios, y los convierte en placas para la construcción, que 
aportan especialmente en construcciones realizadas con 
materiales poco adecuados para el aislamiento técnico (imagen 
7) 

La cooperativa “Creando Conciencia” de Benavidez fabrica 
útiles escolares, broches, perchas, entre otros productos, a partir 
de EPS reciclado. 

Los materiales con los que trabajan son provenientes en su 
gran mayoría de la separación de los vecinos de la zona. Para más 
información véase t.ly/15H2k. 


Imagen 7. Placas para la construcción elaboradas con residuos de telgopor de origen domiciliario 
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Fuente: elaboración propia. 


+ Plásticos ABS, SAN, PC y otros 


El Acrilonitrilo butadieno estireno (ABS) se utiliza en las carcasas 
de electrodomésticos, de computadoras y de la industria automotriz. 


Su reciclado está prohibido en Argentina para el uso de alimentos y de 
juguetes infantiles. 

Actualmente, en algunos países (los Estados Unidos, por ejemplo), 
la normativa exige que un porcentaje de los productos contengan 
material reciclado. El porcentaje de reciclabilidad, sin embargo, es 
bajo dada la dificultad que presentan estos materiales para su 
separación (es complicada la distinción y existe deterioro en el 
proceso). Por lo tanto, estos problemas redundan en precios bajos y 
estándares de calidad bajos. El precio de las resinas vírgenes sigue 
haciendo conveniente su preponderancia frente al reciclado. 

El Estireno acrilo nitrilo (SAN) se utiliza en la industria 
automotriz y en utensilios de un solo uso, por su gran durabilidad y 
resistencia. Si bien en algunos casos se usan en patios de comida o 
cadenas de comida rápida, no tiene una gran preeminencia en los 
residuos domiciliarios de Argentina y, si bien existen potenciales 
compradores, generalmente no hay recupero posconsumo de los 
mismos. 

El policarbonato (PC) se maneja para la generación de placas que, 
entre otros usos, se elaboran para la construcción. Tiene una 
importante resistencia y transparencia, que permite el traspaso de la 
luz y, por esas razones, sus múltiples usos constructivos. Sin embargo, 
no tiene gran preeminencia en los residuos domiciliarios y no se han 
encontrado, en el país, industrias enfocadas a su recuperación. 


+ Multilaminados y otros plásticos de difícil recuperación 


Los multilaminados (conocidos como Doypack o Tetra Brick) 
presentan múltiples dificultades para su recuperación ya que, como su 
nombre lo indica, cuentan con diferentes láminas y estas están hechas 
de diferentes materiales. Existen, también, otros ejemplos de plásticos 
de difícil recuperación, por ejemplo, los utilizados en snacks. Si bien 
suele tratarse de PP, estos tienen una gran cantidad de pintura que 
dificulta en gran medida su recuperación. Según entrevistas realizadas 
a cooperativistas de La Matanza en 2021, estos residuos suelen 
encontrarse en alta proporción en el posconsumo, pero, sin embargo, 
no hay demanda ni mercado para ellos. 

En términos de generales, la cadena de valor de los distintos tipos 
de plásticos presenta una serie de obstáculos y problemáticas que 


deben ser tenidos en cuenta a la hora de promover su valorización. La 
recolección diferenciada sigue contando con problemas, primero en 
alcance —no se logra cubrir amplios territorios, ni materiales dentro de 
un mismo territorio- y, por el otro, la existencia de materiales con 
escaso o nulo valor comercial. 

Por otra parte, y como ya señalamos, al depender de un 
commodity como el petróleo, el valor del material virgen está 
supeditado a los vaivenes económicos, lo que tracciona al alza o baja 
el precio del material recuperado. Es decir, cuando aumenta el valor 
del petróleo, se elevan los precios de los materiales, sucediendo lo 
inverso al bajar. De esta manera, al bajar el precio del material virgen, 
se desincentiva el uso de material recuperado, lo que deja a la 
industria recicladora en una situación de presión sobre los precios y 
susceptible de efectos negativos sobre la rentabilidad (Picone y 
Seraffini, 2020). En el caso de las organizaciones de recuperadores, 
estas bajas en los precios llevan a que los esfuerzos de recuperación se 
orienten hacia otros materiales —papel y cartón principalmente- que 
suelen sostener sus valores. 

Otro obstáculo para la valorización de los plásticos, nuevamente, 
son los altos niveles de intermediación que, como en las otras cadenas, 
se encuentran en esta corriente. Al respecto, la gran dispersión y 
heterogeneidad de las cooperativas disponibles en el país hace que sea 
difícil la obtención de los volúmenes requeridos por la industria 
recicladora. De esta manera, en muchos casos, siguen siendo los 
acopiadores quienes, a pesar de ofrecer menores precios, operan el 
mayor volumen de plásticos recuperados dada la cercanía a los 
hogares (López Sardi y Talarico Obón, 2016). En muchas ocasiones, 
los materiales pasan por dos galpones de intermediación antes de 
llegar a la industria recicladora, repercutiendo en valores 
extremadamente bajos para los primeros eslabones de la cadena. 

Esto se suma a la problemática logística que presentan estos 
materiales, primero por su densidad baja, lo que lleva a que sean muy 
voluminosos, pero con poco peso. Incluso cuando son compactados, se 
traslada, en muchos casos, aire (Picone y Seraffini, 2019). 

Hay un gran número de polímeros que no tienen mercado y, por 
lo tanto, su recolección y tratamiento no tiene ningún valor, por lo 
que son descartados y no recolectados de manera diferenciada, ni 
luego clasificados, ya que el trabajo que se coloca en ese sentido no es 


reconocido en términos monetarios. 

Si bien existe mormativa en torno a la identificación de los 
materiales, al no ser esto obligatorio, no todos los materiales 
cuentan con inscripciones que indiquen su categoría dentro de los 
plásticos e, incluso, en algunos casos se ha detectado que la matriz 
señala un plástico, pero el producto se ha realizado con otro. 

Quienes trabajan con los plásticos en instancias industriales, como 
el caso de la cooperativa Jóvenes en Progreso, señalan que también la 
falta de limpieza de los plásticos provenientes del posconsumo, 
especialmente en el caso de envases, dificulta su procesamiento. 
Asimismo, la presencia de restos de pegamentos o pinturas lleva a que 
muchas industrias sean reticentes a incorporar algunos plásticos sin un 
amplio control del material que ingresa, ya que, además de derivar 
esto en la generación de materiales reciclados de baja calidad (y 
precio), también puede afectar a la maquinaría (Quispe et al., 2016). 


2.3.3. Vidrio 


La corriente del vidrio es una de las más problemáticas si lo que se 
busca es la valorización de los materiales. Si bien se repiten actores de 
las cadenas anteriores, un obstáculo fundamental para el reciclado se 
encuentra en que la industria presenta un mercado oligopsónico (casi 
monopsónico), en donde encontramos una empresa (Cattorini Hnos.) 
1241 que domina a la cadena, comprando materiales a muy bajo precio, 
lo que lleva a que en Argentina se recupere solo el 0,6 % (Jurado y 
Schamber, 2020). 

Las cooperativas señalan los bajos precios y los riesgos inherentes 
a su manejo (su fragilidad, junto a su capacidad de lesionar), como 
también la relación del volumen y peso de este material, como otras 
limitaciones para trabajar con el mismo. En Lomas de Zamora, la 
cooperativa Nuevo Rumbo intentó poner a funcionar un horno y 
recuperar vidrio. Sin embargo, los altos costos y los requerimientos de 
seguridad derivaron en el fracaso de la experiencia. 

El bajo recupero del vidrio, también, se vincula con la falta de 
regulación sobre la extracción de arena. Limitar la explotación de este 
recurso permitiría estimular el uso de material reciclado (Jurado y 
Schamber, 2020). 

Actualmente, la mayoría del vidrio recuperado se utiliza para la 
creación de nuevos envases. En algunos casos se ha visto la 


articulación entre cooperativas y pymes, en las que se elabora algún 
producto en particular a partir de vidrio recuperado. Los vidrios en 
buen estado aseguran mejores precios para los cooperativistas y 
también para las empresas, que ahorran reutilizando envases que de 
otra manera serían descartados, tales como frascos o botellas de vino 
(entrevista a cooperativista en Lomas de Zamora, 2020). 

Como señalamos, el vidrio es un material con un alto potencial de 
reciclado, pero con un gran problema en lo relativo a la industria y a 
la falta de políticas, que dificultan o no incentivan su recuperación en 
mayores niveles. La propia dinámica de la corriente da cuenta de los 
obstáculos con los que nos enfrentamos para la recuperación y 
reciclado de este material. Claramente, nos encontramos ante una 
situación de bajo reciclado y con capacidades desaprovechadas. 

Por otra parte, es de destacar que no existen tecnologías en el país 
para el reciclado de vidrios planos (los usados en ventanas por 
ejemplo). 

Existe recupero de algunos envases de vidrios, por otra parte, a 
través de sistemas de consignación y depósito, conocidos también 
como sistemas de envases retornables. Sin embargo, la idiosincrasia 
por parte de ciertas empresas (en donde sobresalen las productoras de 
vino) acerca de la necesidad de diferenciarse en el mercado a través 
de la forma de sus envases no contribuye a impulsar un sistema más 
generalizado y eficaz de recupero de este tipo de envases. 


2.3.4. Metales ferrosos 


La cadena de valorización de metales ferrosos es de las de mayor 
tiempo funcionando en Argentina. Desde hace décadas que 
recolectores informales recuperan estos metales, que son vendidos a 
acopiadores, dando una integración de la cadena en forma vertical y 
piramidal. Las cooperativas suelen recuperar metales ferrosos y 
acopiarlos hasta tener un volumen suficiente y servir de “ahorro”, en 
tanto buscan venderlos, idealmente, cuando estos suben de precio, ya 
que no se ven degradados por el paso del tiempo. 

Estos materiales suelen presentarse a quienes buscan recuperarlos 
de forma esporádica en la recolección domiciliaria, en muchos casos 
provenientes de obras o, incluso, a través de acuerdos con talleres o 
empresas metalúrgicas o mecánicas. Los acopiadores especializados en 
esta corriente son conocidos como “chatarreros”, pero también los 


“polirrubro” suelen comprar metales. Los “chatarreros” suelen contar 
con maquinaria que facilita su traslado a la industria. En muchos casos 
este eslabón “formaliza” la entrada de estos elementos a la cadena 
(Rodríguez, 2008). 

Como operatoria, es usual que una empresa se encargue de 
concentrar los materiales provenientes de los intermediarios y los 
envíe a diferentes fábricas de un grupo empresario (Suárez, 2016). 
Generalmente, este sector logra acceder a chatarra no convencional 
proveniente de barcos o vehículos (Suárez, 2016). La mayor parte de 
estos materiales, finalmente, terminan en las acerías del norte de la 
provincia de Buenos Aires, en donde son fundidos y vueltos a la 
industria. El 70 % de la provisión de chatarra proviene de la 
recolección en la vía pública frente a un 30 % proveniente del scrap 
industrial (Rodríguez, 2008). 

Sin embargo, pese a los circuitos de recuperación existentes, si 
bien existe capacidad instalada, la demanda no logra ser abastecida 
localmente (Ministerio de Hacienda de la Nación, 2017). Esto se debe 
a dos cuestiones: en parte, la rentabilidad para los recuperadores sigue 
siendo baja en relación con otros materiales (plásticos o celulósicos). 
Por otra parte, la necesidad de atravesar varias instancias de 
intermediarios hace que el valor pagado por el material en ciertos 
eslabones de la cadena dificulte la recuperación (Suárez, 2016). El 
acopio lento del material, en tanto este tiene poca incidencia en la 
generación y recolección domiciliaria, también se presenta como un 
obstáculo para su recuperación. 


2.3.5. Metales no ferrosos 


La corriente de metales no ferrosos, como vimos, cuenta con varios 
materiales diferentes, pero que, sin embargo, siguen los mismos 
circuitos. El aluminio es el que mayor preponderancia tiene entre los 
residuos posconsumo domiciliarios. Tiene un importante valor, y su 
uso en la industria alimenticia y en aerosoles hace que esté presente 
de manera frecuente en múltiples hogares y en otros generadores de 
residuos. El aluminio es fuertemente recuperado por las cooperativas y 
por trabajadores independientes. Diversos acopiadores lo funden y 
venden en lingotes, actualmente con una importante capacidad ociosa. 
Por otra parte, el aluminio es buscado ya que no necesita grandes 
tareas de acondicionamiento más que su separación. Por otra parte, 


muchas veces esta recolección se da en grandes eventos deportivos o 
culturales, a través del consumo de bebidas contenidas en envases 
elaborados con este material. 

El bronce, el cobre y el acero inoxidable se encuentran menos 
presentes en los residuos domiciliarios y, en muchos casos, su 
obtención se vincula con acciones ilegales como el robo de placas, 
picaportes, y otros elementos, en el caso del bronce; y de cables 
(telefónicos o eléctricos), en el caso del cobre. Esto se da, 
principalmente, debido a los altos valores que, incluso en 
intermediarios pequeños, se obtienen por estos materiales. 

El caso del plomo es paradigmático ya que, a pesar de ser 
considerado un residuo peligroso, circula a través del desarme 
informal de baterías de ácido plomo (una actividad altamente 
peligrosa para la salud) y cuenta con circuitos de compra. Existe una 
alta demanda de plomo, que se recupera en ámbitos formales e 
informales (véase capítulo 6 sobre BAPU al respecto). Se ha detectado 
plomo exportado a otros países de manera ilegal, además, debido a los 
precios convenientes, en términos relativos a los que se pagan en 
Argentina. 

Entre los obstáculos que encontramos para la valorización de los 
metales no ferrosos, podemos señalar, nuevamente, el gran número de 
intermediarios, generando diferencias importantes de precio entre el 
residuo generado y el que ingresa a la industria. En este sentido, la 
FACCyR vende a una industria en Córdoba ya que, a pesar de la 
distancia, el precio es conveniente, en tanto logra evitar a los 
intermediarios. 

Por otra parte, al provenir del posconsumo, en algunos casos, 
estos materiales (el aluminio, por ejemplo) vienen adheridos a 
residuos de otros materiales que dificultan su recuperación (véase al 
respecto capítulo 9, sobre medicamentos y sus envases). 


2.4. Recomendaciones 


En esta sección se desarrollan propuestas tanto de acciones como de 
políticas públicas, que se orienten a la corriente de reciclables secos en 
general, como también para algunos materiales en particular. 

En primer lugar, y para todos los materiales aquí tratados, se hace 
necesario señalar la falta de legislación específica que permita crear o 


consolidar y afianzar las cadenas de valor descriptas. Principios como 
el de Responsabilidad Extendida del Productor (REP) permitirían 
generar mecanismos financieros para acompañar la recolección 
diferenciada puerta a puerta que permita que la industria ocupe su 
capacidad ociosa. Al mismo tiempo,  admitiría reforzar 
económicamente los magros presupuestos municipales para 
acompañar las propuestas que puedan surgir desde los espacios locales 
y equipar las plantas de clasificación y tratamiento. En este marco, la 
generación de normativa provincial y municipal puede, también, 
acompañar estos procesos de regulación y mejoramiento del trabajo 
de los cartoneros y los niveles de recolección diferenciada. Incluso, 
una REP podría contribuir a generar recursos estatales orientados a 
controlar los —muchas veces cuestionados- sistemas privados de 
gestión. Por otro lado, aunque en los últimos tiempos se ha 
modificado, es necesario ampliar la autorización al uso de materiales 
reciclables en nuevos productos. 

Asimismo, es necesario ampliar la cobertura de los sistemas de 
recolección diferenciada, asegurando un acceso igualitario a este 
servicio, que permita recuperar mayores cantidades de residuos y, al 
mismo tiempo, generar más fuentes de trabajo. 

A su vez, el infrarreciclado (downcycling) determina la generación 
de productos de menor calidad, lo que pondera el volumen frente a la 
calidad de los residuos. En este sentido, es necesario el despliegue y 
desarrollo de políticas de I+D que permitan mejorar los procesos 
productivos, derivando en suprarreciclaje (upcycling), generando 
productos de mayor valor y, por lo tanto, mayores incentivos a lo 
largo de la cadena. 

Es necesario también el acompañamiento estatal del desarrollo de 
nuevas tecnologías, industrias y mercados para materiales que carecen 
de ellos (en el caso de algunos plásticos, esto es significativo). Esta 
carestía hace que cientos de toneladas sean descartadas, ya que carece 
de valor económico su recolección. 

Por su parte, la presencia de intermediarios que obstaculicen el 
recupero O lo desincentiven lleva a la necesidad de estudiar 
específicamente cada caso, en donde la dirección de las acciones 
podría tender a apoyar acopiadores en los territorios en donde no 
existen grupos de recuperadores clasificando materiales y, en cambio, 
desincentivar acopiadores que tienden a desalentar el recupero 


sumando meramente eslabones de intermediación entre recuperadores 
y la venta de materiales a la industria. 

En vinculación con el punto anterior, además, se pueden generar 
vinculaciones entre las experiencias de recolección diferenciada y 
quienes generen nuevos procesos y productos. Esto permitirá no solo 
obtener materiales según las necesidades de los nuevos procesos, sino 
también mejorar los valores de venta de los materiales. Esto requerirá 
el desarrollo de criterios de calidad y, por lo tanto, nuevas 
metodologías de clasificación. 

Por otra parte, deberían desarrollarse medidas fiscales y legales 
que incentiven el uso de materiales reciclables en todos los niveles 
industriales. Esto propenderá a aumentar la cantidad de materiales 
requeridos y, por lo tanto, serviría como aliciente para el incremento 
de la oferta. Al mismo tiempo, admitirá el ahorro en divisas en tanto 
se reduciría el uso de material virgen importado en ciertas corrientes, 
además del concomitante impacto ambiental positivo. 

Estos señalamientos podrían ser complementados con el 
desarrollo de estrategias de comercialización colectiva que permitan 
asegurar los flujos de residuos hacia la industria. Esto adquiere mayor 
importancia en cadenas que no se encuentran con tanta frecuencia, 
asegurando tener cierto volumen constante, particularmente, en los 
plásticos, lo que propendería a la dinamización de la verticalización 
de los procesos desarrollados por las cooperativas. 

En el caso del papel y cartón en particular, es necesario 
desarrollar políticas de proteccionismo de la industria del reciclado. 
La apertura indiscriminada de importaciones ante bajas de los precios 
internacionales deriva en una baja generalizada del valor del material 
recuperado, lo que opera de forma negativa en la recolección y 
recolección del mismo. 

En lo relativo al plástico, es preciso desarrollar nuevos diseños 
que sean más fácilmente reciclables. Otra opción posible es el 
desarrollo de tecnología que permita el procesamiento y recuperación 
de estos materiales, especialmente de aquellos que son escasamente 
comercializados. Resulta de interés, asimismo, generar precios sostén 
del material reciclable desde el nivel de las políticas nacionales, en 
función de que exista una demanda significativa y estable en la 
utilización de plásticos recuperados por parte de la industria 
recicladora, en función de la competencia que estos enfrentan con la 


importación de plásticos vírgenes, ante las variaciones de los precios 
internacionales y de la divisa. 

El vidrio, por su parte, presenta —como ya hemos señalado— 
problemas relativos a la existencia de un comprador que concentra la 
mayoría del mercado. Esto lleva a menores niveles de reciclado, lo que 
redunda en un fuerte impacto ambiental. Además de la mencionada 
normativa REP, es necesario incentivar la recuperación de este 
material, lo que podría darse a través de incentivos fiscales. Otra 
opción es promover los circuitos de reutilización de los envases de 
vidrio a través de incentivos a los consumidores. Al mismo tiempo, se 
pueden impulsar políticas para el desarrollo de pequeñas y medianas 
industrias recicladoras del vidrio, tal como sucede con algunos 
plásticos. En el caso del vidrio, además, es importante dar cuenta de 
que es un material en el que pueden mejorarse y ampliarse los 
sistemas de devolución y retorno. 

Para los metales, es necesario establecer mejores circuitos 
logísticos o generar, en sintonía con la industria, espacios de entrega y 
acopio intermedios y buscar las condiciones para mejorar los precios 
que se pagan al primer eslabón, de manera de incentivar el recupero y 
mejorar las condiciones de los recuperadores. Esto, articulado con un 
sistema logístico, permitiría asegurar un flujo continuo hacia la 
industria, asegurando los niveles de producción y el abastecimiento de 
materiales para el desarrollo de nuevos productos. Al mismo tiempo, 
es relevante desarrollar diseños que utilicen un solo material para 
facilitar la clasificación como la transformación. 
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El infrarreciclado se vincula con situaciones de recupero de materiales que, al 
reciclarse, no pueden volver a tener un nivel de calidad como la previa y, por lo 
tanto, se desarrollan productos de menor calidad. « 

Suárez (2016) indica que el PET y el PP pueden llegar a un aumento del 120 % y el 
PEAD, el PEBD y el PS lo hacen, en promedio, en un 75 %. « 


. Véase shorter.me/eiNl.. « 
22. 


Para más información sobre PS, puede verse Carenzo y Mazzino (2022) y 
bit.ly/3TvIMMV. « 

Véase Diagrama 1. « 

Cattorini cuenta con tres plantas localizadas en Quilmes (AMBA), y las provincias 
de San Juan y Mendoza (Gullota, 2017). « 


Fracción Orgánica de los Residuos 
Sólidos Urbanos 


Algunas experiencias y recomendaciones para su tratamiento 
Itatí del R. Moreno!!! y Pablo J. Schamberl?! 


En particular, en este capítulo, se trabajará la cuestión de los residuos 
orgánicos. Las secciones que siguen abordarán: (3.1) las características 
de los materiales involucrados bajo la denominación de “residuos 
orgánicos”, el estado actual de su gestión y las problemáticas 
ambientales asociadas a la ausencia de políticas de minimización y 
tratamiento adecuado, incluyendo una breve mención a la normativa 
básica que los regula; (3.2) síntesis de algunas experiencias, 
oportunidades y obstáculos vinculados a la separación en origen y la 
recolección diferenciada de la fracción orgánica; (3.3) las 
experiencias, obstáculos y oportunidades para su valorización; (3.4) 
las recomendaciones para avanzar hacia una economía circular 
inclusiva y sortear los obstáculos examinados. 


3.1. Materiales, características y estado de situación 


La palabra “orgánico”, en la jerga de la gestión de los residuos, se 
utiliza para referir a los desechos que tienen origen animal o vegetal, 
distinguiéndolos de los residuos compuestos por sustancias O 
materiales de origen no biológico, denominados comúnmente 
“inorgánicos”. Pero, además de las consideraciones sobre su origen o 
fuente presentes en su clasificación, para identificar tanto a los 
orgánicos como a cualquier otro tipo de residuos, también se suele 
recurrir a algunas de sus características intrínsecas o a sus eventuales 


tratamientos. En este sentido, se apela a su alta composición 
hidrométrica (el agua que contienen), lo que deriva en la 
denominación de “húmedos” para diferenciarlos de los secos. Esto, sin 
embargo, genera distintos problemas de interpretación, dado que 
también se llama “húmedos” a aquellos residuos que tienen mezcla de 
orgánicos y secos. En consecuencia, recientemente, desde el Estado 
Nacional se optó por designar a los exclusivamente orgánicos como 
“residuos orgánicos compostables”, y a la fracción que contiene 
mezclas, como “basura”, evitando el uso del término “húmedos”!”!. 

A pesar de esta identificación inicial, se advierte que aún se 
incluye dentro de la misma categoría (orgánicos) a un conjunto muy 
amplio y heterogéneo de elementos. De hecho, participa la totalidad 
de los restos de alimentos que se pueden generar en la cocina de un 
hogar, pero también las excretas cloacales e incluso a los desechos 
sebáceos de la industria cárnica, que en realidad constituyen 
subgrupos que habitualmente forman parte de otras categorías, dada 
la existencia de una organización específica para su respectiva gestión. 
Precisamente por ello, aunque se trate en todos estos casos de residuos 
que en esencia pueden catalogarse como orgánicos, biológicos, 
húmedos o compostables al considerar tanto su origen, como su 
composición o tratamiento, es usual que, en lo relativo a su gestión 
específica, se distinga el ámbito donde se generan, o bien las 
actividades de las que han sido resultado o producto. 

Es en este último sentido en que, de acuerdo con Laos, Mazzarino 
y Satti (2012), según su procedencia, los residuos orgánicos pueden 
clasificarse en: 


* urbanos: desperdicios de alimentos domiciliarios, restos de poda 
y raleo del arbolado público y lodos cloacales; 

» forestales: poda, raleo, madera y sus derivados (aserrín, viruta, 
corteza); 

* agrícolas: rastrojos de cultivos y desperdicios de industrias 
alimentarias; 

* ganaderos y piscícolas: excretas sólidas y líquidas, camas de 
cría, restos de mataderos, curtiembres, piscicultura. 


Dado que aún sigue habiendo cierta heterogeneidad incluso 
dentro de los residuos orgánicos urbanos (de carácter público o 
privado en términos de su generación, de estados de agregación de la 


materia [sólidos, semisólidos o líquidos], e incluso de tamaño), este 
conjunto también presenta divisiones internas que se vinculan con la 
organización de su distinta gestión. Así, existe una subcategoría (que 
reúne a desperdicios de alimentos domiciliarios, restos de poda y raleo 
del arbolado público) que forma parte de lo que incumbe al área de 
los gobiernos locales que se encarga de los residuos sólidos urbanos 
(RSU), y otra subcategoría (que incluye a lodos cloacales) en relación 
con la cual suele tener competencia la autoridad (habitualmente 
provincial o regional) que se encarga del agua y los saneamientos. 

A su vez, existe otra división interna dentro del primer subgrupo 
(a, b, c), que separa, por un lado, todo aquello que suele colocarse en 
las bolsas en las que se depositan los residuos en los hogares y grandes 
generadores para su recogida por el servicio de recolección regular 
correspondiente (a y b), quedando de otro lado lo que involucra a los 
restos voluminosos de la jardinería de los hogares, los restos de la 
poda urbana y el mantenimiento de los espacios verdes públicos (c). 
Al conjunto de estos tres subgrupos (a, b y c), se lo denomina 
usualmente “Fracción Orgánica de los Residuos Sólidos Urbanos” 
(FORSU). Y, como generalmente los circuitos de gestión de los restos 
de cocina y pequeños residuos orgánicos de jardines privados son 
diferentes de aquellos orgánicos derivados de espacios públicos o de 
grandes residuos derivados de podas privadas (verdes y podas), a los 
primeros se los denomina “orgánicos domiciliarios y asimilables”, 
“habituales” o “de generación regular”, y, a los otros, “restos verdes”. 


3.1.1. Estado de situación 


A nivel mundial, la FORSU ocupa habitualmente el mayor porcentaje 
dentro del total de residuos sólidos generados, tendencia que se 
incrementa aún más en países menos desarrollados (EPA, 2020). 
Algunos autores estiman que dicha fracción representa no menos del 
44 % del total de los residuos generados (Kaza y otros, 2018). Por 
ejemplo, en el Área Metropolitana de Buenos Aires (AMBA), el 41,64 
% de los residuos ingresados para su disposición final a la 
Coordinación Ecológica Área Metropolitana Sociedad del Estado 
(CEAMSE) corresponde a residuos alimenticios, mientras que el 2,85 
% proviene de restos de jardinería (MAyDS, 2020)'*. 

A pesar de estos datos, no son habituales políticas orientadas a la 
minimización de los residuos orgánicos en tanto tales, que promuevan 


compras racionales, conservación adecuada de alimentos, etc. En tal 
sentido, la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación 
y la Agricultura (FAO) sostiene que a nivel global se pierden o 
desperdician anualmente más de un cuarto de los alimentos 
producidos para consumo humano. Sin embargo, existen algunas 
acciones que fomentan el uso más racional de los alimentos y prevén 
la recuperación de potenciales desperdicios (véase apartado 3.3). 

Lo habitual es que los desechos orgánicos no se separen de modo 
diferenciado en la fuente donde se generan y sean descartados 
mezclados en basurales a cielo abierto o en rellenos sanitarios. Esta 
situación es especialmente preocupante, tal como señala EPA (2020), 
tanto por sus impactos ambientales como por los altos costos y la 
pérdida de oportunidades de aprovechamiento y valorización. Al no 
ser separados y tratados adecuadamente, ensucian los residuos 
reciclables como los papeles, cartones, plásticos, metales y vidrios, 
entorpeciendo la tarea de los recuperadores. Además, contaminan 
residuos con componentes peligrosos (por ejemplo, electrónicos, pilas, 
baterías de ácido plomo, etc.) que, de otro modo, podrían ser tratados 
para su recuperación o para simplificar la tarea de aplicar mecanismos 
especiales para este tipo de residuos, y así evitar efectos muy dañinos 
para el ambiente y la salud. También, generan una mayor cantidad de 
emisiones de gases de efecto invernadero que contribuyen al cambio 
climático, y su descomposición no controlada produce sustancias que 
contaminan aguas subterráneas, aire y suelos, además de desprender 
malos olores y ser fuente de proliferación de plagas y enfermedades 
(Manual de Compostaje Domiciliario, OPDS, 2020). 

Para los municipios, la gestión de la FORSU genera también una 
preocupación en términos presupuestarios: los altos costos se asocian 
tanto a su recolección y transporte como a su disposición final, dado 
que son compactos y pesados, en función de que (como se dijo más 
arriba) poseen elevados niveles de humedad. Se trata de un aspecto 
importante que, al tratar de atenderse, eventualmente puede afectar 
ciertos intereses cuando, como sucede muchas veces, los recursos de 
las empresas recolectoras y de los concesionarios de los sitios de 
disposición se establecen en función de tarifas cobradas a los 
municipios por tonelada de basura transportada y/o recibida- 
descargada en dichos sitios. En consecuencia, las alternativas de 
recuperación previas traerían aparejado una disminución en el 


tonelaje y un consecuente perjuicio económico a esos actores”. 

Aunque la humedad y el volumen se reducen con el paso de los 
días, existe la necesidad de recoger este tipo de residuos rápidamente 
para evitar los efectos derivados de su putrefacción (lo que genera 
olores desagradables y atrae vectores como moscas y roedores). A su 
vez, dicha característica provoca la necesidad de preparar 
especialmente los sitios donde proceder a su disposición final, ya que 
debe evitarse la percolación a las napas con lixiviados (término que 
refiere al líquido denso resultante de la degradación de los residuos 
orgánicos), en combinación con la infiltración del agua de lluvia, que 
puede resultar muy contaminante, especialmente cuando los orgánicos 
se disponen conjuntamente con otro tipo de residuos. Cuando ocurre 
esto último, la descomposición conjunta de orgánicos y no orgánicos 
de distinto origen genera efluentes y emisiones altamente nocivas para 
el ambiente, como, por ejemplo, el gas metano (CH4), el dióxido de 
carbono (CO2) y óxidos de nitrógeno (N20), gases que provocan 
contaminación atmosférica (Jantz y Ruggerio, 2021). Además, el 
manejo incorrecto de los gases generados puede derivar en el 
desarrollo de incendios en los sitios de disposición final. Por otro lado, 
la disposición final diaria de altas cantidades de residuos orgánicos 
reduce rápidamente la vida útil de los rellenos sanitarios y además 
requiere inversión en sistemas de extracción de los líquidos lixiviados 
y los gases generados por la descomposición de estos desechos. 

Carece de racionalidad ecológica y económica enterrar la FORSU, 
además de los perjuicios y riesgos que ello acarrea. Se trata de una 
corriente de residuos completamente biodegradables que, si fuese 
expuesta a diversas transformaciones biológicas, permitiría distintos 
beneficios (cuadro 1). Entre ellos, reducir su volumen y, 
adicionalmente, obtener nuevos productos, entre los que se destaca el 
compost, de gran valor agronómico por su aplicabilidad como 
enmienda al suelo. Asimismo, un mayor aprovechamiento de esta 
fracción posibilitaría generar ingresos alrededor de la producción de 
abonos, alimentos orgánicos y energía; evitaría la generación de 
impactos ambientales al aire, suelo y agua; disminuiría la generación 
de lixiviados y gases de efecto invernadero; y disminuiría también la 
cantidad de residuos que se envían a disposición final, incrementando 
la vida útil de esos sitios. A continuación, se presenta una tabla que 
sintetiza los beneficios que trae aparejado el tratamiento adecuado de 


la FORSU. 


Cuadro 1. Beneficios derivados de un tratamiento diferenciado y orientado a la valorización de la FORSU 
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Fuente: Guía técnica para el aprovechamiento de residuos orgánicos a través de metodologías de compostaje y 
lombricultura (Alcaldía Mayor de Bogotá, 2014). 


3.1.2. Jerarquía de tratamientos 


En relación con los tratamientos adecuados para la FORSU, existe una 


jerarquía consensuada internacionalmente respecto de qué hacer con 
estos residuos y cuáles son los tratamientos preferidos con miras a un 
avance hacia la economía circular. En primer lugar, al igual que con 
cualquier otro residuo, se encuentra la minimización de este tipo de 
desecho, es decir, intentar que no se genere. En segundo lugar, se 
apuesta a la recuperación y el aprovechamiento de los mismos in situ, 
o sea, en el mismo lugar donde son generados. Aquí se pueden 
identificar estrategias de valorización, tales como el compostaje 
domiciliario o la utilización de los mismos como leña útil para la 
cocción de los alimentos o generación de calor, sobre todo en lugares 
con difícil acceso a servicios. En tercer lugar, se encuentran algunas 
estrategias comunitarias cercanas a los hogares, como el compostaje 
comunitario, donde la práctica de compostar se realiza colectivamente 
a partir de la organización entre vecinos, o los programas de leña 
social, por ejemplo, derivados de la poda. En cuarto lugar, se pueden 
señalar las estrategias asociadas al tratamiento a gran escala, lo cual 
implica el traslado del residuo hasta plantas aeróbicas o anaeróbicas. 
Si bien son iniciativas que han venido ocupando un lugar cada vez 
más importante en los últimos años, sigue predominando la falta de 
acciones de minimización y el descarte indiscriminado de esta 
fracción, como sucede en la mayoría de las experiencias de disposición 
final en rellenos sanitarios o basurales del país. 


3.1.3. Normativa 


A nivel normativo, la Resolución conjunta 1/2019 de la Secretaría de 
Control y Monitoreo Ambiental del (MAyDS) y el Servicio Nacional de 
Sanidad y Calidad Agroalimentaria (SENASA) se elaboró 
recientemente con el propósito de establecer especificaciones técnicas 
respecto a la materia prima, el proceso y la calidad agronómica para 
la comercialización de compost de la fracción biodegradable de los 
residuos sólidos urbanos separados en origen y recolectados de 
manera diferenciada. Esta norma establece la posibilidad de reconocer 
compost según los valores que resulten de los análisis de nivel de 
patógenos, indicadores de estabilidad y madurez, cantidad de 
materiales inertes y de elementos potencialmente tóxicos. 

Otra novedosa normativa es la Resolución N.* 104/23 del mismo 
MAyDS, que crea el Plan de Compostaje Institucional como estrategia 
de gestión de valorización de residuos orgánicos en los edificios que 


funcionan como sedes del MAyDS, y al que se invita a adherir a las 
provincias y municipios, instituciones, asociaciones y organizaciones y 
toda otra entidad pública y/o privada. 


3.2. Separación en origen y recolección diferenciada: 
experiencias, obstáculos y oportunidades 


Si bien, como se indicó, las prácticas de separación en origen y 
recolección diferenciada de la FORSU constituyen situaciones poco 
frecuentes a nivel de las políticas públicas locales, cuando se dan, se 
pueden observar dos tipos de circuitos. Por un lado, se encuentran las 
experiencias que no requieren grandes esfuerzos logísticos en materia 
de traslado del residuo. En estos casos, el residuo es separado en 
origen, pero no debe ser trasladado o, si lo fuera, recorrería distancias 
relativamente cortas (dentro del mismo barrio). Las experiencias que 
se encuentran dentro de este primer grupo son el compostaje 
domiciliario y el compostaje centralizado a pequeña escala, es decir, 
las composteras comunitarias (no siempre promovidas por organismos 
estatales). También, los programas que se orientan a promover la 
separación en origen para el uso de leña domiciliaria, o de leña social. 

Por otro lado, se encuentran los circuitos de separación en origen 
y recolección de la FORSU donde el esfuerzo logístico es mayor, ya 
que el residuo requiere ser recolectado y trasladado de forma 
diferenciada, frecuentemente a través de distancias relativamente 
considerables. En este grupo se incluyen las experiencias de 
tratamiento aeróbico o anaeróbico centralizado que, además de restos 
orgánicos domiciliarios, suelen involucrar a los restos verdes, tener 
una mayor escala y son gestionados por actores privados o estatales, 
no comunitarios. 

En los recuadros 1, 2 y 3, se destacan algunas experiencias donde 
se pueden apreciar distintos tipos de esfuerzos en materia de 
separación en origen y recolección diferenciada. Luego, se 
sistematizan algunos obstáculos para la implementación plena de estas 
políticas, surgidos tanto del análisis de estas, como de otras 
experiencias. La descripción más completa de algunos de estos casos 
se presenta más abajo, en los recuadros 4, 5 y 6. 


Recuadro 1. Separación en origen sin recolección diferenciada: los casos de la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires (CABA) y Vicente López 


| 


El primer caso que se puede señalar es el de CABA, donde, entre 
otras medidas, se promueve el compostaje comunitario para el 
tratamiento de la FORSU. Esta jurisdicción cuenta actualmente 
con 15 composteras comunitarias que reciben los residuos de 
martes a viernes de 14 a 19 h, y sábados de 10 a 18 h!”!. Esta 
fracción de residuos debe ser llevada por los vecinos a los 
llamados “puntos verdes” (contenedores portuarios ubicados en 
plazas y parques), donde se encuentran las grandes composteras 
comunitarias. Allí, agentes gubernamentales brindan talleres y se 
encargan del tratamiento!”!. La iniciativa no requiere esfuerzos 
posteriores de recolección ni traslado diferenciado de esta porción 
de los desechos, dado que el compost resultante se aplica en los 
canteros de las mismas plazas y parques. 

El segundo caso que se presenta es el Programa Vicente 
López Composta, el cual promueve especialmente el compostaje 
tanto domiciliario como comunitario. Se trata de una iniciativa 
que funciona sin una resolución que establezca su creación y 
pautas de funcionamiento, bajo responsabilidad de la Dirección 
de Desarrollo Sostenible. Se inició en 2018 y promueve la práctica 
del compostaje in situ en distintos espacios: viviendas y domicilios 
particulares, y, al igual que en CABA, en plazas y espacios 
públicos. 


Recuadro 2. Separación en origen con recolección diferenciada: 
el caso de CABA 


Además de lo que ya se mencionó en el recuadro 1, CABA posee 
dos circuitos diferenciados de recolección de residuos orgánicos y 
restos verdes, que tienen como destino el compostaje centralizado 
y la fermentación aeróbica. 

A través del compostaje centralizado, se tratan los restos 
verdes provenientes, principalmente, de la poda y mantenimiento 
de plazas y espacios verdes públicos donde no hay composteras. 
Estos residuos son recolectados a través del servicio de 
recolección y son derivados a los centros de compostaje que posee 
el Gobierno de la Ciudad, ubicados en Palermo, Chacarita y Villa 
Soldati!*.. 

Por su parte, en lo que refiere al tratamiento de fermentación 


aeróbica, la recolección se hace en torno a 3 rutas de recolección, 
en las zonas de Palermo, Caballito y Puerto Madero. En esos 
barrios, supermercados, locales gastronómicos, hoteles, 
verdulerías, ferias barriales y comedores de grandes oficinas!” 
que adhieren al programa separan en origen los residuos que 
luego son recolectados de manera diferenciada del resto de los 
desechos por el servicio habitual de Higiene Urbana. Para que 
dicha recolección se efectúe, la Dirección General de Reciclado y 
Economía Circular solicitó la colaboración de la Dirección 
General de Limpieza, que es el área a cargo de la recolección y 
barrido público. Según información oficial'*”!, actualmente “hay 
169 locales comerciales adheridos a la ruta, los cuales son 
capacitados para que realicen correctamente la separación de 
estos residuos” para su descarga en la planta de Soldati. 


Recuadro 3. Desafíos de la separación en origen y recolección diferenciada orientada al compostaje 


Como toda política pública, este tipo de experiencias de 
separación en origen y recolección diferenciada conlleva algunos 
desafíos en el momento en que intentan materializarse. En este 
sentido, es de destacar lo señalado desde el propio Gobierno de la 
Ciudad (GCABA), donde se indica que uno de los principales retos 
en las políticas de tratamiento de la fracción orgánica de los 
residuos es la definición de una metodología de recolección/ 
captación de los mismos que sea eficiente y asegure la 
trazabilidad del residuo (entrevista por formulario online a 
integrante de Dirección General de Reciclado y Economía 
Circular, CABA, junio de 2022). 

Por su parte, existen también aspectos ventajosos de este tipo 
de políticas. Una gran fortaleza de estos programas radica en la 
predisposición de los generadores que participan de los mismos. 
Por ello, la concientización de los distintos actores involucrados 
en la generación de orgánicos es clave, ya sea que se trate de 
generadores individuales o especiales (grandes). Asimismo, una 
estrategia que suele incentivar a los generadores a separar 
correctamente es la visibilización de la recolección diferenciada, 
con el objetivo de que se concientice de que su esfuerzo en la 
separación en origen no es en vano (entrevista por formulario 


online a integrante de Dirección General de Reciclado y Economía 
Circular, CABA, junio de 2022). 


Como se ha podido advertir con base en estas y otras 
experiencias, la separación en origen y la recolección diferenciada de 
los residuos orgánicos enfrentan varios obstáculos o retos, tanto a 
nivel técnico como logístico, económico y cultural. Algunos de ellos 
incluyen: 


+ Indiferencia y falta de conciencia y educación de la ciudadanía: 
muchas personas no están informadas sobre la importancia de la 
separación de los residuos orgánicos y su impacto en la 
preservación del ambiente (la reducción de residuos mezclados 
enviados a sitios de disposición final); ello dificulta la 
participación de la comunidad en programas que promueven la 
clasificación en origen y la recolección diferenciada. 

+ Percepción de falta de espacio (en el ámbito de los domicilios) y 
falta de espacio y autorizaciones (en el espacio público) para 
compostar la FORSU. 

+ Falta de vehículos y de coordinación logística para la 
recolección diferenciada. 

+ Costos operativos y dificultades financieras para implementar y 
mantener los programas. 

* Falta de coordinación y planificación entre diferentes actores, 
como gobiernos locales, empresas y organizaciones civiles y 
comunidad en general. 


3.3. Qué pasa luego de la recolección diferenciada: experiencias, 
obstáculos y oportunidades para la valorización 


Para el Estado nacional, no existe una preferencia entre las 
alternativas de tratamiento que pueden darse para valorizar la FORSU, 
En la ley nacional que refiere a la gestión integral de residuos sólidos 
urbanos, N.* 25.916/04, no se establece un tipo tratamiento específico 
deseable para los residuos orgánicos, sino que se presenta una 
definición de valorización que abarca a todo procedimiento que 
permita la reutilización y el aprovechamiento de los recursos 
contenidos en los residuos mediante el reciclaje en sus formas física, 


química, mecánica o biológica. Por su parte, la Estrategia Nacional 
para la Gestión Integral de los Residuos Sólidos Urbanos del Poder 
Ejecutivo tampoco erige una prioridad entre las alternativas de 
aprovechamiento de los residuos orgánicos, sino que, para los residuos 
en general, considera “aconsejable un acercamiento holístico a la 
realidad local que permita distintas combinaciones de los 
procesamientos” (ENGIRSU, 2005: 59). 

Quizás sea esta ausencia del establecimiento de prioridades 
respecto del tratamiento recomendable para los residuos orgánicos lo 
que provoque el estado de situación descrito más arriba, en el que la 
mayor parte de los residuos orgánicos no recibe un tratamiento 
orientado a la valorización, sino que se deriva a disposición final. 
Como obstáculos puntuales para promover procesos de valorización, 
destacan: 


+ Ausencia de programas que estimulen la valorización de los 
residuos orgánicos en pequeños y grandes generadores. 

+ Falta de infraestructura adecuada como contenedores de 
compostaje, plantas de compostaje, tratamiento anaeróbico y 
tecnología adecuada para el procesamiento. 

* Organización de lógicas rentísticas de los sistemas de 
recolección y disposición final con sentido opuesto a las que 
rigen los principios del cuidado ambiental y la economía 
circular, y que entonces no estimulan ni la minimización, ni la 
recolección selectiva ni mucho menos la valorización. 

+ Falta de mercado para los productos finales (compost o biogás). 


De todos modos, los tratamientos más habituales a los que se 
pueden someter los residuos orgánicos permiten obtener abono y 
combustible en estado de gas, tanto a través de tecnologías de 
compostaje aeróbico, como de una digestión anaeróbica. Existen 
también experiencias en las que los restos verdes se aprovechan a 
partir de diferenciarlos por el tamaño de los troncos: se usan como 
leña o se los tritura para obtener pedacitos de madera para proteger 
los suelos (mulch)''*'. Con relación al producto del compostaje, vale 
aclarar que, si bien la palabra “abono” responde a los usos y 
costumbres, estrictamente, en realidad, la normativa distingue entre 
fertilizantes y enmiendas. Los fertilizantes proporcionan a las plantas 


los principales nutrientes (nitrógeno, fósforo y potasio) y otros 
micronutrientes. Las enmiendas, por su parte, buscan mejorar la 
estructura física de los suelos química y físicamente. El compost es 
entonces una enmienda orgánica generada mediante procesos 
aeróbicos que sirve para mejorar la porosidad y el drenaje o retención 
del agua para beneficio de los cultivos y solo en ciertos casos es 
considerado un fertilizante. 

Los tratamientos aeróbicos permiten producir compost a partir de 
procesos biológicos pasibles de ser realizados a cualquier escala. El 
comercio del producto resultante es objeto de fuertes regulaciones y 
restricciones. El compostaje no es otra cosa que “la descomposición 
controlada de materias orgánicas en presencia de oxígeno” (EPA, 
2020: 84). Como el producto final de este tipo de tratamiento es 
abono o enmienda orgánica, los municipios que lo implementan 
suelen emplearlo en los espacios verdes, parques y plazas, aunque 
también en viveros o emprendimientos frutihortícolas municipales 
(Parodi, 2013: 15). Parodi también señala que, en el caso del 
compostaje a gran escala, las plantas o centros de tratamiento pueden 
llegar a tener un alto “grado de sofisticación técnica” en función de las 
necesidades y recursos de cada lugar. 

Un interesante ejemplo de minimización en la generación de 
residuos orgánicos y valorización mediante el compostaje es el que 
desde hace pocos años se desarrolla bajo la denominación de 
Programa de Reducción de Pérdidas y Valorización de Residuos en el 
Mercado Central de la provincia de Buenos Aires. Dicho programa 
tiene el propósito de rescatar frutas y verduras que los comerciantes 
desechan porque no les asignan valor comercial (incluso cuando 
siguen conservando valor nutritivo y calidad apta para el consumo). 
Esas mercaderías son objeto de una selección, y las que aún conservan 
buena calidad forman parte de las bolsas de alimentos que luego se 
distribuyen a comedores populares. Con las frutas y verduras 
restantes, se genera compost. Se trata de acciones valiosas que inician 
con una clasificación de los residuos orgánicos y que inmediatamente 
se reflejan en la disminución del transporte de residuos desde este 
gran generador a la CEAMSE. El mencionado programa también cubre 
aspectos sociales, dado que la mayoría de sus operarios trabajaron 
antes como changarines en el mismo Mercado Central (imagen 1) |'?., 


Imagen 1. Operario Programa Reducción de Pérdidas y Valorización de Residuos del Mercado Central de 


Buenos Aires, 2023 


Fuente: elaboración propia, 2023. 


Por otro lado, en los procesos de biodigestión anaeróbica, se 
puede obtener bioenergía a partir de la captación de gases y, también, 
un subproducto semisólido denominado “biodigerido”, que aún no se 
encuentra estabilizado, por lo que es susceptible de descomponerse y 
estabilizarse a través de estacionarse durante un tiempo o por 
compostaje. Es decir, generalmente existe un proceso de compostaje 
(aeróbico) posterior a la biodigestión (anaeróbica) con los restos que 
quedan una vez extraídos los gases. El sustrato estabilizado que se 


obtiene será pasible de utilizarse como soporte total o parcial en los 
cultivos, pero ello no implica reconocerle otras propiedades para las 
plantas. El tratamiento anaeróbico suele demandar mayor complejidad 
en las instalaciones que el que se requiere para compostaje aeróbico, y 
debe alimentarse en forma regular con grandes cantidades de residuos. 
No suele recomendarse entonces el empleo de este tratamiento a nivel 
doméstico o en pequeñas instituciones, aunque sí resulta una opción 
factible en medianas y grandes escalas (Reynoso, 2017). 

En los recuadros que siguen (4, 5 y 6), se presentan algunas 
características de iniciativas tanto de compostaje como de biodigestión 
anaeróbica que se dan en tres distritos del AMBA. Obviamente, las 
mismas no agotan las experiencias existentes en este extenso 
territorio, pero brindan algunas claves sobre los distintos tratamientos 
en función de su diferente escala: un comedor comunitario, un 
municipio de tamaño medio y una mega ciudad. El último caso 
también involucra fermentación anaeróbica de residuos que provienen 
de diversa fuente. 


Recuadro 4. El Comedor Universitario (MENSA) de la Universidad Nacional de San Martín (UNSAM) 


La UNSAM está ubicada en el municipio homónimo de la 
provincia de Buenos Aires. El MENSA se encuentra en el campus 
universitario y atiende anualmente a unos 130.000 comensales, lo 
que da como resultado una generación anual de ocho toneladas 
de residuos. Desde 2016, el MENSA comenzó un proceso de 
transformación de su propuesta gastronómica con miras a ofrecer 
al público universitario un esquema de alimentación saludable, y, 
junto con esa transformación, también iniciaron una serie de 
acciones vinculadas al tratamiento de sus residuos. En esta línea, 
el comedor comenzó a realizar mediciones sobre la generación y 
descarte de residuos y a implementar un sistema de separación 
interna de los mismos que permita avanzar en su reducción y 
reutilización (entrevista a encargado de comedor MENSA, San 
Martín, diciembre de 2022). 

Para ello, el comedor incurrió en distintas estrategias de 
separación en origen, en la capacitación de su personal, y en la 
concientización de la comunidad universitaria y los comensales. 
Actualmente, en el MENSA los residuos se separan en las 


siguientes fracciones: residuos compostables, restos húmedos, 
restos comensales, plásticos secos, cartón, y otros secos. Los 
residuos compostables se componen principalmente de los restos 
de tubérculos, verduras y frutas que son descartados en el proceso 
de preparación y cocción de los distintos platos. Con base en 
estadísticas del año 2019, semanalmente, el comedor produce 
unos 400 kg de material compostable por mes. Estos residuos son 
procesados semanalmente a través de una chipeadora, cuya 
capacidad de procesamiento total es de 400 t. El material 
procesado por semana asciende a unos 100 kg que son mezclados 
con hojas secas para poder ser chipeados. El material chipeado es 
apilado en un sector ubicado a metros del comedor junto con 
otros materiales como restos de pasto y ramitas extraídos de las 
tareas de mantenimiento y jardinería del campus universitario. 
Este sector destinado al compostaje comprende una franja de 
poco más de 10 metros de largo por casi 1 metro de ancho. El 
compost allí está dividido en tres tramos y, en total, tarda unos 6 
meses en obtenerse el producto final. Este sector es atendido de 
manera rotativa por los propios empleados de MENSA con una 
frecuencia temporal de una vez por semana, momento en que se 
encargan de remover el compost y adicionar nuevo material 
orgánico. Una vez madurado, este material sirve de abono a los 
pequeños cultivos que crecen en la huerta del comedor, entre los 
que se destacan zapallos, aromáticas, algunas plantas frutales y 
coliflor, entre otros. De esta manera, se genera un circuito cerrado 
en el ciclo de vida del residuo (entrevista a encargado de comedor 
MENSA, San Martín, diciembre de 2022). 

Por fuera de los residuos compostables, en MENSA se 
generan otros residuos orgánicos, que incluyen las categorías de 
restos húmedos y restos de comida (comensales). Los restos 
húmedos son aquellos restos de alimentos que se descartan en el 
proceso de elaboración de las comidas y que no pueden 
compostarse o que requieren un esfuerzo logístico mayor para ser 
transformados en compost o enmiendas orgánicas debidamente, 
tales como los restos de productos derivados de animales. Los 
otros residuos orgánicos que se generan en MENSA son aquellos 
generados en el proceso de consumo, es decir, los restos de 
comida que descartan los propios comensales. En este punto, 


quienes dirigen el comedor universitario señalan que, para la 
reducción de esta fracción, ha sido clave la incorporación del 
requisito de que los comensales lleven sus propios recipientes (su 
tupper). De este modo, el descarte de comida por parte de los 
comensales es menor, ya que, en caso de que les sobre comida, la 
pueden llevar a sus domicilios. 

En paralelo a la gestión de la fracción orgánica de los 
residuos, el MENSA también recolecta diferenciadamente 
desechos secos como plásticos y cartón que ascienden, 
respectivamente, a unos 3.200 kg y 500 kg anuales (290 kg y 38 
kg mensuales). Estos son llevados a una cooperativa de reciclado 
cercana al campus universitario. A su vez, también está presente 
una categoría adicional denominada “otros secos”, la cual está 
compuesta, principalmente, por cajones de madera y papeles 
sucios con aceite. Estos secos ascienden a unos 350 kg anuales 
(unos 30 kg mensuales) y son, por lo general, incinerados en un 
tacho con el fin de obtener cenizas para sumar al compost y 
estabilizar su PH, ya que suele tener una alta cantidad de restos 
de cítricos. 

Entre los principales desafíos que se destacan desde MENSA 
con relación al aprovechamiento de los restos orgánicos y la 
realización del compost, el responsable del comedor señala los 
procesos de concientización del staff de trabajadores y 
trabajadoras y de la comunidad en general para poder hacer una 
efectiva separación. Asimismo, de su relato también se destaca la 
importancia de establecer una logística clara y factible para el 
tratamiento de cada fracción de residuos y afín a las necesidades, 
el contexto y los recursos con los que cuente la institución. Así, 
por ejemplo, en caso de que no se cuente con capacidad de 
mantener refrigerados los restos compostables, en determinadas 
épocas del año, esto implicará la necesidad de efectuar la 
incorporación de nuevos desechos a la pila de compost con una 
mayor frecuencia a la que habitualmente se efectúa. Otro desafío 
actual de MENSA es poder replicar esta experiencia de 
alimentación y gestión integral en otros espacios dependientes de 
la universidad, como, por ejemplo, la Escuela Secundaria Técnica 
de la UNSAM. 


Recuadro 5. El Municipio de Vicente López 


Vicente López es un partido de la zona norte del Gran Buenos 
Aires (provincia de Buenos Aires) que cuenta con 283.510 
habitantes (datos provisorios Censo 2021) y 33 km2. Allí tiene 
lugar el Programa Vicente López Composta, que promueve tanto 
el compostaje domiciliario como comunitario. El programa 
funciona bajo responsabilidad de la Dirección de Desarrollo 
Sostenible, aunque sin el amparo de una resolución que 
establezca su creación y pautas de funcionamiento. Se inició en 
2018 a partir de una asistencia técnica brindada por el 
emprendimiento privado “masoxígeno” (www.masoxigeno.org). 
El programa se subdivide de acuerdo al ámbito donde se 
promueve la práctica del compostaje: viviendas y domicilios 
particulares (“Mi casa composta”), la comunidad en general (“Mi 
plaza composta) y plazas y espacios públicos (“Mi cuadra 
composta”). En relación con “Mi casa composta”, se realizan 
convocatorias para que los vecinos del Municipio se inscriban a 
dos capacitaciones en las que se brindan nociones sobre el 
proceso de compostaje en general, como así también herramientas 
para iniciar una compostera en el hogar. Una de las 
capacitaciones brindadas se encuentra disponible en el siguiente 
link: t.ly/atllD. Luego de las capacitaciones, y en función del stock 
disponible, desde el programa se sortean composteras entre los 
participantes, las que se entregan junto a una bolsa con viruta y 
lombrices. El programa coordina un grupo de WhatsApp del que 
participan los vecinos que fueron capacitados, y así se brindan 
respuestas a diferentes tipos de consultas relacionadas con el 
compostaje. En función de la cantidad de inscriptos, las 
capacitaciones intentan realizarse una vez al mes. De acuerdo a la 
información suministrada por referentes del programa 
entrevistados para este trabajo, se confeccionó el siguiente cuadro 
con datos de composteras entregadas y participantes de las 
capacitaciones. 


Cuadro 2. Asistentes a capacitaciones y composteras entregadas en Vicente López (2019-2022) 


Fuente: elaboración propia con base en información brindada por el Municipio. 


En relación con “Mi plaza composta”, se trata de una 
iniciativa que se coordina con personal que depende de otra área 
de gobierno (“los placeros” de la Dirección de Espacios Verdes) y 
que consiste en el acopio del pasto cortado y hojas caídas en 
composteras fabricadas con madera o madera plástica de 
aproximadamente 1 m3, colocadas en las mismas plazas (imagen 
2). En ellas no está prevista la recepción de residuos orgánicos 
particulares ni heces de animales. Por último, “Mi cuadra” apunta 
a la instalación de composteras comunitarias en determinados 
espacios públicos y a brindar capacitación a los vecinos para que 
hagan un uso adecuado de ellas. Aquí es posible distinguir las 
composteras que han sido promovidas desde el programa 
municipal de las que surgieron de forma independiente, pero que 
en la actualidad de todos modos reciben apoyo y seguimiento 
desde el municipio. Hay al menos 9 iniciativas de este tipo, la 
mayoría de las cuales comenzaron a funcionar en la segunda 
mitad del año 2020, durante el período de cuarentena por 
covid-19. 

Finalmente, en el marco de este programa, también se 
obsequiaron composteras giratorias a escuelas públicas y privadas 
del distrito. Si bien desde el programa se recepcionan consultas, 
no se ha desarrollado aún un sistema de seguimiento sistemático 
de las viviendas a las que se entregaron composteras ni se calculó 
el impacto de las distintas prácticas en la reducción de los 
residuos generados. 


Imagen 2. Composteras Plaza Vicente López, 2023 


- Fuente: elaboración propia. 


Recuadro 6. La Ciudad Autónoma de Buenos Aires (CABA) 


La CABA cuenta actualmente con 3.120.612 habitantes y un área 
de 200 km2. Allí se practica compostaje tanto comunitario de la 
FORSU como centralizado de los restos verdes, y además se 
realiza fermentación anaeróbica de residuos que provienen de 
diversa fuente. En el caso del compostaje comunitario, la FORSU 
es recibida por personal del gobierno local en determinados días y 
horarios!!! en sitios identificados como “puntos verdes” 
(contenedores portuarios), ubicados en ciertas plazas y parques 
donde se encuentran composteras comunitarias. 

Con relación al compostaje centralizado, los restos verdes son 
llevados a tres Centros de Compostaje!'*! en los que se procesan 
40 toneladas por día (tpd) de restos verdes (10 tpd en el centro de 
Chacarita, 10 tpd en el centro de Palermo y 20 tpd en Villa 
Soldati). Los restos de mayor tamaño, tales como grandes ramas o 
arbustos, se trituran a través de chipeadoras para reducir su 
volumen. Luego, se mezclan con el material verde (hojas y tallos) 
y el material marrón (ramas) y se apilan. El tratamiento que se le 


da a esta pila consiste en la hidratación, el volteo mecánico y la 
inoculación por medio de microorganismos en un proceso que 
dura entre 15 y 20 días. Luego, se desarrolla una segunda etapa 
del tratamiento que dura alrededor de 60 días, en la que reducen 
la frecuencia de la hidratación y los volteos mecánicos. En una 
tercera etapa, se deja reposar el material unos 30 días más. Al 
finalizar dicho período, la pila resultante se zarandea y es 
sometida a estudios, por ejemplo, de germinación. El compost 
obtenido se entrega a las empresas dedicadas al mantenimiento 
del espacio público para que lo utilicen como abono en los 
parques y plazas de CABA (entrevista por formulario online a 
integrante de Dirección General de Reciclado y Economía 
Circular, junio de 2022). 

Por su parte, en lo que refiere al tratamiento de fermentación 
aeróbica, la gama de residuos tratados incluye tanto a la FORSU 
como a los restos orgánicos producidos por grandes generadores 
(que pueden incluir restos de alimentos, verduras, frutas, 
panificados, lácteos, carnes, pasto, hojas, pequeñas ramas, flores). 
Este tratamiento se realiza en la Planta de Tratamiento de 
Residuos Orgánicos del Centro de Reciclaje de la CABA, en un 
biodigestor hot rot cerrado que cuenta con una capacidad de 
tratamiento de 30 tpd, factible de expandirse a 40 tpd. Al llegar a 
la planta, el material recolectado es sometido a un proceso de 
separación manual para diferenciar el mismo del material 
inorgánico de las bolsas en las que es transportado. A 
continuación, el material es mezclado con material estructurante 
(chips de madera que provienen de una planta de residuos 
forestales también alojada en el mismo predio de CABA). Esa 
mezcla se dispone en reactores del biodigestor por un lapso 
aproximado de 12 días donde se efectúa la fermentación o 
digestión aeróbica. Este tratamiento se efectúa de la siguiente 


manera en la referida planta: 
Los reactores cuentan con inyectores de aire, captura de efluentes 
gaseosos y controles de temperatura y CO2. Durante ese tiempo se eleva 
la temperatura hasta por arriba de los 45”C, de forma de sanitizar el 
material. Cuando el material sale del reactor, primero es zarandeado y 
posteriormente acopiado en boxes específicos. Fuera del reactor se 
continúa realizando medición de los parámetros temperatura y humedad 
y volteos mecánicos. Una vez que el material alcanza su estabilización, la 


empresa que opera la planta comercializa el material. El resultado se 
conoce como enmienda orgánica que se fracciona para ser utilizada como 
mejorador de suelos!151, 


Entre las principales ventajas asociadas a este tipo de 
tratamiento final, se encuentran: la minimización de los olores, la 
reducción en el tiempo de la fermentación, mayor control sobre 
los flujos de aire, temperatura y oxígeno, concentración espacial 
del tratamiento, baja sensibilidad a los cambios de temperatura, 
entre otros (Ureta Sáenz Peña, 2016: 136). Además, la enmienda 
orgánica resultante es de gran utilidad en tareas de parquizado y 
jardinería. 


3.4. Recomendaciones 


Como se pudo ver, es muy extensa la variedad de elementos 
susceptibles de aglutinarse en torno a la categoría de residuos 
orgánicos. A su vez, las acciones de minimización, recolección 
selectiva y valorización de esta corriente tienen aún poco desarrollo 
en nuestro país. 

En este sentido, y desde la perspectiva de la economía circular, 
resulta fundamental generar medidas orientadas a la minimización de 
la FORSU como, por ejemplo, en relación con la comida y los 
alimentos: planificar su adquisición evitando que se echen a perder 
antes de ser consumidos, almacenarlos en el refrigerador o en 
contenedores herméticos para mantener su frescura y prolongar su 
vida útil, tener presente su fecha de caducidad y consumir primero los 
que estén más cerca de vencerse, utilizar recetas que permitan 
aprovechar al máximo los ingredientes (como sopas, batidos o tartas), 
donar a organizaciones benéficas, comedores comunitarios o bancos 
de alimentos aquellos no perecederos y frescos que no vayan a 
consumirse antes de que se echen a perder, promover que los clientes 
de servicios gastronómicos o comedores educativos se lleven a sus 
domicilios los restos de alimentos no consumidos en el lugar, etc. 
También, existen experiencias internacionales de provisión de 
alimentos a personas que se inscriben para el retiro de viandas que se 
elaboran con comidas no utilizadas en eventos o restaurantes. 
Ejemplos de iniciativas domésticas tendientes a reducir desperdicios 


de alimentos en diferentes escalas las ofrecen en sus respectivas 
escalas los casos mencionados del Comedor MENSA y del Mercado 
Central. 

Por otro lado, las diversas experiencias locales e institucionales 
que aparecieron recientemente, algunas de las cuales son promovidas 
por actores de la sociedad civil (grupos de vecinos y ONG) y otras por 
ámbitos estatales, así como viene ocurriendo en el ámbito 
internacional, fomentan que la FORSU, una vez clasificada, sea tratada 
prioritariamente en donde se genera, es decir, en los propios 
domicilios, escuelas, clubes, etc. 

Se recomienda generar acciones que vayan en tal sentido 
fomentando la implementación de  composteras domiciliarias 
(recuadro 7). En muchas ciudades del mundo, poseer composteras en 
domicilios particulares o propiedades horizontales (edificios), incluso, 
es algo obligatorio. 


Recuadro 7. Pautas para el compostaje domiciliario 


Para el compostaje domiciliario, puede recomendarse una 
compostera que se adapte al espacio disponible. Si bien para 
ubicar la compostera son preferibles lugares aireados y con 
sombra parcial, si el espacio en el domicilio es limitado, de todos 
modos es posible encontrar contenedores de compostaje aptos 
para sitios pequeños y/o espacios que no estén ubicados al aire 
libre. Siempre se debe asegurar que el contenedor tenga 
ventilación para permitir la entrada de aire. 

Respecto del suministro de orgánicos, se debe buscar 
mantener un equilibrio óptimo entre materiales secos, tales como 
hojas secas, cartón, papel triturado, ramas pequeñas y virutas de 
madera, por un lado, y húmedos, como restos de cocina, cáscaras 
de frutas y verduras, café, césped recién cortado y residuos de 
plantas de jardín, por otro. Dentro de los domicilios, se sugiere 
evitar compostar materiales no recomendados, como carne, 
lácteos, aceites y grasas, excrementos de mascotas y plantas 
enfermas. También se sugiere triturar o cortar los materiales más 
grandes, lo que acelera el proceso de descomposición. A lo largo 
del proceso, se debe observar que el compost tenga la humedad 
adecuada, similar a una esponja húmeda y, en caso de necesidad, 


regar ocasionalmente para mantener la humedad, pero evitar el 
exceso de agua. Asimismo, se deben revolver o agitar 
regularmente los materiales en la compostera para proporcionar 
aireación y promover la descomposición aeróbica. Algunos 
contenedores tienen mecanismos de agitación incorporados, 
mientras que otros requerirán hacerlo manualmente. Es muy 
recomendable que de la iniciativa formen parte activa todos los 
miembros de la familia. 

En la promoción del compostaje domiciliario como política 
pública, se recomienda proporcionar material educativo impreso 
y online que explique los beneficios del compostaje y cómo 
hacerlo en el domicilio; facilitar a los vecinos acceso a 
composteras asequibles o subvencionadas; proporcionar la 
entrega de kits que incluyan composteras, removedores y guías; 
ofrecer asesoramiento técnico y apoyo a quienes deseen comenzar 
a compostar y establecer líneas de contacto de asistencia a través 
de redes sociales con respuestas para resolver dudas o problemas; 
y generar alternativas de reconocimiento público a los vecinos y 
barrios que se destacan en el compostaje. 

Cuando no es posible garantizar la implementación de 
compostaje en los propios ámbitos en los que se generan los 
residuos orgánicos, puede promoverse el compostaje comunitario 
en sitios públicos próximos como plazas y parques e incentivar 
que los vecinos lleven sus residuos orgánicos. Para esto, se debe 
proporcionar infraestructura y capacitación para garantizar que el 
compostaje comunitario sea eficiente y seguro. Se pueden 
organizar eventos y actividades relacionados, como ferias 
ambientales o intercambios de compost en el espacio comunitario, 
invitar a expertos en compostaje para dar charlas y 
demostraciones en eventos locales y animar a las autoridades 
locales a implementar prácticas de compostaje en edificios 
gubernamentales y propiedades públicas (compostaje 
institucional), en clubes o universidades. 


Por otra parte, aunque no lo reflejan los casos resumidos en este 
capítulo, muchas de las experiencias comunitarias actuales están 
íntimamente ligadas al desarrollo de huertas urbanas, las que suelen 


cobrar mayor interés que la práctica de compostaje en sí, pero, como 
corolario, suelen generar actividades de compostaje, o bien aportar en 
términos de reflexión acerca del ciclo de vida de los residuos 
orgánicos, por lo que resulta interesante estimular este tipo de 
experiencias. 

Para promover todas estas prácticas, es importante mantener una 
comunicación constante con la comunidad, para recordar la relevancia 
del compostaje y compartir historias exitosas. Se pueden utilizar las 
redes sociales y otros canales de comunicación para mantener a la 
comunidad informada. 

Resultan también propicios los ámbitos de trabajo en 
colaboración entre espacios gubernamentales, organizaciones locales, 
escuelas, empresas y grupos ambientales para promover el compostaje 
en la comunidad, así como para desarrollar y ejecutar programas de 
promoción de la valorización de residuos orgánicos de manera 
efectiva. Esto es muy recomendable para lograr la aceptación de las 
propuestas. 

Asimismo, es necesario adoptar políticas locales que respalden el 
compostaje domiciliario y comunitario, especialmente, eliminando 
restricciones legales para estas prácticas. 

Se podría también estudiar la posibilidad de ofrecer incentivos a 
los vecinos, como descuentos en las tasas municipales a los hogares 
que participen activamente y de modo corroborable en prácticas de 
compostaje (estimulando el domiciliario y luego otro tipo de 
compostaje), y evaluar el impacto de los mismos. 

Asimismo, es interesante la opción de apoyar a emprendedores, 
en función de fomentar emprendimientos en el sector de la 
valorización de residuos orgánicos, proporcionando acceso a 
financiamiento y asesoramiento a empresas y proyectos innovadores 
en esta área. 

Ahora bien, en algunos casos, no es factible ni el compostaje 
domiciliario, ni el comunitario. Esto puede deberse a la falta de 
espacios, a la imposibilidad de manejar cierto tipo de residuos 
orgánicos (como carnes, con patógenos) o a otros motivos. En este 
sentido, en tercer lugar en orden de preferencia, resulta importante 
implementar mecanismos de recolección diferenciada de orgánicos 
para trasladarlos a sitios de tratamiento a gran escala. Precisamente, 
para instrumentar la recolección diferenciada de residuos orgánicos 


que sea accesible para los ciudadanos de todo el territorio, se deben 
tener asociadas estrategias para la separación en origen de los 
materiales, lo que puede incluir contenedores específicos para residuos 
orgánicos en áreas residenciales, comerciales e industriales, los que 
sería recomendable proporcionar y velar por su mantenimiento, que 
estén claramente etiquetados y sean de fácil acceso para los 
residentes. Asimismo, se recomienda establecer un programa de 
recogida regular de residuos orgánicos que se ajuste a las necesidades 
de la comunidad y que evite la aparición de olores o vectores, así 
como informar a los residentes sobre los horarios y días de recolección 
selectiva. 

Luego, como se analizó, todavía son incipientes las instalaciones 
para valorizar grandes cantidades de FORSU, que incluyan aquellas 
fracciones con características poco adecuadas para ser tratadas en las 
viviendas o las que no puedan compostarse in situ. En dichos casos se 
sugiere instalar plantas de compostaje o de tratamiento anaeróbico en 
los municipios o (regionales) en cercanía. 

En cuanto a la creación de instalaciones de compostaje industrial, 
es necesario desarrollar infraestructura para procesar grandes 
cantidades de residuos orgánicos. Estas instalaciones generan compost 
de alta calidad que se puede utilizar en la agricultura y jardinería. 
Para seleccionar la ubicación de estas instalaciones, se debe considerar 
la proximidad a fuentes de residuos orgánicos, la disponibilidad de 
espacio y la accesibilidad. Asimismo, se debe diseñar la instalación 
con la infraestructura necesaria, incluyendo áreas de recepción, 
procesamiento, almacenamiento y distribución de compost, y prever la 
posibilidad de visitas guiadas que formen parte de campañas de 
educación y divulgación antes mencionadas. En estas plantas, una vez 
en funcionamiento, se deben mantener registros detallados de los 
parámetros del proceso para controlar que el compost cumpla con los 
estándares de calidad. Al igual que en la recolección selectiva, se 
deben implementar sistemas de control de olores, para minimizar las 
molestias para la comunidad cercana y realizar un manejo adecuado 
de vectores, como moscas y roedores, para prevenir problemas de 
salud pública. Debe desarrollarse un plan de manejo de lixiviados y 
efluentes para evitar la contaminación del suelo y del agua, así como 
estrategias para comercializar y distribuir el compost de manera 
efectiva, como la venta a agricultores locales o jardines. 


Por su parte, resulta también pertinente evaluar alternativas de 
tratamiento anaeróbico en biodigestores. Esta es una opción factible 
para medianas y grandes escalas cuando se quiere obtener biogás, 
pero es importante tener en cuenta cuidadosamente las circunstancias 
locales y los objetivos de gestión de residuos antes de tomar una 
decisión. También es necesario realizar un análisis económico para 
determinar si la inversión en instalaciones de tratamiento anaeróbico 
es viable desde un punto de vista financiero en relación con la calidad 
del gas a obtener (considerar costos de construcción, operación y 
mantenimiento en comparación con los beneficios potenciales, como 
los ingresos por la venta de biogás o compost! '*!). 

Este conjunto de iniciativas tiene mucho potencial y posibilidades 
de expansión, pero, hasta el momento, no se han desarrollado 
indicadores que permitan evaluar su impacto en términos de mejoras 
ambientales (por ejemplo, no se ha medido cuánto inciden en la 
reducción de los envíos a disposición final). Sería deseable, entonces, 
generar mediciones en este sentido, que permitan evaluar las políticas 
más y menos exitosas, que la comunidad visualice los esfuerzos de 
algunos gobiernos locales por sobre los que realizan otros y que esto 
genere mejoras en términos de política. 

Asimismo, antes de implementar políticas y llevar a cabo nuevas 
prácticas, se debe prever la realización de estudios sobre diferentes 
aspectos. Esto puede realizarse desde áreas de investigación de las 
universidades. Ello permitirá realizar seguimientos, monitoreos y 
evaluaciones, y contar con información útil para mejorar las 
intervenciones. Es recomendable analizar la cantidad y composición 
de residuos orgánicos que genera una población determinada, dado 
que dicha información sirve como insumo para la planificación, 
permitiendo definir frecuencias más eficientes de recolección selectiva 
o ajustar y mejorar las estrategias de promoción. Estos datos también 
servirán como línea de base para, al cabo de cierto tiempo, evaluar las 
acciones emprendidas. Se estima necesario, asimismo, realizar 
seguimientos sobre la participación de los vecinos en los programas de 
compostaje que se implementen, y evaluar su impacto en la reducción 
de los residuos enviados a disposición final. Por otro lado, también 
será útil llevar registros simples de temperatura y humedad de las 
composteras, tanto como análisis de laboratorio para verificar la 
calidad del compost. 


Resulta fundamental generar programas de educación destinados 
a la comunidad en general sobre la importancia de separar los 
residuos orgánicos y la promoción de prácticas sostenibles, divulgando 
además las pautas y acciones a emprender en relación con las políticas 
específicas que se lleven a cabo en determinado territorio (ubicación y 
funcionamiento de composteras comunitarias, días y horarios de 
recolección selectiva, etcétera). Asimismo, se pueden desarrollar 
programas curriculares destinados a centros educativos, a través de los 
que se enseñe a los estudiantes el valor ambiental, social y económico 
de la separación de residuos y cómo hacerlo según las prescripciones 
de cada municipio. Estos programas también pueden ser abiertos a la 
comunidad en general (o estar dirigidos a ciertos grupos vulnerables) 
y servir a la inclusión social en tanto formación certificada que 
reconoce capacidades para la promoción y el desarrollo de 
composteras y huertas domésticas y comunitarias. 

En el mismo sentido, se pueden organizar talleres y eventos 
comunitarios donde los vecinos intercambien experiencias y 
aprendizajes sobre la separación de residuos orgánicos de manera 
práctica. Se pueden crear guías y recursos informativos (muchos ya 
existen y están disponibles online) que expliquen qué materiales se 
incluyen en la categoría orgánicos y cómo separarlos. Es importante 
tener presente que, como en el caso de las investigaciones y estudios, 
la educación y la concientización son procesos continuos, y que, para 
lograr cambios de comportamiento a mediano y largo plazo, se debe 
ser constante y paciente. 

Finalmente, resulta relevante desarrollar normativas y 
regulaciones claras que requieran la separación de residuos orgánicos 
y promuevan su valorización. Distinguir responsabilidades específicas 
para grandes generadores (polos gastronómicos, mercados y centros 
de abasto). También se pueden ofrecer reconocimientos e incentivos 
fiscales a empresas que implementen prácticas sostenibles de 
valorización de residuos orgánicos. 

En línea con lo anterior, es importante poder avanzar abonando 
una perspectiva desde la que los residuos orgánicos no sean vistos 
como un problema, sino más bien como un recurso que, en caso de ser 
valorizado, contiene numerosos beneficios en varias dimensiones 
(ambiental, económica, social). La implementación de políticas de 
valorización de residuos orgánicos es fundamental para reducir la 


cantidad de desechos que se transportan a los sitios de disposición 
final (generando costos presupuestarios a los municipios en transporte 
y disposición, así como un impacto ambiental no deseable), tanto 
como para aprovechar los recursos naturales de manera más 
sostenible. 

La implementación de políticas de economía circular orientadas a 
los residuos orgánicos es un proceso gradual, pero, con un enfoque 
integral y la participación activa de la comunidad, se puede lograr 
reducir significativamente la cantidad de residuos orgánicos enviados 
a disposición final y promover la sostenibilidad ambiental. 
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Residuos de Aparatos Eléctricos y 
Electrónicos (RAEE) 


Iniciativas y vacíos para evitar la peligrosidad sobre la salud y el 
ambiente 
Mariana Saidónl!! y Viviana M. Ambrosil?! 


En este capítulo se aborda la problemática de los residuos de aparatos 
eléctricos y electrónicos (RAEE) y se proponen vías estratégicas para 
su resolución. En lo que sigue, se describen (en 4.1) las características 
de los materiales y el estado de situación actual con respecto a su 
manejo, incluyendo el análisis de problemáticas, normativa, e 
iniciativas vinculadas a esta corriente de materiales; (en 4.2) las 
experiencias, oportunidades y obstáculos vinculados a la separación en 
origen y recolección diferenciada; (en 4.3) las experiencias, obstáculos 
y Oportunidades para la valorización; y, finalmente, (en 4.4) se 
realizan recomendaciones para avanzar hacia una economía circular 
inclusiva. 


4.1. Materiales, características y estado de situación 


El alto consumo de aparatos eléctricos y electrónicos (AEE) —como 
celulares, computadoras, televisores, heladeras, impresoras, aires 
acondicionados, tablets, aparatos de alumbrado, herramientas 
electrónicas, máquinas expendedoras, juguetes electrónicos, etc.- 
deriva en que, una vez que estos dejan de utilizarse, se genere gran 
cantidad de residuos de aparatos eléctricos y electrónicos (RAEE, o e- 
waste, según su abreviación en inglés), también denominados “basura 
electrónica” o “basura tecnológica”. Los RAEE son generalmente 


definidos como aquellos residuos de aparatos que requerían para 
funcionar un suministro de energía eléctrica, pilas o baterías y que 
han dejado de utilizarse. Contienen componentes y materiales de 
carácter muy diverso (plásticos, microprocesadores, placas 
electrónicas, baterías, metales, vidrio, metales pesados, entre otros) 
(imagen 1). 


Imagen 1. Placa base de computadora descartada en la vía pública 
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Fuente: elaboración propia. 


La generación de RAEE proviene del descarte de los 
consumidores. Esto puede ocurrir porque los aparatos dejaron de 
funcionar, de ser útiles o deseados. En parte, esto se debe a que 
nuevos dispositivos son publicitados de tal manera que los vigentes 
son percibidos como obsoletos (obsolescencia percibida). En ciertos 
casos, estos son diseñados por los propios productores para alcanzar 
una obsolescencia temprana (obsolescencia programada)!”!. 

Frecuentemente, además, ocurre que un consumidor responsable 
no puede encontrar disponibles productos con larga vida útil, que 
admitan reparación o repuestos para modelos específicos. El problema 
a nivel mundial ha cobrado tal envergadura que, en otros países, 
incluso, se han desarrollado movimientos por el “derecho a la 
reparación”, que promueven la sanción de normativa que obligue a los 
productores a proveer información y componentes orientados al 


reacondicionamiento de equipos (MAyDS, 2020). 

En Argentina, muchos aparatos se importan. Solo un 4 % del total 
(principalmente lavadoras y secadoras, refrigeradores, congeladores, 
microondas y televisores) o componentes se producen en el país 
(Wagner et al., 2022), en su mayor parte en Tierra del Fuego. Los 
productores, importadores, comerciantes, servicios técnicos e 
instaladores se nuclean en 11 cámaras. 

Entre los generadores de RAEE (quienes descartan equipos), 
pueden distinguirse los hogares particulares y grandes generadores 
como instituciones gubernamentales y empresas, en donde destacan 
aquellas que cuentan con el servicio de reparación y/o venta de AEE y 
sus componentes, importadoras y fabricantes de AEE, así como bancos 
o aseguradoras u otras empresas, que suelen hacer recambios 
frecuentes del equipamiento informático. 

Se estimó que en Argentina se generaron 465.000 t de RAEE en 
2019, cifra que ha venido creciendo en el tiempo y que lleva a un 
promedio por habitante superior al resto de los países de América del 
Sur (Forti et al., 2020). En general, además, la generación de RAEE 
tiende a ser superior en las ciudades, especialmente del Área 
Metropolitana de Buenos Aires (AMBA), Córdoba, Rosario y Mendoza 
(MAyDS, 2020). Además, la generación aumenta debido al ingreso 
informal de RAEE al país!”. 

La mayor parte de los RAEE en Argentina se destinan a 
disposición final en rellenos sanitarios o basurales. Hacia 2020, se 
estimó que recuperaban entre un 3 % y un 4 % de los RAEE (Maffei y 
Burucua, 2020). Según entrevistas realizadas, la recuperación de 
equipos ha crecido en cierta medida, pero esto no logra compensar el 
crecimiento de los RAEE, derivando en una problemática que se 
sostiene en el tiempo. 

Los RAEE constituyen un importante problema ambiental cuando 
son derivados a disposición final, por la contaminación que pueden 
generar en el ambiente. Algunos suelen contener sustancias peligrosas, 
como metales pesados (plomo, cadmio, mercurio, etc.), aceites 
peligrosos, gases refrigerantes en heladeras o aires acondicionados que 
al liberarse pueden generar riesgos, entre otros. También, son 
problemáticos los retardantes de llama bromados (que se aplican en 
plásticos para reducir el riesgo de incendio), presentes en plaquetas de 
circuitos o carcasas de aparatos, que son contaminantes orgánicos 


persistentes (COP)!”!. Entre estos, hay sustancias que tienden a 
restringirse, pero están presentes en aparatos antiguos (MAyDS, 2020; 
Wagner et al., 2022). Por otra parte, la fabricación de AFE involucra la 
sobreexplotación de nuevos recursos, en su mayoría no renovables 
(como metales provenientes de la minería). Entonces, como para cada 
AEE descartado suele existir un posible reemplazo, esto, a su vez, 
generaría la explotación de nuevas materias primas que también 
generan contaminación indirecta!?., 

El manejo inadecuado de ciertos componentes, así como las 
prácticas incorrectas de manipulación (como quemas de cables para 
obtención de cobre o ruptura de monitores de rayos catódicos sin las 
precauciones necesarias), además de peligros ambientales, también 
implican riesgos para la salud de los trabajadores y de quienes 
conviven con los residuos. La situación de peligrosidad se da cuando 
hay roturas o son desmontados y/o procesados cierto tipo de RAEE y 
en algún tipo de procedimiento en particular. Existe evidencia de 
inhalación o exposición dérmica a metales pesados, bifenilos 
polibromados o bifenilos policlorados, lo que en mediano y largo 
plazo puede provocar enfermedades graves. Los materiales tóxicos 
procesados sin condiciones de seguridad pueden adherirse a la ropa o 
piel e, incluso, trasladarse a los hogares de los trabajadores. Se ha 
constatado, por ejemplo, en mujeres embarazadas que participan en 
estas tareas, una mayor incidencia en abortos espontáneos, 
nacimientos prematuros y de bajo peso. La interacción entre ciertas 
sustancias también puede generar efectos tóxicos (Forti et al., 2020; 
MAyDS, 2020). 

Por otra parte, el descarte de RAEE elimina materiales con alto 
valor económico (Greenpeace, 2012; Protomastro, 2013; Clinckspoor y 
Suárez, 2018). Por ejemplo, los circuitos impresos e integrados 
contienen materiales como cobre, oro, tierras raras!”!, aluminio, 
hierro, etc. 

Considerando todo lo dicho, la recuperación de RAEE es 
importante desde una perspectiva ambiental, económica y social. La 
normativa y la gestión pública deben orientarse a un manejo en 
condiciones de seguridad para sus trabajadores y el ambiente, 
apuntando a buscar la recuperación de todos los componentes y a 
promover la inclusión sociolaboral de los trabajadores. Para esto, es 
importante la formalización de la actividad, que frecuentemente se 


realiza en condiciones informales y sin ningún tipo de regulación y 
monitoreo. 

A nivel de normativa, por un lado, para los RAEE aplican distintos 
convenios internacionales a los que Argentina ha adherido (recuadro 
1). 


Recuadro 1. Convenios internacionales vinculados a RAEE más relevantes 


Distintos RAEE, según sus características, forman parte de 
convenios internacionales orientados a proteger la salud y el 
ambiente: 


-El Convenio de Estocolmo rige cuando los RAEE contienen 
Contaminantes Orgánicos Persistentes (COP). Al respecto, 
Argentina elaboró su Plan Nacional de Aplicación!*., 

-El Convenio de Basilea'”' aplica cuando los RAEE son peligrosos, 
según las sustancias que contienen, y se orienta a minimizar y 
controlar los movimientos transfronterizos de estos. Establece que 
el país receptor debe presentar un Consentimiento Informado 
Previo y regula su almacenamiento, transporte, tratamiento y 
disposición final. 

-El Convenio de Minamata protege la salud humana y el ambiente 
frente a los efectos adversos causados por el mercurio y los 
compuestos de mercurio. 

-El Convenio de Rotterdam establece un procedimiento de 
consentimiento previo informado cuando un país importa RAEE 
con productos químicos peligrosos. 

-El Protocolo de Montreal se orienta a reducir la producción y el 
consumo de numerosas sustancias responsables del agotamiento 
de la capa de ozono. 


Asimismo, existe normativa en distintos niveles del Estado del 
país (recuadro 2). En particular, sobresale que la Ley Nacional sobre 
Gestión de Residuos Domiciliarios, N.* 25916/04, no completa las 
diversas cuestiones necesarias para gestionar los RAEE (MAyDS, 
2020). En consecuencia, como muchos RAEE contienen residuos 
peligrosos, muchas provincias adhirieron a la Ley Nacional N.?* 
24.051/91 de Residuos Peligrosos para su manejo y otras 


desarrollaron sus propias leyes para residuos peligrosos. Esto ha 
derivado en que quienes manejan RAEE deban estar inscriptos en el 
Registro Nacional de Generadores y Operadores de residuos 
peligrosos. También existen registros provinciales. Además, la 
Resolución N.* 522/16, del Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible (MAyDS), define a los RAEE como Residuos Especiales de 
Generación Universal (REGU) y prevé, entre otras cosas, vías para la 
valorización de RAEE. 


Recuadro 2. Marco institucional en Argentina significativo vinculado a los RAEE 


Nacional 


-La Ley sobre Gestión de Residuos Domiciliarios, N.* 25.916/04 
(art. 35), prevé que las jurisdicciones establezcan programas 
especiales de gestión para residuos domiciliarios que, “por sus 
características particulares de peligrosidad, nocividad o toxicidad, 
puedan presentar riesgos significativos sobre la salud humana o 
animal, o sobre los recursos ambientales”. 

-El Decreto N.? 779/22 reglamenta la Ley N.* 25.916/04. Su 
Anexo 1, incompleto al día de la finalización de este texto, 
establece principios relevantes para la gestión de RAEE (art 6), 
tales como los de proximidad (gestión en sitios cercanos a la 
generación de los residuos), el “de la cuna a la cuna”, el de 
responsabilidad extendida al productor (indicando que “se 
promoverá la asignación de la responsabilidad objetiva por la 
gestión integral y su financiamiento a los productores que 
introducen por primera vez en el mercado bienes y productos que 
luego de consumidos devienen en residuos domiciliarios. A tales 
efectos, los productores deberán adecuarse progresivamente a las 
obligaciones que se establezcan, teniendo en cuenta el ciclo de 
vida del bien y/o producto, y el respeto por la jerarquía de 
opciones”), el de ecodiseño, la gradualidad, la utilización de 
mejores técnicas y prácticas de gestión disponibles, y la 
trazabilidad. Un decreto, sin embargo, no es suficiente para 
establecer algunas medidas como, por ejemplo, fijar una tasa 
ambiental para los productores, que debe ser aprobado por el 
Congreso. 


-La Ley N.? 24.051/91 de Residuos Peligrosos (y su Decreto 
Reglamentario N.* 831/93 y la Resolución de aplicación N.* 
897/02) establece que los generadores de residuos peligrosos 
deben adoptar medidas para disminuir la cantidad de residuos 
peligrosos que generen; separar residuos peligrosos incompatibles 
entre sí; envasar los residuos, identificar los recipientes y su 
contenido, numerarlos y fecharlos; y entregar los residuos 
peligrosos que no trataren en sus propias plantas a transportistas 
autorizados, con indicación precisa del destino final. A su vez, 
prohíbe la importación de residuos peligrosos. 

-En el Registro Nacional de Generadores y Operadores de residuos 
peligrosos, deben inscribirse aquellos que deben gestionar este 
tipo de residuos, y deben presentar un plan para reducir su 
generación, modificando la tecnología y con el reciclaje, cuando 
sea factible, sin afectar al ambiente. 

-La Resolución N.* 522/16 (MAyDS) establece objetivos y 
lineamientos para el desarrollo de una Estrategia Nacional 
referida al manejo sustentable de REGU (que incluyen tanto RAEE 
como pilas, baterías portátiles, lámparas de bajo consumo que 
contienen mercurio, entre otros). La Resolución N.* 189/19 tiene 
por objetivo implementar tal Estrategia, mediante la creación de 
Sistemas de Gestión, que sean presentados por productores, 
organizaciones, instituciones, municipios y jurisdicciones, cuando 
haya interjurisdiccionalidad o movimiento transfronterizo en 
alguna de las etapas de gestión. 


Ejemplos de normativa Subnacional en el AMBA 


-La Resolución N.* 269/19 del (ex) OPDS —actualmente Ministerio 
de Ambiente- de la provincia de Buenos Aires creó la figura del 
Gestor Refuncionalizador de RAEE, que formaliza y establece 
pautas, obligaciones y responsabilidades para organizaciones o 
personas que se dediquen exclusivamente a su desarmado, 
desguace, clasificación y preparado para la reutilización, 
incluyendo a aquellas con fines de inclusión social o educativos 
(OPDS, 2019)'*"!. Entre otras cosas, define que debe asegurarse la 
destrucción de la información de los aparatos que ingresan; que 
los clasificadores y recuperadores de residuos no autorizados a 


través de esta figura no pueden tratar RAEE; y no considera 
peligrosos a todos aquellos RAEE que son gestionados para su 
refuncionalización. Todo gestor refuncionalizador (cooperativas, 
universidades, etc.) debe inscribirse en el Registro Provincial de 
RAEEs (Resolución N.? 149/22!'*!), dependiente de la Dirección 
Provincial de Residuos Sólidos Urbanos y gestionar los residuos 
especiales que eventualmente genere, bajo el marco de la Ley 
Provincial N.* 11.720/95, sobre residuos especiales y 
transportarlos con un transportista habilitado hacia su disposición 
final en un relleno de seguridad habilitado. Dentro de la 
provincia, además, algunos municipios han desarrollado 
ordenanzas específicas para el manejo de RAEE. 

-En CABA, la Ley N.* 1.854/05 (Decreto Reglamentario N.?* 
639/07) establece que los RAEE deben tener un manejo especial y 
diferenciado de los RSU y de las pilas y baterías. Cuando los 
RAEE se desmantelan, entra en vigencia la Ley N.* 2.214/06 
sobre residuos peligrosos. La Ley N.* 2.807/08 sobre RAEE 
(reglamentada por Decreto N.* 705/11) se orienta a la gestión de 
aparatos electrónicos en desuso del Poder Ejecutivo (promueve su 
reúso social, acotar la brecha digital, la concientización respecto 
de su uso racional, y la protección del ambiente, fomentando el 
reciclado y regulando la disposición final). 


Recientemente, el Decreto N.? 799/22 ha reglamentado la 
mencionada Ley N.* 25.916/04 a nivel Nacional. Es importante su 
declaración de principios (recuadro 2), que atiende a los RAEE, entre 
ellos, la previsión de la responsabilidad extendida del productor 
(REP), incluyendo la gestión y su financiamiento. Si bien este decreto 
resulta en un avance, queda en este aspecto, sin embargo, un vacío, en 
tanto no se establece a través de qué manera y con qué criterios estos 
deben hacerse cargo por los residuos que se generan. Entonces, si, por 
ejemplo, se estableciera que los productores deben pagar una tasa 
ambiental (algo identificado por diversos expertos como pertinente), 
esto no sería aplicable hasta tanto no se defina mediante una ley 
nacional. 

Con todo esto, existe cierta superposición de normativa para los 
RAEE, cierto exceso y, a su vez, se visualizan vacíos. En este sentido, 


rigen regulaciones para residuos peligrosos, superpuestos con una 
resolución que promueve la valorización y un decreto que promueve 
principios orientados a establecer la REP. En cuanto a los excesos, la 
normativa de residuos peligrosos impone restricciones para los RAEE 
que muchas veces no son necesarias, incluyendo algunas vinculadas al 
transporte, al cambio de jurisdicción, al tratamiento y la exportación 
de componentes. Por ejemplo, requiere que el transporte de RAEE 
utilice vehículos habilitados y se realice un tratamiento similar al de 
residuos peligrosos, mientras que no en todos los casos los RAEE 
deberían ser considerados como estrictamente peligrosos (ITU, 2018): 
en el caso específico de su posible refuncionalización, por ejemplo, no 
suele existir riesgo en la etapa del transporte, si se trasladan con 
cuidado y no se rompen. La normativa, al respecto, está en revisión. 
En cuanto a los vacíos, es necesario realizar una revisión integral de la 
normativa y considerar la idea de regularlos con una ley de 
presupuestos mínimos de protección ambiental a nivel nacional (según 
lo prevé la Constitución Nacional) específica para RAEE, para que la 
gestión, fiscalización, monitoreo y atribución de responsabilidades sea 
exitosa y, además, no se generen conflictos entre provincias. Luego, 
cada provincia puede añadir mayor protección dentro de sus 
jurisdicciones. Al respecto, si bien han existido distintos proyectos de 
ley presentados al Congreso de la Nación, orientados a establecer la 
REP de AEE, estos no han avanzado en los recintos, perdiendo estado 
parlamentario. 

Bajo este complejo, pero a su vez incompleto marco normativo, 
no se observan prácticas extendidas orientadas a disminuir la 
generación de RAEE, si bien existen algunas iniciativas muy aisladas 
de reemplazo de compras por servicios de equipos (como el prestado 
por compañías, como RICOH, que alquilan fotocopiadoras) y se 
ocupan de su reparación y reemplazo, cuando los usuarios lo 
requieren, desincentivando la compra permanente de nuevos equipos. 
Con respecto a los RAEE generados, se observan distintas variantes. En 
los municipios se advierten diferencias en la financiación de los 
programas de recuperación de RAEE, el tipo de gestión, incluyendo la 
logística, y las organizaciones que articulan con la política. Asimismo, 
organizaciones externas a los municipios también generan acciones de 
valorización con o sin articulación con estos, a la vez que prevalecen 
situaciones informales de gestión de RAEE. Existen algunas iniciativas 


privadas y otras de organizaciones sociales de recolección y/o 
recuperación de RAEE, que promueven cierta inclusión social de los 
recuperadores. 


4.2. Separación en origen y recolección diferenciada: 
experiencias, obstáculos y oportunidades 


Cuando los consumidores descartan los dispositivos, se convierten en 
generadores de RAEE. El cómo pueden desprenderse de estos está 
supeditado a la política pública de cada municipio y a una posible 
recepción por parte de algún gestor habilitado, o bien de eventuales 
iniciativas empresariales de recepción de equipos. Es necesario, para 
evitar la eliminación de RAEE con el resto de los residuos, que los 
municipios implementen estrategias de separación en origen, de 
recepción y/o recolección diferenciada de RAEE. 

Usualmente, si se provee de información y se facilita la 
implementación a quienes deben separar sus residuos, se advierte una 
actitud propensa a participar adecuadamente (e.g. Saidón, 2012). 

En muchos países se adopta una clasificación en subcorrientes 
específicas para abordar el recupero de toda la gama disponible de 
RAEE. Por ejemplo, se prevé una recolección específica de aquellos de 
línea blanca (electrodomésticos de cocina y limpieza), línea gris 
(teléfonos, tablets, impresoras, laptops, teclados, monitores, etc.), línea 
marrón (equipos de música y sonido, parlantes, televisores, etc.) y 
pequeños electrodomésticos (batidoras, tostadoras, cafeteras, etc.) 
(MAyDS, 2020). En Argentina, las distintas iniciativas normativas se 
basan en 10 categorías definidas por la Unión Europea (aunque esta 
última cambió más tarde la forma de clasificación)!'”!. Pero, si bien 
las clasificaciones forman parte de la normativa argentina, estas no 
están instaladas sistemáticamente en los sistemas de recolección 
diferenciada, en parte debido a que no todos los operadores reciben 
todas las categorías. Cuando existen prácticas de recuperación, estas 
suelen darse para RAEE de pequeño porte, o de alto valor de venta, en 
donde se destaca el material informático. 

En el AMBA existen distintos mecanismos vigentes para la 
recolección o recepción diferenciada de RAEE. 

Por una parte, se observan servicios municipales. Por ejemplo, al 
momento de finalización de este estudio en el AMBA, existían 21 (de 


un total de 41) municipios que contaban con algún tipo de modelo de 
captación diferenciada de RAEE. 

En la mayor parte de los casos, se reciben RAEE de pequeño porte 
en puntos verdes (véase recuadro 3), que se ubican en espacios 
públicos como plazas o dependencias municipales, generalmente, y 
luego son acopiados hasta su derivación conjunta a otro destino, para 
continuar el proceso de valorización (e.g Maffei y Burucua, 2020). La 
cantidad de puntos varía entre municipios. Por ejemplo, mientras que 
en Gral. San Martín existe un solo punto, en Vicente López los puntos 
de recepción son cuatro. La modalidad de operación de estos también 
varía entre distritos. CABA, por ejemplo, recibe algunos RAEE en 
puntos verdes móviles y fijos, con atención personalizada, para 
concientizar a vecinos. Asimismo, la frecuencia de recepción varía 
entre servicios permanentes y campañas eventuales. Por ejemplo, Gral. 
Las Heras realiza jornadas de recepción cada tres meses en la estación 
de reciclado, mientras que la recepción en CABA es permanente. 


Recuadro 3. Puntos de recepción, una ordenanza para comercios y campañas escolares en Almirante 
Brown 


El Municipio de Almirante Brown cuenta con uno de los 
dispositivos de recepción de RAEE más grandes de la provincia de 
Buenos Aires y se autodenomina como pionero en el territorio. 
Este se implementa en el marco del programa Brown Verde. 
Funciona desde hace 13 años y cuenta con 14 contenedores como 
puntos de recepción fijos o  ecopuntos, instalados en 
supermercados y delegaciones municipales, a los que los vecinos 
pueden acercar celulares, GPS, calculadoras, módems, 
electrodomésticos, etc. Hasta 2022, se recolectaron 313.172 kg de 
RAEE!'?!, 

Los RAEE recolectados en cada punto son retirados con una 
camioneta del Municipio y se derivan a la empresa Silkers S.A. 
para su tratamiento, un operador habilitado al que le pagan por 
kg entregado. 

Desde el Municipio manifestaron estar trabajando para que 
cooperativas de refuncionalizadores comiencen a trabajar en el 
territorio y poder enviarles RAEE, también con un fin social. Por 
falta de fondos, sin embargo, explicaron que, si bien han tenido 
iniciativas al respecto (de creación de un aula-taller seguro, con 


herramientas), aún no han podido avanzar. 

A través de la Ordenanza N.* 9.210/10, además, los 
comercios de AEE están obligados a exhibir una leyenda sobre el 
programa, en carteles elaborados y entregados por el Municipio. 
Si bien estos carteles no se han ido renovando (no han sido 
impresos nuevamente), la obligación sigue vigente. Además, los 
comercios se comunican eventualmente para el retiro de los 
equipos, o los dejan en los puntos de recepción. 

Desde 2022, también se agregó una campaña en escuelas, en 
las que se realizan charlas de concientización y la posterior 
instalación de contenedores para recibir RAEE por un período de 
entre 15 y 21 días en cada una. Para esto, el Municipio cuenta 
con 3 contenedores. Las escuelas se inscriben en un registro, y el 
Municipio va realizando las campañas en las distintas escuelas a 
lo largo del año. 


En algunos municipios escuelas y/u otras instituciones no 
públicas, se ocupan de recibir RAEE. Algunas lo hacen en convenio y 
articulación con los municipios y otras por su cuenta. En La Plata, por 
ejemplo, se reciben RAEE, específicamente equipamiento informático, 
proveniente de Tecnologías de la Información y la Comunicación (TIC) 
en el programa EKOA de la Universidad Nacional de La Plata (UNLP) 
(véase recuadro 6 en el próximo apartado). En San Isidro, en 2019, en 
el marco de una iniciativa conjunta entre la Red Juvenil Activa y la 
Fundación Equidad, se han realizado jornadas de recolección de RAEE 
en distintos puntos del distrito. Asimismo, existen casos de 
organizaciones no gubernamentales que recolectan puerta a puerta 
ciertos RAEE (por ejemplo, un programa en Fundación Tzedaká, en 
CABA, retira y recibe objetos que se encuentran en buenas 
condiciones, entre ellos AEE, que se acondicionan y venden a los 
efectos de solventar otros programas con fines sociales!'*!). 

Otros municipios captan RAEE a través de políticas de recolección 
diferenciada puerta a puerta, ya sea por sí mismos o de manera 
tercerizada. Pilar, por ejemplo, realiza retiros a partir de pedidos 
puntuales. El servicio no está extendido en el territorio. En CABA, a 
través del programa Bienes de Hogar en Desuso, un servicio 
tercerizado (adjudicado según zona) recolecta los residuos 


voluminosos a partir de una demanda de los vecinos (vía el número 
147, en donde un operador detecta si se trata de bienes reutilizables 
y/o recuperables), en el lapso de 48 h. En algunos casos la recolección 
puerta a puerta es permanente y en otros municipios se realizan 
campañas especiales. Hurlingham también realiza campañas de 
recolección de RAEE, pero rotativas, cada dos meses, mediante su 
programa Tecnoreciclaje. 

Cada municipio, cuando cuenta con algún sistema, elige uno o 
más de estos formatos de recepción o recolección diferenciada de 
RAEE. Algunos cuentan con ordenanzas que institucionalizan estos 
dispositivos. 

Luego de captar los RAEE, los municipios los derivan a distintos 
destinos. Por ejemplo, en provincia de Buenos Aires, A. Brown y 
Vicente López envían los RAEE a Silkers S.A. Berazategui, Marcos Paz, 
Moreno y Lomas de Zamora envían a Basura Cero (recuadro 5). 
Escobar deriva a Oikoscrap, en Bernal. Hurlingham a la asociación 
civil Reciclar. Ituzaingó a la Red Reciclar. Luján y CABA derivan sus 
RAEE a la cooperativa Reciclando Trabajo y Dignidad. Los RAEE 
provenientes del programa Hogar en Desuso de CABA que funcionan 
se derivan a la Fundación Vivienda Digna (recuadro 8). Lo que no 
funciona se deriva a CEAMSE. Pilar deriva RAEE a la cooperativa local 
TecnoRAFFE. 

Sin embargo, diversos municipios no cuentan con sistemas de 
recepción o recolección diferenciada de RAEE. A su vez, en muchos 
casos, los RAEE de gran porte suelen ser recolectados por los sistemas 
de recolección de voluminosos (mezclados con áridos, o ramas, por 
ejemplo). En todos estos casos, los RAEE terminan teniendo como 
destino la disposición final en rellenos sanitarios y muy 
excepcionalmente se recuperan. Por ejemplo, los RAEE gran porte son 
separados de la corriente indiferenciada de los residuos que llega a los 
predios de la CEAMSE, en las plantas de Tecnología Mecánico- 
Biológicas (TMB). Sin embargo, como en estos sistemas los RAEE 
suelen ser recogidos de manera indiferenciada, las posibilidades de 
recuperación en estas plantas se reducen, debido a las condiciones en 
que se encuentran. 

En segundo lugar, existen, en el ámbito del sector privado, 
algunos incipientes mecanismos de recepción selectiva de RAEE, en 
tanto productores de AEE incorporan servicios de recepción de 


posventa, a través de sí mismos o de terceros. Un ejemplo de esto es 
un servicio de recepción de tablets, notebooks, celulares, cargadores, 
baterías, auriculares y relojes por parte del Plan Canje de Samsung, 
que propone su refuncionalización y reinserción en el mercado cuando 
es factible, o bien busca reciclarlos, cuando esto no ocurre!!>., 
Distintas empresas han instrumentado descuentos cuando se devuelve 
el equipo obsoleto o sin uso al comprar uno nuevo. Sin embargo, en 
Argentina, estos casos son aún muy excepcionales y, cuando los hay, 
no están adecuadamente difundidos. Tampoco existen regulaciones al 
respecto. 

En tercer lugar, muchos generadores de RAEE contratan a 
transportistas autorizados para su traslado, algunos, previo acuerdo o 
convenio con organizaciones que los reciben!'?., 

Por último, también se dan casos de recolección de RAEE de 
manera informal, por parte de recuperadores que buscan materiales o 
componentes que pueden comercializarse. Esto deriva muchas veces 
en prácticas de descarte del resto de los componentes en la vía pública 
o con otros residuos. 

En términos generales, los RAEE que se captan a través de todos 
los circuitos mencionados aún son escasos, en tanto distintos 
obstáculos atraviesan a la separación en origen y la recolección 
diferenciada: 


1. Las deficiencias en las políticas para la recepción o recolección 
diferenciada de RAEE resultan en un problema: cuando las hay, 
los sitios y/o fechas de recepción son escasos, no son 
adecuadamente informados, o están físicamente alejados para 
muchos vecinos. Esto frecuentemente se debe a que los destinos 
para los RAEE no son suficientes (esto se amplía en el siguiente 
apartado), y no están lo necesariamente diversificados en cuanto 
al tipo de aparato que reciben. Así, existe un círculo vicioso en 
el que faltan destinos, y, entonces, desde las políticas locales se 
percibe como irracional la inversión o el esfuerzo en la 
implementación y/o expansión de la recolección diferenciada de 
estos residuos, lo que, nuevamente, dificulta la instalación de 
nuevos destinos. Además, la logística es costosa, lo que se 
combina negativamente con el escaso presupuesto municipal. 

2. Otro problema se vincula a los altos costos de la logística (fletes 


o combustibles), considerando que muchas veces existen 
grandes distancias a recorrer para continuar la cadena de 
gestión. Al respecto, la falta de coordinación regional para el 
circuito de RAEE deriva en ineficiencias, contemplando que no 
se logra acortar distancias entre municipios y destinos, a través 
de una planificación más amplia y deliberada, que considere 
todos los municipios y destinos posibles y sus distancias 
relativas. Frecuentemente, se observa que los municipios 
realizan acuerdos bilaterales con distintos destinos que conocen, 
tienen afinidad política, etc. Este mecanismo no se orienta a 
minimizar los costos del transporte. Esto desincentiva la 
valorización de RAEE. 

3. Un problema es que muchos acumulan los RAEE, a la espera de 
una posible reparación, donación y/o porque desconocen o les 
resulta dificultoso acceder a canales para dar curso al inicio de 
un circuito de recuperación. Se ha estimado que el 50 % de los 
RAEE permanecen guardados por sus usuarios, un 40 % se 
descartan en sitios de disposición final (basurales o rellenos, 
generalmente) y un 10 % se recupera (Greenpeace, 2012). La 
acumulación de RAEE por parte de los generadores se deriva de 
la falta de programas públicos de captación y a falencias en las 
campañas de comunicación. En algunos casos se han observado 
estrategias puntuales de difusión en redes y medios de 
comunicación y de promoción en puntos verdes. Sin embargo, 
pocos municipios difunden información sobre modalidades de 
disposición inicial de RAEE, y aquellos que lo hacen 
generalmente lo efectúan de manera esporádica o en escasos 
ámbitos, o se limitan a ciertos artefactos, sobre todo a los de 
pequeño porte. 

4. A nivel interno de las organizaciones (estatales o privadas), 
existen fallas en cuanto al protocolo institucional de disposición 
de RAEE (en origen). Este punto contribuye a la acumulación de 
RAEE en distintas instituciones. En las dependencias de 
gobierno, algunos obstáculos administrativos impiden 
frecuentemente dar de baja a los equipos (como se menciona en 
los recuadros 2 y 9, CABA constituye una de las excepciones a 
esto). 

5. Otro problema que obstaculiza la separación de RAEE y su 


recolección diferenciada se vincula a la normativa. Por un lado, 
al entenderse estos como residuos peligrosos, se complejiza la 
instancia del transporte, tanto en lo que refiere a la necesidad 
de contratar transportistas autorizados, como a la posibilidad de 
circular libremente entre provincias (debido a que algunas 
prohíben su ingreso). A su vez, la ausencia de una ley REP no 
permite definir a qué actores atribuir cada responsabilidad por 
el financiamiento y la gestión del traslado. 


Considerando tales obstáculos, cuando los RAEE no son captados 
por privados, por iniciativas de organizaciones, políticas municipales o 
recuperadores informales, ocurre que los de pequeño porte terminan 
transportándose con los servicios de recolección de residuos sólidos 
urbanos hacia rellenos sanitarios y los de gran porte suelen ser 
recolectados por servicios esporádicos de recolección de voluminosos 
y, también, tener como destino los rellenos. Solo algunos pocos RAEE 
de gran porte son rescatados en los circuitos de recolección, en plantas 
de transferencia o en plantas TMB y son derivados luego a circuitos 
para su recuperación, cuando sus condiciones lo permiten. 


4.3. Qué pasa luego de la recolección diferenciada: experiencias, 
obstáculos y oportunidades para la valorización 


Como se mencionó, si bien una gran mayoría de los RAEE tienen como 
destino la disposición final, una pequeña fracción se valoriza. En estos 
casos, algunas veces, el paso siguiente a la recepción o recolección 
diferenciada suele ser el acopio en uno o más predios. Luego, los 
RAEE se derivan a destinos para su clasificación y posible 
recuperación. Algunas veces los puntos de acopio, clasificación y/o 
valorización coinciden. La recuperación de RAEE se realiza a través de 
empresas, organizaciones sociales, universidades o ámbitos 
municipales (Forti et al., 2020; Maffei y Burucua, 2020; Wagner et al., 
2022). 

La recuperación de los RAEE permite generar cadenas de valor y 
empleo (OIT, 2015; MAyDS, 2020). Se estima que en Argentina 
34.000 trabajadores operan en la actividad, mayoritariamente (96 %) 
en la reparación de AFE, refuncionalización y reutilización de RAEE, 
tanto formales y pertenecientes a organizaciones de la sociedad civil, 
como informales (OIT, 2017). Se estimó que se desempeñan 


aproximadamente 2.000 trabajadores informales en la recolección, 
clasificación, desmontaje y valorización, en condiciones muy precarias 
(Wagner et al., 2022). 

En 2020, desde el MAyDS se detectaron 27 instalaciones 
registradas en Argentina, incluyendo aquellas que valorizan, tratan y 
reacondicionan RAEE. Estas se concentran en Buenos Aires, Santa Fe y 
Córdoba (Wagner et al., 2022). Según otro informe de 2020, alrededor 
de 300 empresas y cooperativas trabajan en vinculación a los RAEE 
específicamente en Argentina, recuperando cierta porción de estos, a 
las que se suman otras que operan con RSU en general y recuperan 
RAEE eventualmente (MAyDS, 2020). Algunos recuperadores y 
organizaciones realizan la actividad en sus propios domicilios (Maffei 
y Burucua, 2020). 

En el Ministerio de Ambiente de la provincia de Buenos Aires, se 
identificaron 6 empresas inscriptas como operadores de RAEE!'”!. De 
estas, dos -—Silkers S.A. e Industrias Dalafer S.A.-, ubicadas en 
Quilmes, se estimó que recuperan el 80 % de los materiales (Maffei y 
Burucua, 2020). A través de entrevistas y relevamientos de sitios web, 
se detectaron también otras empresas radicadas más recientemente en 
la provincia de Buenos Aires, más pequeñas, como Desechos 
Tecnológicos SRL, en Mar del Plata, y Oikoscrap S.A., en Quilmes. Se 
identificaron también plantas en Avellaneda, CABA, Florencio Varela, 
San Martín, La Matanza, La Plata, y Tigre. Otras se ubican en Córdoba 
(Progeas Argentina S.A. y Protea S.A.), Santa Fe (Ecotech SRL) y 
Mendoza (Reciclarg S.A.). 

También se han detectado organizaciones sociales que recuperan 
RAEE. Por ejemplo, en CABA operan la Cooperativa Reciclando 
Trabajo y Dignidad'**! (recuadro 4) y la Asociación Civil Centro 
Basura Cero (recuadro 5), y, ubicadas en Villa Soldati, la Fundación 
Equidad y Fundación Tzedaká. En provincia de Buenos Aires, por 
ejemplo, funcionan las organizaciones TecnoRAEE en Pilar y Hugo del 
Carril, en Tres de Febrero, entre otras. Estas venden lo recuperado y/ 
o, eventualmente, realizan donaciones. En la Red Reciclar, los RAEE se 
recuperan para ser utilizados en el programa ConecTEAndo, orientado 
a reducir la brecha digital de niña/os con TEA. 

Un ejemplo de recuperación municipal es el de Quilmes, en donde 
se está terminando de montar un espacio para la refuncionalización de 
computadoras en un proyecto financiado por el Ministerio de Ciencia, 


Tecnología e Innovación de Nación, presentado por el Organismo 
Provincial de Integración Social y Urbana (OPISU) e implementado 
por EKOA (UNLP). Se prevé que este espacio articule con los puntos 
verdes y escuelas municipales. 


Recuadro 4. El caso de la cooperativa Reciclando Trabajo y Dignidad 


La cooperativa Reciclando Trabajo y Dignidad se ubica en Villa 
Soldati, CABA. Surgió hacia 2008, organizada en torno a la 
recuperación de residuos en general, y hoy se especializa en 
reciclables secos y en RAEE. La iniciativa surgió a partir de un 
grupo de personas desempleadas y recuperadores informales que 
buscaban una fuente de trabajo digna e integró a recuperadores 
de la Cooperativa Reciclando Sueños de CABA, a miembros de la 
Fundación Ambiente y Sociedad y de la Asociación Civil Basura 
Cero (que aún sigue funcionando). 

Una vez obtenida la documentación y las habilitaciones 
necesarias, en 2016, la cooperativa ganó la adjudicación de la 
Agencia de Protección Ambiental (APRA) de CABA, para 
recuperar aquellos RAEE provenientes del Poder Ejecutivo de la 
Ciudad, de campañas especiales y de puntos verdes de la ciudad 
(MAyDS, 2020). 

Recientemente, en 2021, comenzó a formar parte de 
Federación Argentina de Carreros, Cartoneros y Recicladores 
(FACCyR). En ese año, el presidente de Trabajo y Dignidad 
adoptó el cargo de Secretario RAEE de FACCyR, un área 
relativamente nueva. Tal incorporación permitió escalar parte de 
sus experiencias en la propia organización y fortalecerse. Además, 
la generación en FACCyR de un sector específico orientado a 
RAEE, según lo expresó uno de sus miembros en una entrevista, 
podría promover (a través de la ayuda para su formalización, el 
intercambio de saberes, etc.) la gestión de estos residuos en 
nuevas organizaciones, en nuevos territorios. 

La cooperativa cuenta con un galpón para el manejo de secos, 
otro de RAEE y un sector de oficinas, todos alquilados. Dispone de 
4 camiones, una enfardadora entregada por el Ministerio de 
Desarrollo Social de la Nación, un autoelevador y un sector con 
destornilladores neumáticos. 


Desde los puntos verdes móviles de CABA, les acercan los 
materiales, mientras que desde la cooperativa los retiran de los 
puntos verdes fijos, a cambio del pago estatal. También cuenta 
con convenios con los municipios de Mercedes, Luján, San Andrés 
de Giles y Navarro (provincia de Buenos Aires). Han tenido 
convenios también con otros municipios (como Morón) que han 
dejado de estar vigentes con los cambios de gestión. Con San 
Miguel, también acuerdan algunos retiros. Por otra parte, reciben 
RAEE de organizaciones y empresas (Fundación YPF, ANSES, 
Correo Argentino, etc.), como equipamiento informático, 
proyectores o televisores. En tales casos, es frecuente que la 
cooperativa retire los RAEE, debido al gran volumen y cierta 
permanencia en el vínculo. 

De los materiales recibidos, un 50 %, estimaron, es 
refuncionalizado. Para esto, disponen de un taller en donde una 
persona evalúa qué RAEE se pueden recuperar. Del 50 % restante, 
un 80 % se recupera a través de la venta de sus componentes y 
materiales: algunos en el mercado interno y otros se exportan a 
países como Suecia, Bélgica o Canadá. Por ejemplo, plaquetas 
verdes, celulares, servidores, CPU, etc. No cuentan con permiso 
para exportar, si bien hace tiempo intentan realizar el 
procedimiento formal para poder hacerlo. Entonces, la 
exportación la realizan a través de un operador intermediario 
habilitado. Piensan en la posibilidad de investigar para exportar 
tierras raras en algún horizonte futuro. El 20 % restante que no se 
refuncionaliza (luminaria Y29, tóner, componentes de televisores 
con rayos catódicos, baterías o plaquetas viejas) se deriva a 
disposición final. Estos son separados en un sector especial y, 
luego, retirados por un transportista autorizado e inscripto que 
deben contratar y al cual le deben pagar. 

Además de la generación de puestos de trabajo y la 
incidencia positiva en materia ambiental, desde la organización 
realizan algunas donaciones de equipos, con fines sociales, a la 
vez que efectúan capacitaciones a otras organizaciones y 
empresas, promoviendo el intercambio de conocimientos. 

Entre las restricciones con las que cuentan, que impiden 
expandir su actividad, según lo mencionaron, están las 
limitaciones en términos de espacio físico (para incorporar nueva 


maquinaria y personal). Entre la maquinaria que, según 
indicaron, podrían añadir a sus operaciones, por ejemplo, se 
encuentra un molino para la trituración de plásticos. Algo que 
también facilitaría sus actividades sería contar con certificaciones, 
como ISO, 


Recuadro 5. El caso de la Asociación Civil Basura Cero 


La Asociación Civil Basura Cero está ubicada en Villa Lugano 
(CABA) y emplazada en un edificio perteneciente al sindicato de 
trabajadores de edificios SUTHER, el que, además de las 
instalaciones, solventa la energía eléctrica. Dispone de un molino 
para la trituración de plásticos otorgado por la embajada de 
Alemania. La cobertura de los costos de infraestructura y energía, 
así como la disponibilidad de maquinaria, facilita el 
desenvolvimiento de la organización. Sin embargo, a diferencia 
de otros casos, esta no cuenta con transporte propio, ni con 
ningún tipo de aporte del Estado. 

En una entrevista realizada, desde la organización estimaron 
que tratan entre 150 y 180 t al año de RAEE y que un 90 % de 
estos son informáticos. Estimaron también que recupera el 95 % 
de los equipos recibidos (sumando  refuncionalización y 
reciclado). Del mencionado 95 %, aproximadamente entre un 35 
y un 40 % se reacondiciona (por ejemplo, la mayor parte de las 
notebooks) y se vende a mercados secundarios (talleristas, 
consultores de TICs, compradores particulares contactados, 
plataformas digitales de comercialización) o se donan. El resto 
(entre un 65 y un 60 %) se deriva a reciclado (por ejemplo, 
equipos antiguos). Para esto, se realiza un desarmado, a partir de 
lo que se utilizan componentes en buen estado para ensamblar 
nuevos equipos que ingresen y se venden componentes a 
talleristas (discos duros, memorias, cables o gabinetes, por 
ejemplo). Otros componentes, como placas, se derivan a 
exportación. Las verdes son las de mayor valor. También acopian 
y venden chatarra informática, junto a otra proveniente de otros 
materiales que ingresen. Entre los plásticos, existen bastantes 
termorrígidos (carcazas de monitores, por ejemplo) entre los que 
se encuentran los de alto impacto (poliestireno) y el ABS. Estos se 


acopian, se separan por color, se limpian, se muelen con el 
molino y se comercializan. Luego, se vende el “molido sucio”, que 
se utiliza, por ejemplo, para la elaboración de baldes, mangueras, 
cestos, etc. Los metales no ferrosos (aluminio, bronce y 
fundamentalmente cobre) también se venden. El de mayor valor 
es el cobre, que proviene de cables o de motores. Los metales 
ferrosos se venden a chatarreros que los revenden a empresas 
(como Techint). Tanto componentes, repuestos, como equipos son 
comercializados por internet. Además, prevén adicionar nuevos 
procesos, como el pelletizado, a partir de nuevo equipamiento, 
que están intentando conseguir a través de un proyecto 
presentado al MTE. 

Alrededor del 5 % del material recibido (baterías, tóner, etc.) 
se acumula en un espacio físico en el que segregan los residuos 
peligrosos. Luego, se derivan a disposición final, a través de 
transportistas autorizados contratados, que los llevan a plantas en 
donde se tratan en hornos a altas temperaturas. Las plantas de los 
tratadores se ubican en Santa Fe y Córdoba (de las empresas IDM, 
Soluciones Ambientales y PELCO S.A.). 

Lo que mayor rentabilidad genera, manifestaron desde la 
organización en una entrevista, son los equipos reacondicionados 
vendidos. Sin embargo, consideraron que el reacondicionamiento 
y la venta de materiales para el reciclado son tareas 
necesariamente complementarias, y siempre sujetas al material 
que se recibe. 

La organización recibe RAEE, por un lado, de parte de 
privados. Por ejemplo, bancos, aseguradoras o prepagas descartan 
periódicamente AEE, que suelen ser relativamente nuevos, que se 
renuevan por cuestiones de seguridad o imagen. De estos, 
estimaron que el 90 % se refuncionaliza, porque suelen ser 
homogéneos y encontrarse en buenas condiciones. También 
reciben RAEE de algunos municipios: mantienen convenios con 
Morón, Marcos Paz, Lomas de Zamora, Esteban Echeverría, 
Berazategui, Paraná, Gualeguay, entre otros, e incipientes 
articulaciones con municipios como Gral. San Martín. Casi el 100 
% de los materiales provenientes de municipios se desguazan, con 
el objetivo de reciclar la mayor parte de sus componentes. 

A algunos celulares se les realizan procesos de destrucción, 


con veedores. 

Reciben auditorias, y cuentan con un seguro ambiental y 
capacitaciones anuales de seguridad e higiene y de incendios con 
las que deben cumplir, así como con llevar un plan anual de 
seguridad e higiene, firmado por un responsable técnico. No 
cuentan con certificaciones ISO, ni con habilitaciones para 
exportar, por lo que deben vender aquellos materiales sin 
posibilidades de comercialización en el mercado local, a 
intermediarios que los exporten. 

Para escalar su actividad, desde la organización subrayaron 
la necesidad de normativa y, también, contar con máquinas como 
extrusoras o peletizadoras, para lograr mayor valor agregado. 

Según concluyeron, “lo importante es mantener a la unidad 
productiva funcionando a pleno, a todos trabajando y con sus 
ingresos al día y actualizados, y a la vez demostrar que es posible 
mostrar un ejemplo de economía circular en el marco de las 
organizaciones sociales”. 


En todos estos ámbitos, las actividades de valorización de RAEE 
se realizan a través de la refuncionalización de los aparatos, o bien, de 
su desarmado para recuperar algunos componentes o materiales. 
Aquello que no puede recuperarse se deriva a destino final. 
Generalmente, todas las instalaciones refuncionalizan y desensamblan, 
aunque en algunos casos las organizaciones ponen el foco en una de 
estas dos actividades. Asimismo, es usual la especialización en cierto 
tipo de RAEE, en donde lo más frecuente es encontrar plantas que 
realizan actividades para recuperar aparatos de informática, 
televisores y celulares, o sus componentes y materiales. 

La refuncionalización puede realizarse a través de la reparación 
de componentes, mejoras del hardware, o bien de la actualización de 
software. Ejemplos de organizaciones que se especializan en 
refuncionalización son la Universidad Nacional de La Plata (recuadro 
6)''9!, el Club de Reparadores!”%' (que propone una iniciativa para 
reparar objetos, entre ellos RAEE, y extender su vida útil, en distintos 
encuentros), el programa provincial de Disposición y Reutilización de 
Tecnologías en Desuso, dentro del servicio penitenciario (recuadro 7), 
u organizaciones que proponen la reinserción de liberados, a través 


del trabajo con RAEE, como TecnoRAEE, en Pilar (recuadro 8). En 
ciertos casos, estas organizaciones suelen recibir equipos que, estiman, 
están en funcionamiento o son fácilmente reparables y fueron 
descartados por ser obsoletos para las actividades de grandes 
compañías, bancos, empresas de seguros, entre otras. Estos 
generalmente son segregados y vendidos a privados que le darán uso, 
a aquellos que se ocupan de su acondicionamiento para su reventa, 
reciclaje o donados. 

En otros casos, los equipos se desarman (ya sea por obsoletos o 
porque no resultó factible su refuncionalización). En el desmontaje se 
separan diversos componentes, entre ellos, carcasas plásticas, cables, 
placas madre (o motherboards), chapa, vidrio, etc. Los procesos de 
desmontaje pueden variar de una planta a otra y se realizan 
generalmente de manera manual en la Argentina!?'!, por lo que su 
posible expansión resulta en una potencial fuente de empleo (MAyDS, 
2020). Los componentes suelen venderse para la reparación de otros 
aparatos, y los materiales, reciclarse para ser utilizados como insumos 
en nuevos procesos productivos. Esto involucra a distinto tipo de 
demandantes. 


Recuadro 6. El caso del programa universitario EKOA, La Plata 


El programa, conocido en sus orígenes como F-Basura, por 
decisión de la universidad, fue registrado en 2022 como EKOA. 

EKOA cuenta con una planta piloto que recibe equipos en 
desuso para su reutilización o reciclaje. Esta se inauguró en el 
marco de un convenio internacional con la International 
Telecommunications Union (ITU)- un organismo de Naciones 
Unidas—-. Además, mediante un Convenio de Colaboración 
Institucional con el gobierno provincial, que cedió un espacio 
para el reacondicionamiento de equipos informáticos. La 
iniciativa, además, está inscripta en la provincia de Buenos Aires 
como Gestor Refuncionalizador. 

Cuenta con un Laboratorio de Borrado Seguro y Destrucción 
de Medios de Almacenamiento, con equipamiento donado por 
ITU. Un software licenciado certifica el borrado seguro de datos y 
preserva el disco para su reutilización. Además, posee 
equipamiento para destrucción física del medio: un taladro para 


perforar el disco, un equipo desmagnetizador que imprime un 
campo magnético al disco dejándolo inutilizable, y otro que 
realiza un quiebre de platos. También dispone de un molino para 
la molienda de plásticos (donado por la ITU). 

Los aparatos que recibe son provenientes de las TIC 
(tecnologías de la información y la comunicación), derivados por 
la UNLP, de otras instituciones y empresas, así como de usuarios 
particulares. Además, realizan campañas de recolección, algunas 
de ellas organizadas junto al Municipio de La Plata. 

Todos los equipos que logran ser refuncionalizados se donan 
a distintas entidades. Algunas corrientes de materiales (como las 
chapas de los gabinetes) se entregan a cooperativas de 
recicladores o son canjeadas por repuestos. Otros elementos que 
no pueden reutilizarse se envían a gestores de scrap, para 
continuar la cadena de reciclaje o de disposición final. 

La iniciativa trabaja con 3 líneas de acción: el Plan Reciclaje 
Inclusivo, destinado a ONG de todo el país; el Plan Tu PC para 
Estudiar, orientado a estudiantes de bajos recursos de la UNLP; y 
el Plan Circularidad de Tecnología, que permite efectuar una 
rotación de equipos dentro del ámbito universitario. 

Dentro de sus actividades vinculadas a la educación y 
sensibilización, también organiza eventos de concientización, 
campañas de recolección y charlas en colegios. Realiza cursos de 
armado y reparación de PC, y de mantenimiento y configuración 
de equipos informáticos, tanto para alumnos de la universidad, 
como para la generación de competencias técnicas para operarios 
de plantas de gestión y refuncionalización de RAEE TIC. Desde 
2022, incluyo el de operador auxiliar técnico para una Planta de 
Gestión de RAEE destinada a cooperativas de recuperadores. 
Generan experiencias de Prácticas Profesionales Supervisadas 
tanto en articulación con escuelas técnicas de la región, como con 
diferentes carreras de grado de la Universidad. También, otorgan 
becas de experiencia laboral a estudiantes que realizan una 
experiencia de trabajo en la planta. 

Además, FEkoa realiza actividades vinculadas a la 
investigación, docencia, extensión y voluntariado. Cuenta con 
varios convenios y proyectos internacionales en la temática de los 
RAEE, e incluyó los temas de valorización de RAEE en el 


currículum de las carreras de Informática de la UNLP. 

De esta forma, EKOA realiza acciones orientadas a la 
protección ambiental, genera competencias laborales, educación 
ambiental integral y reduce brechas digitales. 


Recuadro 7. El caso del programa del Servicio Penitenciario de la provincia de Buenos Aires 


El Ministerio de Justicia de la provincia de Buenos Aires y el 
Servicio Penitenciario provincial han desarrollado un Programa 
de Disposición y Reutilización de Tecnologías en Desuso, que 
funciona desde 2009. Más de 200 personas privadas de libertad 
en 8 penales han venido recuperando ciertos RAEE (televisores, 
computadoras, impresoras, fotocopiadoras, etc.) -además de otros 
materiales— derivados de aproximadamente 70 municipios de la 
provincia y otras instituciones. No reciben algunos materiales, 
como, por ejemplo, tóner. Otros artefactos, como celulares, no son 
recibidos en ciertos establecimientos, pero sí en otros, que los 
derivan a otros sitios. Luego de procesos de clasificación y 
desguace, los materiales y componentes (metales, plásticos, placas 
y cables) se comercializan. En otros casos, los aparatos se 
restauran y son donados a instituciones públicas u organizaciones 
sociales. En la recuperación se cumplen distintas medidas para la 
seguridad laboral de los trabajadores (uso de guantes, anteojos, 
cascos, delantales y elementos de protección auditiva). 

A su vez, desde el programa se desarrolla una capacitación en 
la que se entrega a los internos una certificación de Gestor 
Refuncionalizador, Resolución N.* 269/19 del (ex) OPDS, que 
busca su futura reinserción laboral. Esto se realiza en articulación 
con distintas instituciones educativas (MAyDS, 2020; Fernández 
Beltrán, 2021). 

Algunos de quienes se han capacitado en este programa, una 
vez excarcelados, han participado de la conformación de 
cooperativas orientadas a la recuperación de RAEE (como el caso 
de TecnoRAEE). Entrevistas realizadas a funcionarios y miembros 
de organizaciones sociales manifestaron que en los últimos años 
el programa del Servicio Penitenciario se ha debilitado en muchas 
unidades y que les resulta una incógnita cómo proseguirá su 
curso. 


| Recuadro 8. El caso de la cooperativa de Liberados, TecnoRAEE, Pilar | 


Hacia 2016, un grupo de personas privadas de su libertad en 
unidades del Servicio Penitenciario de la provincia de Buenos 
Aires que habían sido capacitadas en el Programa de Disposición 
y Reutilización de Tecnologías en Desuso (recuadro 7) advirtieron 
una falta de posibilidades de reinserción para quienes salían de la 
cárcel. Hacia 2018, comenzaron a organizarse junto al 
Movimiento de Trabajadores Excluidos (MTE) y en 2019 
conformaron TecnoRAEE, una cooperativa que trabaja de manera 
conjunta con un movimiento de liberados. Tardaron un año y 
medio hasta lograr la habilitación. 

Luego, comenzaron la actividad de recuperación de RAEE, la 
cual resultó difícil en los primeros tiempos, hasta que se logró un 
ingreso fluido de materiales, el apoyo del Área de Ambiente del 
Municipio de Pilar, que les alquiló un galpón, pagó los servicios, 
desarrolló campañas de recolección de equipos, etc. Otros ámbitos 
estatales de otros niveles jurisdiccionales también colaboraron 
con la provisión de herramientas. 

En TecnoRAEE trabajan alrededor de 10 personas, algunas 
formadas en las cárceles y otras en la propia organización, que 
generalmente realizaban actividades informales en calle. A estas, 
además de ingresos, se les provee de distintos servicios sociales y 
psicológicos. La organización opera como fuente de trabajo y, 
también, como contención. 

Operan con RAEE recolectados por municipios, con grandes 
generadores, como distintas industrias de Pilar y con equipos que 
acercan vecinos. Los RAEE son refuncionalizados, o bien 
desmantelados para luego comercializar componentes y 
materiales. 


Los plásticos (especialmente el ABS, el HIPS [poliestireno], el 
SAN, el PP, el policarbonato, y las poliamidas), los metales ferrosos, 
los no ferrosos y los vidrios se comercializan internamente. 
Generalmente, son tratados tal como se lo abordó en el capítulo 
correspondiente a los reciclables secos. Estos son derivados a 
industrias  recicladoras habilitadas, o bien reciben algún 
procesamiento en la propia planta. Para ello, existen mecanismos 


mecánicos (de trituración de materiales), automáticos, 
semiautomáticos o manuales. 

Las plaquetas electrónicas y algunas pilas y baterías y algunos 
celulares se exportan a países como Bélgica, Suecia, Alemania, Estados 
Unidos y Suiza (MAyDS, 2020), dado que no son factibles aún de ser 
recuperados en la Argentina. Para exportar este tipo de residuos, se 
requiere la obtención de permisos específicos, lo que suele quedar 
restringido a algunas empresas u organizaciones habilitadas en el país 
que logran alcanzarlo. Las que no acceden a esto deben buscar 
intermediarios. 

Por otra parte, ciertos componentes requieren de un tratamiento 
específico, de forma tal que no resulten tóxicos o peligrosos para los 
trabajadores ni para el ambiente. Sin embargo, estos cuidados no 
siempre se tienen en la práctica, ya sea por cuestiones vinculadas al 
desconocimiento, a la falta de recursos o al desinterés. 


Recuadro 9. Valorización de RAEE en CABA 


En CABA, a partir de la mencionada Ley N.* 2.807, orientada a 
gestionar AEE en desuso de todos los organismos del Poder 
Ejecutivo local dados de baja patrimonial!??!, se abrió paso a 
pensar qué hacer con los RAEE de los vecinos, en función de 
cumplir con la Ley Basura Cero, a partir de lo que se generó un 
programa de RAEE con presupuesto propio, licitando el servicio 
de recolección y gestión e incorporando a distintos puntos verdes 
la recepción de AEE en desuso de pequeño porte de los vecinos. 

Desde CABA, además, se realizan dos campañas anuales en 
microcentro, en donde hay oficinas que generan gran cantidad de 
RAEE, a través de un punto verde móvil. Funcionarios explicaron 
que el alcance del programa podría ampliarse con más campañas 
e instalando más puntos verdes. 

El gobierno no realiza el retiro de RAEE de grandes 
generadores. Al respecto, prevé que se produzcan acuerdos entre 
estos y quienes clasifican y tratan estos residuos, incluyendo 
quién asume los costos del retiro. Frecuentemente, si es de interés 
para el tratador, este asume el costo. 

Existen 4 tratadores de RAEE habilitados para los RAEE que 
se generan en CABA: Scrap y Rezagos, Cooperativa Reciclando 


Trabajo y Dignidad, Asociación Civil Basura Cero y Gestión 
Ambiental (empresa DISAP Sudamericana). 

A su vez, se ha admitido que personas públicas o privadas 
firmen convenio con el Poder Ejecutivo en el marco de la Ley N.? 
2.807/12, para gestionar sus RAEE (computadoras, heladeras, 
etc.) con los tratadores con los que articula el Gobierno de CABA. 

Desde el ámbito ejecutivo, se lleva un registro de toneladas 
que se gestionan. Asimismo, las organizaciones que tratan los 
RAEE se fueron adecuando a estándares de calidad, de 
cumplimiento de normativa y de formación de trabajadores. 

Los RAEE de gran volumen, como heladeras o lavarropas, de 
origen domiciliario, son gestionados mediante su retiro por el 
domicilio particular, previa comunicación de los vecinos a la línea 
147, en donde se realiza una encuesta al vecino para evaluar si el 
RAEE se puede reparar o donar. En tales situaciones los retira la 
organización Vivienda Digna, que repara y vende a precios 
sociales, en articulación con el gobierno. En otros casos, es la 
Agencia (APRA) la que realiza el retiro. Cuando los vecinos sacan 
los RAFE a la calle, en cambio, quien realiza el retiro es el área de 
Higiene Urbana, que los deriva a CEAMSE. 

Además, desde el gobierno, se realiza una prueba piloto de 
introducir plásticos de alto impacto (de CPU e impresora ABS) 
triturados en mezclas para la producción de baldosas para uso 
público. Al respecto, la Ley N.* 2.214 de residuos peligrosos de 
CABA prevé la posibilidad de descategorizar un residuo peligroso 
cuando este sea un insumo en otro proceso productivo. Esto 
podría realizarse con estos plásticos si se resuelve cómo gestionar 
la circularidad. 

Por fuera de las políticas gubernamentales, otras 
organizaciones (Tzedaká, Don Orione, etc.) también suelen actuar 
recibiendo o retirando RAEE y recuperándolos, cuando es factible. 


En vinculación a los conocimientos disponibles para la 
recuperación de RAEE, existen algunas formaciones técnicas 
específicas, que generan capacidades, además de ser una oportunidad 
para el empleo. Por ejemplo, en el ámbito de la informática, la 
electricidad y la refrigeración, las capacitaciones se realizan a través 


de escuelas técnicas secundarias que entregan títulos. Asimismo, 
existen aquellas de formación industrial con orientaciones en 
electromecánica y electrónica. También hay cursos de armado y 
mantenimiento de PC, que capacitan para refuncionalizar equipos 
informáticos y desmontarlos. En la provincia de Buenos Aires, se están 
desarrollando capacitaciones y habilitaciones para refuncionalizadores 
de RAEE. Allí, la normativa de gestor refuncionalizador solicita 
constancias de capacitaciones, así como contar un plan anual de 
capacitación para operarios para el año. El Instituto Nacional de 
Asociativismo y Economía Social (INAES) brinda capacitaciones para 
organizaciones de la Economía Popular, incluyendo cooperativas. 
Algunas empresas y cámaras también realizan capacitaciones para 
trabajadores (MAyDS, 2020). Además, se realizan capacitaciones en 
universidades para cooperativas (como en el caso de EKOA). 

Por fuera de las organizaciones formales y los programas 
gubernamentales, se observan organizaciones o personas que operan 
refuncionalizando o desmontando RAEE de manera informal (esto 
eventualmente se da también en entidades formales). Estas prácticas 
se efectúan algunas veces en plantas y otras en los propios hogares, o 
en la vía pública. Esto suele derivar en la posibilidad de riesgos 
ambientales y para la salud. Algunos ejemplos de este tipo de 
prácticas son las quemas de componentes o cables para la extracción 
del cobre, o la inmersión en líquidos ácidos para obtener ciertos 
materiales, la fusión de plásticos no cuidada, o el enterramiento o 
vertido de componentes peligrosos, entre otras. Esto, a su vez, no se 
realiza generalmente en espacios adecuados, por lo que, además, se 
diseminan ciertos efectos nocivos de la contaminación hacia otros 
actores que se ubican en las inmediaciones (MAyDS, 2020; Wagner et 
al., 2022). 

Por otra parte, algunos componentes o materiales con escaso o 
nulo valor comercial o que implican procedimientos muy complejos 
para su recuperación suelen ser derivados a disposición final. Quienes 
gestionan los RAEE deben disponer de un espacio especial para 
acumular residuos peligrosos y derivarlos, luego, a entidades 
especiales para su tratamiento y disposición final con tratadores 
autorizados. Esto requiere de un protocolo, a la vez que involucra 
costos que suelen ser significativos a las instituciones que los 
gestionan. Generalmente, en estos circuitos de derivación de residuos 


a gestores para su disposición final, algunas veces se agregan otros 
materiales no peligrosos, pero que no se recuperan por diversos 
motivos, o bien equipos informáticos o celulares derivados por 
algunos generadores de RAEE que quieren asegurarse de impedir el 
acceso a información, desperdiciando de esta forma materiales que 
podrían ser recuperados. En consecuencia, como el tratamiento se da a 
través de mecanismos formales e informales, existen RAEE que se 
derivan a distintos ámbitos de disposición final: tanto a rellenos, a 
basurales a cielo abierto (sin control), o a empresas que los tratan 
como residuos peligrosos (MAyDS, 2020). 

Entre los problemas y obstáculos para la recuperación de RAEE, 
se encuentran los siguientes: 


1. La falta de legislación específica para la gestión de RAEE en 
Argentina dificulta el tratamiento y el transporte, a la vez que se 
carece de estándares para facilitar los procesos de valorización y 
realizarlos de manera segura. Asimismo, faltan mecanismos 
legales en el nivel nacional para la asignación de 
responsabilidades a productores e importadores de AEE. 

2. La escasez de instalaciones autorizadas implica que muchos de 
RAEE no tengan un destino para su valorización. En particular, 
prácticamente no existen en Argentina instalaciones de recupero 
de ciertos tipos de RAEE, ni de ciertos componentes (baterías, 
plaquetas, tóner, etc.), y estos son exportados, o bien derivados 
a disposición final. A su vez, como las instalaciones que existen 
suelen estar alejadas de muchos municipios, si estos quieren 
emprender políticas de recuperación, deberían trasladar los 
aparatos a través de grandes distancias, lo que suele resultar 
muy restrictivo, considerando que el costo de la logística es alto. 

3. Otra limitante para recuperar RAEE suele ser el espacio de 
almacenamiento disponible con el que cuentan las plantas. Esto 
es algo especialmente importante para sistematizar el trabajo de 
aparatos muchas veces pesados y ahorrar tiempos y esfuerzos. 

4. En muchos casos no existe la posibilidad de reparar los AEE en 
desuso porque no existen piezas de hardware disponibles en el 
mercado, o se tarda mucho en que aparezca la pieza adecuada. 
Esto está vinculado a la falta de diseños fácilmente 
desmontables o actualizables. 


5. Otro problema importante es la falta de profesionales o técnicos 
capacitados. Si bien existe gente formada en ciertas nociones 
básicas, aún existen bastantes déficits, especialmente para el 
manejo de algunas cuestiones específicas (como lidiar con la 
manipulación de AEE según la marca comercial; qué 
destornillador utilizar según el tipo de aparato, cuáles son los 
cuidados básicos a adoptar; técnicas informáticas de reparación, 
instalación y configuración; etc.), tecnologías complejas y de 
residuos peligrosos. En la práctica, se observan situaciones en 
donde quienes operan los RAEE no tienen algunos 
conocimientos para hacerlo de manera segura, generando 
riesgos para sí mismos y para otros. Las condiciones de 
informalidad en las que operan ciertos actores suelen potenciar 
estas situaciones. Por otra parte, las deficiencias en términos de 
capacitación con perfil técnico suelen llevar a que algunas 
iniciativas de recuperación, con ciertos requerimientos o 
complejidad, no prosperen, debido a que no logran encontrar a 
este tipo de trabajadores con facilidad (por ejemplo, cuando se 
requieren procedimientos especiales para separar ciertos 
materiales, como procesos químicos o de fundición). 

6. Otra cuestión está vinculada a los procedimientos asociados a la 
información contenida en los dispositivos electrónicos 
(provenientes de las TIC) que los usuarios descartan. Al 
respecto, algunas empresas cuentan con procedimientos a 
aplicar antes de entregar los equipos, o bien requieren de ciertos 
protocolos en el destino. Es usual que se resuelva destruir los 
discos en tanto se considera que un uso con fines poco éticos de 
la información podría resultar perjudicial. El problema adicional 
que genera esto es que impide la reutilización de los 
dispositivos, lo que no es recomendable desde un punto de vista 
ambiental y económico. 

7. Algunas veces, además, no se fijan pautas acerca de qué 
elemento recolectar o recibir en campañas, por lo que los sitios 
de recuperación terminan recibiendo RAEE con los que no 
pueden lidiar y deben hacerse cargo de una nueva logística. 

8. Otro problema se da debido a que generalmente los 
compradores fijan los precios de compra muy bajos y con 
grandes variaciones. Esto, sumado a fallas de información, lleva 


a que quienes captan RAEE y los ofrecen enfrenten pérdidas de 
tiempo y costos de búsqueda de demandantes y obtengan baja 
rentabilidad por su participación en el recupero, 
desincentivando la actividad. 


4,4. Recomendaciones 


Para mitigar el impacto ambiental de los RAEE, es necesario promover 
estrategias para toda la cadena involucrada en el ciclo de vida de los 
AFF. Esto, a su vez, en el plano económico, permitiría generar cadenas 
de valor, desarrollando servicios de reparación, la instalación de 
comercios que venden insumos y herramientas para la reparación, 
entre otros. 

Deberían considerarse al respecto diversos ámbitos posibles de 
intervención, a ser abordados de manera complementaria, y 
considerando la disponibilidad de organizaciones que se encuentran 
interviniendo en territorio, muchas de ellas con una vasta experiencia 
en el tema. A continuación, se detallan algunas propuestas de 
intervención. Unas serán más pertinentes de ser aplicadas desde los 
ámbitos locales, y otras desde el nivel nacional o, incluso, en algún 
caso puntual, como se detallará, excediendo el plano nacional. 

Es fundamental intervenir en la instancia de la prevención en la 
generación de RAEE. Es importante atribuir a los consumidores su 
cuota de responsabilidad como futuros generadores de RAEE. Deben 
desarrollarse estrategias de prevención en la generación de RAEE 
orientadas a la toma de conciencia en los consumidores, destinadas a 
atenuar la obsolescencia percibida, generando, por ejemplo, mensajes 
que concienticen sobre las modas en el consumo de los aparatos; de 
comprar pensando en el extender la vida útil y demandar garantías 
extendidas por parte de productores. Otra de las estrategias que se 
puede promover es la de fomentar compras como servicios, en donde 
los consumidores adquieren el uso más que los productos y la compra 
de productos refuncionalizados. La opinión de los consumidores es 
fundamental para el cambio de estrategias en los productores, 
importadores y comercializadores. Para lograr esto, es fundamental la 
concientización ambiental. Esto puede atenderse con acciones de 
educación ambiental (formal y no formal), así como de comunicación 
(a través de redes, medios de comunicación, cartelería en vía pública y 


comercios, etc.), de etiquetado y certificaciones. Por otra parte, dado 
que el Estado es un consumidor importante de AFEE, las compras 
públicas orientadas hacia diseños más sustentables y socialmente 
justos pueden incentivar a productores e importadores a cambiar sus 
estrategias y, a la vez, servir de ejemplo a otros actores. 

A su vez, para minimizar la generación de RAEE, deben realizarse 
intervenciones directamente orientadas a los productores e 
importadores de AFE. Al respecto, es necesario generar políticas para 
promover el diseño orientado a la sencilla reparación o recupero de 
sus piezas, a reducir la peligrosidad del desarmado y a reemplazar la 
utilización de COP (si bien expertos entrevistados temen que esto se 
reemplace por nuevas sustancias peligrosas sobre las que aún se 
desconocen sus efectos). Para esto, pueden generarse incentivos 
fiscales (subsidios o reducciones impositivas ante buenas prácticas, 
por ejemplo). También, puede desarrollarse normativa que defina 
estándares de producción, para aumentar la vida útil de los aparatos y 
su reciclabilidad, y para obligar a la entrega de garantías extendidas a 
los consumidores por parte de productores, a una cantidad mínima y 
dispersa de puntos de retoma (puntos de recepción de RAEE), a 
regular el software que contienen y a dar la posibilidad de usarlo en 
aparatos antiguos, entre otras. 

Para fortalecer lo anterior, además, es fundamental establecer la 
responsabilidad extendida del productor (REP) de RAEE en Argentina 
mediante una ley nacional de presupuestos mínimos, adaptada a las 
particularidades del país. Es relevante que esta ley, además de definir 
pautas los productores para el diseño de AEE y responsabilidades 
legales y financieras en cuanto a la gestión de RAEE, también 
establezca mecanismos de trazabilidad, en donde los aparatos puedan 
asociarse claramente con los productores que los generaron, no solo 
para atribuir responsabilidades, sino también para facilitar el recupero 
posterior. Se debe obligar a productores a proveer al Estado de 
información de base para atribuir responsabilidades (cantidad y tipo 
de productos ingresados en el mercado, sus características, etc.)!2”., 
También, debería requerirse a los productores la inclusión de 
información en los aparatos para su posible desarmado. Asimismo, 
puede obligarse a garantizar la existencia de servicios técnicos de 
reparación (ya sea privados, en articulación con organizaciones o 
financiando mecanismos públicos de gestión). 


Al respecto, sin embargo, como se lo mencionó antes, el país no 
es un gran productor de AEE. Aquellos que los fabrican son escasos y, 
mayormente, son ensambladores. Por esto, la normativa de RAEE 
orientada a productores debe considerar también a ensambladores y el 
especial rol de los importadores. Con respecto a esto último, se ha 
detectado la preocupación por parte de funcionarios respecto de 
establecer requisitos a los importadores y, con ello, correr el riesgo de 
desabastecer al país de AEE, en tanto Argentina es un mercado no 
demasiado significativo como para modificar las conductas de los 
productores externos. Esto podría atenderse, produciendo 
internamente AEE, o bien generando acuerdos con otros países de 
Latinoamérica, que generen mayores incentivos a los productores 
extranjeros a modificar sus conductas. 

La normativa que se desarrolle, además, debe ser consistente con 
convenios internacionales como Basilea, Rotterdam, Estocolmo y 
Minamata. 

Deben generarse, además, políticas para promover la utilización 
de componentes o materiales provenientes de RAEE en la elaboración 
de nuevos bienes. Para esto, puede ser útil implementar regulaciones e 
incentivos fiscales y difusión de información sobre productos que 
incorporen materiales provenientes de RAEE. 

Por otra parte, los productores deberían estar obligados a proveer 
información sobre los elementos peligrosos incorporados en los 
aparatos y componentes, en función de gestionarlos de manera segura, 
algo de suma importancia para garantizar la seguridad ambiental y 
sobre la salud de trabajadores y de toda la población. En tal sentido, 
resulta de interés revisar la Directiva RoHS (de las siglas en inglés 
Restriction of Hazardous Substances) de la Unión Europea'”*!, cuyo 
objetivo es la restricción del uso de seis sustancias peligrosas en AEE 
que se introduzcan al mercado. Sin embargo, no se deberían imponer 
regulaciones excesivas cuando no resulte necesario, en pos de no 
obstaculizar las posibilidades de recupero de materiales y la inclusión 
social de trabajadores en el sector. Por ejemplo, puede simplificar el 
recupero de RAEE evitar considerar como peligrosos en la instancia 
del transporte a aquellos AEE que no hayan sufrido roturas, en tanto 
la normativa para residuos peligrosos debería aplicarse solo para el 
caso del manejo de componentes con sustancias peligrosas y/o para 
aparatos que los contengan y se hayan roto. Definir cuáles RAEE y en 


qué etapa (transporte, desarmado, etc.) son considerados residuos 
peligrosos mejoraría la gestión y las posibilidades de recupero 
(MAyDS, 2020). 

En materia de políticas para la recepción o recolección 
diferenciada, es fundamental expandir la cobertura por parte de los 
municipios, si bien desde otros ámbitos (organizaciones sociales, 
empresas, universidades, escuelas, etc.) también es factible intervenir. 
Existen distintas posibilidades para la captación de RAEE (cuadro 1). 
Estas pueden ser únicas o combinarse entre sí. 


Cuadro 1. Alternativas recepción y/o recolección diferenciada de RAEE 


Fuente: elaboración propia con base en documentos institucionales y entrevistas realizadas. 


En el transporte, es importante establecer protocolos básicos de 
manipulación que sirvan para evitar roturas en los aparatos con 
riesgos ambientales asociados, y problemas ergonómicos, así como 
otros riesgos para los trabajadores, a la vez que faciliten una posible 
reutilización de los aparatos o de sus componentes. A su vez, puede 
preverse la utilización de equipamiento, como autoelevadores, zorras, 
cestos, bolsones, pallets, entre otros. En particular, en el transporte 
resulta importante contar con una persona con conocimientos 
mínimos para evaluar las posibilidades de reutilización de cada 
aparato, sus riesgos y posibles destinos. A su vez, resulta relevante la 
planificación de circuitos entre municipios, de manera conjunta, en 
ámbitos regionales, en función de distribuir los RAEE de manera 
eficiente, coordinando trayectos entre los puntos de generación de 
RAEE y los destinos, para acortar distancias y aprovechar los 
vehículos. Es importante la planificación de la logística considerando 
sus costos. 

También, cabe considerar qué resulta necesario para mejorar las 
condiciones de la actividad de quienes realizan la recolección de 
manera informal. 

En cuanto a medidas orientadas a la disposición inicial, resulta 
importante informar acerca de la metodología de retiro y/o recepción 
de RAEE: qué elementos se reciben y cuáles no, la forma de entrega, 


lugar/es, días y horarios de recepción, o procedimiento de 
requerimiento de retiro y la forma de contacto con la entidad que lo 
coordina. También es necesario comunicar la necesidad de evitar la 
exposición al aire libre de los RAEE, así como generar un manejo que 
evite roturas potenciales. Es pertinente incentivar a consumidores a 
reparar los AEE cuando se rompen e informar acerca de mecanismos 
alternativos a las políticas municipales: entrega en organizaciones que 
puedan refuncionalizarlos, a comercializadores que los reciban para su 
recuperación, etc. También, podrían  instrumentarse multas 
potenciales, en caso de disposición inadecuada, o definirse una 
normativa de pago adicional por parte de los consumidores por AEE 
nuevo comprado sin entregar el usado a cambio. Pueden, además, 
promoverse los Plan Canje y cartelería en comercios, en los que los 
consumidores, al comprar un AEE nuevo, entreguen uno usado. 

En las instituciones públicas generadoras de RAEE y en grandes 
empresas, además, se recomienda promover la implementación de 
protocolos de descarte y mecanismos que permitan la baja patrimonial 
en los inventarios de aparatos, para evitar que estos se acumulen y se 
vuelvan obsoletos antes de poder reutilizarse. Si bien muchas grandes 
compañías suelen tener procedimientos ya definidos para la baja de 
bienes, la seguridad de la información y el destino para sus RAEE, sin 
embargo, en muchos casos aún es necesario generar acciones para 
evitar la disposición final de RAEE, y promover prácticas orientadas a 
la valorización. 

Ahora bien, ninguna de las medidas anteriores podrá desarrollarse 
en su potencial si no se encuentra un destino al que derivar los RAEE 
para su recuperación. Al respecto, es fundamental ampliar la cantidad 
y capacidad de instalaciones autorizadas para hacerlo, y potenciar la 
diversidad en cuanto al tipo de RAEE y los componentes que estas 
pueden tratar, así como realizar una planificación territorial adecuada. 

Para gestionar los RAEE en el destino, asimismo, es útil 
detectarlos y clasificarlos por tipología (recuadro 10), modelo, año 
aproximado de fabricación, marca y condición de refuncionalización o 
desguace. Por ejemplo, el año en el que fueron elaborados los AEE 
involucra cierta tecnología y la presencia de diferentes componentes y 
materiales, distintas posibilidades de reciclado, tipo de desmontajes, 
etc. Este tipo de clasificación permite optimizar el trabajo y canalizar 
los equipos para su reciclado o para su reutilización, para resolver el 


mejor destino posible. Una adecuada clasificación previa de los RAEE 
en manos de personal calificado o protocolos que funcionen 
eficazmente permitiría generar eficiencia y eficacia en la reparación, 
refuncionalización y/o el reciclado. En el caso en que los aparatos 
estén descompuestos y se justifique su reparación, es importante 
detectar qué tipo de falla tienen. Para ello se requiere personal 
calificado. En este punto es útil un etiquetado de los aparatos en la 
planta, que vaya registrando la intervención sobre el mismo. 


Recuadro 10. Última clasificación de la Unión Europea de 6 categorías (Real Decreto 110/2015) en 
vigencia a partir de 2018[25] 


1. Equipos de intercambio de temperatura (aires acondicionados, 
heladeras, etc.). 

2. Pantallas y monitores (televisores, tablets, monitores, etc.). 

3. Lámparas. 


4. Grandes aparatos (lavarropas, lavaplatos, estufas eléctricas, 
fotocopiadoras, etc.). 

5. Pequeños aparatos (aspiradoras, afeitadoras, microondas, etc.). 
6. Pequeños equipos de informática y comunicación (celulares, 
calculadoras, impresoras, etc.). 


Por lo antes mencionado, la ampliación de espacios e 
infraestructura para procesar RAEE permitiría escalar el trabajo y 
mejorar su calidad. En función de ahorrar tiempos y esfuerzos, se 
requiere una clasificación por tipos de materiales y componentes, 
frecuentemente también según época de cada artículo, con lo cual el 
espacio requerido empieza a crecer en la medida en que se requieren 
más clasificaciones y lugares reservados en el almacenamiento, debido 
al ingreso de nuevos RAEE y a la necesidad de hacer eficiente el 
trabajo. También resulta importante, además del espacio, la 
incorporación de herramientas necesarias. 

El acopio de los RAEE en las plantas, además, debe realizarse a 
resguardo de inclemencias climáticas (de temperatura excesiva y 
lluvia); en altura, para evitar el contacto con el agua del piso cuando 
se realizan tareas de limpieza; manteniendo los pasillos libres, para 
facilitar la movilidad; y cumpliendo con normas de seguridad e 
higiene del lugar (matafuegos accesibles y señalizados y con recarga, 
etc.). 


Luego, cuando se define el tipo de valorización a realizar, es 
fundamental la promoción de la reutilización por sobre el reciclado, 
cuando sea factible, teniendo en cuenta que es más amigable con el 
ambiente. En particular, para incentivar la reutilización, pueden 
diseñarse medidas que promuevan ámbitos seguros de reparación, 
refuncionalización y actualización. Desde los municipios se pueden 
desarrollar, además, políticas de donación con fines sociales y/o 
reventa de aparatos que estén en funcionamiento, en articulación con 
organizaciones, empresas e instituciones educativas. 

Es importante, además, desarrollar estrategias para una 
eliminación segura de la información contenida en los medios de 
almacenamiento de equipos informáticos y celulares previo a su 
descarte. Existen diversos softwares que permiten realizarlo de forma 
no destructiva del medio físico. Se recomienda la implementación de 
este servicio (un ejemplo a seguir podría ser lo realizado por EKOA: 
véase apartado 3). Esto permitirá la reutilización del disco, generando 
una incidencia ambiental y económica positiva, en tanto se trata de un 
componente relativamente costoso. Si los datos no pudiesen borrarse, 
existen distintos mecanismos para su destrucción: semimanuales 
(taladro, rayado de plato, etc.) o con equipamiento (para el quiebre de 
platos en pequeñas partículas, campo magnético, etc.). 

Solo cuando no es factible la reparación, se recomienda el 
desarmado de los RAEE para su posterior reciclado. Clasificar los 
RAEE por tipo, subtipo y tecnología permitirá organizar el desmontaje 
en distintas líneas de trabajo, según el tipo de procedimiento a 
realizar, las herramientas a utilizar, así como las condiciones de 
seguridad que deben adoptarse. 

Una vez desarmados los RAEE, debe realizarse una nueva 
clasificación, pero ahora de sus componentes y materiales: plásticos, 
metales ferrosos y no ferrosos, vidrios, plaquetas y circuitos impresos, 
entre otros. A su vez, estos pueden clasificarse en subcategorías, de 
acuerdo con los destinos identificados. Es muy importante en esta 
etapa separar aquellos materiales que puedan contener sustancias 
peligrosas. Específicamente, en cuanto a los plásticos, no se deberían 
mezclar aquellos que contengan COP con otros que puedan reciclarse 
en la fabricación de juguetes para niños y envases que contengan 
alimentos (MAyDS, 2020)!”*!. Respecto del destino de los plásticos con 
COP (como, por ejemplo, carcasas de algunos televisores y monitores), 


existen distintas posiciones: hay quienes recomiendan su disposición 
final (en rellenos de seguridad o incineración controlada) y los que 
promueven su reciclado en mezclas para productos que se conciben 
como de bajo riesgo para la salud y el ambiente (madera plástica, 
piedras plásticas, aditivos en mezclas de hormigón, ladrillos de 
concreto, lajas de recubrimiento de paredes, luminaria de autos, capas 
medias de baldosas, etc.). 

Tanto en la refuncionalización, como en el desmantelamiento, 
deben evitarse riesgos ambientales y sobre la salud de los 
trabajadores: implementarse procesos de descontaminación, cuando 
sea necesario, y atender a evitar la contaminación cruzada, los 
derrames y la inhalación de ciertas sustancias!?”!, Asimismo, cuando 
se opera con objetos afilados o cortantes que pueden causar lesiones, 
se requieren elementos de protección personal (EPP)'?%! (como 
guantes, calzado de seguridad, etc.). Se deben evitar típicos riesgos 
implicados en el manejo de RAEE como potenciales descargas 
eléctricas (por ejemplo, al desarmar un capacitor), explosiones y 
riesgos de incendio. En consecuencia, los testeos y el manejo de 
componentes deben gestionarse con máxima precaución. También 
deben evitarse daños dérmicos, como por ejemplo con PCB líquidos, 
contenidos en algunos RAEE. Los monitores con tubos de rayos 
catódicos deben desarmarse con procedimientos especiales, elementos 
de seguridad y/o maquinaria específica (por ejemplo, con un sistema 
de extracción de polvo con filtrado de aire, el uso de máscaras, etc.), 
dado que tienen riesgo de implosión y en su interior contienen 
mercurio y plomo, entre otros elementos contaminantes. Los tubos 
fluorescentes y lámparas de bajo consumo también deben manipularse 
con cuidado y en espacios controlados con filtración de carbón 
activado!?”!, dado que contienen mercurio. También es necesario 
saber cómo operar con distintas sustancias como solventes, ácidos de 
baterías, cadmio, plomo y refrigerantes que emiten gases de efecto 
invernadero. Deben quitarse de forma segura gases refrigerantes de 
heladeras y de aires acondicionados (que no deberían ser liberados). 
La recuperación de cobre contenido en cables no debería realizarse a 
través de la quema de estos, sino con maquinaría específica!*!. 

También, en las plantas se deben prever cuidados ergonómicos 
(con FEPP, herramientas y tecnologías adecuadas) para los 
trabajadores, especialmente en el manejo de aparatos pesados. 


Se recomienda que en cada planta exista un trabajador con 
calificación en manejo de las tecnologías, seguridad y procedimientos 
que se utilicen para el recupero de RAEE: que pueda reconocer los 
componentes y materiales que contienen, identificar cuáles contienen 
sustancias peligrosas, la necesidad de que ciertas sustancias O 
componentes no interactúen entre sí, y de qué manera manipularlos y 
transportarlos. Asimismo, se sugiere que cada planta cuente con un 
interlocutor externo a quien consultar permanentemente. Esto variará 
según el tipo de RAEE con el que opere cada una y con el tipo de 
procedimientos que realice. 

Además, se deben identificar los cestos destinados a acumular 
residuos peligrosos (o “especiales”, según normativa de la provincia de 
Buenos Aires), hasta derivarlos a su tratamiento correspondiente, para 
lo cual la Argentina reglamentó el Sistema Globalmente Armonizado 
de Clasificación y Etiquetado de Productos Químicos (SGA) (GHS, por 
sus siglas en inglés), Resolución SRT N.?* 801/15 y modificatorias. 
Asimismo, pueden aportar el cumplimiento de estándares 
internacionales y certificaciones como, por ejemplo, WEEELABEX, R2 
y e-Stewards. 

Son importantes, también, las instancias de monitoreo y control 
del manejo de RAEE por parte del Estado y, en estas, las instrucciones 
para la posible corrección de comportamientos. 

Según se lo vino argumentando, además, tanto para la 
reutilización, como para el reciclado de componentes y materiales, es 
importante acompañar con capacitaciones técnicas (en el caso de la 
provincia, incluso, existe una capacitación básica obligatoria). Al 
respecto, la interacción con el sector de la educación formal desde los 
distintos ámbitos gubernamentales es de fundamental importancia. La 
enseñanza media (nivel secundario) es un ámbito para desarrollar 
prácticas de educación ambiental (Saidón y Claverie, 2015), en donde 
podrían incorporarse conocimientos que promuevan el recupero de 
RAEE, así como conocimientos básicos respecto de los riesgos que hay 
que considerar, lo cual es especialmente recomendable en escuelas 
técnicas (Díaz et al., 2014, 2016). También pueden desarrollarse 
cursos específicos de formación profesional o capacitación en oficios, 
diplomaturas universitarias o de extensión. A su vez, debe 
incorporarse la problemática y complejidad del sector en el 
currículum de materias seleccionadas de carreras de grado y posgrado 


(Ambrosi et al., 2018). También, puede recurrirse a desarrollar 
estrategias para escalar estas capacitaciones en ámbitos como el 
Consejo Interuniversitario Nacional (CIN), la Red de Universidades 
Argentinas para la Gestión Ambiental y la Inclusión Social (UAGAIS), 
el Instituto Nacional de Educación Tecnológica (INET) del Ministerio 
de Educación, el Centro Regional Basilea para América del Sur 
(CRBAS)!*'!, ubicado en el INTL que desarrolla capacitaciones 
orientadas a la gestión sustentable de RAEE, en el Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible de Nación y en las áreas de 
ambiente subnacionales. Pueden, además, instrumentarse 
certificaciones de competencias de los trabajadores asociadas a 
competencias específicas, que validen sus conocimientos. Por ejemplo, 
en seguridad e higiene en los procesos de refuncionalización y gestión 
de RAEE, en electricidad y electrónica, como operador auxiliar técnico 
de plantas de gestión de RAEE, etc. 

También, son importantes las políticas de articulación con el 
sector de investigación científica, en función de generar diagnósticos 
adecuados, que permitan identificar los RAEE, componentes y 
materiales que no se están pudiendo recuperar en el país, y desarrollar 
lineamientos estratégicos al respecto. 

Además, son relevantes las políticas orientadas a la formalización 
de iniciativas que funcionan sin habilitación para operar con RAEE, 
para promover la ampliación del sector, dado el exceso de volumen de 
RAEE generado, respecto de la poca cantidad que es recuperada. Se 
recomienda, en este sentido, simplificar las instancias burocráticas a 
tal fin, para evitar restringir la apertura de nuevas instalaciones, o 
bien la persistencia de prácticas informales. 

En términos del ámbito laboral, es importante incorporar a la 
gestión formal de los RAEE a recuperadores que operan en 
condiciones informales. 

Como lineamientos finales, resulta sustantivo generar capacidades 
desde el Estado, convocando a las universidades para la capacitación y 
la búsqueda de soluciones. También, se deben desarrollar mecanismos 
de monitoreo y control, medición y captación y difusión de datos. 
Asimismo, es relevante desarrollar políticas de largo plazo, que 
trasciendan las distintas gestiones de los gobiernos. Esto podría darse, 
por ejemplo, a través de convenios duraderos entre el Estado e 
instituciones externas (universidades, organismos públicos vinculados 


a I+D, entre otros). 
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Los AEE involucran minerales no renovables (cobre, oro, aluminio, selenio, zinc, 
magnesio, cromo, níquel, plata, metales del grupo del platino y tierras raras, 
berilio y diversas aleaciones) que, además de tener disponibilidad limitada en la 
Argentina, al extraerse generan impactos ambientales y sociales. La extracción de 
estos materiales deteriora ecosistemas, cursos de agua, suelos y aire con sustancias 
químicas (como mercurio o cianuro, por ejemplo), y puede destruir zonas de 
glaciares y producir desforestación. Asimismo, consume bastante energía, lo que, 
además, genera una gran cantidad de gases de efecto invernadero (i.e OIT, 2019). 
e 


. Se denomina “tierras raras” a 17 elementos químicos de los lantánidos poco 


frecuentes de encontrar en su forma pura, por lo que suele ser necesaria su 
disolución en ácido. « 


. La Resolución N.* 451/19 prohíbe la importación, formulación, comercio y uso de 


COP. En particular, Argentina regula diez COP iniciales (PCB, aldrina, clordano, 
DDT, dieldrina, endrina, heptacloro, hexaclorobenceno, mirex y toxafeno). Aún 
debe ratificar las enmiendas del Convenio de Estocolmo de 2013, 2015 y 2017; 
para poder abordar nuevos COP. Ley N.* 25.670/02 (Decreto Reglamentario N.?* 
853/07), establece los Presupuestos Mínimos de Protección Ambiental para la 
Gestión y Eliminación de los PCB. El país también cuenta con un Plan Nacional 
asociado a ello. Entre otras cosas, se prohíbe el ingreso al país, la producción y 
comercialización de PCB. « 


. En el marco de Basilea, se adoptó la Declaración de Nairobi sobre Gestión 


Ambientalmente Racional de RAEE, y la Declaración de Cartagena sobre 
Prevención, Minimización y Valorización de residuos peligrosos y otros. « 

En la provincia de Buenos Aires, la Ley provincial N.* 14.321/11 fomenta la 
reutilización, el reciclado, valorización y reducción del impacto ambiental de los 
RAEE, y establece la responsabilidad extendida del productor, quien debe aportar 
para financiar un sistema de gestión. Si bien esta ley fue innovadora en sus 
orígenes, además de estar desactualizada, ha sufrido diversos arreglos, a partir de 
nueva normativa, como el Decreto N.* 2.300/11, a la vez que no se operativizó por 
no estar reglamentada. En consecuencia, la autoridad ambiental provincial ha 
generado distintas resoluciones para atender el vacío normativo. « 

Véase t.ly/JBjpX. Si bien el Ministerio de Ambiente provincial regularizó a algunas 
cooperativas, aún le falta sistematizar los procedimientos para mejorar la 
operativización del registro de gestores refuncionalizadores (Res. 149/22). « 

Véase el apartado 4.4. para mayor detalle sobre la clasificación de la Unión 
Europea. « 

Véase t.1ly/C2r9b. « 

Véase t.ly/nnA_z.« 

Véase t.ly/A_61t. « 

El tipo de transporte variará dependiendo de las características del recorrido 
(provincial o nacional) y los materiales a transportar (si son considerados residuos 
peligrosos, especiales o para su refuncionalización). « 

Estas se detallan en t.ly/WU1ERK. « 

En t.ly/cY9SU. « 

Programa EKOA de la Universidad Nacional de La Plata (UNLP), en t.ly/xD2g8. « 
Véase información detallada sobre Club de Reparadores en t.ly/WLkss. « 

Existen casos de otros países en los que la clasificación y la trituración están más 
automatizadas, pero requieren de mayores inversiones, generan menos empleo y 
reducen las posibilidades de reutilización. La ventaja es que tienen gastos 
corrientes usualmente menores, aunque esto varía según el costo de la energía, 
insumos importados, mano de obra, etc. « 

Véase t.ly/Kqaf4. « 

Al respecto, entre otras cosas, pueden considerarse las estadísticas que genera la 
Alianza Mundial para las Estadísticas de Residuos Electrónicos (GESP, por sus 
siglas en inglés). Existen otras iniciativas como el proyecto Fortalecimiento de 
Iniciativas Nacionales y Mejora de la Cooperación Regional para la Gestión 
Ambientalmente Racional de los COP en Residuos de Aparatos Eléctricos y 
Electrónicos en América Latina (PREAL) (véase t.ly/PB6CI) o cámaras empresarias 
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de Argentina, que también están produciendo datos sobre RAEE, y generarse 
articulaciones con instituciones del país como el Instituto Nacional de Tecnología 
Industrial (INTD, el Centro de Información Ambiental (CIAM) en el MAyDS y el 
INDEC (MAyDS, 2020). Es importante, también, que se establezca el acceso público 
a la información, en función de que distintas universidades y organizaciones 
sociales puedan generar investigaciones, diagnósticos y propuestas, entre otras 
cosas. El Observatorio Mundial de Residuos Electrónicos es un ejemplo de 
publicación de información sobre RAEE (véase t.ly/HJzwA). En particular, es 
relevante relevar datos sobre generación y destinos de los RAEE, así como el 
desarrollo de estadísticas relativas a COP contenidos en plásticos RAEE, por 
ejemplo. « 

En la mayoría de los productos importados, puede observarse el etiquetado 
correspondiente a RoHS. « 

Véase la normativa europea en t.ly/i7Dws. La normativa argentina aún se basa en 
una clasificación de la Unión Europea previa (Directiva Europea 2012/19/UE), 
pero puede esperarse que se avance hacia la vigente, en función de generar 
armonización. « 

Existen distintas técnicas de clasificación de plásticos. Por ejemplo, hundimiento y 
flotación; colocando el plástico limpio y molido en tambores con soluciones 
salinas, por observación, a través de computadoras, etc. Muchas están 
experimentándose en instancias de prueba piloto. « 

La Dirección Nacional de Sustancias y Productos Químicos promueve la gestión 
racional de sustancias químicas según las leyes nacionales y los compromisos 
internacionales. Al respecto, el Sistema Globalmente Armonizado de Clasificación y 
Etiquetado de Productos Químicos (SGA) es obligatorio en el país, desde 2015. « 

En provincia, por ejemplo, pueden revisarse cuestiones relativas a la seguridad 
física y ambiental, y a la entrega de elementos de protección personal (EPP) en la 
Resolución N.* 269/19 de Gestor Refuncionalizador, que requiere una lista de EPP 
que surja de una evaluación de riesgos realizada previamente. « 

Existen empresas que cuentan con equipamiento para reciclar luminarias 
fluorescentes: un aparato portátil denominado Lamptroyer. « 

Existen casos de cooperativas (por ejemplo, TecnoRAEE) que han adquirido este 
tipo de herramienta, con la ayuda de financiamiento público (hasta el momento de 
finalización de este texto, esta no había ingresado debido a trabas a las 
importaciones vigentes en el país). La tecnología más adecuada para recuperar el 
cobre disponible dentro de los cables suele ser importada. Los desarrollos caseros y 
nacionales no han sido efectivos para trabajar con distintos tamaños de cable. 
Existen máquinas que lo hacen y, además, logran un proceso que deriva en separar 
el plástico del cobre molido. « 

Sobre el CRBAS puede consultarse información en t.ly/Ue7jl. « 


Neumáticos Fuera de Uso (NFU) 


Entre el desentendimiento de los productores y la falta de políticas de 
recupero 
Ana B. Stevanato!!! 


Este capítulo trabajará la cuestión de los neumáticos fuera de uso 
(NFU). Las secciones que siguen abordarán: (5.1) las características de 
los materiales contenidos en los NFU, las problemáticas ambientales 
asociadas y el estado de situación actual en relación con estos 
materiales, incluyendo normativa, así como diversas políticas y 
acciones vinculadas a esta corriente de residuos; (5.2) las experiencias, 
oportunidades y obstáculos vinculados a la separación en origen y 
recolección diferenciada; (5.3) las experiencias, obstáculos y 
oportunidades para la valorización; y (5.4) las recomendaciones para 
avanzar hacia una economía circular inclusiva y sortear los obstáculos 
examinados. 


5.1. Materiales, características y estado de situación 


En 1839, Charles Goodyear inventó el proceso de vulcanización, por 
medio del cual se aplica calor y presión al caucho con azufre, con el 
objetivo de mejorar las propiedades del caucho. Cinco décadas 
después, en 1885, la fábrica Goodrich le añadió un ingrediente a este 
compuesto, el negro de humo, cambiando el color blanco original de 
los neumáticos, y extendiendo su vida útil al evitar el daño de los 
rayos ultravioletas. En la misma época, Dunlop creó la primera 
cámara de aire para neumáticos y así, de esa forma, agregar confort al 
poder amortiguar los golpes (Epifanio, 8 de noviembre de 2020). Los 
primeros neumáticos fueron utilizados en bicicletas, hasta que los 


hermanos Michelin, en 1895, presentaron los primeros neumáticos con 
cámara de aire para automóviles. A partir de ese momento, el 
crecimiento en la producción y utilización de los neumáticos ha sido 
constante, y hoy son una pieza vital en casi todos los vehículos. Sin 
embargo, este uso intensivo de los neumáticos es lo que ha provocado 
que, cuando estos dejan de cumplir sus funciones, se produzca una 
gran cantidad de NFU. Estos, si bien son pocos en cuanto a cantidad 
(si se los compara con el resto de los residuos), causan importantes 
problemáticas ambientales y para la salud si carecen de una gestión 
adecuada. 

Las materias primas que se utilizan para fabricar los neumáticos 
son caucho; textiles (aramida, rayón, nylon y/o poliéster); acero y 
otros metales; y negro de humo y otros minerales, como azufre y 
óxido de zinc (Zarini, 2011). En el caso del caucho, este puede ser 
obtenido de forma natural del árbol Hevea Brasiliensis, que se cultiva 
en África, Oceanía y en menor medida en América del Sur; o sintético 
a partir de polímeros producidos con base en el petróleo (AutoBield, 
23 de noviembre de 2010). En la actualidad, estos dos componentes se 
utilizan en combinación, variando su proporción según el tipo de uso 
que se le vaya a dar al neumático en cuestión. 

En Argentina hay tres fábricas de neumáticos: Fate (de capitales 
nacionales), Pirelli y Bridgestone, mientras que grandes empresas, 
como Michelin, Goodyear y Continental, entre otras, importan sus 
productos. 

Si bien no existen datos sobre la producción e importación de 
neumáticos, se estimó en 125.618 t el consumo aparente de 
neumáticos de producción nacional para 2018, mientras que las 
importaciones fueron de 103.050 t (PAGE, 2021). De estos, según la 
Cámara de la Industria de Neumáticos (CIN), el 95 % proviene de 
autos y camionetas, el 3,9 % de camiones, y el 1,1 % es de uso 
agrícola e industrial (CIN, s/f). Tampoco hay información de la 
cantidad de NFU que se desechan por año, sin embargo, distintas 
fuentes estiman que los neumáticos descartados anualmente oscilan 
entre 130.000 y 150.000 t anuales (Kopytynski, 31 de octubre de 
2019; Alonso y Suárez, 2021). 

Existen dos importantes fuentes de generación de residuos 
vinculados a los neumáticos: en primer lugar, aquellos materiales 
defectuosos, restos o scrap que se generan en el propio proceso de 


producción y, en segundo lugar, los NFU, que son aquellos neumáticos 
que ya no pueden cumplir con las prestaciones para las que fueron 
creados y son descartados por sus usuarios. 

Respecto de los NFU y sus características como residuos, debe 
mencionarse que el caucho vulcanizado, como así también el sintético, 
no son considerados biodegradables. Además, la acumulación de 
neumáticos, debido a su volumen, genera la proliferación de insectos y 
roedores, y las enfermedades a ellos asociadas (Ginestar, 29 de abril 
de 2021). Finalmente, en estos “cementerios de neumáticos”, hay un 
importante riesgo de incendios, que son muy difíciles de extinguir por 
el gran potencial calorífico de los NFU y producen importantes 
cantidades de humos tóxicos (monóxido de carbono, dióxido de azufre 
y otros gases nocivos) (Cano Serrano et al., 2007; EcoGreen, 9 de abril 
de 2021). En forma anecdótica, puede mencionarse que en 1989 se 
produjo un incendio en Heyope (Gales), donde el fuego ardió por más 
de 15 años. 

Las características propias de los NFU y las problemáticas 
asociadas a estos han propiciado que se preste especial atención a su 
tratamiento. De ahí que, en concordancia con las propuestas de la 
economía circular, la Norma IRAM 29600 de 2020 propone una 
pirámide invertida que indica cuál es el orden de tratamiento que 
debe seguirse con los NFU. 


Diagrama 1. Jerarquización del tratamiento de los NFU 


VOLUMEN DE RESIDUOS ———_—__——> 


VALORIZACIÓN 
ENERGETICA Y 
MATERIAL 


DESEABLE 


ELIMINACIÓN 


A 
h SS 
WEY" 


Fuente: Norma IRAM 29600 (2020). 


En el diagrama 1 (que sigue la lógica general de la pirámide 
invertida presentada en el diagrama 3 de la introducción del libro), se 
puede observar que el primer escalón debe ser siempre la prevención 
de la generación del residuo, lo que se encuentra fuertemente ligado a 
las condiciones de diseño y de durabilidad de los neumáticos. Luego, 
se debe apuntar a la reutilización, que, en el caso particular de los 
NFU, tiene que ver con la reconstrucción (recauchutado y recapado, lo 
que en Argentina está permitido solo para transporte de carga y 
pasajeros). Esto es seguido por el reciclaje, incorporando el NFU en 
distintos procesos productivos. Luego, se menciona el 
coprocesamiento, que tiene que ver con la incorporación de los NFU 
en hornos cementeros, incluyendo los metales en el clinker'?! y 
utilizando el caucho como fuente de energía. La siguiente opción es la 
valorización energética. Y, finalmente, el enterramiento en rellenos 
sanitarios, como así también la disposición final en basurales a cielo 
abierto y la incineración. En Argentina, tanto la incineración como la 
disposición en basurales a cielo abierto se encuentran prohibidas. En 
las subsiguientes secciones de este capítulo, se desarrollará con 
detenimiento en qué consiste cada uno de estos procesos. 

En cuanto al marco normativo en torno a los NFU, no existen 
leyes de presupuestos mínimos ambientales ni de responsabilidad 
extendida del productor (REP). Sin embargo, ha habido proyectos de 
ley, uno presentado por el senador Alfredo Luenzo (S-410/21) y otro 
por la senadora García Larraburu (S-1101/21), los cuales fueron 
unificados en un solo proyecto, que obtuvo media sanción por parte 
de la Cámara de Senadores de la Nación en agosto de 2021. Luego, 
tras perder estado parlamentario, en 2022 el mismo proyecto volvió a 
ser presentado y aprobado en la Cámara de Senadores de la Nación, y, 
al momento de la escritura de este capítulo, se encuentra en 
comisiones en la Cámara de Diputados. Esta ausencia de normativa de 
presupuestos mínimos y/o de REP conspira para que no logre 
organizarse una correcta gestión de los NFU, ya que la mayoría de los 
actores involucrados se rehúsan a hacer frente a los costos necesarios. 

Más allá de esta ausencia normativa, en el año 2002 se aprobó la 
Ley nacional N.* 25.626, que prohíbe la importación de neumáticos 
usados y recauchutados. Además, en el marco de la entonces 
Secretaría de Ambiente y Desarrollo Sustentable, existe la Resolución 
523/2013, que llama a establecer lineamientos básicos para la gestión 


de los neumáticos, especialmente aquellos fuera de uso. Sin embargo, 
al ser una resolución ministerial (y no una ley nacional de 
presupuestos mínimos ambientales) no .es de cumplimiento 
obligatorio para las provincias. Asimismo, en el marco del ex 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sustentable de la Nación, se 
aprobó la Resolución N.? 522/16 sobre el manejo de los Residuos 
Especiales de Generación Universal (REGU). Entre estos residuos, en 
su Anexo I aparecen los NFU. También en este caso, no hay 
obligatoriedad de cumplimiento. 

Por otra parte, tampoco existe normativa significativa en este 
sentido en los niveles subnacionales. Por ejemplo, en la provincia de 
Buenos Aires, se presentó un proyecto de ley para la gestión de REGU, 
entre los que se incluían los NFU. Sin embargo, al día de la fecha, no 
ha sido aprobada. A su vez, en algunos municipios del Área 
Metropolitana de Buenos Aires (AMBA), se han dictado ordenanzas 
que tratan de forma directa o tangencialmente la gestión de los NFU. 
En la mayoría se hace referencia a la responsabilidad que tienen los 
generadores, distribuidores y consumidores. Como principio general, 
se prohíbe el abandono y/o incorrecta disposición final de los NFU, 
como así también la incineración a cielo abierto. Paralelamente, 
algunos municipios han firmado convenios con empresas que realizan 
el tratamiento de los NFU. Sin embargo, pocos han podido realmente 
llevar a cabo, de manera sostenida, las obligaciones que habían 
asumido, sobre todo por los altos costos que tienen que afrontar a la 
hora de trasladar los NFU desde sus ejidos a dichas empresas. 

Finalmente, existe mormativa a nivel nacional que regula la 
reconstrucción de los neumáticos. En la Ley nacional N.? 24,449/94, 
se establecen las condiciones de seguridad que deben cumplir estos 
procesos. Más específicamente, en la Resolución N.* 205/10 de la ex 
Secretaría de Industria, Comercio y de la Pequeña y Mediana Empresa 
de la Nación, se establece que los neumáticos reconstruidos deben ser 
homologados a través de un Certificado de Homologación de 
Autopartes de y/o Elementos de Seguridad (CHAS). 

Para incentivar la recuperación, reciclaje y correcta disposición 
final de los neumáticos, se requiere de la acción del Estado y el diseño 
e implementación de políticas acordes al sector. En primer lugar, a 
nivel nacional no se han podido detectar políticas significativas que 
tiendan a la recuperación y/o disposición final de los NFU, pudiendo 


solo encontrarse algunos municipios del AMBA que han intentado 
implementar la recolección y almacenamiento de neumáticos, para 
luego trasladarlos a plantas de trituración o cementeras. Sin embargo, 
estas iniciativas enfrentan importantes dificultades, sobre todo ante la 
carencia de recursos económicos de muchos municipios. 


5.2. Separación en origen y recolección diferenciada: 
experiencias, obstáculos y oportunidades 


Como se mencionó anteriormente, la gestión de los NFU presenta 
importantes dificultades, sobre todo ante la logística del traslado de 
los mismos hasta los pocos puntos del país donde se les puede dar 
tratamiento y/o disposición final. En palabras de algunos de los 
expertos consultados, al comparar el volumen con el peso de los NFU, 
“se está trasladando aire”. Esto lleva a que, la mayoría de las veces, se 
depositen sin control en basurales a cielo abierto (como se puede 
observar en la imagen 1), se quemen o sean arrojados a cauces de 
agua. También, existen recolectores conocidos en la jerga como 
“casqueros”, que recogen los NFU en las distintas gomerías, para luego 
venderlos, sobre todo en zonas periféricas (imagen 2). La gran 
mayoría de estos neumáticos corresponden a autos y camionetas. 
Algunas veces, estos se encuentran en condiciones para seguir 
usándolos, por lo que son revendidos. Sin embargo, si no están en 
buenas condiciones, son reconstruidos, aun cuando, en el caso de 
autos y camionetas, se encuentra prohibido en Argentina. 


Imagen 1. Neumáticos desechados en un microbasural en Uspallata, Mendoza, 2023 


Fuente: Mariana Saidón. 
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Fuente: elaboración propia. 


Sin embargo, existen algunas iniciativas municipales para 
recolectar de forma diferenciada los NFU y luego darles un correcto 
tratamiento y disposición final (recuadro 1). 


Recuadro 1. Municipios del AMBA con políticas de recolección 
y/o tratamiento de NFU 


Algunos municipios del AMBA que han manifestado tener 


políticas de recolección y tratamiento son los siguientes: 


-Almirante Brown: recolectan los NFU que se encuentran en 
basurales a cielo abierto, los cuales luego son llevados a la 
empresa Regomax S.A., donde son reciclados. 

-Avellaneda: tiene un programa de recolección diferenciada en 
talleres y gomerías por parte del Municipio. Estos NFU, luego, son 
trasladados a la empresa Regomax S.A., con quien se firmó un 
convenio para tal fin. A pesar de ello, el Municipio ha sufrido 
importantes inconvenientes para hacer frente a la logística que 
esto implica, lo que ha provocado que se acumulen los NFU en un 
depósito, convirtiéndolo en una situación peligrosa por las 
razones que se detallaron al comienzo de este capítulo. 
-Berazategui: tiene un programa de recolección diferenciada de 
NFU para los grandes generadores. Estos son enviados a la 
estación de transferencia de Almirante Brown, para luego ser 
trasladados a Regomax S.A. Además, en el municipio hay un 
proyecto de ordenanza cuyo objetivo es la prohibición del 
abandono de NFU en lugares no habilitados para tal fin. 

-CABA: existe un programa de recolección diferenciada para NFU, 
que establece que son los generadores quienes deben hacerse 
cargo de su traslado hasta la estación de transferencia ubicada en 
Pompeya, para luego ser derivados a la empresa Regomax S.A. 
Lamentablemente, en el territorio, en la mayoría de los casos, los 
NFU son dispuestos de forma inadecuada o son entregados a 
casqueros. 

-Escobar: tiene campañas esporádicas de recolección diferenciada 
de los NFU, los cuales son trasladados a centros de disposición 
transitoria, para luego ser enviados a la empresa Regomax S.A. 
-Esteban Echeverría: tiene un sistema de recolección diferenciada 
de NFU, que son recolectados semanalmente y acopiados en el 
Ecopunto II. Finalmente, son trasladados a la empresa Regomax 
S.A. 

-Florencio Varela: si bien no existe un programa específico de 
recolección diferenciada de NFU, el municipio recibe denuncias 
telefónicas de los vecinos, que alertan sobre la presencia de estos 
en los espacios públicos. Además, los grandes generadores 


también pueden solicitar al Municipio el retiro de los NFU de sus 
instalaciones. Estos son transportados por parte del Municipio a la 
empresa Regomax S.A. 

-General Las Heras: el Municipio recolecta los NFU provenientes 
de las gomerías del partido y, luego, los envía a la empresa 
Regomax S.A. 

-General San Martín: el Municipio cuenta con un punto de 
recolección de NFU y además los recoge de forma gratuita en las 
gomerías y en microbasurales. Los NFU son derivados a la 
empresa Regomax S.A., la cual se ubica en su territorio. 

-La Plata: ha dictado una ordenanza (N.* 10.661/09 “Basura 
Cero”) donde los NFU son considerados como residuos peligrosos 
domésticos, prohibiendo su quema a cielo abierto. Los NFU son 
recolectados en la fracción de residuos no habituales, pero luego 
son destinados a disposición final en un relleno sanitario. 

-Lomas de Zamora: el Municipio recolecta los NFU, los cuales 
luego son derivados a la empresa Regomax S.A. 

-Luján: recolecta los NFU en las gomerías del municipio, para 
luego ser derivados a galpones pertenecientes a la Dirección de 
Gestión Ambiental. 

-Malvinas Argentinas: los NFU de vehículos considerados pesados 
(camiones y colectivos) son recolectados por una empresa 
privada. Estos son derivados a una planta de achique para luego 
ser enviados a una cementera. 

-Marcos Paz: el municipio cuenta con una ordenanza que 
establece el tratamiento de los NFU en la empresa Regomax S.A. 
Estos últimos son recolectados por el Municipio en las gomerías, 
luego acopiados transitoriamente y, finalmente, trasladados a la 
empresa. Es el único Municipio que se detectó cuenta con cifras 
sobre la cantidad de NFU derivados a Regomax S.A. 

-San Miguel: si bien no posee programas de recolección y 
tratamiento de NFU, se han realizado campañas de prevención de 
plagas, donde se han recolectado materiales que acumulan agua, 
entre los que se encuentran los NFU. 

“Vicente López: por medio de una ordenanza (N.* 3.039/11), se 
establece el Plan de Recolección Diferenciada y Reciclado de 
residuos especiales domiciliarios, entre los que se encuentran los 
NFU. A pesar de ello, no cuenta con programas de recolección y 


| tratamiento de los mismos. | 


Pese a lo manifestado por funcionarios municipales, y 
especialmente teniendo en cuenta que muchos han declarado que los 
NFU reciben tratamiento en alguna empresa, los empresarios 
comentan que los envíos de NFU por parte de los municipios son 
esporádicos, sobre todo porque estos no cuentan con fondos para 
hacerse cargo de la logística del traslado. 

Con todo esto, podemos llegar a identificar los obstáculos que 
presenta el manejo de esta corriente. Estos pueden agruparse en torno 
a causas que pueden atribuirse al material en sí, y a la falta y/o al tipo 
de política pública. 


+ Obstáculos asociados a los materiales: 


O 


O 


Dificultades para el traslado: tanto la recolección como el 
traslado son onerosos, ya que ocupan gran volumen en 
relación con el peso. 

Almacenaje: resulta más peligroso almacenarlos que 
mantenerlos dispersos, ya que, como se explicó 
precedentemente, el riesgo de incendio es mayor, como 
así también la posibilidad de servir de refugio a distintos 
vectores que luego transmiten enfermedades zoonóticas. 


+ Obstáculos asociados a deficiencias en las políticas: 


O 


Legislativos: al ser considerados por la normativa como 
residuos de generación especial, muchas veces los 
municipios no se encargan de su gestión. Al mismo 
tiempo, al no haber normativa específica que los regule, 
específicamente una ley REP, los generadores los 
depositan en sitios inadecuados, sean rellenos sanitarios o 
basurales a cielo abierto, y los productores no se 
responsabilizan por la etapa final de la vida útil de estos 
productos que insertan en el mercado. 


5.3. Qué pasa luego de la recolección diferenciada: experiencias, 
obstáculos y oportunidades para la valorización 


Existen a nivel mundial distintas alternativas de tratamiento y 
recuperación de los NFU que, como ya se mencionó, se encuentran 
jerarquizadas en cuanto a su preferencia. Por lo general, en los países 
de Europa, entre un 36 % y un 51 % de los NFU son recuperados, 
mientras que el resto se utiliza para la recuperación energética 
(CEMA, 25 de marzo de 2014). Entre las alternativas de recuperación 
disponibles a nivel internacional, se encuentran: 


+ Reconstrucción: los neumáticos pueden ser reacondicionados, 
permitiendo la reutilización, colocándose una nueva capa de 
rodamiento, lo que permite extender su vida útil y evita que se 
conviertan en NFU. En la Resolución N.* 523/13 de la ex 
Secretaría de Ambiente y Desarrollo Sustentable, se define como 
“recapado” al proceso por el cual un neumático es reconstruido 
por sustitución de su banda de rodamiento; el recauchutado es 
el proceso por el cual un neumático es reconstruido por 
sustitución de su banda de rodamiento y de sus hombros; y el 
remoldeado es el proceso por el cual el neumático es 
reconstruido por sustitución de su banda de rodamiento, de sus 
hombros y de toda la superficie de sus costados. Sin embargo, 
este proceso solo se puede realizar, por razones de seguridad, en 
algunos tipos de neumáticos. En Argentina, la Disposición N.* 
352/06 de la Agencia de Seguridad Vial y sus sucesivas 
modificatorias prohíben el recapado en los vehículos de menor 
envergadura (autos y camionetas). A la reconstrucción la suelen 
realizar las propias empresas que fabrican o importan los 
neumáticos, y es recomendable, por razones técnicas, no hacerlo 
más de tres o cuatro veces, aun cuando la legislación no 
establece limitantes sobre cuántas veces pueden reconstituirse. 
Asimismo, también existen empresas que se dedican 
especialmente a la reconstrucción, tanto formales como 
informales, que operan en el país. 

Las empresas que reconstruyen los neumáticos los reciben de sus 
clientes y realizan una selección, descartando aquellos que no 
pueden ser reparados (alrededor de un 20 %). Luego, estos 
neumáticos son reconstruidos en sus talleres y se devuelven a 
los clientes renovados (Alonso y Suárez, 2021). Durante este 
proceso también se generan residuos: las bandas que se quitan 


de los neumáticos y el polvo que se produce durante la 
reconstrucción. 

En la actualidad, en Argentina suelen utilizar neumáticos 
reconstruidos las empresas de transporte de carga y de 
transporte de pasajeros (micros y/o colectivos), no así las 
empresas de transporte de petróleo y combustibles (por razones 
de seguridad), como tampoco el transporte del sector público en 
su conjunto (Alonso y Suárez, 2021). 


Reutilización: en la mayoría de los casos, los NFU no pueden ser 
reconstruidos, ya que pertenecieron a automóviles o por otros 
motivos. En este caso, esos neumáticos, sin necesidad de 
someterlos a ningún tipo de transformación, pueden utilizarse 
para obras de ingeniería civil, como sostén de silopuentes, 
rompeolas, barreras de erosión, protectores costeros, 
construcción de vertederos, terraplenes de carreteras, muelles, 
pistas de automovilismo, etc. (Alonso y Suárez, 2021). En 
general, su utilización es marginal si se compara con la cantidad 
de NFU desechados, pero no por eso deja de ser una alternativa. 
Desvulcanización: es el proceso que permite la recuperación del 
caucho, para poder ser reciclado, especialmente para la 
fabricación de nuevos neumáticos. Este proceso puede llevarse a 
cabo por medio de procesos físicos (aplicación de altas 
temperaturas y ultrasonidos) o por medio de procesos químicos 
(agentes químicos en un proceso de catálisis). En la actualidad, 
esta tecnología presenta el inconveniente de que el caucho que 
se obtiene es de menor calidad que el caucho original, por lo 
que todavía no puede utilizarse para la fabricación de nuevos 
neumáticos. A pesar de ello, en 2018 la empresa Pirelli presentó 
un nuevo neumático fabricado a partir de caucho reciclado. 
Estos neumáticos, por sus características, solo pueden ser 
utilizados en bicicletas. Pese a ello, fuentes consultadas de la 
empresa explicaron que el objetivo es lograr que este tipo de 
neumáticos puedan utilizarse en automóviles. 

Trituración mecánica: este proceso consiste en reducir el 
volumen de los neumáticos, obteniendo distintos productos 
según sea el proceso seleccionado (recuadro 2). 


O Achique: tritura los neumáticos en trozos de alrededor de 
5 cm de diámetro, lo que permite reducir el volumen de 
los neumáticos a ser transportados. Esta puede ser una 
etapa previa para otras instancias (trituración para 
granulado, termovalorización, etc.). También, cuando este 
proceso se realiza cerca del punto de generación, y antes 
de transportar los NFU a sitios de recupero, permite 
disminuir los costos de traslado, ya que reduce el volumen 
a ser transportado. 

O Granulado: con esta tecnología se puede obtener 
granulado de caucho de, generalmente, 2,4 mm, 
separando el caucho del acero y de las fibras textiles. Esta 
tecnología, en sus versiones más complejas, permiten 
obtener polvo de caucho, donde las partículas no superan 
los 0,5 mm. 


En este caso, se trata de industrias intermedias, y, generalmente, 
aquellas que realizan el proceso de trituración no son las mismas que 
utilizan los gránulos en productos finales. 


Recuadro 2. Planta de trituración mecánica estándar para NFU 


Una planta de trituración mecánica tipo comprende las siguientes 
actividades (Page, 2021): 


1. Destalonador: se quita la mayor parte del acero de los laterales 
de los NFU. 

2. Guillotina: se cortan los NFU en trozos. 

3. Trituración primaria: por medio de “árboles de cuchillas” que 
giran en sentido contrario, se trituran los NFU, pudiendo 
obtenerse un granulado de entre 80 y 150 mm. 

4. Primer separador magnético: en una tolva, se realiza la 
separación del caucho triturado y el acero. 

5. Granulador a presión: el producto de la trituración primaria 
vuelve a ser procesado, para reducir su tamaño, obteniendo un 
granulado entre 15 y 100 mm. En algunos casos, de acuerdo a la 
maquinaria, puede seguir reduciéndose hasta lograr polvo de 
caucho entre 0,5 y 0,6 mm. 


6. Separador ciclónico: permite quitar los restos textiles y mejorar 
la calidad del producto. 

7. Segundo (y tercer) separador magnético: se quitan los restos de 
metales ferrosos que pudiesen quedar, para mejorar la pureza del 
producto. 


En Argentina, existen plantas de achique y plantas de granulado 
de caucho de 2,4 mm, mientras que solo se obtiene polvo de caucho 
de forma residual. Se pudo constatar la existencia de siete grandes 
empresas que realizan procesamiento de caucho para obtener 
granulado: Regomax, Eco-Lauda, ReNFU y Tricaucho en la provincia 
de Buenos Aires; Kumen-Co y Worms en Santa Fe; y Eco-Cuyum en 
Mendoza. Sin embargo, existen empresas y cooperativas más 
pequeñas, que tienen maquinaria para lograr un granulado de tamaño 
intermedio. Por lo general, las empresas más grandes reciben los 
neumáticos de los propios municipios, de los fabricantes y de las 
grandes gomerías, mientras que las más pequeñas los reciben de 
gomerías barriales o de casqueros. 

El granulado de 2,4 mm se utiliza para elaborar canchas 
deportivas que cuentan con césped sintético, como relleno de 
elementos (bolsas de boxeo, pelotas, algunos juguetes) y la fabricación 
de baldosas de caucho, utilizadas generalmente en plazas blandas 
(imagen 3) y pistas de atletismo, material para techos, baldosas 
aislantes, etc. En 2022, varias de las empresas consultadas declararon 
que trabajan con capacidad ociosa, ya que no reciben la suficiente 
cantidad de NFU para procesar. Incluso, se da el caso de que 
eventualmente se importa granulado de caucho, porque las empresas 
no pueden satisfacer la demanda interna. Esto nos da una idea de que 
no solo hay una baja cantidad de trituración, sino que también existe 
un mercado potencial para los NFU. 


Imagen 3. Zona de juegos infantiles con suelo realizado a partir de caucho triturado, Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires, 2023 
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Foto: elaboración propia. 


Por su parte, un caso interesante es el del polvo de caucho, que se 
puede utilizar como ligante para la fabricación de asfalto modificado, 
para la elaboración de tuberías y de componentes para automóviles. El 
asfalto modificado con polvo de NFU presenta importantes ventajas, 
tanto en durabilidad como en prestaciones, por sobre el asfalto 
común, a saber (Page, 2021): 


1. Triplica o cuadruplica la vida útil de rutas, carreteras y calles. 
2. Presenta menor deformación ante las altas temperaturas. 

3. Reduce el tiempo de frenado de los vehículos. 

4. Reduce el tiempo de evacuación del agua en superficie. 


El polvo de caucho puede ser incorporado al asfalto durante 
distintas etapas del proceso de producción. La primera alternativa es 
la incorporación en las mezclas asfálticas elaboradas por las propias 
petroleras. La segunda, más extendida a nivel mundial, es aquella 
donde las empresas que venden emulsiones asfálticas sean las que lo 
modifiquen y luego lo vendan. El problema es que estas dos 
alternativas tienen importantes inconvenientes técnicos, ya que el 
caucho tiende a separarse del asfalto durante el almacenamiento y 
transporte, por lo que los tiempos de trabajo suelen ser acotados y 
deben planificarse de manera adecuada para que funcione 
relativamente bien. La tercera alternativa es la que se conoce como 


“modificación de asfalto al pie de obra” por las mismas empresas que 
realizan la construcción del camino. En este último caso, se evita el 
inconveniente antes mencionado y, además, el costo de la maquinaria 
necesaria es mucho más reducido. 

Al momento de escribir este libro, en Argentina solo se cuenta con 
experiencias pilotos o muy acotadas de utilización de polvo de NFU en 
mezclas asfálticas, a pesar de que a nivel internacional es una práctica 
ampliamente aceptada y utilizada. Como ejemplo pueden nombrarse 
algunas calles de la CABA, algunos tramos de las autopistas 
administrados por Autopistas Urbanas Sociedad Anónima (AUSA) y 
algunas calles de la ciudad de La Plata. Por su parte, la empresa 
Yacimientos Petrolíferos Fiscales S.A. (YPF) se encuentra realizando 
pruebas para incorporar este producto a su cartera. Estas experiencias 
no han podido ser escaladas en gran medida porque, en los proyectos 
de pavimentación y renovación de asfalto realizados, tanto a nivel 
nacional como provincial, no se solicita la utilización de asfalto 
modificado, pese a las ventajas que presenta. 


* Trituración criogénica: a través de un proceso de enfriamiento, 
los NFU se congelan, lo que permite que luego sean molidos por 
medio de un impacto. Al igual que en el proceso de trituración 
mecánica, luego se pueden separar el polvo de caucho, los 
metales y las fibras textiles. Este sistema de tratamiento es 
complejo de instalar y mantener y, además, la instalación y el 
mantenimiento de estas plantas tienen un alto costo. En la 
actualidad, no se encuentra disponible en ningún país de 
América Latina (Alonso y Suárez, 2021). 

Pirólisis: es un proceso mediante el cual el caucho de los 
neumáticos se degrada por medio de calor y ausencia de 
oxígeno (Retema, 25 de agosto de 2020). Esto permite recuperar 
el acero y el negro de humo, mientras que el caucho se 
transforma en un combustible líquido de baja calidad. Esta 
tecnología no existe en Argentina, mientras que hay algunos 
proyectos en Chile y México para implementarla. Un ejemplo de 
cómo puede implementarse lo da Michelin, que, en sociedad con 
la empresa Enviro, afirmó estar construyendo una planta de 
reciclaje en Antofagasta (Chile) para recuperar el negro de 
humo, el acero, el gas y aceite de pirólisis (Pereyra, 8 de marzo 


de 2021). 

Coprocesamiento en hornos cementeros: aquí, los neumáticos 
triturados o enteros, dependiendo de la tecnología con la que se 
cuente, se emplean como combustible en los hornos cementeros. 
La incineración se produce a una temperatura de entre 850 y 
1600 *C, tardando los NFU pocos segundos en desintegrarse. A 
diferencia de la recuperación energética, en este caso los NFU 
no solo se utilizan por su capacidad energética, sino que parte 
del material pasa a conformar el clinker. A nivel internacional, 
este es el destino que se les da a los NFU en alrededor del 90 % 
de los casos (CEMA, 25 de marzo de 2014). La ventaja de este 
proceso es que puede suplantar una parte del combustible fósil 
que se utiliza en los hornos con residuos (hasta un 20 %) y que 
el acero que forma parte de los NFU es uno de los elementos 
necesarios para la fabricación del clinker. De ahí que se 
produzca una recuperación energética y material simultánea. El 
problema que se presenta es que la quema de residuos genera 
escorias y cenizas durante la combustión, las que, luego, si no 
existen adecuados procesos de filtración, son liberadas al 
ambiente, a la vez que se desaprovecha parte de los materiales. 
Se estima que, en la actualidad, la industria cementera tiene 
capacidad para consumir alrededor de 120.000 t al año, sin 
embargo, el nivel actual de coprocesamiento es de 4.000 t al 
año en las plantas cementeras ubicadas en Jujuy y Mendoza, 
mientras que, en las demás plantas del resto del país, no se está 
incorporando NFU (Alonso y Suárez, 2021). Vale decir también 
que no todas las plantas de producción de cemento del país 
están en condiciones de incorporar NFU a sus hornos, que 
algunas necesitan que estén previamente triturado y son pocas 
las que pueden incorporarlos enteros. 

Recuperación energética: en este caso, los NFU se utilizan solo 
por sus propiedades como combustible para generar energía en 
calderas industriales, hornos ladrilleros, fábricas de papel y 
celulosa, etc. (Alonso y Suárez, 2021). 

Disposición final e incineración: los neumáticos también pueden 
ser enterrados en rellenos sanitarios y, lo que es peor, en 
basurales a cielo abierto o incinerados de forma descontrolada. 
Ninguna de estas opciones es deseable, ya que, como se 


mencionó previamente, son de muy difícil degradación, generan 
riesgos para la salud y contaminación atmosférica en caso de 
incendios. 


Cualquiera de estos procesos permite, ordenados en orden 
decreciente en preferencia según lo mencionado en la norma IRAM 
29.600, la reutilización, transformación/reciclado o disposición final 
controlada de los NFU. Sostener este orden de prioridades produciría 
importantes beneficios ambientales, evitando tanto la contaminación 
de suelos (por el enterramiento), como del aire (por los incendios o 
quemas intencionales), como así también la proliferación de vectores 
que traen aparejadas enfermedades zoonóticas. Desde un punto de 
vista social, también se generarían beneficios, ya que, sobre todo en el 
caso del recauchutado como de la trituración, aumentaría la demanda 
de mano de obra, pudiendo traducirse en la creación de empleo y en 
nuevas oportunidades económicas. Por otro lado, desde una 
perspectiva económica, la creación de nuevos productos a partir de 
NFU tiene la potencialidad de generar nuevos mercados o solidificar 
los existentes. 

De todas las alternativas desarrolladas anteriormente, la que 
presenta mayores potencialidades para Argentina y se adapta más a 
las realidades socioeconómicas del país es la de trituración mecánica. 
Esto se debe a que es un proceso eficiente de recuperación del 
material, compatible con los estándares ambientales, incluso en 
ámbitos urbanos, y que implica costos de inversión y de 
mantenimiento de la maquinaria relativamente bajos en relación con 
los demás procesos (Chimborazo Azogue et al., 2010). 


5,4. Recomendaciones 


Como se mencionó previamente, existe una serie de problemas en 
torno a la correcta gestión de los NFU. Estos se pueden agrupar 
fundamentalmente en dos: aquellos que tienen que ver con las 
posibilidades de desarrollar su recolección y logística, de manera que 
cuadre adecuadamente con una orientación hacia un modelo de 
economía circular, y aquellos que se vinculan con las políticas 
orientadas hacia su tratamiento. En el primer grupo, sobresale el costo 
del traslado y la dificultad en el almacenamiento. Entre los problemas 


relacionados con las políticas orientadas al tratamiento, destaca la 
ausencia de incentivos para incorporar el caucho reciclado sea en la 
fabricación de asfalto modificado o en la confección de espacios 
públicos o privados, por ejemplo, con baldosas confeccionadas a partir 
del caucho reciclado para plazas, en canchas deportivas, etc. En ambos 
casos, estos problemas no encuentran solución por la ausencia de 
legislación nacional de responsabilidad extendida del productor. 

Es a partir de estas constataciones que se realiza una serie de 
recomendaciones: 


1. Sancionar una ley REP nacional: las experiencias internacionales 
muestran que debe haber marcos normativos que apunten a la 
responsabilidad extendida del productor. De ahí, y en función 
del marco normativo argentino, donde son las leyes nacionales 
de presupuestos mínimos ambientales las que establecen el piso 
de protección ambiental para todo el territorio, que se considere 
prioritario la aprobación de una ley REP en Argentina, ya que 
actuaría de marco para cualquier otra política. Dicha ley debe 
contar como mínimo con el siguiente contenido: 

a. Establecer una clara jerarquía en cuanto a cómo se deben 
gestionar los NFU. En primer lugar, debe priorizarse la 
reutilización, seguido por la restauración y/o recapado 
cuando esto es posible. Luego la trituración, tanto para 
producir granulado como polvo de caucho. Finalmente, 
contemplarse el coprocesamiento en hornos cementeros y, 
luego, la termovalorización. 

b. Establecer un sistema de trazabilidad de los neumáticos, 
por medio de algún sistema de codificación, lo que 
facilitaría identificar a los responsables de cada uno de los 
neumáticos introducidos en el mercado. Esto permitiría no 
solo cargar con el costo económico a quien inserta el 
neumático en el mercado, sino con la obligación de cada 
consumidor de disponer los NFU en los lugares destinados 
para tal fin. 

c. Creación de una ecotasa para quienes introducen los 
neumáticos en el mercado, sea que lo fabrican en el país o 
que lo importan. Este dinero podría ser utilizado para 
amortizar el traslado de los NFU desde las gomerías o 


puntos de generación a las distintas plantas de 
tratamiento, y financiar la implementación y el 
funcionamiento de plantas de achique. 

d. Una posibilidad contempla que sean las empresas por sí, y 
utilizando el sistema de trazabilidad antes mencionado, 
quienes se hagan cargo de la recuperación de los 
neumáticos que colocan en el mercado. De esta forma, 
evitarían abonar la ecotasa mencionada en el punto 
anterior. Sin embargo, este tipo de gestión ha mostrado 
que puede ser problemática, ya que son las propias 
empresas quienes deben “autocontrolarse”, ya que el 
Estado, al no haber una ecotasa, no suele contar con los 
recursos necesarios para hacerlo. 

e. Incentivar la federalización del sistema, contemplando 
que en todas las jurisdicciones a nivel nacional pueda 
realizarse una agestión de los NFU en concordancia con 
los principios de la economía circular. 

f. Garantizar el efectivo control estatal sobre el 
cumplimiento en todo el territorio nacional de las 
responsabilidades asumidas por las empresas (ver punto 
d) o el pago de la ecotasa y su correspondiente utilización 
para realizar la recuperación y, en última instancia, la 
disposición final. 

2. Crear plantas de acopio y pretratamiento de gestión municipal 
(plantas de achique). En dichos lugares, se separarían las bandas 
de rodamiento de los flancos, e incluso se podría realizar un 
primer triturado. Esto permitiría reducir el volumen de 
almacenamiento y reducir los costos de traslado y las emisiones 
de gases de efecto invernadero derivadas del transporte. Estas 
plantas, que pueden financiarse con la ecotasa mencionada 
anteriormente, además, permitirían la creación de puestos de 
trabajo. Estas deberían estar distribuidas en todo el territorio del 
país y funcionar como instancia previa al traslado a plantas de 
tratamiento (como aquellas que generan el granulado). 

3. Fortalecer a las industrias reconstructoras y recicladoras: si bien 
en la actualidad existen industrias recicladoras que cuentan con 
capacidad ociosa, si aumenta la cantidad de NFU a ser tratados, 
mejorando la logística según lo dicho en los puntos previos, 


necesitarán expandirse. Además, debe mejorarse la tecnología 
utilizada, permitiendo obtener polvo de caucho para su 
utilización en asfalto modificado. Finalmente, podría 
incrementarse la cantidad de neumáticos que son reparados, si 
los distintos niveles gubernamentales reconstruyeran sus NFU en 
lugar de descartarlos y comprar nuevos. 

4. Promover la utilización de asfalto modificado con caucho: 
existen sobradas evidencias sobre las bondades de agregar polvo 
de caucho en las mezclas asfálticas, ya que permite mejores 
prestaciones, como así también alarga la vida del asfalto (Hoyos 
Díaz, Puicón Herrara y Muñoz Pérez, 2021). Sin embargo, en 
Argentina son escasas las experiencias en las que se ha 
incorporado polvo de caucho en las carpetas asfálticas. De ahí 
que debe incentivarse tanto a nivel nacional (Vialidad 
Nacional), como en sus homónimos provinciales la utilización 
de asfalto modificado con polvo de caucho. Esto no solo 
permitiría dar un destino a los NFU, sino que también 
redundaría en mejoras en las rutas y caminos, como así también 
en el aumento de su durabilidad. 
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Baterías de ácido plomo usadas 
(BAPU) 


Cuando la demanda supera la oferta y la informalidad opera 
Ana B. Stevanatol !! 


En este capítulo, se trabajará la cuestión de las baterías de ácido 
plomo usadas (BAPU). Las secciones que siguen abordarán: (6.1) las 
características de los materiales contenidos en las BAPU, las 
problemáticas ambientales asociadas y el estado de situación actual 
con relación al manejo de este tipo de residuo, incluyendo normativa, 
así como diversas políticas y acciones vinculadas; (6.2) las 
experiencias, oportunidades y obstáculos vinculados a la separación en 
origen y recolección diferenciada; (6.3) las experiencias, obstáculos y 
oportunidades para la valorización; y (6.4) las recomendaciones para 
avanzar hacia una economía circular inclusiva y sortear los obstáculos 
examinados. 


6.1. Materiales, características y estado de situación 


Las baterías de ácido plomo son un componente fundamental de los 
automóviles, que permiten almacenar energía eléctrica para luego 
poder liberarla cuando el vehículo se conecta a un circuito de 
consumo externo (por lo general, un motor a combustión). En la 
actualidad, todos los automóviles poseen una, por lo que su utilización 
es masiva. Asimismo, también son utilizadas en las industrias, por 
ejemplo para las telecomunicaciones, la generación y almacenaje de 
energía eléctrica generado por turbinas eólicas, para iluminación, etc. 
(OMS, 2017). 


La primera batería moderna fue inventada por Alessandro Volta 
en 1800, produciendo que por primera vez se produjera un flujo 
estable de electricidad cuando el extremo superior e inferior de dicha 
pila se unían mediante un cable (Martinez Mediza, 27 de mayo de 
2011). A partir de entonces, dicho invento fue mejorado por sucesivos 
científicos hasta llegar, en 1860, a la invención de la primera batería 
de ácido y plomo creada por Gastón Planté. En este caso, esta batería 
permitía la autorrecarga, lo que la hacía ideal para la incipiente 
industria automotriz (Ticxe, 17 de noviembre de 2016). Con el correr 
del tiempo, dicho invento se fue mejorando, impidiendo que hubiese 
derrames de ácido y mejorando los sistemas de ventilación. 
Finalmente, ya en el nuevo milenio y con la aparición de los vehículos 
eléctricos, se han dado nuevas mejoras en las baterías, a las que se 
añadió mayor tamaño y voltaje. Es por ello por lo que han comenzado 
a utilizarse baterías en base a litio-ion, reemplazando a las de ácido 
plomo. 

A pesar de los avances tecnológicos, el parque automotriz 
mundial, y especialmente el argentino, es preponderantemente a 
combustión, por lo cual la utilización de baterías de ácido plomo sigue 
siendo masiva. Estas baterías permiten que, gracias a un proceso 
electroquímico, se pueda almacenar energía eléctrica en forma de 
energía química, la cual es liberada cuando se conecta a un circuito de 
consumo externo (PAGE, 2021). Estas baterías se componen de un 
material considerado activo, o sea, placas positivas y negativas, las 
cuales son de plomo; una solución diluida de ácido sulfúrico y una 
carcasa plástica, generalmente de polipropileno, copolímeros, PCV y/o 
polietileno; y otras sustancias como antimonio, arsénico, bismuto, 
cadmio, cobre, calcio, plata, estaño, sulfato de bario, negro de humo y 
lignina (UNEP, 2003). De todos estos componentes, el principal en 
cuanto a volumen y peso es el plomo. Su cantidad varía dependiendo 
de la batería y de cuál sea el uso que va a dársele. Sin embargo, en 
promedio, la batería de un automóvil tiene 10 kg de plomo, mientras 
que la de un vehículo pesado tiene 13 kg y la de una motocicleta tiene 
2 kg (SmithBucklin Statistics Group, 2014; Convenio de Basilea, 
2015). 

En Argentina existe una importante cantidad y variedad de 
fábricas de baterías de ácido plomo, a las que deben sumarse aquellas 
baterías que entran al país a través de la importación. Estas últimas 


son ingresadas al país por empresas automotrices y algunas marcas 
que se encuentran posicionadas en el mercado, como Moura, Magneti 
Marelli, Bosch, etc. En cuanto a las fabricadas en el país, funcionarios 
consultados, y vinculados a la temática, comentan que el mercado 
puede categorizarse en distintos tipos de productores. En primer lugar, 
aparecen aquellas empresas que son subsidiarias de empresas 
internacionales, a las que usualmente se las menciona como “de 
primera marca” (p.e. Unionbat, Moura, Bosch, etc.). En segundo lugar, 
se encuentran las fábricas que son propiamente argentinas. De estas, 
algunas están mejor posicionadas en el mercado y sus productos 
cumplen con ciertos estándares de calidad (p.e. Mateo Hermanos S.A. 
y Herbo). Luego, aparecen las denominadas “segundas marcas”, que se 
caracterizan por tener menos durabilidad que los dos grupos 
anteriores (p.e. Detroit SRL, Porba, Hardbat, etc.). Y finalmente, están 
las llamadas “terceras marcas”, que son aquellas fábricas que no están 
registradas en el mercado, que venden sus productos a través de redes 
minoristas informales. Es en este último caso donde más abunda el 
comercio informal e ilegal de plomo. 

En Argentina no existen valores oficiales sobre las BAPU 
generadas anualmente. En 2020 un estudio estimó que se producían 
5.826.000 BAPU anuales, lo que representaba 87.389 t de residuos, de 
los cuales 56.803 t son plomo (PAGE, 2021). Por su parte, en 
entrevistas con funcionarios de la provincia de Buenos Aires, quienes 
se encuentran en proceso de publicación de un estudio realizado sobre 
el tema, ellos estimaron que, en 2021, a nivel nacional, se generaron 
6.300.000 BAPU anuales, mientras que en la provincia de Buenos 
Aires se produjeron 3.000.000 BAPU, lo que equivale 24.800 t de 
plomo. Explicaron que solo el 23 % de las BAPU tiene algún tipo de 
trazabilidad, mientras que el resto (más de un 75 %) ingresan a la 
economía informal, lo que significa que hay aproximadamente 19.000 
t de plomo que se manipulan sin ningún tipo de control. 

La vida útil de una batería de ácido plomo ronda entre los 30 y 
los 55 meses (Convenio de Basilea, 2015). La variación en su duración 
está dada por factores como la composición de la batería, el modo de 
uso y el mantenimiento que recibe. Cuando estos dispositivos ya no 
pueden ser recargados o dejan de funcionar, acaban su vida útil y se 
convierten en un residuo. A estos se les llama “batería de ácido plomo 
usada” (BAPU). Las BAPU son residuos peligrosos, debido a que están 


compuestas por plomo y ácido sulfúrico, lo que representa un riesgo 
importante para la salud y el ambiente si no reciben un correcto 
tratamiento y disposición final (Ramírez Peña, 2014). A pesar de ello, 
tienen grandes potencialidades de recuperación y tratamiento, ya que 
todos sus componentes son reciclables e incluso muy valiosos en el 
mercado (OMS, 2017). Según los expertos, del plomo se puede 
recuperar entre un 95 % y un 99 % del total. Este, que es considerado 
un metal relativamente escaso, luego se utiliza principalmente para la 
fabricación de nuevas baterías. Es por esta razón por la que, 
contrariamente a lo que sucede con muchos otros residuos, para las 
BAPU existe un importante mercado tanto formal como informal de 
recuperación de plomo. Por su parte, los plásticos, tras ser 
descontaminados, también pueden ser reciclados. Mientras que la 
solución electrolítica, a base de ácido sulfúrico, puede ser neutralizada 
y desechada o puede utilizarse para nuevas baterías (Convenio de 
Basilea, 2015). 

El hecho de que la mayor parte de los componentes de las BAPU 
sean residuos peligrosos implica que estas importan un riesgo para la 
salud y el ambiente si no reciben un correcto tratamiento (Ramírez 
Peña, 2014). Los mayores riesgos se dan cuando las BAPU liberan 
vapores de plomo, arsénico, antimonio, bario, cadmio y dióxido de 
azufre (OMS, 2017) o cuando se producen derrames y salpicaduras de 
ácido sulfúrico. En la salud, la intoxicación por plomo, sea a través de 
la inhalación o la ingestión, es extremadamente peligrosa, 
perjudicando principalmente al sistema nervioso central, el hígado, los 
riñones y los huesos, pudiendo causar la muerte (OMS, 31 de agosto 
de 2022). La intoxicación con plomo puede conducir al saturnismo 
(O'Malley y O'Malley, 2022). Por lo general, los efectos de la 
intoxicación por plomo crónica suelen ser irreversibles. Esta 
intoxicación se da predominantemente entre trabajadores del sector, 
niños y mujeres en edad reproductiva. Más aún, la intoxicación por 
plomo es considerada como la principal enfermedad ambiental 
prevenible de la niñez, debido a que los niños se encuentran más cerca 
del suelo e ingieren partículas provenientes del mismo (García, 2014). 
Las fuentes de exposición humana son, en mayor medida, de origen 
antropogénico (si bien existen casos donde hay exposición a fuentes 
naturales, como es el caso de las erupciones volcánicas), entre las que 
sobresalen la minería y procesamiento de plomo, la fabricación y 


reciclado de baterías, y la fundición de chatarra (cables para la 
recuperación de cobre, tuberías de plomo, etc.) (OMS, 31 de agosto de 
2022). Por otro lado, también son comunes en los casos de incorrecta 
disposición de las BAPU las quemaduras por ácido sulfúrico en la piel 
y los ojos, como así también los problemas de distinta gravedad 
causados en el tracto respiratorio (Acosta y Corallo, 2021). 

En cuanto a la normativa, a nivel internacional, el Convenio de 
Basilea sobre el Control de los Movimientos Transfronterizos de 
Desechos Peligrosos y su Eliminación fue aprobado en 1989. En el 
mismo, en el Anexo VII A-1160 se considera a las BAPU, cualquiera 
sea su forma, como residuo peligroso. Este convenio entró en vigor en 
Argentina en 1992 tras la sanción de la Ley N.* 23.922. A partir de 
ellos, han surgido a lo largo del tiempo publicaciones que orientan a 
las autoridades locales, productores, recuperadores, etc., sobre cómo 
debe ser su tratamiento'”!. Específicamente, el Centro Regional Basilea 
para América del Sur, con sede en la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires, tiene una serie de proyectos y acciones específicas para el 
tratamiento y gestión de las BAPU, abogando por la responsabilidad 
extendida del productor y realizando capacitaciones por medio de 
workshops!”!. Todas estas acciones tienen como finalidad preparar a 
los funcionarios y demás actores involucrados, y son de carácter 
voluntario. Pese a ello, puede considerarse que, tanto a nivel nacional 
como internacional, el Convenio de Basilea se ha convertido en la 
instancia más importante de construcción de la agenda pública sobre 
el manejo de BAPU. 

A nivel nacional, no existe normativa específica que regule el 
tratamiento y disposición de las BAPU ni que establezca la 
responsabilidad extendida del productor, más allá de la Resolución 
MAyDS N.? 522/16 de residuos especiales de generación universal 
(REGU), donde son mencionadas las BAPU (Anexo 1). En este caso, se 
establece que el Estado nacional debe coordinar con los municipios 
programas, procedimientos y sistemas de gestión sustentable de estos 
residuos, especialmente la recolección diferenciada. Además, en su 
artículo cuatro, se establece la responsabilidad posconsumo, por lo 
que la financiación y gestión de estos residuos queda a cargo del 
productor. Por otro lado, teniendo como base el Convenio de Basilea, 
y debido a los materiales que las conforman, las BAPU quedan 
comprendidas dentro de la ley nacional N.* 24.051/92 de Residuos 


Peligrosos. De hecho, en su Anexo l aparecen enumerados como 
residuos peligrosos el plomo (Y31), el ácido sulfúrico (Y34) y las 
demás sustancias que la conforman como el antimonio (Y27), arsénico 
(Y24), cadmio (Y26) y cobre (Y22). Dicha normativa establece la 
responsabilidad del generador del residuo a la hora de hacerse cargo 
de su disposición final. Sin embargo, esto solo es aplicado cuando el 
generador es una industria o similar, mientras que no contempla a los 
generadores domiciliarios. También a nivel nacional, la entonces 
Secretaría de Recursos Naturales y Ambiente Humano, por medio de 
la Resolución N.* 544/94, establece la obligatoriedad de los 
vendedores de baterías de ácido plomo de recibir las BAPU, debiendo 
contar con un registro, en el ámbito de la entonces Dirección Nacional 
de Registro Oficial, donde se identifican a los usuarios que entregan 
dichos residuos. Sin embargo, no se establece la obligación del 
consumidor de devolver las BAPU a lugares autorizados. Finalmente, 
si bien no tiene carácter normativo, debe mencionar que el Instituto 
Nacional de Tecnología Industrial (INTD y el Centro Regional Basilea 
para América del Sur redactaron en forma conjunta el documento 
“Esquemas de Responsabilidad Extendida del Productor (REP) 
existentes para Baterías de Plomo Ácido Usadas (BAPU) en la región 
de América Latina y el Caribe 2020”. Aquí se señala la importancia de 
los esquemas REP en este tipo de residuos, sobre todo teniendo en 
cuenta los problemas a la salud que acarrea su mal manejo. 

En cuanto al nivel provincial, no todas las provincias tienen 
normativa al respecto. En otras, existen regulaciones (recuadro 1). 


Recuadro 1. Casos de normativas provinciales 


-En la provincia de Buenos Aires, la Ley N.* 11.720/95 de 
residuos especiales considera a las BAPU como tales. Esta norma 
es análoga a la ley nacional de residuos peligrosos, por lo que, 
cuando se refiere a los generadores, lo hace a los generadores 
especiales o empresas. De ahí que los generadores deban estar 
inscritos en un registro especial, no pueden almacenar las BAPU 
por más de un año y deben transportarlas desde su lugar de 
origen hasta el lugar de tratamiento por operadores especiales. 

-En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, la Ley N.* 2.214/06 
regula la generación, manipulación, almacenamiento, transporte, 


tratamiento y disposición final de los residuos peligrosos de la 
CABA, de forma análoga a lo que se hace a nivel nacional. 

-En Chubut, la Resolución N.* 12/13 establece la obligatoriedad 
de los vendedores de baterías de ácido plomo de recibir las BAPU. 
Quienes entreguen dichas BAPU deben quedar registrados, debe 
constar cuál es el circuito que seguirán las BAPU desde el 
transportista hasta el reciclador y cuáles son las condiciones que 
deben cumplir los recintos de acopio de BAPU. Mientras que la 
Resolución N.? 107/17 establece que los vendedores de baterías 
de ácido plomo en la provincia deben estar registrados. 

-En Salta, por la Resolución N.* 185/14, se establece la 
obligatoriedad de que los vendedores de baterías reciban las 
BAPU, donde los clientes queden registrados; que las BAPU deben 
ser entregadas completas y sin modificaciones desde el punto de 
recepción hasta el lugar de tratamiento; las condiciones en las que 
se debe realizar el almacenamiento; que quienes realicen el 
tratamiento, reciclado y/o disposición final de las BAPU deben 
estar inscritos en el Registro de Residuos Peligrosos; la 
prohibición de la disposición de los BAPU en la vía pública, en 
basurales a cielo abierto y en rellenos sanitarios; y la prohibición 
del vaciamiento de la solución electrolítica por fuera de los sitios 
autorizados. 


El correcto tratamiento y recuperación de las BAPU trae 
importantes beneficios. Desde lo ambiental, se evitan los riesgos de 
contaminación del agua, la tierra y el aire señalados anteriormente. 
Además, se reduciría la necesidad de plomo virgen que se utiliza en el 
sector, reduciendo entonces la minería necesaria para obtenerlo. Esto 
también implica un ahorro de energía, ya que se calcula que la 
producción de plomo secundario consume un cuarto de la energía en 
su producción que la del plomo primario (INAGEN Blog, 2 de mayo de 
2023; MITECO, s/f.). 

En lo social, el correcto tratamiento de las BAPU genera una 
reducción importante en los riesgos laborales en contraposición a 
cuando dicho tratamiento se hace de manera informal o en 
condiciones que no son las adecuadas. Como se mencionó 
precedentemente, estos riesgos se asocian a la intoxicación con plomo 


y las quemaduras con ácido sulfúrico. Además, si hubiera una 
recuperación más extensiva de estos materiales dentro de los circuitos 
formales, se permitiría una mayor formalización del empleo, lo que 
redundaría en una mejora en cuanto a derechos laborales de los 
trabajadores del sector. 

Finalmente, desde lo económico, a partir de un circuito de 
recuperación de los materiales contenidos en las BAPU, se fortalecería 
una industria que en la actualidad existe, pero que declara no recibir 
el suficiente material para trabajar lo que genera que tengan 
capacidad ociosa. 

De ahí que las políticas públicas deberían tender hacia tres 
objetivos específicos, que luego se desarrollarán en mayor 
profundidad. En primer lugar, generar un sistema de trazabilidad de 
las BAPU, para evitar que estas terminen su ciclo de vida en el 
mercado informal y por ende se generen los riesgos ambientales, hacia 
la salud y las pérdidas económicas mencionadas precedentemente. En 
segundo lugar, sancionar una ley REP, lo que permitiría determinar 
responsabilidades sobre aquellas BAPU que no sean correctamente 
tratadas. Y finalmente, fortalecer los mecanismos de control y 
fiscalización, para que los dos objetivos anteriores puedan lograrse. 


6.2. Separación en origen y recolección diferenciada: 
experiencias, obstáculos y oportunidades 


Según los manuales titulados Manejo ambientalmente adecuado de 
acumuladores al final de su vida útil (Convenio de Basilea, 2015) y Las 
directrices técnicas para el manejo ambientalmente racional de desechos de 
acumuladores de plomo (Convenio de Basilea, 2021), la recolección y 
transporte de las BAPU debe hacerse por un sistema de distribución 
inversa. Esto significa que quienes venden las baterías nuevas deben 
recolectar y acopiar las usadas. Así, los fabricantes pueden recogerlas, 
enviarlas a las empresas transformadoras o transformarlas por sí, y de 
esta manera minimizar los posibles daños a la salud y al ambiente. 
También se reconoce la posibilidad de que esta tarea quede en manos 
de acopiadores. Sin embargo, en estos casos, quienes son responsables 
de la recepción tienen que estar inscriptos en registros jurisdiccionales 
y contar con un operador autorizado para el traslado y tratamiento de 
las BAPU. En Argentina, esto ocurre, sobre todo cuando son casas 


especializadas en la venta de estos artículos. En general, como puede 
observarse en la imagen 1, en dichos lugares, se les ofrece un precio 
especial a los clientes, si dejan sus BAPU. 


Imagen 1. Fomento de entrega de BAPU en local de venta 


Estimados clientes, les informamos 
que TODOS los precios brindados 


son ENTREGANDO LA 


BATERIA USADA, 


Fuente: elaboración propia. 


En dichos manuales se recomiendan también medidas específicas 
en cuanto al almacenamiento, tal cual puede observarse en la imagen 
2, donde se resguardan las BAPU de las inclemencias climáticas, están 
lejos de fuentes de calor, en pisos impermeabilizados, sobre tarimas de 
madera, etc. 


Imagen 2. Depósitos de BAPU en un local de venta 


A nivel internacional, en Europa, a través de la Directiva 
2006/66/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 2006, se 
incorpora la responsabilidad extendida del productor para el 
tratamiento de las BAPU. Para ello se dispone que el consumidor 
puede desechar las BAPU por sí en puntos de recogida accesibles y 
cercanos, mientras que los distribuidores deben aceptar la devolución 
sin cargo, aun si no han sido comprados en dicho lugar. En el 
recuadro 2, se analizan los casos específicos de distintos países en los 
que se establecieron mecanismos relativamente exitosos de devolución 
de BAPU orientados a su recupero, y en donde destaca el caso de 
Noruega. También existen casos de gestión de BAPU en otros países, 
como por ejemplo Uruguay, República Dominicana, Honduras y Costa 
Rica, entre otros, que podrían analizarse en caso de pretender realizar 
un diseño e implantación de una política a nivel provincial en 
Argentina. 


Recuadro 2. Casos de gestión de BAPU en distintos países 


-España: los productores e importadores están obligados a hacerse 
cargo de la recolección y gestión de la misma cantidad de BAPU 
que han colocado en el mercado. Esto pueden hacerlo a través del 


pago de una tasa para que el Estado asuma un sistema de gestión 
público o a través de su propio sistema de gestión. 

-Noruega: en 1993, los productores e importadores de baterías de 
ácido plomo crearon un consorcio sin fines de lucro denominado 
AS Batteriretur en sociedad con las autoridades ambientales 
nacionales (RYA Ingenieros Consultores, 2009)'*!, Bajo dicho 
esquema se habilitaron en todo el territorio 10.000 centros para 
recibir las BAPU, donde los usuarios las depositaban sin costo 
alguno. Las empresas se encargan de la recolección, 
almacenamiento y transporte hasta la industria transformadora. 
Otro aspecto interesante de este sistema, es que la industria 
recicladora no pertenece a AS Batteriretur. De esta forma, el 
consorcio vende a la industria recicladora de plomo un precio 
acorde con la cotización internacional del metal. Estos ingresos, 
más la creación de una tasa que pagan los usuarios por la compra 
de una batería nueva, logran que se pueda sostener la estructura y 
que sea viable en lo económico. Este modelo es considerado el 
más efectivo a nivel mundial, debido a la colaboración entre el 
gobierno y la industria, llegando a niveles de recolección y 
reciclaje de prácticamente el 100 % de las BAPU (Bañeres 
Sorinas, 2003)'”!. 

-Alemania: por medio de un mecanismo similar al noruego 
(Batterieverordnung), todos los compradores de una batería de 
ácido plomo nueva y que no retornen la usada deben pagar una 
multa. Este dinero sirve para financiar la recolección, almacenaje 
y transporte de las BAPU. 

-Portugal: la legislación establece que los productores deben 
asegurar un sistema de recolección de BAPU y garantizar su 
tratamiento y reciclaje. Esto pueden hacerlo por sí o a través de 
un organismo de gestión, Valorcar. Este organismo es una entidad 
privada sin fines de lucro, cuyo capital pertenece en un 95 % a la 
Asociación del Automóvil de Portugal y en un 5 % a la Asociación 
de Empresas Portuguesas del Sector Ambiental. Valorcar dispone 
de licencias del Estado portugués para gestionar las BAPU. En la 
página de dicho organismo, los usuarios individuales pueden 
conseguir baterías reacondicionadas, mientras que los fabricantes 
e importadores pueden adherir al sistema. 

-Estados Unidos: a nivel nacional, se prohíbe la disposición de las 


BAPU en rellenos sanitarios y se obliga a los distribuidores a 
aceptar las BAPU de sus clientes, para luego enviarlas a un punto 
de transferencia. Sin embargo, los marcos regulatorios más 
específicos se definen a nivel local, donde en algunos casos es el 
gobierno estadual quien se hace cargo por sí de la recolección y 
depósito, mientras que en otro son las propias empresas 
productoras. 

-Brasil: la legislación establece que los fabricantes, importadores, 
distribuidores y comerciantes están obligados a estructurar e 
implementar sistemas de logística inversa! a través de la 
devolución de las BAPU. Para ello se firmó un convenio entre 
representantes gubernamentales, fabricantes, recicladores, 
distribuidores y la IBER. Esta última es una entidad gestora de 
organización no gubernamental que agrupa a 200 empresas y 
actúa como intermediario en la implementación del sistema de 
logística inversa. 

-Chile: si bien no tiene una ley específica que establezca la 
responsabilidad extendida del productor para las BAPU, en la 
práctica hay planes de gestión por parte de los importadores (no 
hay productores en el país). Existe una única empresa recicladora 
de BAPU, la cual ha recuperado alrededor del 70 % de las 
mismas, mientras que se calcula que el resto son eliminadas por la 
exportación ilegal a Venezuela y Perú (Acosta y Corallo, 2021)"”.. 
-Colombia: es uno de los primeros países en establecer un sistema 
REP en América Latina en la gestión de las BAPU. La normativa 
establece que las empresas productoras (se encuentra prohibida la 
importación de baterías de ácido plomo) deben hacerse cargo de 
al menos el 90 % de las baterías que ingresan al mercado. A partir 
de ello, se delinearon cinco planes de gestión individual y uno de 
gestión colectiva, que son llevados a cabo por las tres empresas 
transformadoras que existen en el país. 


Sin embargo, en Argentina se plantean dos situaciones que 
obstaculizan este proceso. En primer lugar, que existen lugares donde 
se venden baterías de ácido plomo que no cuentan con un espacio 
para que el usuario realice el cambio y deposite las BAPU. Esto se da, 
por ejemplo, en algunos hipermercados, lubricentros, casas de venta 


de repuestos del automotor, ventas por medios digitales, etc. En estos 
casos, es el propio usuario quien compra la batería de ácido plomo y 
luego realiza el cambio en su hogar, debiendo disponer por sí la 
BAPU. Por lo general, el usuario no tiene lugares para hacerlo de 
forma segura, por lo que terminan quedando almacenadas en los 
hogares, como se observa en la imagen 3, o son vendidas a chatarreros 
que recorren los distintos barrios. Esto termina generando la 
existencia de un importante circuito no registrado de BAPU, que, en el 
caso de Argentina, es superior al formal. La consecuencia lógica de la 
existencia de este circuito es la imposibilidad de la fiscalización del 
mismo, y, por ende, la ausencia de control sobre cómo y dónde son 
tratados o dispuestos los materiales peligrosos. 


Imagen 3. BAPU desechada en la cochera de un edificio 


Fuente: elaboración propia. 


Por otro lado, en relación con lo anterior, muchas veces las BAPU, 
en vez de ser dispuestas con operadores autorizados, son vendidas en 
mercados informales con sus consecuentes perjuicios antes detallados 
(imagen 4). En general, ni a nivel municipal ni provincial, se han 
podido detectar campañas de recolección diferenciada ni de educación 
hacia el ciudadano con respecto a qué hacer con las BAPU. 


Imagen 4. Compraventa de BAPU de manera informal 


Fuente: elaboración propia. 


Siguiendo la normativa, a nivel nacional, los vendedores de 
baterías deben recibir las BAPU. Cuando así lo hacen, se les presentan 
dos posibles opciones. Por un lado, pueden devolverlas a las propias 
fábricas de baterías, que se encargan de realizar la recuperación del 
plomo. Otra opción posible que tienen es venderlas a una industria 
recicladora más integral, quienes desarman las BAPU, recuperan el 
plomo y los distintos materiales plásticos y dan disposición a la 
solución electrolítica. Estas industrias luego venden el plomo en el 
mercado, generalmente a los fabricantes de baterías. Finalmente, otra 
opción, pero que se encuentra prohibida por la ley, es la venta a 
recuperadores y/o acopiadores informales. Las organizaciones de 
recuperadores que trabajan con diversos materiales reconocen que la 
recepción de BAPU es marginal, que solo lo hacen algunos 
recuperadores y por fuera de las organizaciones. Quienes sí tienen un 
rol más importante son los chatarreros, que suelen pasar ofreciendo 
comprarlas por los distintos distritos. Quienes realizan esta actividad 
luego venden el material en bruto en los mercados informales (PAGE, 
2021). 


6.3. Qué pasa luego de la recolección diferenciada: experiencias, 
obstáculos y oportunidades para la valorización 


Como se mencionó en el apartado anterior, los manuales del Convenio 
de Basilea (2015 y 2021) establecen una serie de condiciones para la 
recuperación de las BAPU. En el caso del transporte, una vez que son 
recolectadas en los centros de ventas, estas deben ser empaquetadas 
en tarimas o pallets, colocando cartones entre las baterías y 
manteniéndolas siempre en posición vertical para reducir todo tipo de 
posibilidad de derrames. El transporte debe ser especializado y 
autorizado por las autoridades competentes para tal fin, ya que el 
vehículo debe estar equipado con materiales de limpieza por si se 
producen derrames, y los conductores tienen que estar capacitados 
para saber cómo proceder en caso de ser necesaria su intervención. 

El reciclaje propiamente dicho de las BAPU se debe realizar en 
plantas, que, por lo general, solo trabajan con este tipo de productos, 
no pudiendo mezclarse con otros, para evitar contaminantes o más 
riesgos de los que ya por sí importa. El proceso de reciclaje se 
compone de dos grandes etapas: la fragmentación de las BAPU y luego 
la fundición del plomo. La primera etapa, en países con mayor acceso 
a la tecnología, se suele hacer por medio de maquinaria, lo que se 
conoce como “fragmentación mecánica”. Aquí, se trituran las BAPU y 
luego se separan por medio de flotación los distintos materiales, 
especialmente el plomo y los plásticos (el plomo se hunde, mientras 
que los plásticos flotan). Luego, se realiza el tratamiento de dicho 
líquido, donde además quedó la sustancia electrolítica compuesta por 
ácido sulfúrico. Generalmente, esto se realiza con la neutralización 
con hidróxido de magnesio, cuyo resultado es una sustancia compacta 
que no es peligrosa y puede ser dispuesta en rellenos sanitarios. En 
plantas con mayor tecnología, dicho líquido se puede reutilizar, 
filtrando las impurezas y agregando más ácido sulfúrico, 
convirtiéndolo en una nueva solución electrolítica apta para ser usada 
en las baterías. Por su parte, los plásticos también son 
descontaminados y se envían a la industria recicladora específica de 
dicho material. 

Si no se cuenta con plantas de fragmentación mecánica, todo el 
proceso anteriormente descrito se hace de forma manual. En este caso, 
importa un riesgo mucho más alto hacia los trabajadores y el 
ambiente. Esto se debe a que las personas están en contacto directo 
tanto con la solución electrolítica de ácido, como con el particulado de 
plomo. Por ello, se recomienda que el personal cuente con todas las 


medidas de seguridad que protejan su piel, sus ojos y su sistema 
respiratorio. 

En ambos casos, la segunda etapa es aquella en la que se realiza 
la fundición de plomo. Este proceso generalmente se lleva a cabo a 
través de la refinación pirometalúrgica: los componentes de plomo 
que formaban las BAPU ingresan a un horno, junto con otros metales 
como la hojalata, carbonilla y carbonato de sodio, lo que mejora la 
calidad del material obtenido. El material obtenido luego de la 
fundición y el enfriado es conocido como “plomo de obra”, con una 
calidad necesaria para su uso posterior. Hay distintos tipos de hornos, 
dependiendo de la tecnología, lo importante es que todos alcanzan 
una temperatura que se encuentra entre los 327 *C y los 650 *C. 
Durante este proceso se generan gases en los hornos, los cuales deben 
ser filtrados, para evitar la contaminación del aire. Existen distintos 
sistemas de filtros, que van a utilizarse dependiendo el tamaño de las 
partículas emitidas y de la tecnología disponible (Convenio de Basilea, 
2015). 

En Argentina, existen alrededor de 20 empresas que recuperan 
plomo. De ellas, según las fuentes consultadas, no todas operan en el 
sector formal o legal!*!. Este sector también es heterogéneo en cuanto 
a su capacidad tecnológica, existiendo empresas que operan con 
maquinarias que desarman las BAPU de forma automatizada, mientras 
que otras aún lo hacen de manera manual (PAGE, 2021). Las empresas 
más importantes del sector son también aquellas que trabajan de 
manera formal y legal, obtienen las baterías de las empresas 
productoras y son más controladas desde los distintos sectores 
estatales intervinientes (Cámara de Productores de Metales, 2017). Por 
su parte, el sector que opera en la ilegalidad hace todo el 
desensamblaje de forma manual, en condiciones de extrema 
insalubridad y peligro ambiental. Más aún, a veces ni siquiera son 
industrias, sino que son los propios recuperadores o acopiadores 
quienes realizan este trabajo en sus domicilios, sin ningún tipo de 
protección, vertiendo la solución electrolítica en la vía pública o en el 
sistema de desagiies y descartando los plásticos en basurales a cielo 
abierto (PAGE, 2021). 

En el caso específico de las BAPU, los miembros de la industria 
recicladora calculan que se recicla casi el 100 % del plomo (lo que no 
significa que se haga de manera legal, en condiciones de seguridad, ni 


que vuelva a la industria productora de baterías). Esto se debe a que, 
aun sin que existan políticas públicas de recuperación de estos 
materiales, es el propio mercado el que tracciona a la demanda, ya 
que resulta menos costosa la compra de plomo reutilizado que la del 
plomo virgen. Más aún, hay más demanda que oferta, ya que en los 
circuitos informales hay parte de lo recuperado que se exporta 
ilegalmente, por lo que no llega a satisfacer a las necesidades del 
mercado local. Por otro lado, desde la industria transformadora, según 
lo declararon en entrevistas realizadas, el principal problema tiene 
que ver con la responsabilidad fiscal y la utilización del crédito fiscal 
que surge de las facturas emitidas por los proveedores. En otras 
palabras, explican que pagan a los proveedores de BAPU y reciben 
facturas, que muchas veces son irregulares o apócrifas. Tiempo 
después, la Administración Federal de Ingresos Públicos (AFIP) 
determina que los pagos no coinciden con la facturación, lo que 
redunda en que los miembros de la industria transformadora tienen 
que pagar el IVA y el Impuesto a las Ganancias dos veces (ADMIRA, s/ 
f). Esto supone que los actores del sector informal tienen una ventaja 
económica frente a aquellos del sector formal, ya que escapan al pago 
de impuestos y a los controles estatales sobre el correcto manejo de 
residuos peligrosos. Esto se profundiza en el caso de la exportación 
ilegal, ya que los pagos se realizan a la cotización del dólar blue. 


6.4. Recomendaciones de política 


En forma de resumen, se puede observar que el sector de las BAPU 
presenta una serie de problemáticas. Desde lo económico, pese a 
existir un mercado de plomo recuperado consolidado, donde hay 
mayor demanda que oferta, sin embargo, importantes cantidades de 
este material son exportadas ilegalmente debido al valor del plomo. 
Esto lleva a que Argentina deba importar plomo virgen (a un mayor 
costo), atentando contra su Balanza de Pagos. A su vez, la 
informalidad en el sector conspira contra la posibilidad de establecer 
una verdadera circularidad de los materiales dentro del país, en donde 
todos los materiales de las BAPU sean reincorporados en estas u otros 
productos. Además, como se explicó en el apartado precedente, la 
industria transformadora suele enfrentar problemas fiscales debido a 
que muchas BAPU ingresan al mercado de forma informal. 


Ambientalmente hablando, las BAPU están conformadas mayormente 
por plomo y una sustancia electrolítica. Ambos son considerados 
residuos peligrosos, debido no solo a la gran capacidad de afectar el 
agua, el aire y la tierra. De ahí que, en estrecha relación, la mala 
gestión de este tipo de residuos resulta en importantes daños a la 
salud, lo que puede incluso causar la muerte de las personas. Por otro 
lado, los plásticos, al tener menos valor en el mercado, son 
descartados en basurales a cielo abierto y no reciben ningún tipo de 
tratamiento ni recuperación. 

Es tras la constatación de los problemas que han sido descritos en 
el capítulo que se proponen las siguientes políticas públicas: 


+ Formalizar la gestión: se considera prioritario eliminar las 
prácticas tanto informales como ilegales relacionadas con la 
recuperación de las BAPU, sobre todo en los eslabones de 
recolección y reincorporación en el sistema productivo. Esto 
permitiría mejoras económicas, en el sentido que formalizaría 
un sector de la economía y evitaría las exportaciones ilegales de 
material, lo que redundaría en mayor recaudación para el 
Estado, que podría utilizar en la propia promoción del sector, 
promueve seguridad social para los trabajadores y retención de 
divisas para el país. Además, permite reducir los riesgos 
ambientales y sobre la salud que el tratamiento de forma 
incorrecta o sin las condiciones de seguridad necesarias. 
También, permitiría recuperar no solo el plomo, que es el 
material más valioso desde un punto de vista económico, sino 
además los plásticos y la solución electrolítica, a través de 
mecanismos de control estatal, producto del seguimiento de 
circuitos formales, con trazabilidad. Finalmente, si se formaliza 
el circuito de compraventa, los miembros de la industria 
transformadora dejarán de percibir la doble carga fiscal que 
tienen en la actualidad, cuando compran BAPU al sector 
informal. 

* Sancionar una ley REP: como se señaló esquemáticamente, 
buena parte de los países del mundo, independientemente de su 
situación socioeconómica, tienen leyes de responsabilidad 
extendida del productor para hacer frente a la recolección y 
recuperación de las BAPU. En el caso de esta corriente de 


residuos en particular, contrariamente con lo que sucede con 
otros materiales, son los miembros de la industria 
transformadora y recuperadora los que reclaman este tipo de 
iniciativa. Esta ley debe garantizar no solo la existencia de 
fondos para la recolección y recuperación, sino también sobre 
todo la trazabilidad de las BAPU y un control riguroso por parte 
del Estado. Esto supone garantizar los fondos para costearlo. 
Con ello, se promovería la recuperación y desalentaría la 
existencia de circuitos informales. Finalmente, es imprescindible 
que el sistema que se adopte pueda ser aplicado en todo el 
territorio nacional, no solo en lugares donde haya una gran 
densidad poblacional. Como se puede observar en el recuadro 2, 
existe una importante cantidad de experiencias a nivel global, 
las cuales se llevan adelante en países muy diversos (sea en 
cuanto a nivel de recursos, de sistema de gobierno y/o 
autonomía regional, de superficie a ser cubierta, etc.). Una 
posible opción sería profundizar en dichas experiencias, 
entender cómo se adaptan a sus contextos y qué lecciones 
pueden servir para el dictado y aplicación de un sistema de 
responsabilidad extendida del productor en Argentina. 
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Aceite vegetal usado 


Recuperación y tratamiento de residuos líquidos 
Cinthia Shammanhl '] 


Este capítulo trabajará la cuestión del aceite vegetal usado (AVU), 
que, una vez utilizado a altas temperaturas, es descartado y genera un 
residuo peligroso. En particular, se abordarán (7.1) las características 
de este material líquido, las problemáticas ambientales asociadas al 
manejo que se le da frecuentemente y el estado de situación actual de 
estos aceites, incluyendo normativa; (7.2) las experiencias, 
oportunidades y obstáculos vinculados a la separación en origen y 
recolección diferenciada de AVU; (7.3) las experiencias, obstáculos y 
oportunidades para su valorización; y, finalmente, (7.4) 
recomendaciones para avanzar hacia una economía circular inclusiva. 


7.1. Materiales, características y estado de situación 


Se puede dividir al aceite entre el vegetal y el mineral. El aceite 
vegetal es un compuesto orgánico obtenido a partir de semillas y otras 
partes de plantas como girasol, soja, maíz o lino, cuyos tejidos se 
acumulan como fuente de energía. En tanto, los aceites minerales son 
un producto obtenido de la destilación del petróleo crudo para usar 
como aceite para el motor, para refrigeración, como lubricante, para 
procesos industriales, entre otros. En este capítulo solo se abordarán 
los aceites vegetales. 

Los AVU son aquellos que resultan de su utilización para cocción 
o fritura de alimentos y que, al ser utilizados a altas temperaturas, 
dejan de ser aptos para el consumo humano, por lo cual deben ser 
desechados. Al cocinar el aceite, este se mezcla con otros alimentos, 


por lo que el residuo no suele mantenerse como un líquido puramente 
vegetal. 

Los AVU son considerados residuos peligrosos, representan un 
riesgo sanitario y ambiental al ser descartados si se disponen de 
manera indiscriminada. Su uso a altas temperaturas presenta cambios 
en la composición físico-química y en sus características de origen, por 
lo que ya no es considerado apto para consumo por el Código 
Alimentario Argentino, Ley N.* 18.284/69. Su reúso para consumo 
afecta a la salud, ya que contiene componentes cancerígenos 
(acrilamidas y radicales libres). En tanto, su inadecuado manejo a 
partir de la eliminación en las redes de tratamiento cloacal u otras 
redes obstruye los desagúes y contamina el agua y el suelo. En el caso 
de disponer el aceite en pozos negros, esto genera su 
impermeabilización, quitándoles su capacidad de absorción. De 
acuerdo a estudios realizados, un litro de aceite de cocina contamina 
1.000 litros de agua durante 1,5 años y destruye el humus vegetal de 
la tierra (INTI, 2016). 

En contraposición, su aprovechamiento posibilita el desarrollo de 
proyectos de triple impacto (ambiental, económico y social): en 
términos ambientales, permite minimizar las consecuencias que 
genera su arrojo sin control. A su vez, su tratamiento y utilización 
para la elaboración de otro producto beneficia al proceso de la 
economía circular, y también disminuye los costos que plantea el 
tratamiento de redes cloacales y plantas depuradoras. En términos 
sociales, puede contribuir a la inclusión de sectores (organizaciones, 
cooperativas, recuperadores) en la recolección y el tratamiento para 
desarrollar otros productos, así como beneficiarse de los aportes a 
partir de lo que las transportistas pagan para obtener el material. 

En Argentina, se calcula que un establecimiento gastronómico 
genera alrededor de 50 1/mes de AVU, mientras que en los hogares el 
promedio es de 1 1/mes (Gioia, 2013). El consumo de aceite vegetal 
anual per cápita es de 20,3 litros, es decir, un total de 122 millones de 
litros al año, de los cuales casi el 20 % es utilizado para fritura en los 
hogares. Un estudio plantea que el 22 % de la población del país 
recupera este residuo en forma regular, el 25 % lo hace en forma 
ocasional y un 53 % nunca recupera el aceite una vez utilizado para 
freír (Diario Unidiversidad, 2022). El 66 % presenta alta 
disponibilidad a recuperar los AVU. De este porcentaje, un 33 % lo 


haría si contara con un punto cercano, a un 20 % le interesaría 
contribuir con alguna causa social, un 17,2 % lo haría si contara con 
recolección a domicilio y a un 15,6 % le interesaría conocer más los 
beneficios ambientales (Diario Unidiversidad, 2022). Según este 
trabajo, se estimó que se recuperan 27 millones de litros por año y que 
se debería trabajar para recuperar los restantes. 

Los AVU se pueden reciclar para elaborar biocombustible, jabón, 
detergente, velas, briquetas (aserrín compactado para quemarse y 
utilizarse como combustible), entre otros productos. 

El ciclo de los AVU se puede dividir en dos circuitos alternativos 
que incluyen etapas consecutivas (diagrama 1): producción de aceite, 
compra por parte del consumidor, uso y descarte; o bien, cuando 
existen mecanismos de valorización, el uso puede ser seguido por 
reúso, separación y entrega en puntos de recepción, acopio inicial, 
transporte hacia plantas o lugares de acopio para su procesamiento, 
material procesado y restos que deberán tratarse para su correcta 
disposición. 


Diagrama 1. El ciclo del aceite vegetal usado (AVU) 


Producción de aceite 


Cocción a baja Cocción a alta 
temperatura temperatura 
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Disposición final: 
relleno de seguridad 


Fuente: elaboración propia. 


Los lugares donde reciben los AVU para reciclar son puntos de 
recepción denominados de diversas formas, tales como “ecopuntos”, 


” « ” « 


“puntos limpios”, “puntos verdes”, “puntos de acopio”, entre otros. 


Del proceso de gestión de esta corriente de residuos, participan 
diversos actores: productores de aceite, consumidores de aceite, 
cooperativas de recicladores, empresas de recolección, entre otros 
(Epifanio y Ernest, 2019). 

Si bien en Argentina existen diversas normativas sobre el tema, 
no hay una estrategia para todo el territorio nacional que permita 
gestionar el proceso de recolección y tratamiento de los AVU en 
orientación hacia su recuperación (Diario Redacción, 2022). La 
normativa los define como residuos de generación universal y, como 
tales, los asume como peligrosos, por lo que se tiene protocolizado 
quiénes los pueden transportar, operar, tratar y disponer. Para ello, 
hay registros establecidos y territorios que permiten o no el ingreso de 
este tipo de residuos. Por ejemplo, la provincia de Buenos Aires no 
permite el ingreso de residuos peligrosos de otras jurisdicciones, en 
tanto Santa Fe sí. 

La normativa sobre los AVU en las diversas jurisdicciones del país 
se centra principalmente en la recolección y el tratamiento para lograr 
biocombustible (Ley N.* 27.640/21 y Ley N.?* 26.093/06). De esta 
forma, se reconoce solo una opción como relevante, y deja por fuera 
otras opciones de tratamiento como el jabón y detergente, entre otras. 

En cuanto a su minimización, no se detectan políticas ni 
campañas concretas destinadas a reducir la generación de AVU, a 
partir de la promoción del consumo de productos o electrodomésticos 
que no los generen. 


7.2. Separación en origen y recolección diferenciada: 
experiencias, obstáculos y oportunidades 


La particularidad de los AVU es que, al ser líquidos, se requiere de un 
sistema específico de separación y recolección. Una vez utilizado, se 
debe acopiar en envases para ser entregados a recolectores o en 
puntos de recepción. 

Los principales generadores de AVU son los comercios 
gastronómicos, que son usualmente categorizados como grandes 
generadores (o generadores especiales) y domiciliarios. El sistema 
para la recolección está dividido entre estos dos grandes grupos. 

Un estudio, por su parte, clasifica a los generadores según tres 
tipos (grandes, medianos y pequeños), y calcula su tamaño en función 


de la cantidad de recuperación de AVU para un mismo período de 
tiempo (cuadro 1). 


Cuadro 1. Criterios de clasificación por tamaño de generación 


Fuente: Gioja (2013). 


Se ha detectado que el sistema de recolección y tratamiento, 
cuando existe, se desarrolla con similitud en las diversas jurisdicciones 
del país. A continuación, se describen los programas y las acciones 
detectados. 

En el caso de los comercios gastronómicos, es usual que estos 
deban adherirse al sistema municipal, que generalmente consiste en 
convenios en el que empresas transportistas autorizadas pasan a 
retirar los AVU, mientras que los vecinos, generalmente, deben 
separar y llevar sus envases con AVU por ellos generados a puntos de 
recepción, donde, luego, pasan las empresas recolectoras a retirar. 

Los puntos de recepción son generalmente dispuestos por los 
gobiernos municipales. Estos puntos de recepción pueden ser 
municipales, de instituciones, empresas, entre otros. 

Las empresas de recolección retiran los AVU de los comercios 
gastronómicos de acuerdo a un tiempo establecido y de los puntos de 
recepción, cuando se acumula una cantidad considerada. Los 
vehículos utilizados para su traslado son especiales, por ser residuos 
peligrosos y líquidos. Para el transporte, se requiere de una inscripción 
en el registro de empresas de jurisdicción provincial, que da la 
habilitación; y la firma de un convenio y articulación municipal para 
realizar el servicio que no implica erogación presupuestaria municipal. 
Algunas empresas como Ecopor S.A. han logrado incorporar nuevos 
métodos para la recolección, como es la utilización de tanques 
cisternas. 

Las empresas recolectan el material y entregan certificados a los 
servicios gastronómicos y, por lo provisto por los vecinos, al 
municipio. De esta forma, logran contar con un sistema de 
trazabilidad. Las empresas transportistas rinden usualmente al 
municipio un informe de recolección mensual y un certificado de 


disposición final, y los gastronómicos requieren del certificado que dé 
cuenta del tratamiento realizado a los residuos. 

Así como funciona un sistema formal incorporado en las políticas 
municipales, en ciertos casos existen sistemas de recolección 
“alternativos” e informales que recolectan el aceite usado en distintos 
domicilios y lo venden a fábricas de productos alimenticios o venden 
el aceite embotellado en ferias barriales (Diario Redacción, 2022). A 
nivel municipal, se establecen estrategias de control para detectar a 
quienes se encuentran realizando estas acciones. De esta forma, 
identifican las patentes y decomisan el material. 

Los municipios y las empresas y organizaciones que realizan la 
recolección y el tratamiento suelen desarrollar campañas para 
promover la separación, en donde difunden las acciones que realizan y 
la ubicación de los puntos de recepción. A su vez, hay campañas de 
operadores y organismos de agua que, afectados por el impacto de su 
mala disposición en las redes de distribución, apuntan a la 
sensibilización, para evidenciar el impacto y desincentivar este 
comportamiento. Generalmente, las campañas no incluyen incentivos 
concretos para lograr el aumento de la separación y entrega del AVU, 
ni la fidelización de los domicilios que ya lo vienen realizando. En este 
sentido, los sistemas de trazabilidad no incluyen los datos particulares 
de los domiciliarios que participan. Por su parte, las empresas 
aceiteras no realizan campañas sobre el impacto que genera la falta de 
tratamiento adecuado luego de usar el aceite, por lo que no 
promueven que los consumidores estén atentos a identificar 
mecanismos adecuados para su disposición inicial orientada a la 
recuperación del AVU. 

En 2021, el gobierno de la provincia de Buenos Aires realizó una 
encuesta a los municipios sobre los AVU en donde se detectó un alto 
interés sobre la importancia del tratamiento de estos residuos, pero 
también se evidenció la necesidad de fortalecer la gestión. De 130 
municipios, el 69 % de los funcionarios consultados declaró contar 
con un área que se ocupa de los AVU, casi el 60 % dijo contar con un 
programa activo, y el 50 %, que hace campañas de comunicación al 
respecto (Diario Redacción, 2022). En la provincia de Buenos Aires 
(recuadro 1), se ha estimado que se recicla entre un cuarto y un tercio 
del AVU a nivel formal y existen otros canales informales que no están 
cuantificados (Diario Redacción, 2022). 


Recuadro 1. El caso del Plan Bio en provincia de Buenos Aires 


En la provincia de Buenos Aires, existe el Plan Bio desde 2008, 
que fija las condiciones para los municipios sobre el 
funcionamiento del programa AVU para biodiesel. A este Plan 
adhirieron más de 100 municipios. 

Los puntos de recepción del aceite domiciliario pueden ser 


municipales, escuelas, u organizaciones comunitarias. En el caso 
de las organizaciones, para ser punto de recepción, tienen que 
adherir al Plan, para lo cual deben firmar un convenio con el 
municipio. Lo recolectado se traslada a un centro de acopio 
transitorio o directamente lo llevan a las plantas de las empresas 
para su tratamiento en biodiesel. 


Existen empresas en Buenos Aires como Sodir y Hugo Rocha y 
cooperativas que solo realizan la recolección y otras que recolectan y 
llevan a cabo el primer tratamiento, como RBA y DHSH. RBA, que es 
la marca comercial de Ecopor S.A., realiza la recolección en distintos 
municipios de la provincia de Buenos Aires y traslada lo acopiado a su 
planta ubicada en el parque industrial de San Miguel. 

La recolección de AVU viene en aumento a lo largo de los años en 
la Argentina. Si bien no hay datos generales, se puede visualizar en 
casos concretos, como el de la empresa DHSH, que aumentó la 
cantidad de convenios firmados con municipios: se realizaron 71 en 2 
años, en tanto el Municipio de San Miguel aumentó más de un 20 % la 
recolección de AVU entre 2021 y 2022, pasando de 96.268 a 118.826 
litros (Diario Redacción, 2022). 

Como parte de esto, las empresas retribuyen económicamente a 
los municipios un monto, de acuerdo al aceite recolectado en sitios 
gastronómicos y en los puntos de recepción. Existen diversos montos, 
las empresas compiten y ofrecen distintos precios. En el caso de San 
Miguel, el monto que pagan las empresas es a valor por litro: se fija un 
valor de un 10 % respecto del precio del litro de nafta y este se 
actualiza anualmente. Los municipios reciben ese monto que suele 
ingresar al presupuesto municipal. En algunos casos destinan alguna 
parte de lo recaudado a proyectos sociales concretos, algunas veces de 
organizaciones sociales, con el fin de fortalecerlos y vincularlos a 
acciones que el municipio pretende potenciar. En el caso de San 


Miguel, los proyectos sociales que intervienen del programa municipal 
destinan lo recaudado a desarrollar huertas y composteras, que luego 
son enviadas al municipio para distribuir a vecinos (Diario Redacción, 
2022). 


Recuadro 2. El caso de Ciudad Autónoma de Buenos Aires 


El AVU en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (CABA) es 
recogido por empresas de recolección bajo un convenio que el 
Estado local realiza con establecimientos gastronómicos, y, en el 
caso de los vecinos, estos deben acercarlos a puntos de recepción 
móviles y fijos (existen más de 50 puntos dispersos en el 


territorio). Los grandes generadores deben estar inscriptos en el 
Registro de Generadores, Operadores y Transportistas de Aceites 
Vegetales Usados, a fin de poder contar con una correcta 
disposición y cumplir con la Resolución N.* 13.364/05. En CABA, 
no hay plantas de tratamiento, y los AVU son transportados vía 
ruta nacional hacia la provincia de Santa Fe, donde son tratados. 


Recuadro 3. El caso del Programa Espuma en Santa Fe 


El Programa Espuma, desarrollado en Santa Fe por un 
emprendedor que creó una red, ha logrado que el Municipio de 
Sastre habilite la recolección de AVU de gastronómicos para la 
elaboración de jabón y detergente. El Programa ha recibido de 
diversas localidades de Santa Fe el interés por integrarse al 
programa. 

En este mismo sentido, desde el Programa, sus miembros 
están trabajando con el Consejo Municipal de Rosario para lograr 
la misma habilitación. Mientras tanto, no pueden realizar la 
recolección para la elaboración de otros productos que no sean 
biodiesel, ya que no tienen la certificación y el marco normativo. 


Recuadro 4. El caso de Intacto — Welty en Misiones 


En Misiones, la empresa Intacto Welty creó la Red Misionera de 
Recolección de Aceites Usados que le permite recolectar AVU en 
diversos municipios conveniados con la provincia. La empresa 


cuenta con habilitación y retira los AVU desde los puntos de 
recepción municipales y gastronómicos, para realizar jabón, 
detergente, biodiesel y briquetas. El volumen de recolección fue 
incrementándose, por lo que, con el tiempo, fueron incorporando 
más choferes para realizar la tarea. 


El principal obstáculo detectado para promover sistemas de 
separación en origen y recolección diferenciada que permitan un 
posterior recupero de los AVU es que todo el sistema de recolección en 
Argentina se encuentra basado en el tratamiento de biodiesel, por lo 
que la recolección es estratégica para obtener el material primario 
para desarrollar el tratamiento y obtener este biocombustible. En este 
sentido, las empresas privadas que desarrollan la tarea de recolección 
están vinculadas o son parte de la empresa que realiza el tratamiento 
para la elaboración de este producto. La normativa y la certificación 
desincentivan que el AVU sea reusado para generar otros productos 
como jabón y detergente y generan ciertas barreras al acceso de 
potenciales demandantes y destinos a los que sean transportados los 
AVU que no sea solo para biodiesel. 

Otros obstáculos detectados para promover sistemas de recepción 
o recolección de esta corriente orientados al recupero son la falta de 
conocimiento e información sobre el impacto ambiental y sanitario 
que genera, así como sobre los beneficios del reciclado; la falta de 
incentivos para la separación domiciliaria; los déficits en términos de 
cantidad de sistemas de recolección y recepción del material 
disponibles, adaptados a residuos líquidos; así como la falta de 
sistemas de control que minimicen la recolección informal que reúsa 
el AVU para productos alimenticios y venta informal. En este sentido, 
se detectan falencias en términos de campañas que sensibilicen sobre 
el tema y que expliciten qué hacer con el residuo una vez utilizado el 
aceite para freír. 


7.3. Qué pasa luego de la recolección diferenciada: experiencias, 
obstáculos y oportunidades para la valorización 


Luego de la recolección, el AVU es tratado, como ya se mencionó, 
como materia prima para elaborar biocombustible, jabones, velas, 
detergentes, betún asfáltico, u otros. 


El primer paso es el filtrado del aceite, para luego poder tratarlo 
para desarrollar alguno de los productos. 

El tratamiento más detectado es aquel que se realiza para 
elaboración de biocombustible denominado “biodiesel”. Este es un 
combustible alternativo, renovable, que se mezcla con otros 
combustibles. Para la producción del biocombustible, se llevan a cabo 
dos etapas sucesivas: una primera de filtración para retirar el agua y 
otros componentes y otra de transformación. Esta última instancia 
consiste en la reacción entre el aceite vegetal con un alcohol 
(generalmente metanol o etanol) y otras sustancias (un alcalino o en 
medio ácido)'”! (Berrios et al., 2007). Como subproducto adicional de 
la reacción, se puede obtener glicerol, que tratado permite la 
elaboración de jabones. En la primera etapa (de filtrado del aceite), se 
obtienen, además, potenciales alimentos para lombrices y el agua 
extraída se puede utilizar para riego. Por cada 1,2 litros de aceite, se 
estima, se puede producir un litro de biocombustible. 

La elaboración del biodiesel requiere de una planta en la que se 
desarrolla el tratamiento con diversas maquinarias: un reactor, un 
condensador, decantadores, tanques de lavado y tanques de 
almacenamiento. Además, como en la mayoría de los procesos 
industriales, la obtención de biodiesel a partir de AVU involucra la 
transferencia de calor, lo que implica consumo energético. 

Argentina es hoy uno de los cuatro principales productores de 
biodiesel en el mundo y uno de los dos primeros exportadores 
mundiales (Bisang y Trigo, 2017). La crisis social y económica de 
2001 en el país fue un puntapié para incentivar la producción de 
biodiesel a partir de AVU (Garrido, 2010). En un contexto mundial en 
el que el precio del petróleo era más alto, la producción de 
biocombustibles adquirió una gran relevancia. Luego, el mercado de 
biocombustible en Argentina se fortaleció con la normativa que 
permite mezclar el biodiesel con gasoil en diferentes cantidades con 
cortes. La Ley nacional N.? 26.093/06 plantea las mezclas de 
combustible con los biocombustibles, fijando un límite a incluir. 

También contribuyeron al recupero de AVU algunas acciones 
llevadas a cabo por el Instituto Nacional de Tecnología Industrial 
(INTD, a partir del Centro de Cereales y Oleaginosas, que comenzó a 
certificar biodiesel obtenido a partir de AVU, con el fin de regular su 
proceso y certificación. El INTI desarrolló un reglamento técnico de 


plantas de biodiesel a partir de AVU, que incorpora parámetros 
tomados de criterios internacionales, que consideran normas de 
producto y calidad y métodos de ensayo. Por otra parte, el Centro de 
Cereales y Oleaginosas contribuyó con empresas como RBA Ambiental 
en 2008 para conseguir financiamiento para fortalecer el proceso de 
recuperación de AVU, con financiamiento, a través del programa 
Créditos a Empresas y Aportes No Reembolsables del Ministerio de 
Ciencia, Tecnología e Innovación Productiva (MINCyT), así como 
asesoró técnicamente para el desarrollo de procesos y productos 
vinculados al tratamiento de AVU para la industria química, 
veterinaria y de agroquímicos. A partir de esto, la empresa desarrolló 
una planta de AVU para el desarrollo de biocombustible para procesar 
íntegramente los aceites que recupera en el proceso (INTI, 2016). 

Por otra parte, para producir jabón líquido y sólido y detergente, 
se desarrolla un tratamiento del AVU. El acondicionamiento se realiza 
mediante procesos físicos (como decantación, filtrado, maceración y 
un largo etcétera). Para ello, se requiere de un proceso (de 
saponificación) que consiste en someter el AVU a una reacción con 
solución de soda cáustica de alta pureza. Luego, se lo coloca en un 
molde, se corta y se deja “curando”. También, se pueden añadir 
colorantes o aromas naturales. El AVU tratado podría comercializarse 
sin soda cáustica, para que cada comprador elabore su producto 
específico, como detergente líquido, jabón, etc. (en España existen 
ejemplos de este tipo). Distintos casos de recupero de AVU en el país 
se presentan en los recuadros 5 a 13. 


Recuadro 5. El caso del Programa Espuma en Santa Fe 


El ya mencionado Programa Espuma, además de prever acciones 
para la recolección de AVU, también brinda asesoramiento y 
estrategias para la producción de jabón y detergente líquido y 
sólido. Cuenta con emprendedores individuales y jabonerías 
sociales como núcleos productivos, localizados en barrios 
populares. Estos constituyen una red en la que se generan 
intercambios y capacitaciones. Desde el Programa, además, se 
brinda a los miembros de la red un kit básico para la producción. 
La fórmula para la producción implica costos mínimos que logró 
ser certificada por la Universidad Nacional de Rosario y el 


CONICET, por lo que, a partir de esto, los productos pueden ser 
vendidos en ferias municipales y otros lugares de cosmética 
natural y sustentable. De esta forma, se incentiva la inclusión 
social. La red ha llegado a nuclear a emprendedores de 11 
provincias. 

El Programa también estableció la articulación con 
Agricultores Federados Argentinos que apoyan al Programa 
Espuma brindando AVU para su tratamiento. 

Desde el Programa, han desarrollado, además, un protocolo 
para la entrega de AVU, en donde se estipula que preferentemente 
esté filtrado y no derrame. De esta forma, pueden realizar la 
clasificación por color y evaluar la presencia de grasa. En caso de 
tener grasa mezclada con el AVU, es posible elaborar jabón 
sólido. 


Recuadro 6. El caso de Wohr Química, Esperanza, Santa Fe 


Wohr es una empresa que se dedica al desarrollo y fabricación de 
productos industriales y agrícolas biodegradables a partir del 
tratamiento de AVU en Esperanza, Santa Fe. Desde 2011, la 
Municipalidad recibe el AVU en sus centros de recepción en 
donde acopia el material. Luego, estos se trasladan a la sede de la 
Asociación de Ayuda de Niños Especiales (AANE) que se ocupa de 
filtrarlo y decantarlo. Esta sede fue dotada por la infraestructura 
necesaria para esta tarea. El aceite tratado en esa primera 
instancia es vendido a Wohr. Esta empresa utiliza la materia 
prima para producir esteres metálicos, alquilolamidas, betainas, 
oleildiaminas de origen vegetal, óxidos de aminas de origen 
vegetal y aceite vegetal hidrogenado. 


Recuadro 7. El caso de Madre Sierra, Córdoba 


El emprendimiento Madre Sierra, desarrollado en Córdoba, 
produce detergente líquido a partir de AVU. El acondicionamiento 
se realiza mediante procesos físicos (como decantación, filtrado y 
maceración). Así, se puede someter al AVU a una reacción con 
solución de soda cáustica de alta pureza denominada 


“saponificación”. Esta última etapa dura al menos cuatro 
semanas, según la información provista por la emprendedora, y se 
consigue en un ambiente seco. Madre Sierra promueve el triple 
impacto (ambiental, social y económico). Cabe destacar que esta 
forma de producción tradicional es totalmente artesanal y tiene 
una huella ecológica baja, ya que tanto su huella hídrica como su 
huella de carbono son mínimas. 


Recuadro 8. El caso de Intacto — Welty, Misiones 


La empresa Intacto SRL desarrolla un proyecto en Misiones que 
produce, a partir de AVU, biocombustible, jabones, detergentes y 
briquetas de calidad exportable. La firma Intacto SRL está ubicada 
dentro del Parque Industrial de Posadas y cuenta con convenios 
con comercios gastronómicos de la provincia para obtener el AVU 
para su tratamiento. 

Los productos se desarrollan bajo la firma Welty y tiene 
apoyo de la Municipalidad de Posadas. 

La empresa deja a los gastronómicos contenedores de 40, 80 
o 100 litros y luego los recolecta, según resulte más adecuado, 
entre una o dos veces por semana. El AVU acopiado y luego 
filtrado en Misiones se industrializa, en gran porcentaje, en la 
provincia de Buenos Aires. 

Para la fabricación de briquetas, se reutiliza aserrín (el 
desecho de aserraderos) y la borra del aceite usado. Ambos se 
compactan. Para este producto se está apuntando a la 
certificación del INTI y a comercializarlo con otros países junto a 
los jabones. 

Por su parte, desde el Municipio de Posadas, apuntan a 
realizar campañas de información en los distintos 
establecimientos gastronómicos y a entregar los recipientes 
adecuados para la recolección y a desarrollar un registro de los 
generadores comerciales. 


Recuadro 9. El caso de Keñi, Neuquén 


En San Martin de los Andes, Keñi es un emprendimiento que 


elabora detergente biodegradable sólido a partir de AVU, que 
luego se comercializa en comercios de la localidad y en diferentes 
puntos del país. 


Recuadro 10. El caso de las políticas de la provincia de Buenos Aires 


La provincia de Buenos Aires adhirió por Resolución N.* 01/09 a 
la creación del Plan Bio. Este Plan se implementa en la mayoría 
de los municipios de la provincia. En esta línea, se encuentra en 
vigor la Ley provincial N.* 13.719/07, que adhirió a la Ley 
Nacional N.* 26.093/06, a través de la cual se establece un 
régimen de beneficios para la producción y uso sustentable de 
biocombustibles, al que pueden acceder las personas físicas y 
jurídicas constituidas en la República Argentina con plantas 
radicadas en el territorio de la provincia de Buenos Aires, que se 
encuentren habilitadas y registradas. En este marco, el desarrollo 
de plantas para elaboración de biocombustibles por parte de las 
empresas aceiteras provino de un beneficio impositivo. Existen 36 
plantas: 22 % grandes, 9 % grandes no integradas (las que no 
parten de la producción del grano y el aceite), 47 % medianas y 
22 % pequeñas. La producción está concentrada en 300 km, en el 
centro del país (MAGyP, 2023). 

Así, a lo largo del tiempo, se fueron instalando plantas de 
tratamiento en la provincia de Buenos Aires, como las de Gral. 
San Martín en 2006 y la de Malvinas Argentinas en 2007, que 
luego se amplió en 2009 para procesar más cantidad de AVU. 

Por su parte, la mayoría de las ordenanzas municipales que 
regulan los AVUs en la provincia de Buenos Aires establecen 
pautas sobre el sistema para la recolección y tratamiento. 


Recuadro 11. La planta de procesamiento de AVU de la cooperativa Biocoop, Hurlingham, provincia de 
Buenos Aires 


La cooperativa Biocoop de Hurlingham está integrada por 
exalumnos de la Escuela de Educación Técnica N.* 2 del mismo 
distrito. Luego de realizar un curso de cooperativismo en la 
Central de Trabajadores Argentinos (CTA), ellos se iniciaron en el 
tratamiento de AVU para biodiesel. A partir del apoyo de la CTA, 


lograron acceder por comodato a una planta ubicada en 
Hurlingham y, con ayuda de la Red de Apoyo al Trabajo Popular 
(ATP) del INTL certificaron el biodiesel. Lo producido se 
distribuye entre los miembros adherentes a Biocoop. Con la 
capacidad instalada, se abastece la demanda de asociados, que 
son aproximadamente 200 propietarios de automóviles gasoleros. 


Recuadro 12. El caso Droar, provincia de Buenos Aires 


La empresa Droar ha desarrollado un producto biodegradable con 
escamas para solidificar el AVU en la provincia de Buenos Aires. 
El producto se llama Eco-Frit y tiene apoyo del INTI. En seis 
meses el AVU solidificado se hace tierra y se biodegrada. El 
primer paso del desarrollo estuvo a cargo del departamento de 
Tecnologías en Nuevas Formulaciones del INTI. El producto es un 
sobre con “escamas” de origen vegetal que se mezcla con el AVU 
en frío para lograr solidificarlo. Droar está trabajando en una 
segunda etapa para ver qué se puede hacer con el aceite 
solidificado. Por ejemplo, trabaja en la idea de elaborar ceras, que 
pueden convertirse en velas. En este sentido, plantean además el 
beneficio que genera al agua la valorización del AVU, en tanto se 
evita el arrojo a los desagiies. 


Recuadro 13. El caso de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 


En CABA se sancionó la Ley N.* 1.366/09, que regula los AVU y 
prohíbe verterlos en alcantarillas y suelos con la finalidad de 
prevenir la contaminación y preservar la salud y el ambiente. De 
esta forma, promueven el desarrollo de emprendimientos 
vinculados con el reciclado de los AVU. Esta Ley creó el Registro 


de generadores, operadores, transportistas, recicladores y de 
disposición final. Sin embargo, en CABA, desde el gobierno, 
funcionarios entrevistados manifestaron que no hay espacio para 
la instalación de una planta dentro del territorio de la ciudad, por 
lo que, como se mencionó, trasladan el aceite, por medio de la 
transportista Green Oil, a la planta de El Albardón, en Santa Fe. 


Recuadro 14. El caso de la Red Argentina de Aceite Vegetal Usado 


La Red Argentina de Aceite Vegetal Usado (RAAVU) fue creada 
por la empresa Green Oil y se ocupa de la recolección, reciclado y 
tratamiento de aceites vegetales usados, grasas animales y 
residuos grasos para transformarlos en biodiesel de segunda 
generación!”.. 

La red establece alianzas estratégicas para el sistema de 
recolección, incorporando otras empresas, fundaciones, 
profesionales, estudiantes y personas en situación de calle. Los 
trabajadores se capacitan y detectan lugares de búsqueda de 
aceite. 

Al momento, la RAAVU cuenta con aproximadamente 160 
puntos de recolección en Argentina, en donde los más 
importantes están ubicados en las provincias de Santa Fe y 
Buenos Aires. 

Se puede visualizar el impacto de la acción de la red a partir 
del aumento del volumen de reciclado y la exportación del 
material a lo largo de los últimos años (gráficos 1 y 2). 


Gráfico 1. Evolución del reciclado de aceite por la Red Argentina de Aceite Vegetal Usado 
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Fuente: Red Argentina de Aceites Vegetales Usados, visto el 20 de agosto de 2023 en shorturl.at/ZHOT2. 


Gráfico 2. Evolución de la exportación de aceites Red Argentina de Aceite Vegetal Usado 
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Fuente: Red Argentina de Aceites Vegetales Usados. https://raavu.com.ar/que-es-el-biodiesel/ 


Los principales obstáculos detectados en cuanto a la posibilidad 
de potenciar los procesos de valorización de AVU apuntan a que no 
hay un marco normativo que permita generar diversos tratamientos. 
Las normas vigentes se basan principalmente en la producción de 
biodiesel. Este sistema contribuye a que el AVU se centralice en 
empresas que producen este producto, principalmente. En tanto, otros 
productos como las velas o jabón que incorporan a otros actores del 
emprendedurismo social no son promovidos, ya que no son alentados 
por el marco normativo, ni cuentan con capacidades para acceder a 
certificaciones. Suelen acceder a valorizar los AVU principalmente 
aquellos actores con recursos para producirlo y exportarlo. 


7.4. Recomendaciones 


El aceite vegetal usado es un gran problema sanitario y ambiental si se 
consume o dispone inadecuadamente; y a la vez es un material líquido 
pasible de ser recuperado para otros usos. 

La particularidad de este residuo es que, para poder lograr su 
recupero, al ser líquido, se requiere de un sistema específico de 
separación y recolección. Una vez utilizado el aceite, este se debe 
acopiar en envases y entregase a recolectores o acercarlos a puntos de 


recepción para ser recolectados. Cabe destacar que los envases donde 
se vende el aceite no tienen un cierre hermético que permita luego 
reutilizarse para el acopio de AVU, por lo que para la disposición 
inicial los consumidores que descartan el aceite deben requerir de otro 
tipo de envases, como por ejemplo botellas plásticas con tapa a rosca. 

Las empresas aceiteras deben involucrarse activamente en el 
proceso de transporte y recuperación de AVU, o de su costeo, en 
términos de la responsabilidad extendida del productor. 
Complementariamente, y en relación con lo anterior, se recomienda 
promover que vendan sus productos en envases que permitan su 
recupero y, asimismo, comunicar el procedimiento a seguir una vez 
utilizado a altas temperaturas. A su vez, deberían realizar campañas 
sobre el impacto que genera la falta de tratamiento adecuado luego de 
usar el aceite. 

Se recomienda la realización de campañas de sensibilización y 
capacitaciones de educación ambiental, desde los diversos actores 
involucrados, sobre el reciclado de los aceites usados, la necesidad de 
acopio adecuado para su tratamiento posterior y sobre la necesidad de 
promover su minimización. Esto requiere de la activa participación de 
la comunidad y del accionar por parte del Estado. 

En cuanto a posibles medidas orientadas a la minimización en la 
generación de AVU, se recomiendan políticas que apunten a 
desincentivar el uso de aceite para frituras y promover el uso de otros 
productos. 

Respecto a la recolección, es importante destacar que es una 
etapa clave de la cadena de recupero de AVU, por lo que se requiere 
un mayor incentivo para lograr recolectar más material a nivel 
municipal, incorporar mayor cantidad de puntos de recepción y 
generar incentivos para fidelizar a los generadores domiciliarios 
(como descuento en impuestos, entrega de productos, como plantines, 
por ejemplo). A su vez, resulta pertinente considerar la participación 
de cooperativas de recuperadores en el proceso de recolección. 

Se recomienda generar normativa más amplia sobre el reciclado 
de los AVU que contribuya al proceso de certificaciones para otros 
productos, promueva diversas iniciativas y cadenas de valor e integre 
diferentes actores. Estos productos pueden realizarse a través de 
emprendimientos o, incluso, en la misma casa donde se consumen y 
generar un circuito virtuoso de economía circular. La normativa debe 


considerar además sistemas de trazabilidad sobre los circuitos. 

Como parte del acceso a información pública, es importante 
contar con un sistema de datos abierto por parte del Estado, que 
brinde información específica sobre el AVU en sus diversas etapas, 
territorios y actores. 

Para ello, se requiere de una normativa homogénea que defina 
estándares para tratar los AVU en todo el territorio nacional, que 
permita gestionar correctamente el proceso de recolección y 
tratamiento de los AVU. 

De esta forma, es importante reconocer otras opciones como el 
jabón y detergente, entre otras. Es relevante incentivar proyectos de 
ciencia y tecnología aplicados a tratamientos para la recuperación de 
aceite y generar articulaciones con universidades, empresas y 
cooperativas que contribuyan a generar nuevos tipos de tratamientos 
certificados. 

Se requiere la incorporación de plantas en cada territorio, para 
disminuir la circulación de materiales. La Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, considerando la cantidad de habitantes que presenta, 
debería evaluar la posibilidad de contar con una o varias plantas de 
tratamiento de sus propios AVU. 

En definitiva, es importante que los programas vinculados a AVU 
apunten al triple impacto: ambiental, económico y social. En este 
sentido, se recomienda potenciar los sistemas de recolección y 
recepción del material disponible, adaptados a residuos líquidos, 
fortalecer los sistemas de control para minimizar la recolección 
informal de AVU y promover las capacidades de diversos actores y 
emprendedores para integrarse a la cadena de valor. 
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2.El proceso de transformación se realiza mediante esterificación y 
tranesterificación. « 

3. Los biocombustibles de primera generación provienen de la biomasa, 
principalmente de cultivos agrícolas que sirven para la alimentación humana. Los 


de segunda generación provienen de residuos agroindustriales y plantas 
herbáceas. « 


Pilas 


Acopio de un pequeño residuo peligroso sin tratamiento posterior 
Cinthia Shammahl!! y Alejandra González!” 


Este capítulo trabaja la cuestión de las pilas que se descartan, las 
cuales generan un residuo peligroso. En particular, se abordan las 
características de los materiales, las problemáticas ambientales 
asociadas y el estado de situación actual, incluyendo normativa, e 
iniciativas vinculadas a la corriente (8.1); las experiencias, 
oportunidades y obstáculos vinculados a la separación en origen y 
recolección diferenciada (8.2); las experiencias, obstáculos y 
oportunidades para la valorización posterior (8.3); y, finalmente, 
recomendaciones para avanzar hacia una economía circular inclusiva 
(8.4). 


8.1. Materiales, características y estado de situación 


La pila es un dispositivo que convierte energía química en energía 
eléctrica, a partir de reacciones entre los compuestos presentes. 
Cuando los componentes químicos se van agotando, pueden darse dos 
casos: son pilas primarias o no recargables si no pueden volver a su 
forma original, y son pilas secundarias, recargables o acumuladores si 
se pueden reconstituir. Se denominan “baterías” a las pilas 
recargables, y al resto, “pilas”. 

Existen varios criterios de clasificación, algunos de ellos son: por 
la posibilidad de carga (no recargables o primarias y recargables o 
secundarias), por la forma de uso (portátiles y estacionarias), por tipo 
de sustancias que permiten transportar la electricidad (acuosa y no 
acuosa, alcalinas o ácidas), por su tamaño (o capacidad en MWh), por 


su forma (botón; cilíndricas, como AA, AAA C y D; y prismáticas) y 
por sus aplicaciones (arranque, tracción o nivelación de picos). Entre 
estos tipos hay diferentes atributos. El cuadro 1 muestra la 
clasificación según tipo de carga y los componentes y usos asociados a 
cada uno de estos. 


Cuadro 1. Tipos de pilas según posibilidad de carga 
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Fuente: elaboración propia con base en INTI (2016). 


En el país, debido a que no se fabrican pilas, se estima que se 
importan más de 200 millones por año por parte de empresas que 
concentran el 90 % del mercado (Infobae, 23 de mayo de 2018). Las 
cifras plantean que la generación de residuos de pilas representó un 
alto porcentaje en 2009, alcanzando 0,03 % del total de RSU 
(Greenpeace, 2010). 

Tanto en el proceso de producción, como en su descarte 
inadecuado, las pilas generan un impacto negativo en el ambiente. Las 
pilas recargables tienen un ciclo de vida unas 7 veces mayor que las 
no recargables, lo que reduce en cierta medida su descarte y con esto 
el impacto ambiental, aunque su costo es considerablemente mayor. 

Las pilas en desuso no deberían disponerse con los residuos 
sólidos urbanos por sus materiales contaminantes. En América Latina 


y el Caribe, son las causantes del 93 % del mercurio en la basura 
doméstica, así como del 47 % del zinc, del 48 % del cadmio, del 22 % 
del níquel, etc. (Seluy, 2017). Un estudio (UBA, 2009) detectó que el 
mercurio, pese a que ha sido limitado por ley en varios países del 
mundo como componente peligroso, aún está presente en altas 
concentraciones en Argentina en las pilas ácidas y alcalinas 
importadas. 

A pesar de que las pilas presentan un bajo porcentaje en el total 
de los residuos, debido a la presencia de metales pesados, tienen una 
alta toxicidad, tanto para la salud como para el ambiente. Dichos 
metales (zinc, cadmio, níquel, mercurio, plata, cobalto, plomo, etc.) 
son causantes de diversas enfermedades: son altamente cancerígenos, 
provocan efectos negativos a nivel de la piel, cerebro, riñones, 
pulmones, corazón, sistema nervioso, sistema reproductivo y 
estómago. En el ambiente, son responsables de contaminar el agua, la 
tierra y el aire. El mercurio es bioacumulable, es decir, se acumula en 
los tejidos y, al mismo tiempo, no puede ser eliminado por el cuerpo 
(Seluy, 2017). 

En la normativa argentina (como se desarrollará más abajo), las 
pilas no son consideradas como residuos sólidos urbanos (RSU) 
convencionales, sino residuos especiales de generación universal 
(REGU), debido a sus características de su alto potencial en términos 
de impacto ambiental negativo y a que estos residuos son generados 
de manera dispersa por parte de muchos actores que consumen pilas 
de manera masiva. 

En Argentina, la mala gestión de estos residuos incentiva la 
generación de rellenos sanitarios y/o basurales, convirtiéndose en una 
de las corrientes que aportan mayor cantidad de metales pesados a 
sitios de disposición final. 

Existe, por parte de la sociedad, un conocimiento de la 
peligrosidad de estos residuos, aunque no se cuenta con suficiente 
información oficial de lo que se debe hacer con ellas luego de haber 
sido usadas. Una encuesta detectó que el 92 % de los encuestados 
conoce el poder contaminante de las pilas (Corti, 2002). 

Existe un porcentaje (no estimado) de pilas que ingresan al país 
en forma ilegal. A su vez, no hay datos sistemáticos de trazabilidad 
que permita dar cuenta de dónde se consumen y descartan. Un estudio 
desarrollado en el Área Metropolitana de Buenos Aires (AMBA) arrojó 


que durante 2009 se enviaron a enterramiento en rellenos de la 
CEAMSE 734 kg de pilas y baterías por día, es decir, 264 t anuales 
(FIUBA, 2009). 

En el gráfico 1, se observa un predominio, a nivel nacional, de la 
importación de las pilas no recargables (primarias) —durante el 
período 2002-2017- con respecto a las recargables (secundarias). Sin 
embargo, a lo largo del tiempo, se observa un incremento en la 
importación de las pilas secundarias o recargables frente a la 
disminución de las primarias o no recargables, lo que puede deberse a 
su mayor vida útil, una mayor conciencia ambiental o una mejor 
relación con sus costos. 

Gráfico 1. Evolución de la importación de pilas primarias y secundarias, 2002-2017 
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Fuente: González (2018). 


Desde el Programa de Recolección de Pilas y Baterías desarrollado 
por la Agencia de Protección Ambiental (APrA) de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires (CABA), se planteó que el 69 % de las pilas 
recolectadas en CABA correspondían, en 2009, al tipo categorizado 
como no recargables (UBA, 2009). De estas, el 67 % eran tipo AA y 
AAA y el 2 % restante estaba constituido por pilas tipo botón (la 
terminología AA y AAA corresponde a una clasificación según el 
tamaño de las pilas, que también incluye las A, C y D). 

En cuanto a la minimización en la generación de residuos de 
pilas, no se visualizan políticas robustas en Argentina que apunten en 
esta dirección desincentivando el uso de pilas y su reemplazo por otras 
formas de energía (puertos USB, por ejemplo) o por otro tipo de 


productos que no requieran energía. Los reemplazos que surgen, en 
general, provienen desde el sector privado. Sin embargo, estas 
iniciativas de empresas resultan insuficientes para responder a 
desarrollar e implementar una alternativa a la gran cantidad de pilas 
que se consumen y descartan. 

Al respecto, se desarrolla una investigación en curso en 
Argentina, en la Universidad Nacional del Centro de la Provincia de 
Buenos Aires en la ciudad de Olavarría, a través de la cual se busca 
crear carbón activado (material usado en pilas que permite almacenar 
energía) a partir de la incineración de yerba mate usada. Los 
investigadores del proyecto informan que obtuvieron un rendimiento 
de 30 kg de carbón activado cada 100 kg de yerba mate usada. El 
desarrollo de estos supercapacitores basados en un residuo como es la 
yerba mate usada evidencia el potencial incremento en la 
productividad derivado del despliegue de prácticas de economía 
circular. Es decir que, con la recuperación de un residuo (la yerba 
mate usada), se contribuye a la minimización en la generación de otro 
potencialmente peligroso. Al mismo tiempo, se aprovechan insumos 
para la producción y se evita la explotación de otros recursos y los 
costos asociados a esta (El Eco, 2023). 

El Convenio de Basilea, sobre el Control de los Movimientos 
Transfronterizos de los Desechos Peligrosos y su Eliminación (1992), 
ratificado en Argentina por Ley N.* 23.922/91, busca proteger la salud 
de las personas y el ambiente frente a los efectos perjudiciales de los 
desechos peligrosos. Estos principios, además, se plantearon en la Ley 
General del Ambiente N.? 25.675/02. Esta normativa brinda un marco 
respecto del movimiento internacional de pilas ya utilizadas. 

Los países miembros del Mercosur, por su parte, consideran a las 
pilas y/o baterías como residuos especiales de generación universal. A 
partir de esto, firmaron un acuerdo por el cual se comprometieron a 
incorporar patrones de producción y consumo sustentables, con el fin 
de minimizar la cantidad y peligrosidad de los residuos generados. 

Por otra parte, la regulación de pilas en Argentina representa una 
zona gris dentro de la normativa de los residuos, en tanto existen 
diversas normativas en las que estos residuos quedan incluidos, lo que 
acaba por generar cierta complejidad para la aplicación de las normas 
(recuadros 1 y 2). 


Recuadro 1. Normativa vinculada a los descartes de pilas en Argentina 


La Resolución N.* 522/16, correspondiente al Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sustentable de la Nación, define a las pilas 
como REGU. En tanto residuo doméstico, además, estas se 
enmarcan en la Ley N.* 25.916/04 de Gestión Integral de 
Residuos Domiciliarios (véase capítulo 1). Como residuo 
peligroso, los REGU se encuentran regulados por la Ley N.? 
24.051/92, que plantea que será considerado residuo peligroso 
“todo residuo que pueda causar daño, directa o indirectamente, a 
seres vivos o contaminar el suelo, el agua, la atmósfera o el 
ambiente en general”. Esta Ley excluye de su alcance a los 
residuos domiciliarios. De esta forma, obliga al sujeto generador 
de dicho residuo a actuar responsablemente por aquellos daños 
generados en el proceso de descarte. Respecto a las plantas de 
tratamiento para estos residuos, esta norma dispone que estas 
deben cumplir con condiciones de seguridad ambiental y se las 
define como “aquellas en las que se modifican las características 
físicas, la composición química o la actividad biológica de 
cualquier residuo peligroso, de modo tal que se eliminen sus 
propiedades nocivas, o se recupere energía y/o recursos 
materiales, o se obtenga un residuo menos peligroso, o se lo haga 
susceptible de recuperación, o más seguro para su transporte o 
disposición final”. En función de esto, la Ley establece el Registro 
Nacional de operadores para generadores, transportistas y 
operadores de pilas. 

La Ley N.* 26.184/06 de energía eléctrica portátil, por su 
parte, prohíbe en todo el territorio de la Nación la fabricación, 
ensamblado e importación de pilas y baterías primarias, con 
forma cilíndrica o de prisma, comunes de zinc, carbón y alcalinas 
de manganeso cuyo contenido de mercurio, cadmio y plomo 
supere: 0,0005% en peso de mercurio, 0,015% en peso de cadmio 
y 0,200% en peso de plomo. 

La Resolución (SAyDS) N.* 14/07 establece que todas las 
pilas que son importadas requieren que se realice un trámite para 
su certificación, ya sea que se presenten sueltas o formando parte 
de productos tales como juguetes, electrodomésticos, etc. Para 
esta certificación, las empresas deben declarar los tipos y cantidad 
de pilas que se importan y, a partir de estos datos, deben medirse 


parámetros de compuestos de las pilas. Esta certificación la 
realiza el INTI, que supervisa las mediciones, para lo que cuenta 
con una Red de laboratorios (Resolución N.? 2/07). Desde 2018, 
se incorporaron otras empresas privadas que también certifican 
pilas. El órgano de control de este proceso, al ser residuos 
peligrosos, es el Ministerio de Ambiente. 


Recuadro 2. Normativa vinculada a los descartes de pilas 
en la Ciudad de Buenos Aires 


Asimismo, existen algunas regulaciones en los niveles 
subnacionales. Por ejemplo, CABA cuenta con legislación propia 
respecto a las pilas. La Ley N.* 5.991/18, de Gestión Ambiental de 
Pilas en Desuso, las considera como residuos sujetos a un manejo 
especial (REGU) por sus potenciales características de 
peligrosidad, nocividad o toxicidad. La mencionada Ley asigna la 
carga de la gestión integral ambiental de las pilas recargables 
agotadas al productor, importador, distribuidor, intermediario o 
responsable de la puesta en el mercado de dichos productos. Estos 
deben elaborar y ejecutar planes aprobados de gestión de pilas 
recargables agotadas que permitan su adecuada recepción, 
transporte, tratamiento y disposición final, a fin de evitar efectos 
negativos en el ambiente; e informar de los planes de gestión ante 
los consumidores, orientando a estos últimos respecto de la 
debida separación de las mismas y del sistema de recolección 
implementado. 

La Resolución N.* 417/14 APrA, CABA, define las corrientes 
de residuos que son admisibles en los puntos verdes, entre los que 
se incluye a las pilas, y los procedimientos a implementar con 
estas, según la Resolución N.* 167/14 de APrA. En este conjunto 
legislativo, se establece que las pilas deben ser sujetas a un 
manejo especial, previsto en la “Guía de contenidos mínimos para 
los planes de gestión integral de pilas y baterías recargables 
agotadas” (Inti, 2022), y que los responsables de poner en el 
mercado las pilas y baterías recargables (fabricantes, 
importadores, etc.) deben presentar planes de gestión y 
tratamiento. Con referencia a las pilas no recargables, en 2018 la 
APRA se encontraba trabajando junto al Ministerio de Ambiente y 


Desarrollo Sustentable de la Nación en un programa sobre pilas a 
nivel nacional, sobre el cual aún no se advirtieron avances 
significativos (Página 12, 2018). 


Según González (2018), en la Región Metropolitana de Buenos 
Aires (RMBA), hay desconocimiento en los distintos ámbitos del sector 
público sobre el tipo de gestión a aplicar con las pilas. Los municipios 
actúan, o dejan de actuar, a partir de sus propios criterios. La autora 
observó que esta complejidad se debe a la falta de una normativa que 
defina los pasos a seguir en el reciclado de pilas y de recomendaciones 
por parte de los organismos responsables. Las jurisdicciones que no 
han desarrollado acciones sobre el tema esperan regulaciones y 
estrategias sobre los procedimientos y acciones que se deben aplicar 
dejando sin control ni gestión sobre estos residuos debido al vacío 
legal. 


8.2. Separación en origen y recolección diferenciada: 
experiencias, obstáculos y oportunidades 


En este apartado nos interesa abordar si existen estrategias de 
separación en origen y recolección diferenciada de pilas, cómo se 
desarrolla esto y si esta es una práctica predominante entre los 
generadores y recolectores. 

En la mayor parte de los casos de la Argentina, las pilas son 
descartadas por los generadores a través de mecanismos poco seguros, 
con los RSU, por lo que son transportadas a través de la recolección 
convencional y derivadas a rellenos y basurales, resultando en un alto 
impacto ambiental negativo. 

Se observan algunas experiencias de municipios que han 
implementado prácticas relativas a la gestión de este residuo, aunque, 
en general, tampoco suelen tener difusión y alcance para toda la 
población. En estos casos, generalmente, el proceso inicia con puntos 
de recepción a los que se llevan las pilas. En algunos de estos, se 
solicita que se las entreguen en determinadas condiciones para que su 
peligrosidad no afecte el proceso de manipulación. Posteriormente, 
son almacenadas temporalmente en el punto hasta que, luego, son 
transportadas hacia un centro de almacenamiento primario o acopio 
transitorio, el cual puede ser municipal, privado o de alguna 


organización social. El transporte se realiza, en todos los casos, por 
una empresa de logística autorizada para el traslado de residuos 
peligrosos, que los lleva, en la mayor parte de los casos, a un relleno 
de seguridad. Este último permite almacenar los residuos en el suelo, 
aislados. De esta forma reduce al máximo la generación de lixiviado, y 
previene su ingreso, sin tratamiento, al ambiente. Representa un 
confinamiento a largo plazo. 

Se detectan diversas campañas de comunicación que apuntan a 
sensibilizar a la comunidad sobre las pilas como agente contaminante 
y a incentivar la separación y acopio en puntos específicos. Sin 
embargo, estas no detallan el proceso o tratamiento que se realiza a 
posteriori de la recolección, a la vez que estas iniciativas, aún, son 
escasas. 

En el marco del proyecto Megapila 2000, se realizó un 
relevamiento, a través de encuestas, en 10 escuelas distribuidas 
geográficamente en CABA y los partidos de Gral. San Martín, Vicente 
López y Lanús. Este contó con el apoyo académico y científico de 
docentes-investigadores de la Escuela de Ciencia y Tecnología de la 
Universidad Nacional de San Martín (UNSAM) (Corti, 2002). Esta 
encuesta arrojó, entre otros, los siguientes resultados: el 97 % acepta 
participar en campañas de recolección diferenciada, y el 76 % acopia 
las pilas. 

Se detectaron diversas iniciativas internacionales sobre sistemas 
de separación y recolección diferenciada de las pilas, que se detallan 
en el recuadro 3. Las del ámbito nacional se presentan en los 
recuadros 4, 5,6 y 7. 


Recuadro 3. Experiencias internacionales de separación en origen y recolección diferenciada de pilas 


En la Comunidad Europea, hay directivas relativas a las pilas y 
sus residuos que instauran normas específicas de recolección, 
tratamiento, reciclado y eliminación. También establecen las 
metas de recolección a implementar. 

España trabaja con la responsabilidad extendida del 
productor, la recolección selectiva, el tratamiento y reciclaje; 
además de establecer metas. Para ello, se constituyó en el país la 
Fundación para la Gestión Medioambiental de Pilas, que 
suministra puntos de recogida, que se encuentran en casi todos 


los centros comerciales en donde se compran las pilas. 

Estados Unidos y Japón han decidido recolectar y reciclar 
únicamente las pilas que contienen materiales tóxicos y las 
recargables, cuya recuperación representa un beneficio 
económico. 

Canadá lanzó en Toronto el programa Charge Up to Recycle, 
desarrollado y financiado por la industria de las baterías 
recargables Rechargeable Battery Recycling (RBRC). Esta consiste 
en depositar en los comercios cajas especialmente diseñadas para 
acopiar las pilas que los usuarios descartan y enviarlas a un 
centro de reciclado de última generación. Como parte del 
programa, se realiza una campaña educativa a nivel nacional para 
sensibilizar sobre estos residuos. 

En la región latinoamericana, Colombia implementó una 
Resolución del Ministerio de Ambiente, que plantea la 
responsabilidad extendida del productor. A partir de esta, se 
establecieron puntos de recolección para el posterior tratamiento. 
También hay puntos de acopio en Perú y Ecuador. El gobierno 
mexicano puso en funcionamiento programas de reciclaje que 
buscan acopiar las pilas para disponer de ellas de forma que no 
provoquen daños al ambiente. 


Recuadro 4. El caso del sistema de recolección diferenciada de APrA, CABA 


En cuanto a CABA, APrA es el órgano responsable de implementar 
una política vinculada a las pilas. En el marco de la Ley N.? 
5.991/18 antes mencionada, trabaja con el principio de 
responsabilidad extendida del productor. Para su cumplimiento, 
APrA debe desarrollar un plan que explicite el sistema de 
recolección, transporte, tratamiento y disposición de los residuos, 
teniendo en cuenta la protección del ambiente y de la salud 
humana, y usando la mejor tecnología disponible. Para su 
implementación, las empresas deben financiarlo y ejecutarlo. 

En tal marco, y con el fin de lograr la aplicación de planes de 
gestión que cumplan los requisitos obligatorios establecidos por la 
Ley N.* 5.991/18, un conjunto de empresas importadoras de pilas 
y baterías portátiles (Energizer, Panasonic y Duracell) se unió, 
generando una organización (RIPPILA). A partir de la articulación 


de esta con las Farmacias Dr. Ahorro, se logra el acopio de parte 
de las pilas descartadas en el territorio para luego darles un 
tratamiento diferenciado, tanto a las recargables, como a las no 
recargables. 

A su vez, se reciben pilas en los puntos verdes fijos y móviles, 
como residuos especiales. Para un manejo diferenciado, los 
puntos cuentan con tachos donde se depositan inicialmente las 
pilas (imagen 1). 


Imagen 1. Punto limpio Ciudad Autónoma de Buenos Aires 
y > 'AWaL: 


Recuadro 5. Municipios de la provincia de Buenos Aires 


Existen diversos municipios que implementan sistemas de 
recolección de pilas en la provincia de Buenos Aires. Algunos de 
ellos son Brandsen, Luján, Escobar, Campana, San Martín y San 
Isidro. Brandsen lo realiza en articulación con instituciones y, 
luego, las pilas son acopiadas en una planta de clasificación y 
tratamiento, en galpones municipales. En Luján, son recolectadas 
y llevadas a la cooperativa Reciclando Trabajo y Dignidad (CABA) 
a partir de un Convenio (El Civismo, 2020), en tanto Escobar 
desarrolla la recolección diferenciada mediante campañas 
específicas y puntuales, para ser enviadas a disposición final en el 
relleno de seguridad de Campana. Este municipio, por su parte, 
desarrolla el programa Ponete las Pilas, en el que se recolectan 
pilas en puntos verdes, para luego ser enviadas al relleno de 
seguridad ubicado en su territorio. San Martin desarrolla el 
Programa Chau Pilas, a través del que se pueden dejar las pilas en 
containers. San Isidro recibe pilas en estaciones de residuos 


especiales, con contenedores explicativos. 

En Vicente López, la Ordenanza N.* 30.391/11 aprobó el 
Plan de Recolección Diferenciada y Reciclado de Residuos 
Especiales Domiciliarios (RED), integrado entre otras cosas por 
pilas. Este Plan incluye una campaña de concientización orientada 
a los habitantes del municipio, para la separación de residuos 
domiciliarios y capacitación al personal. Las pilas se recepcionan 
en las delegaciones municipales, donde se depositan en 
contenedores especiales y, luego, son enviadas a disposición final 
a el relleno de seguridad en Campana. 

Moreno cuenta con las Ordenanzas N.* 6.185/19 y 6.268/20, 
que mencionan que las pilas de origen doméstico deben ser 
separadas para realizar su tratamiento y acopio en lugares 
seguros, no pudiendo disponerse en rellenos sanitarios. A pesar de 
esto, no se está realizando ninguna gestión diferenciada con 
respecto a los residuos de pilas. 

La Asociación Protectora del Medio Ambiente y la Cultura de 
Paso del Rey desarrolla la campaña “Yo me pongo las pilas”, 
donde se reciben pilas en desuso, en puntos de recolección. Las 
mismas deben ser llevadas en botellas plásticas con tapa, sin 
agua, ni tierra, ni arena. 

En La Plata existe el Decreto N.* 1.962/09, que establece la 
guía de contenidos mínimos para los planes de gestión integral de 
pilas recargables. 


Recuadro 6. Iniciativas privadas 


Por iniciativa empresarial, en la zona oeste del AMBA, algunas 
estaciones de servicio (AXION Energy e YPF) funcionan como 
puntos de recepción para que la comunidad deposite pilas usadas. 
Luego, son trasladadas por Transporte Franco, empresa encargada 


de la recolección de los residuos peligrosos, que las acopian para 
incluirlas en bloques de cemento o bancos para plazas. Por su 
parte, en Morón, diversos centros audiológicos reciben pilas 
usadas de audífonos, así como empresas de telefonía celular. 


Recuadro 7. Campañas de sensibilización de ONG 


| 


Existen diversas organizaciones de la sociedad civil que, por fuera 
de las instituciones públicas, han desarrollado iniciativas de 
comunicación, recepción y transporte segregado de pilas: 


-Ecovolta: ONG que funciona en CABA. Ofrece para la venta 
desde su página web un envase donde acopiar pilas, para que 
luego estos se puedan llevar a disposición en puntos verdes 
municipales. Es un sistema que consiste en colocar la pila en un 
envase hermético que tiene un polvo que elimina el drenaje, 
rompe su enlace químico y absorbe la humedad, logrando que las 
pilas no contaminen. 

-Taller ecologista (Rosario): comenzó la campaña Poné las Pilas 
en el Taller Ecologista, como una forma de crear conciencia sobre 
la peligrosidad de las pilas y sus componentes, y los motivos para 
no arrojarlas con el resto de los residuos. La campaña implicó la 
instalación de puntos de recolección y, luego de clasificar las pilas 
(unos 6.000 kg), se colocaron en recipientes plásticos especiales 
que fueron guardados en depósitos construidos por la 
Municipalidad de Rosario y que no tuvieron tratamiento. 

-Donde Reciclo.org: desarrolla campañas de sensibilización en las 
que recomiendan formas de acopio. Por ejemplo, guardarlas en 
botellas plásticas o frascos de vidrio, debajo de la bacha de la 
cocina, lavadero o junto con los productos de limpieza, hasta que 
haya una solución para su tratamiento. A la vez, incentivan al uso 
de pilas recargables para minimizar el consumo de las otras. 


Entonces, se puede concluir que la gestión de los residuos de pilas 
solo está presente en los municipios que, por decisión propia, trabajan 
en la gestión diferenciada. En lo relativo a estos residuos, también, 
hay campañas de comunicación sobre todo desde distintas ONG, y 
resulta deficiente desde los organismos gubernamentales responsables. 
El principal obstáculo es la falta de normativa a nivel nacional y/o 
provincial que regule esta etapa, a partir de lo cual son los municipios 
los que deciden si gestionar estos residuos y cómo hacerlo. Por esto no 
existe infraestructura suficiente y accesible y el destino de los residuos 
de pilas termina siendo el acopio domiciliario. 


8.3. Qué pasa luego de la recolección diferenciada: experiencias, 
obstáculos y oportunidades para la valorización 


Luego de la recolección de pilas, existen diversos tratamientos posibles 
para recuperar los materiales. Actualmente, los principales procesos 
para el tratamiento de residuos de pilas desarrollados en el ámbito 
internacional se basan en técnicas  hidrometalúrgicas, 
pirometalúrgicas, de destilación por vacío y vitrificación (un método 
de inmovilización de residuos) (INTI, 2016), cuyo detalle técnico se 
especifica en los recuadros 8, 9, 10 y 11, respectivamente. En algunos 
casos, los materiales se pueden valorizar. Esto se hace a través de 
métodos térmicos o bien de inmovilización. En otros, el tratamiento se 
orienta a reducir los efectos ambientales de la disposición de residuos 
peligrosos. 


Recuadro 8. Procesos de tratamiento hidrometalúrgicos 


Los procesos hidrometalúrgicos se basan en la disolución de 
metales en agua con ácidos o bases para extraer de manera 
selectiva los metales y usarlos en la industria metalúrgica. Etapas 
del proceso: 1.” molienda: se hace una selección previa y limpieza 
de la masa de pilas para luego triturarla; 2.” separación: tamizado, 
separación magnética, y separación neumática; 3.” lixiviación: 
tratamiento que permite separar los metales de los polvos finos a 


partir de aplicar ácido y neutralizar los materiales; 4.” 
enriquecimiento de soluciones muy diluidas para aumentar su 
concentración y purificación en medio alcalino; 5.” purificación: 
eliminación de sustancias indeseadas e impurezas; 6.” obtención; 
y 7.” refinación. Luego de las etapas descritas, pueden aparecer 
emisiones gaseosas, líquidos lixiviados y desechos con sus 
problemáticas ambientales asociadas. 


Recuadro 9. Procesos de tratamiento pirometalúrgicos 


Los procesos pirometalúrgicos, a través de un tratamiento 
térmico, transforman y separan los componentes en un medio 
reductor. Los procesos pirometalúrgicos son simples, aunque 
consumen grandes cantidades de energía si se los compara con 
técnicas hidrometalúrgicas. 


El proceso genera distintos residuos: gases de escape de 
diferente origen, sustancias gaseosas (SO2, HCl, HF, CO, CO2), 
agua residual y escorias finales. 


Recuadro 10. Procesos de tratamiento de destilación por vacío 


Los procesos de destilación por vacío consisten en someter a las 
pilas, en especial las pilas botón, a una cámara de vacío a baja 
presión y alta temperatura. De esta manera, se logra liberar en 
forma de vapor el mercurio contenido. Las distintas etapas del 
proceso son: oxidación, extracción del mercurio por decantación y 
proceso de afinado. 

La correcta disposición de los residuos del primer tratamiento 
se realiza por métodos de inmovilización, a través de procesos 
físico-químicos (vitrificación, cementación y  ceramización). 
Cuando se utiliza encapsulamiento con cemento, es recomendable 
colocar las pilas en un envase hermético con agregado de un 
reactivo básico para neutralizar los productos de alteración 
ácidos, de forma de preservar la estructura frente a ataques 
químicos. 


Recuadro 11. Procesos de tratamiento por inmovilización 


Los procesos de inmovilización se orientan a estabilizar los 
componentes peligrosos de las pilas. Los distintos tipos de 
inmovilización son: 


-Vitrificación: consiste en disolver a alta temperatura (entre 1.300 
£C y 1.500 *C) una mezcla del residuo a tratar con óxido de sodio, 
de calcio y sílice para formar un caldo vítreo, de color oscuro, que 
puede moldearse cuando está en estado sólido. Es un proceso 
térmico, por lo tanto, emite gases contaminantes y requiere un 
alto consumo eléctrico del horno. 

-Cementación: los residuos son incorporados en una matriz de 
cemento. Involucra una reacción de hidratación que, junto con 
otras reacciones químicas entre los metales de los residuos, 
actúan por encapsulamiento físico. Es un proceso exotérmico 


(desprende calor). 
-Ceramización: permite incorporar los residuos (tóxicos O 
peligrosos) a una matriz cerámica. 


En general, en todas estas alternativas, las pilas se clasifican por 
tipos y formatos, para dar a cada una el tratamiento específico que le 
corresponde, según sus componentes. 

Muchos de estos metales y componentes, entre el 50 y el 80 %, 
pueden recuperarse y volver al círculo del proceso industrial, 
ahorrando energía y reduciendo la creciente demanda extractiva de 
materias primas en todo el mundo. Luego del tratamiento, los 
materiales que no se pueden recuperar y tratar se llevan a disposición 
final en rellenos de seguridad que, como se mencionó, son depósitos 
diseñados para contener sustancias potencialmente peligrosas. 
Actualmente, en los rellenos de seguridad, se referencia la ubicación 
de las pilas con GPS, cada cápsula donde se introducen está numerada 
para llevar un registro, y se detalla la cantidad que contiene y su 
ubicación. 

Hay diferentes tecnologías de recuperación de los metales 
componentes de las pilas. Son técnicas que aún están en desarrollo a 
nivel internacional. Estas buscan reinsertar en el mercado productivo 
los metales recuperados y, de esta manera, colaborar en el desarrollo 
de la economía circular, evitando o disminuyendo la minería 
tradicional y los impactos que provoca este tipo de materiales al ser 
liberados al ambiente. En general, las técnicas hidro y 
pirometalúrgicas generan en su proceso residuos (sólidos, líquidos y 
gaseosos) que se deben tratar de manera individual. Actualmente, hay 
una tecnología de triturado que logra separar los componentes en una 
pasta llamada “blackmass”. Esta se vende como tal y permite recuperar 
los metales componentes de las pilas, para su reinserción en el 
mercado productivo (Sidaoui, 2023). 

Existen diversas experiencias de recuperación en el ámbito 
internacional y nacional (recuadros 12 y 13). Sin embargo, en el caso 
de Argentina, los planes de gestión que se aplican no implican un 
tratamiento de los residuos de pilas con el fin de recuperar sus 
componentes. Cuando existen políticas locales, las pilas se derivan a 
disposición final en rellenos de seguridad o se introducen en 


estructuras de cemento, luego de su encapsulamiento. 


Recuadro 12. La planta de tratamiento de pilas de la Universidad Nacional de La Plata (Gonnet, La Plata) 


La Universidad Nacional de La Plata (UNLP) implementó un 
programa de reciclado para las pilas alcalinas. Para ello, 
desarrolló la primera, y única en el país, Planta Piloto 
Multipropósito, de Tratamiento de Pilas, en Gonnet. 

Esta planta es un centro de investigación y desarrollo de 
diferentes proyectos, perteneciente a la Facultad de Ciencias 
Exactas de la UNLP y a la Comisión de Investigaciones Científicas 
(CIC) de la provincia de Buenos Aires. Esta planta presenta una 
capacidad para reciclar 80 kg de pilas por mes (equivale al 
consumo de una población de 8.000 habitantes), con el fin de 
generar avances científicos, más que como lugar de acopio o 
tratamiento a gran escala. 


-El proceso de reciclado aborda distintas etapas como 
clasificación, separación y extracción de materiales por 
tratamiento biotecnológico: 

-Se desarrolla una clasificación por tamaño de pilas alcalinas 
agotadas: chicas (AAA), medianas (AA), grandes (C) y más 
grandes (D). La Planta no procesa pilas recargables. 

-Mediante un método artesanal, se corta la carcasa de hierro que 
recubre a las pilas. Una vez abiertas, se recuperan los diferentes 
componentes: cobertura de acero, algo de papel y barro interno. 
-Una vez hecha la separación, el barro interno se trata en una 
solución de ácido sulfúrico generada por un proceso 
biotecnológico (este proceso, a diferencia de otros, evita la 
contaminación asociada a la fabricación del mencionado ácido). 
Se logra así extraer los metales de las pilas, para luego realizar su 
separación y recuperación mediante distintos métodos. 


El proceso logra separar por precipitación los distintos 
componentes que pueden reutilizarse obteniendo finalmente 
óxido de manganeso y carbonato de zinc. El primero puede 
utilizarse para fabricar acero, y el segundo es aplicado en la 
industria alimenticia, farmacéutica, naval y hasta en la 


construcción. De esta manera, se transforma un residuo tóxico en 
algo aprovechable de diversas maneras. 

En la actualidad, la planta no se encuentra en 
funcionamiento. 


Recuadro 13. Experiencias a nivel internacional 


En el ámbito internacional, cabe mencionar el caso de España. La 
Fundación Ecopilas es un Sistema Colectivo de Responsabilidad 
Ampliada del Productor (SCRAP) para la gestión de los residuos 
de pilas. Las pilas recolectadas en los contenedores destinados a 
tal fin, que se ubican en diversos puntos (comercios y 
delegaciones municipales), se trasladan a las plantas de reciclaje, 
donde se clasifican por tipos y formatos, para dar a cada una el 
tratamiento específico que le corresponde, según sus 
componentes. 

En este caso se desarrolla un tratamiento de separación y 
procesamiento para la recuperación de los diversos materiales 
contenidos en las pilas (cuadro 4). 


Cuadro 4. Funciones y reciclaje de los componentes de las pilas alcalinas, el caso Ecopilas 


hierro que está en el caedia de la pila y 
sujeto a la base. 


Fuente: elaboración propia con base en Ecopilas. En shorturl.at/ZDGKN. 


En resumen, hay diversas tecnologías de recuperación de los 
metales componentes de las pilas. La aplicación de dichas tecnologías, 
ya sean térmicas o de inmovilización, busca evitar, aunque no se 
puede completamente, el impacto negativo que este tipo de material 
provoca en el ambiente. En general, están desarrolladas e 


implementadas en el exterior (en países de Europa y en otros, como 
los Estados Unidos). En Argentina aún no se han implementado dichas 
tecnologías. Salvo en casos puntuales en los que las recolectan de 
manera diferenciada y las disponen en relleno de seguridad, las 
opciones (por fuera de lo que indica la normativa) son tirarlas con los 
RSU (por lo que en su mayoría terminan en rellenos y basurales) o 
acopiarlas a la espera de directivas por parte de las autoridades 
responsables. 

El material recuperado de las pilas tiene diversos fines. Así como 
se observó en los ejemplos presentados en el recuadro 11, que refería 
al caso de la planta de Gonnet, existen otros posibles destinos: el 
hierro para los elementos férreos de la construcción de edificios y 
otras obras, también para las soldaduras, para la fabricación de 
alambres, el zinc para galvanizar el hierro para protegerlo de la 
corrosión y para la fabricación de pinturas y esmaltes, el plomo para 
proteger de la radiación de los rayos X en las pruebas hospitalarias y 
para el revestimiento de instalaciones eléctricas, el estaño como 
revestimiento protector del cobre, para la fabricación de latas de 
conservas y para reducir la fragilidad del vidrio y para fabricar las 
láminas de tubos de órganos musicales (Recicla tus Pilas, 2023) 

A su vez, en ciertas experiencias del país, las pilas son 
encapsuladas y contenidas en diversos formatos como recipientes de 
PVC o metálicos y cubiertas con hormigón como barrera de seguridad. 
En algunos casos son inmovilizadas en bloques de cemento para la 
construcción de caminos bajo la capa asfáltica, en cordones de vereda, 
integrados a bancos y mesas de hormigón ubicados en plazas, para 
fortalecer monumentos históricos (Agencia Iberoamericana para la 
Difusión de la Ciencia y la Tecnología, 2023). Esta producción no 
cuenta con certificación de ningún organismo nacional ya que no está 
determinado si se convierten o no en un riesgo una vez encapsuladas 
las pilas. 

En cuanto a los obstáculos, se detecta que existe ausencia de 
normativa a nivel nacional y/o provincial que regule la gestión de 
estos residuos y que permita que los municipios puedan generar 
acciones con apoyo técnico y financiero. En paralelo, se visualiza que 
la ausencia de normativa podría estar relacionada con la falta de 
apoyo del sector empresarial. A partir de esto, no existen recursos 
económicos destinados a tratar y recuperar estos materiales. 


8.4. Recomendaciones 


La alta generación y la posterior gestión de las pilas en desuso, 
especialmente las no recargables, representan problemas que 
requieren de soluciones integrales. Por un lado, hasta el momento, no 
ha logrado evitarse la importación y el consumo masivo de pilas en 
Argentina. Esto deriva en una gran cantidad de residuos de estos 
productos en los cuales el procedimiento para su valorización suele ser 
complejo, considerando, en primer lugar, que es un residuo peligroso 
que se genera en múltiples domicilios y en otros puntos de generación. 

Para ser tratadas y dispuestas de manera más sustentable, las pilas 
requieren de un sistema de recepción y/o recolección diferenciada y 
de un transporte adecuado. Además, se necesitan tratamientos 
específicos y con desarrollos tecnológicos sofisticados para recuperar 
los diversos materiales y mecanismos de disposición segura oO 
tratamiento para aquello que no se pueda recuperar. De otro modo, su 
recupero sin cuidados y protocolos podría causar daños al ambiente o 
a la salud de los trabajadores y/o de la población en general. 

Como primera medida, para adoptar la jerarquía de prioridades 
que propone la economía circular, y fortalecer como instancia más 
relevante la minimización de los residuos a generar, se debe impulsar 
el uso de equipamientos sin pilas, los equipos con carga por USB o, en 
su defecto, la utilización de pilas recargables y, solo en último caso, el 
uso de pilas de larga duración. Es importante generar incentivos (por 
ejemplo, de tipo económico con la disminución o aumento de 
impuestos, según el producto) y campañas para lograr estos fines, 
apuntando a minimizar el uso de pilas. 

Es de destacar que, para estos residuos, cabe aplicar la 
Responsabilidad Extendida del Productor (REP), que implica generar 
medidas obligatorias para productores domésticos (si los hubiera a 
futuro) e importadores (tanto de pilas, como de productos que las 
contengan). Esta responsabilidad extendida debería abarcar a las 
diversas fases del ciclo de vida de las pilas, en donde estos actores 
deberían asumir la responsabilidad para la adecuada gestión y 
tratamiento de estos elementos, así como su financiamiento. En este 
sentido, existe un vacío en la regulación que no obliga a las empresas 
a hacerse cargo de los residuos que se generan en la etapa posterior a 
su consumo, salvo en CABA, donde rige esta ley. Sin embargo, como 


las pilas se trasladan entre los distintos territorios del país, las 
medidas locales, si bien aportan, tienden a no ser lo suficientemente 
efectivas. 

A su vez, es requisito contar con una política nacional que 
incorpore información, comunicación para el consumo responsable y 
manipulación de este tipo de productos, para lo cual sirve como 
referencia la Ley de Etiquetado Frontal de Alimentos N.* 27.642/21. 
Es preciso garantizar un etiquetado claro, que sea aplicado en forma 
obligatoria por las empresas productoras e importadoras, indicando al 
consumidor el tiempo de duración, los productos que contiene y la 
toxicidad, entre otros. 

Es fundamental establecer una legislación específica que indique 
de qué manera se deben gestionar los residuos de pilas. Luego, generar 
estándares normativos sobre las pilas que pueden comercializarse en 
el país, con límites permitidos de sustancias tóxicas, que promuevan 
aquellas de mayor durabilidad y fáciles de reciclar y reutilizar. En 
cuanto a fiscalización, monitoreo y acceso a la información, el Estado 
tiene un rol clave en establecer mecanismos estratégicos e 
innovadores. De esta forma, debe fortalecerse su capacidad de 
fiscalización y control para asegurar el cumplimiento de las 
disposiciones de la normativa, el control sobre el transporte, las 
plantas de tratamiento y la disposición adecuada, y establecer un 
régimen de sanciones efectivo en caso de incumplimiento. Dichos 
programas de control para las pilas que se importen deben verificar 
que se cumpla con los límites establecidos por la Ley de Energía 
Eléctrica Portátil N.* 26.184. 

En tanto no exista una legislación de presupuestos mínimos de 
REP en el ámbito nacional, será complicado responsabilizar a 
productores e importadores, así como generar los fondos necesarios 
para reducir el impacto ambiental de las pilas y garantizar los fondos 
para un adecuado monitoreo estatal. Es decir, la industria debe ser 
responsable de la recolección, clasificación, reciclaje, campañas de 
sensibilización y comunicación, así como de financiar estas cuestiones. 

La gestión local requiere acompañar el proceso de recolección y, 
tanto a nivel provincial, como municipal, es importante la 
fiscalización territorial. También, en los niveles locales, puede aportar 
el desarrollo de normativas provinciales y municipales. 

Tanto en el nivel nacional, provincial o municipales, se pueden 


generar certificación de procesos. 

Como complemento de lo anterior, es relevante desarrollar una 
base de datos pública clara y confiable, georreferenciada, que permita 
detectar lo normativo, las certificaciones y los procedimientos 
adecuados. También, podrían instrumentarse carteles obligatorios en 
comercios, que contengan dicha información, la cual es un derecho del 
consumidor, indispensable para decidir lo que compra. Otro camino a 
seguir es generar campañas que evidencien a las pilas como un 
elemento tóxico que impacta negativamente en el ambiente y la salud 
y mostrar caminos alternativos para satisfacer las mismas necesidades. 

En cuanto a la recepción y/o recolección, es importante generar 
acciones para la separación de este tipo de productos tóxicos y 
disponerlos en lugares y de manera segura tanto inicialmente, como 
en la etapa de acopio posterior, en el transporte, el tratamiento o la 
disposición final en relleno de seguridad, hasta que estén en 
funcionamiento las tecnologías de recuperación de metales, evitando 
el descarte con los residuos domiciliarios. No es recomendable el 
acopio en los domicilios de ninguna manera, las pilas ya son de por sí 
peligrosas por sus componentes, y aumentar la cantidad aumenta el 
peligro. 

Con respecto a la recuperación de pilas, se desarrollan acciones 
que no están validadas o certificadas correctamente por el organismo 
competente que es el Ministerio de Ambiente, autoridad de aplicación 
de la Ley de Residuos Peligrosos. Estas acciones, como el descarte en 
la mezcla para la construcción de caminos, y la incorporación en 
ladrillos destinados a construcción de diversos elementos (bancos 
escolares, de plaza, etc.), deben ser analizadas rigurosamente, y se 
deben establecer protocolos y estándares antes de generar acciones 
que generen a la larga impactos no deseados. Todas estas acciones 
podrían provocar líquidos lixiviados, explosiones, etc. El cemento y el 
asfalto no son impermeables indefinidamente. Lo son por un tiempo, 
después del cual los líquidos tóxicos de las pilas comienzan a filtrar. El 
tapar las pilas y los bloques que las contienen esconde el problema, no 
lo soluciona. 

Como medidas estratégicas, se recomienda la aplicación de un 
doble sistema de distribución y recogida (logística inversa), en el que 
los fabricantes, los comerciantes minoristas y mayoristas, las 
estaciones de servicio y otros lugares de venta sean receptores de las 


pilas que se descartan. Como medida complementaria, se puede 
implementar la entrega de una pila usada ante la compra de una 
nueva y, de esta manera, conseguir un precio menor al establecido. 

Respecto a los tratamientos, se puede contribuir al desarrollo de 
plantas (sean térmicas o de inmovilización) que, adoptando las 
medidas correctas y seguras, puedan funcionar regionalmente, e 
incentivar el desarrollo de nuevas plantas y tipos de tratamiento para 
el recupero de materiales. Asimismo, se recomienda promover con 
políticas concretas la reinserción de los materiales recuperados en el 
mercado, de manera de minimizar las acciones extractivistas. 

En relación con la participación, se sugiere promover el 
involucramiento de diversos actores en el proceso de recolección y 
tratamiento, que articulen para el desarrollo de nuevos productos y 
para el proceso de recuperación: recolección, tratamiento y 
disposición. A su vez, es clave que, como parte de políticas estatales, 
además de propiciar la articulación con el sector empresario 
responsable del proceso de gestión, se genere la participación con 
otros actores como las ONG y el sector académico. Cabe destacar que 
el papel de los recuperadores sociales en el caso de los residuos de 
pilas es muy limitado, esto teniendo en cuenta que el manejo debe ser 
especializado y debe estar en manos de agentes entrenados. Sin 
embargo, puede promoverse la inclusión de recuperadores a través de 
su participación en políticas municipales como promotores 
ambientales, difundiendo buenas prácticas y sensibilizando sobre las 
acciones a realizar para su recupero. 

En términos de campañas de comunicación e información por 
parte de los municipios, se debería apuntar a la seguridad en la 
manipulación de pilas, evitar las exposiciones humanas y la 
contaminación, tanto a la población que las usa y que las recicla, 
como a los sectores que contribuyen con su producción y venta. 
Además, se recomienda proveer a los generadores de residuos de pilas 
de información concreta sobre los puntos de recepción y las formas de 
disposición. 
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Residuos de medicamentos de 
generación domiciliaria 


Gran impacto ambiental 
y pérdida de oportunidades sociales 
ante la ausencia de políticas 
Mariana Saidón!!! 


En este capítulo se abordará la problemática de los medicamentos 
fuera de uso. Las secciones que siguen abordarán (9.1) las 
características de los materiales, las problemáticas ambientales 
asociadas y el estado de situación actual, incluyendo normativa, así 
como diversas políticas y acciones vinculadas a la corriente; (9.2) las 
experiencias, oportunidades y obstáculos vinculados a la separación en 
origen y recolección diferenciada; (9.3) las experiencias, obstáculos y 
oportunidades para la valorización; y (9.4) recomendaciones para 
avanzar hacia una economía circular inclusiva los obstáculos 
identificados. 


9.1. Materiales, características y estado de situación 


Entre los actores relevantes que intervienen en el manejo de 
medicamentos que luego se convierten en residuos domiciliarios, se 
encuentran aquellos establecimientos industriales y laboratorios que 
los producen. Existen 230 laboratorios y 190 plantas industriales que 
producen medicamentos en el país y los comercializan internamente y 
también venden medicamentos al exterior. Estas empresas, a su vez, se 
agrupan en cinco cámaras”! (Ministerio de Hacienda y Finanzas de la 
Nación, 2016). Luego, otros actores relevantes en el mundo de los 


medicamentos son las droguerías o los distribuidores, que reciben 
medicamentos desde distintos laboratorios y los distribuyen en 
farmacias, centros de atención de la salud humana, veterinarias, 
farmacias y comercios, los cuales los venden al público o los entregan 
gratuitamente. En Argentina, se estima que existen alrededor de 
12.700 farmacias, sean independientes o propiedad de grupos 
empresarios, que, en algunos casos, también son dueños de droguerías 
o distribuidoras. Otro actor relevante son los propios hogares, 
consumidores de medicamentos. 

Como veremos a lo largo de este capítulo, si analizamos el 
circuito de los medicamentos, según la regulación vigente, cuando 
estos se vencen o se consideran que ya no son aptos para su consumo, 
se establecen pautas claras para las farmacias, hospitales, centros de 
salud y veterinarias para su derivación hacia sitios controlados de 
tratamiento para su disposición final. Sin embargo, para aquellos 
medicamentos que entran en desuso en los hogares, no existe un 
mecanismo de gestión y disposición definido, de esta manera, este 
residuo se vuelve problemático. 


Imagen 1. Medicamentos en desuso 


EA 


Fuente: elaboración propia. 


Algo que añade preocupación al tema, además, es que son los 
hogares los mayores generadores de residuos de medicamentos. En 


efecto, un estudio realizado en Comodoro Rivadavia concluyó que en 
los domicilios se generan 4,5 veces más residuos de medicamentos que 
en las farmacias y la municipalidad en conjunto (Kurdelas et al., 
2005). 

Por otra parte, los hogares consumen medicamentos por encima 
de sus necesidades. Una investigación realizada en P. Roque Sáenz 
Peña (Chaco) estimó, por ejemplo, que el 42 % de los medicamentos 
adquiridos por los hogares no eran utilizados y terminaban 
descartándose como residuos (Dudik et al., 2004). En este sentido, la 
generación de residuos en esta corriente es excesiva, y no se advierten 
medidas orientadas a minimizarla. 

Los medicamentos en desuso representan una escasa proporción 
del total de los residuos sólidos: alrededor de un 0,37 % (Facultad de 
Ingeniería, 2015), según un estudio realizado en CABA. Pero, si bien 
este porcentaje puede aparentar ser poco significativo, los 
medicamentos suelen estar diseñados para degradarse lentamente y, 
entonces, permanecen en el ambiente por plazos muy largos (Kurdelas 
et al., 2005). Esto se combina con riesgos importantes vinculados a sus 
características y a su manejo, cuya magnitud relativa al peso es más 
importante que en el caso de otros residuos. 

En particular, los medicamentos pueden provocar contaminación 
del agua, si estos se arrojan, por ejemplo, en desagiies o se trasladan a 
basurales y se filtran en las napas subterráneas. También, pueden 
efectuarse liberaciones de contaminantes tóxicos a la atmósfera si los 
medicamentos se queman en forma inapropiada (a baja temperatura o 
en espacios abiertos) (Correa Salde y Solá, 2001; Herber, 2002). El 
manejo inadecuado de medicamentos en desuso puede afectar la flora, 
la fauna y la salud humana, por ejemplo, a través de la destrucción de 
microorganismos Clave para el equilibrio de los ecosistemas; 
eliminación de bacterias que intervienen en el proceso de tratamiento 
de las aguas residuales; bioacumulación en tejidos de fauna; 
afecciones tóxicas; O alteraciones en seres vivos, generando resistencia 
a microorganismos patógenos. En efecto, se advierte que, con el uso 
generalizado y creciente de medicamentos, cada vez más productos 
farmacéuticos han ido afectando cursos de agua, ecosistemas y 
distintas especies. Existe evidencia de la presencia de sustancias 
farmacológicamente activas en agua potable, aguas subterráneas y 
superficiales (Herber, 2002). Respecto de los medicamentos de uso 


común y generalizado, como por ejemplo un ibuprofeno, bastos 
estudios indican efectos sobre diferentes especies, como peces y algas. 
Incluso, se ha trabajado la contaminación en la Cuenca Matanza 
Riachuelo, en el Río Reconquista, y en el río Luján, documentándose 
efectos con riesgos relevantes (denominados “deletéreos”) sobre los 
ecosistemas. Para dimensionar una vez más el problema, por ejemplo, 
también se ha detectado ibuprofeno y paracetamol en la Antártida!”'. 
En otros casos, los efectos que tienen distintos medicamentos sobre los 
organismos que habitan diferentes ecosistemas son, aún, desconocidos. 
En general, si bien suelen predominar efectos subletales (que no 
causan que el organismo se muera), ocasionan consecuencias, por 
ejemplo, en los ciclos reproductivos, en las conductas, etc.!*! A su vez, 
se ha estudiado que todo esto vuelve al humano a través de aguas de 
riegos, bioacumulación en animales que luego se consumen, etc. Desde 
el sector académico-científico, se sospecha, por ejemplo, que una 
posible causa de la resistencia humana a antibióticos, o la infertilidad 
masculina, entre otros problemas de salud, puede asociarse a la 
contaminación del agua con medicamentos (González Vidal y 
Benedini, 2018). También, se corroboró una incidencia significativa de 
restos de medicamentos a través de la orina humana, por lo que se 
infiere que el impacto directo debe ser aún más grave. A su vez, la 
venta de medicamentos en el mercado informal tiende a generar altos 
riesgos para la salud humana'”! (e.g. WHO, 1999)!*!. 

Algunos medicamentos, se asume, generan potenciales daños 
mayores que otros, por lo que se debe tener especial cuidado por su 
mayor peligrosidad, en cuanto a su manejo. En un estudio realizado en 
instituciones de Bahía Blanca, los “peligrosos”!”! constituyen 
aproximadamente un 18 % del total (Kurdelas et al., 2005). Sin 
embargo, en términos generales, más allá de tal clasificación, cuando 
los medicamentos alcanzan su fecha de vencimiento, se consideran 
residuos peligrosos o patogénicos, y deben gestionarse a lo largo de su 
ciclo de vida (almacenarse, manipularse y eliminarse), a través de 
mecanismos especiales, para evitar daños al ambiente y la salud 
humana. 

Considerando lo dicho, los medicamentos que compran los 
hogares y no serán utilizados implican un triple problema: por un 
lado, se elaboraron productos que no fueron nunca utilizados, se 
desperdiciaron recursos (muchos son difíciles de obtener y caros, a la 


vez que mucha gente no cuenta con recursos para acceder a estos), sin 
satisfacer las necesidades de nadie, luego, implican un riesgo 
ambiental e involucran un tratamiento a realizar, que a su vez es 
costoso, para evitar las consecuencias derivadas de su manejo 
inadecuado. En tercer lugar, suponen un riesgo social, a través del 
impacto en la salud. 

Ahora bien, los medicamentos fuera de uso generan residuos de 
dos tipos: los medicamentos propiamente dichos, con mayor nivel de 
riesgo socioambiental potencial, y los envases. Los medicamentos 
propiamente dichos, a su vez, pueden clasificarse entre aquellos que 
no deben consumirse y los que aún son factibles de ser utilizados. 

Los medicamentos que ya no pueden consumirse son aquellos que 
superaron la fecha de vencimiento que figura en sus envases y los que 
perdieron sus características físico-químicas y, en consecuencia, 
pueden haber perdido sus propiedades, por situaciones particulares 
como, por ejemplo, haber tenido un almacenamiento no apropiado. Al 
exceder la fecha de vencimiento, se asume que los medicamentos 
pueden perder las propiedades para las que fueron elaborados y, en 
consecuencia, sus efectos farmacológicos, generando mayor 
probabilidad de ocurrencia de efectos adversos, de contaminación con 
microorganismos, y de formación de tóxicos. Según la Resolución N.* 
435/11 de ANMAT, los medicamentos vencidos se consideran 
ilegítimos y no deben usarse, y la Ley de Medicamentos N.* 16.463/64 
prohíbe su entrega al público. Esto lleva a que no deban reusarse y, 
por lo tanto, a su descarte. 

En Argentina, según la Ley N.* 24.051/91, los medicamentos son 
considerados peligrosos. Su gestión está regulada a nivel nacional por 
el Decreto N.* 1.299/97 y un convenio entre entidades que agrupan 
laboratorios, la Confederación Farmacéutica Argentina y entidades 
que agrupan farmacias. En conjunto, estos textos establecen 
procedimientos para la devolución de medicamentos vencidos por 
parte establecimientos que los comercializan hacia los laboratorios y 
que estos deben destruir aquellos que le son devueltos. Cuando los 
laboratorios no los aceptan, por haber superado el plazo de 
devolución, podrán derivarse a los colegios farmacéuticos, que se 
ocuparán de su destrucción. Tanto productores como importadores 
deben definir mecanismos para el manejo y eliminación de 
medicamentos que reciben, por conocer sus particularidades (Kurdelas 


et al., 2005). 

La Ley de la provincia de Buenos Aires N.* 11.347/92, de 
Tratamiento Obligatorio de Residuos Patogénicos (Modificada por Ley 
N.?* 12.019/97) y el Decreto N.* 403/97 reglamentario (modificatorio 
del N.2 450/94), definen a los residuos farmacéuticos como 
“patogénicos” Tipo B, y a las farmacias como establecimientos 
generadores de Residuos Patogénicos Tipo B, por Decreto N.* 450/94, 
En consecuencia, las farmacias deben inscribirse en el Registro 
Provincial de Generadores de Residuos Patogénicos (enmarcado en el 
Ministerio de Salud provincial). También deben contar con recipientes 
específicos para residuos patogénicos, y mantienen, mediante el 
Colegio de Farmacéuticos de la Provincia de Buenos Aires, un 
convenio con empresas transportistas de residuos patogénicos 
registradas en la Secretaría de Política Ambiental, a las que deben 
contratar, para transportar los medicamentos hacia sitios habilitados 
para su eliminación controlada. En CABA, la Ley N.* 154/99 regula la 
generación, manipulación, recolección, transporte, tratamiento y 
disposición final de residuos patogénicos de las actividades de 
atención a la salud ubicadas en su jurisdicción. 

Ahora bien, todo este cuerpo normativo deja un vacío cuando son 
los domicilios los que se transforman en generadores de estos residuos. 
Si bien los medicamentos cuentan con características de residuos 
peligrosos, cuando son consumidos por los hogares no pueden 
enmarcarse dentro de la normativa relativa a ese tipo de residuos (Ley 
nacional N.* 24.051/91, de Residuos Peligrosos), que se orienta más 
bien al desenvolvimiento (manipulación, transporte y tratamiento) 
que deben tener comercios e industrias. En consecuencia, se los 
considera como parte del conjunto de Residuos Especiales de 
Generación Universal (REGU) -Res. N.? 522/16 del Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible de Nación (MAyDS)!*!, y Decreto 
reglamentario N.* 128/14 en CABA-—. Entonces, los medicamentos 
están sujetos a una gestión especial, distinta a la de los residuos que 
cotidianamente generan los hogares, debido a sus potenciales 
características de peligrosidad. A su vez, la Ley nacional N.* 
25.916/04, de Gestión de Residuos Domiciliarios, dispone que en cada 
jurisdicción del país deben establecerse programas especiales de 
gestión para el manejo de residuos con características de peligrosidad, 
nocividad o toxicidad, que puedan presentar riesgos significativos para 


la salud humana, la salud animal o sobre los recursos ambientales. 

Se han presentado, además, distintos proyectos de ley al Congreso 
de la Nación que, generalmente, han propuesto programas para que 
las farmacias sean los sitios de recepción de medicamentos en desuso 
por parte de los hogares, en contenedores especiales! ”'. Sin embargo, 
estos no han avanzado en su aprobación. 

En tal sentido, en cambio, países pioneros en el abordaje de este 
tema, como España, cuentan con leyes de responsabilidad extendida 
del productor (REP), que asignan responsabilidades a la industria 
farmacéutica. 

Por lo tanto, no existe normativa específica en la Argentina para 
medicamentos en desuso que se encuentran en domicilios, más allá de 
la Resolución para REGU, que abarca a un conjunto de residuos 
heterogéneos y que no tiene alcances semejantes a los que lograría 
una ley nacional. Tampoco existen regulaciones específicas para 
medicamentos no vencidos. 

Sin embargo, como veremos, existen algunas experiencias en 
Argentina orientadas a recuperar medicamentos que puedan volver a 
utilizarse, con tres fines específicos: atender necesidades sociales de 
población con escasas posibilidades de acceso a la salud, reducir el 
impacto ambiental asociado al descarte de medicamentos, y, desde un 
punto de vista económico, aprovechar recursos. 

En el caso puntual de los envases de medicamentos que pasan a 
descarte, estos representan una gran proporción de los residuos 
derivados de medicamentos vencidos e involucran distintas corrientes 
de materiales: papel, cartón, aluminio, plásticos y vidrio. Las 
características asociadas a los efectos socioambientales del no 
recupero de estos materiales, así como las posibilidades de reciclaje y 
disposición, son las analizadas en los capítulos previos. Sin embargo, a 
diferencia de lo que ocurre generalmente en el manejo común de tales 
corrientes, en el caso de envases de medicamentos, existen algunas 
particularidades que dificultan en cierta medida su recupero: algunas 
veces pueden contener restos de medicamentos difíciles de extraer, 
otros envases presentan mezclas de componentes de distintos 
materiales que están adheridos y los envases suelen ser de pequeño 
tamaño. Entonces, la rentabilidad monetaria de recuperarlos suele ser 
prácticamente nula, si se considera el trabajo necesario para llevarlo a 
cabo (dada la tecnología vigente) y, más aún, si no existen 


mecanismos previstos y adecuados para la recolección o recepción de 
estos residuos. 

Con todo lo anterior, las iniciativas que se adopten respecto de los 
medicamentos fuera de uso (y sus envases) permitirían distintos 
beneficios sociales, ambientales y económicos. Como lineamientos 
generales, atender a los circuitos y al tratamiento de medicamentos 
que no deben volver a usarse, así como a aquellos con posibilidades de 
uso, permitiría reducir la contaminación y la sobreexplotación de 
recursos derivada de la disposición final de estos medicamentos y de 
la producción de otros nuevos para el consumo humano, así como 
evitar la comercialización informal, y las consecuentes implicancias no 
deseadas sobre la salud. Finalmente, estos sistemas de manejo de 
residuos podrían admitir la potencial generación de nuevas cadenas de 
valor y empleo, así como la posible entrega de medicamentos a 
quienes tengan escaso acceso. 


9.2. Separación en origen y recepción o recolección diferenciada: 
experiencias, obstáculos y oportunidades 


Los medicamentos que se vencen en las propias farmacias o centros de 
salud por el simple paso del tiempo se devuelven a las droguerías o 
depósitos como patogénicos (en bolsas rojas, imagen 2), a través de 
logística inversa, para que estos se hagan cargo de su eliminación 
mediante un tratamiento aceptado por la normativa. 


Imagen 2. Contenedores utilizados para medicamentos descartados en farmacias y centros de salud 


Fuente: elaboración propia. 


Para los medicamentos descartados por las farmacias por otras 
causas, lo que ocurre con menor frecuencia que en el caso anterior, 
tras disponerlos en bolsas (generalmente amarillas), estas deben 
contratar un servicio habilitado que los deriva a un sitio de 
disposición final. 

Pero el manejo de residuos de medicamentos que se generan en 
los domicilios de la Argentina tiene, en términos generales, grandes 
falencias: como se mencionó, no hay legislación. Tampoco criterios 
unificados para esto. Por ejemplo, desde organismos dedicados a la 
administración pública de medicamentos (como la ANMAT) se ha 
manifestado: “destruya los medicamentos vencidos. Elimínelos en el 
inodoro y no en la basura”!''!, En contraposición, distintos colegios de 
farmacéuticos recomiendan desechar cierto tipo de medicamentos 
(antibióticos, hormonas, vacunas, citotóxicos, corticosteroides y 
fármacos de coagulación) en bolsas rojas especiales, para patogénicos, 
que otros medicamentos sean eliminados en el sistema cloacal, y otros 
(cremas, geles, supositorios, óvulos, etc.) se dispongan junto con los 
residuos domiciliarios convencionales'''?. 

En la provincia de Buenos Aires, desde 2011, existe un programa 
de recolección de medicamentos domiciliarios vencidos o en desuso, 
llevado a cabo por el Colegio de Farmacéuticos de la provincia. El 
programa prevé que los usuarios lleven los medicamentos a las 


farmacias adheridas (ARS, 6 de julio de 2011; COFA, 7 de agosto de 
2017). En CABA no hay programas de manejo de medicamentos. 

Pese a esto, prácticamente no existen, en la práctica, mecanismos 
de recepción o recolección diferenciada de medicamentos en desuso 
que descartan los hogares, por lo que es menos esperable aún detectar 
campañas de comunicación que orienten a los hogares, como 
generadores de estos residuos, en cuanto a qué hacer con ellos. 

Tampoco se observan capacitaciones desde las jurisdicciones 
públicas hacia distintos actores que integran la cadena. Esto se vincula 
a que los gestores públicos, muchas veces, no tienen conocimientos 
claros respecto de cuáles son los mejores mecanismos para manejar 
estos residuos y, en algunos casos, a la falta de recursos, especialmente 
en cuanto a personal y financieros, para implementar políticas al 
respecto. Esto se ve agravado por el hecho de que no existe una ley de 
responsabilidad extendida del productor para medicamentos fuera de 
uso a nivel nacional, que asigne responsabilidades claras a los actores 
involucrados en los circuitos que atraviesan los medicamentos. 

Bajo este estado de situación general, la mayoría de los hogares 
desecha los medicamentos en desuso con los residuos convencionales. 
Esto se corrobora con un estudio realizado en la provincia de Buenos 
Aires que investigó el destino que dan los hogares a los medicamentos, 
que detectó que predomina su descarte junto con los residuos 
domiciliarios, más que destinos como el arrojo al desagie, donación u 
otros. A su vez, el 88 % de los encuestados declaró no conocer los 
destinos pertinentes para los medicamentos (Garrido, 2010). 

Pese a esto, en la Argentina, se detectan algunas experiencias de 
políticas municipales o de la sociedad civil que operan generando 
estrategias de recepción (o recolectando, en casos excepcionales) de 
medicamentos domiciliarios en desuso. Estas, de todos modos, aún no 
son lo suficientemente significativas frente a la cantidad de residuos 
que se generan. 

Para el caso de medicamentos sin posibilidades de ser 
reutilizados, sobresale una experiencia implementada en La Plata 
(recuadro 1). Destacan también las realizadas en la provincia de 
Tucumán y ciudades como Victoria (Entre Ríos), San Luis, Bahía 
Blanca!'?! (recuadro 2), Rosario (recuadro 3) y El Trébol (en Santa 
Fe), Pergamino, Neuquén y La Puerta (Córdoba). En el ámbito 
internacional, también se advierten distintas experiencias interesantes, 


como España (con el programa SIGRE), Portugal, México, Brasil y 
Colombia. 


Recuadro 1. El caso de La Plata 


En 2010, la Municipalidad de La Plata, a través de una iniciativa 
de la Agencia Ambiental, firmó un “Convenio de cooperación 
institucional” con el Colegio de Farmacéuticos de la provincia de 
Buenos Aires, a partir de lo que lanzó el “Programa Municipal de 
Recolección de medicamentos vencidos y/o en desuso 
domiciliarios por intermedio de las farmacias”. 

Mediante este programa, las farmacias del municipio de La 
Plata podían adherir voluntariamente y todas las personas que 
necesitaran desechar medicamentos vencidos y/o en desuso 
debían depositarlos en los recipientes especiales que se 
encontraban disponibles en la Red de Farmacias adheridas al 
Programa, identificadas con una inscripción: “Aquí deposite 
medicamentos vencidos y/o en desuso”. 

En 2011, participaban 272 farmacias de un total de 278, las 
que recolectaban un promedio de 133 medicamentos mensuales 
cada una, lográndose así un total de 7.523 medicamentos 
recibidos entre noviembre de 2010, cuando comenzó la 
recolección, y julio de 2011''?!. 

Hacia 2017, el programa ya contaba con 275 farmacias 
inscriptas en el programa. Los medicamentos que recibían eran 
mayormente diuréticos, gotas oftálmicas, analgésicos, antiácidos, 
antialérgicos y cremas. En general, aquellos que se suelen utilizar 
por tiempo limitado, hasta que la patología desaparece. Sin 
embargo, la escasa difusión, entre otros factores, derivó en una 
progresiva reducción de las farmacias que recibían medicamentos, 
según los registros del colegio de farmacéuticos local!'*. Hacia 
junio de 2023, funcionarios del gobierno de La Plata indicaron 
que el programa había dejado de funcionar y que, si los vecinos 
consultan qué hacer con los remedios vencidos y sus envases —lo 
que solo ocurre en contadas ocasiones—, se les indica que se 
acerquen a un Centro de Atención Primaria (CAP), que cuentan 
con servicio de recolección de patogénicos. 


Recuadro 2. El caso del proyecto Descarte Responsable de Medicamentos en Bahía Blanca: articulación 


entre la universidad, el Municipio y el Colegio de Farmacéuticos 


En la ciudad de Bahía Blanca, existe un proyecto que propone 
encontrar una solución para los medicamentos vencidos. Desde el 
ámbito de extensión de la Universidad Nacional del Sur (UNS), se 
generó el proyecto “DReM  (Descarte responsable de 
medicamentos) Bahía Blanca”, en 2017. La idea surgió, según lo 
indicaron miembros del programa, de una búsqueda de replicar y, 
a la vez, escalar una experiencia de una localidad pequeña de 
Santa Fe: El Trébol. Esto, sostuvieron personas entrevistadas 
promotoras del proyecto, sirvió como aliciente, pero a la vez se 
trataba de un gran desafío pasar de una experiencia aplicada para 
10.000 habitantes a una ciudad de alrededor de 500.000. 

Algunos municipios cercanos a la ciudad, como Villarino o 
Pringles, se unieron al programa y otros han realizado 
experiencias similares, como Coronel Suárez, en donde el 
programa es manejado por el Municipio. También, se prevé 
extender el programa a Coronel Rosales, lindante con Bahía 
Blanca. 

Para implementar el proyecto, desde la universidad se 
articuló con el Colegio de Farmacéuticos de la provincia de 
Buenos Aires, filial Bahía Blanca, y con el Municipio, con la 
Secretaría de Salud. 

Desde sus inicios se buscó realizar, por un lado, una 
concientización poblacional de los efectos deletéreos de los 
medicamentos, cuando ya no se utilizan y “son manejados de una 
manera inadecuada desde el punto de vista ambiental” (se arrojan 
en la basura, la pileta de la cocina, el inodoro, etc.). 

Además de la concientización, comenzaron a sumarse 
espacios que adhirieron a un sistema previsto para el descarte de 
medicamentos (farmacias, servicio de farmacia municipal y 
servicio de salud municipal), de manera voluntaria. En estos 
sitios, se colocaron “reservorios DReM” (cajas forradas con un 
logo). En estos, una vez que los vecinos depositan los 
medicamentos fuera de uso, se transfieren los medicamentos a la 
bolsa roja de patogénicos de cada establecimiento (con la que 
deben contar, de acuerdo con la ley provincial) y, desde allí, al 
servicio de recolección de residuos patogénicos contratado por 


cada establecimiento, que los retira para su disposición final. Al 
no contarse con recursos específicos para la logística, se suele 
aprovechar el gasto que las farmacias ya tienen, al estar obligadas 
a contratar un servicio de retiro de patogénicos, “...una bolsa que 
antes muchas veces se iba vacía, sobre todo si la farmacia no 
aplicaba inyectables”. 

También, se diseñaron y distribuyeron elementos de 
comunicación. Por un lado, material impreso para instituciones y 
comercios de la ciudad: se exhiben afiches en centros de salud, 
hospitales, supermercados y farmacias adheridas. Asimismo, se 
realizó difusión en canales radiales y televisivos, en distintos 
ámbitos universitarios, vía YouTube, y redes sociales (Instagram y 
Facebook), así como memorándums en instituciones de salud, 
farmacias adheridas y en el Colegio de Farmacéuticos (i.e. 
Gonzalez Vidal y Benedini, 2018). Se desarrollaron, asimismo, 
Jornadas de Recolección de Medicamentos Vencidos en la UNS, y 
se buscó ampliar la propuesta para que adhieran otros niveles 
educativos, además de la universidad, considerando a los niños 
como replicadores de información. 

Además, hasta 2022, el Municipio realizaba jornadas de 
residuos especiales de todo tipo (electrónicos, pinturas, 
fluorescentes, pilas, medicamentos vencidos, etc.), dos veces al 
año. Los recibía, de manera diferenciada, en distintos 
contenedores. Los medicamentos, luego, eran gestionados por el 
Colegio, el Municipio y/o la universidad. Pero, según lo 
expresaron miembros de esta última, en estas ocasiones, la 
cantidad de medicamentos algunas veces colapsaba la capacidad 
de entrega a los servicios disponibles para la gestión (por 
ejemplo, de Seguridad e Higiene dentro de la universidad, los 
que, a su vez, contratan a empresas externas para el retiro y 
eliminación por incineración), lo que algunas veces ha resultado 
problemático. 

El número de espacios adheridos a DReM oscila entre 40 y 
50, lo que, estimaron desde el programa, representa entre un 30 
% o 40 % del total de farmacias. 

La interacción inicial con las farmacias que se fueron 
sumando a la propuesta fue realizada desde la universidad, 
quienes explicaban el programa en cada una de estas, entregaban 


los reservorios y las adherían a través del Colegio. Al respecto, sin 
embargo, una vez en marcha y consolidado el programa, se ha 
realizado una modificación reciente: se advirtió que resultaba 
algunas veces problemático irrumpir desde la universidad en las 
actividades cotidianas de las farmacias. En cambio, el Colegio 
cuenta con canales de contacto institucionales con estas como 
memorandos, mail o WhatsApp. Entonces, recientemente se ha 
comenzado a buscar que sea el Colegio el que interactúe con las 
farmacias en todas las instancias, incluyendo la entrega de cajas. 

Con relación a los recursos y las condiciones en las que 
emergió el programa, como se mencionó, este surgió a partir de 
una iniciativa de extensión universitaria. En este participaron 
docentes profesionales de la salud, graduados y estudiantes 
avanzados de la carrera de Farmacia de la UNS. El programa no 
ha tenido financiamiento propio, a excepción de un proyecto 
anual de extensión universitaria vinculado, para comunicación en 
escuelas. No existe una ordenanza municipal que regule la gestión 
de los medicamentos en desuso por parte de los hogares en Bahía 
Blanca, por lo que el programa funciona, según lo argumentaron 
miembros del programa, “por la voluntad y la dedicación de 
quienes lo integran, así como por el compromiso que van 
asumiendo los profesionales farmacéuticos y farmacias que están 
adheridas, y depende de la voluntad de darle continuidad por 
parte del Colegio y del Municipio, cada vez que se produce un 
cambio de autoridades”. 

Con la pandemia, generalmente, los contenedores dejaron de 
estar a la vista. Ahora, el vecino entrega el medicamento al 
farmacéutico, y es este el que lo dispone en el contendor. Esto 
dejó de visibilizar la propuesta y, posiblemente, haya generado 
que algunos vecinos dejen de acercar los medicamentos y la 
captación no haya tendido a crecer con nuevos adeptos. Entonces, 
desde el programa manejan la posibilidad de implementar un logo 
de adhesión a DReM, que la farmacia pueda colocar, por ejemplo, 
en su puerta, lo que está por definirse entre la universidad y el 
Colegio. 

Por otra parte, desde el programa se consideró que aún falta 
avanzar en términos de concientización en la población, respecto 
de los efectos contaminantes de los medicamentos y de su 


acumulación en los hogares. En esa línea, recientemente, dentro 
de la Secretaría de Políticas Universitarias, la universidad ha dado 
inicio al ya aludido proyecto anual de extensión, a través del que 
se recorren escuelas primarias. Allí, profesionales de Farmacia de 
la universidad realizan concientización a través de charlas, obras 
de teatro, juegos con cajas de medicamentos y búsqueda de fechas 
de vencimiento, entre otros recursos didácticos. También, en estos 
eventos se entrega a los estudiantes un folleto, con una sección 
gráfica que resume la idea del poder contaminante de los 
medicamentos y se propone un descarte responsable, llevándolos 
a las farmacias adheridas, que están impresas con sus respectivas 
direcciones. Este proyecto está integrado por docentes y alumnos 
y, a través de un subsidio de extensión, se financia la movilidad 
hacia y desde las escuelas, la folletería y afiches, remeras y gorras 
distintivas, y un pequeño estímulo económico para estudiantes 
que integran el proyecto, a modo de cierto reconocimiento. 


Recuadro 3. El caso de Rosario: una ordenanza que crea un programa para la gestión de medicamentos 
vencidos y sus envases 


La ciudad de Rosario, a través de la Ordenanza N.* 8.943/12, creó 
el “Programa de gestión de medicamentos vencidos y productos 
farmacéuticos caducados (en mal estado) en el ámbito 
domiciliario” (“Puntos Amarillos”). El programa propone un 
sistema para recibir medicamentos caducados, en tanto se 
considera que representan un riesgo para la salud y que pueden 
afectar el ambiente. Entonces, establece que estos deben 
desecharse mediante mecanismos distintos a los que se usan para 
descartar los residuos domiciliarios convencionales. 

El programa estableció la obligación de la municipalidad de 
proveer a todas las farmacias de dos contenedores, que deberán 
ubicarse a la vista de los clientes: en un contenedor podrán 
depositar medicamentos vencidos, deteriorados, parcialmente 
consumidos o en desuso, como pastillas, jarabes y soluciones y en 
el otro las cajas, envases y blíster. No se reciben residuos 
biológicos como jeringas, algodones, gasas, agujas, baja lenguas, 
etc., por estar contaminados con secreciones o fluidos. 

El programa es gratuito para las farmacias, y la 


municipalidad se hace cargo de recolectar y gestionar los residuos 
de los dos contendores (Garziglia, 2019). También queda a cargo 
del municipio la concientización, sensibilización y difusión del 
programa. La Ordenanza estableció que el Departamento 
Ejecutivo Municipal y el Colegio de Farmacéuticos de la Provincia 
de Santa Fe (2da Circunscripción) determinarán en conjunto 
cuáles serán las farmacias de la ciudad que actuarán como 
agentes de acopio y depositarios de los productos. La distribución 
de las farmacias adheridas llega a diversos puntos del territorio, si 
bien están alejadas de algunos otros. Cuentan con los 40 centros 
de salud y 32 farmacias en la ciudad de Rosario para acercar 
medicamentos. 

Además, se fueron sumando otras localidades en las que 
todas sus localidades forman parte del programa. Existe un 
promedio de 3 o 4 farmacias por localidad, lo que lleva a más de 
100 farmacias que hoy forman parte del programa a nivel 
provincial, según lo indicó un entrevistado vinculado al 
programa. 

Para contar con los puntos amarillos, las farmacias se deben 
certificar como puntos de salud en un curso anual realizado 
conjuntamente entre el Municipio y el Colegio de Farmacéuticos. 
Allí se actualiza a las farmacias en distintos temas vinculados a la 
promoción de la salud. 

Según un miembro del programa consultado, la recolección 
es solventada por el Colegio (con aporte de farmacéuticos) y 
recolectado por una empresa habilitada, que los deriva a 
destrucción y entrega un certificado a cada farmacia. Manifestó 
también que en 7 años han gestionado 10 t de medicamentos. 

A su vez, existe un convenio entre el programa y otras 
localidades más pequeñas. Estas, generalmente, ya cuentan con 
sistemas de recolección pagos por el Estado, que son 
aprovechados. 


En general, miembros involucrados en estos programas 
aseveraron que estas políticas se sostienen “porque hay mucho 
compromiso atrás”, de voluntades individuales o cuando se logra 
llegar a tener una ordenanza municipal, que permiten el 


funcionamiento más allá de las voluntades. 

Por lo general, tanto en los casos argentinos, como en los de otros 
países, existe bastante consenso en que los sitios de adquisición de los 
medicamentos (farmacias, centros de salud, hospitales, etc.) deberían 
ser receptores de medicamentos, cuando estos no serán más utilizados 
en los hogares. Sin embargo, en Argentina, generalmente, las 
farmacias no reciben medicamentos. 

Por otra parte, existen experiencias de organizaciones no 
gubernamentales que se ocupan de captar medicamentos no vencidos 
y en condiciones de ser consumidos, ya sea recibiéndolos en su 
institución, en otras instituciones con las que articulan o, 
eventualmente, retirándolos a domicilio. Existe una experiencia, 
incluso, de convenios con ámbitos del sector público (véase recuadro 4 
en apartado 9.3). 

Con todo esto, un obstáculo para la recolección o recepción 
diferenciada de medicamento en desuso por parte de los hogares es la 
falta de políticas locales orientadas a atender la situación. Otro es la 
ausencia de una ley REP para atribuir responsabilidades que definan 
quién debe financiar la gestión. Por su parte, también, miembros de 
farmacias y otros sitios de recepción que han estado asociados a 
iniciativas han mencionado algunos problemas en cuanto a la 
capacidad de recibir, acopiar y gestionar los medicamentos, 
especialmente cuando estos provienen de grandes campañas de 
recolección o grandes cantidades de medicamentos acopiados por 
algunos actores. 


9.3. Qué pasa luego de la recepción o recolección diferenciada: 
experiencias, obstáculos y oportunidades para la valorización 


Al no existir una ley REP, los laboratorios solo se responsabilizan por 
gran parte de los medicamentos derivados desde farmacias y centros 
de salud, pero generalmente no por aquellos que se generan en los 
hogares. Además, a diferencia de lo que ocurre con otras corrientes de 
materiales, no existen incentivos para que se generen mercados 
formales para la valorización y comercialización de medicamentos en 
desuso, aunque suelen generarse mercados informales, que 
comercializan medicamentos en ferias, por ejemplo (caso de feria José 
C. Paz), venta en trenes, etc. 


En cuanto a los medicamentos en mal estado (vencidos, por 
vencer O almacenados de manera inapropiada), el destino que se ha 
dado en las escasas experiencias mencionadas de recepción es el de 
tratadores habilitados que, de manera controlada, se ocupan de la 
destrucción de estos. Esta eliminación, generalmente se ha aceptado, 
debe realizarse exponiendo los medicamentos a altas temperaturas 
(entre 800 *C y 1200 *C). Existen también proyectos experimentales 
(como uno en una articulación interdisciplinaria entre distintas 
facultades de la Universidad Nacional de Tucumán) en donde se 
inactivan los fármacos y se construyen “ladrillos sanitarios”, que se 
utilizan para construcciones, evitando el contacto estrecho con el 
suelo. 

En el caso de experiencias formales de recolección de 
medicamentos que no están en mal estado -sin vencer (como la de 
Tzedaka, recuadro 4)-, los medicamentos recolectados y 
preclasificados se derivan a distintos destinos para su reutilización 
controlada. 


Recuadro 4. El caso del Banco Comunitario de Medicamentos 
(Fundación Comunitaria Tzedaká) 


La Fundación Tzedaká nació en 1991. Cuenta con distintas áreas 
y actividades. Entre ellas, maneja el Banco Comunitario de 
Medicamentos más grande del país. Este está ubicado en CABA, y 
surgió en 1999, en plena crisis, cuando mucha gente no tenía 
acceso a medicamentos y, según lo relataron desde la 
organización, un grupo de gente comenzó a ayudar a otra gente 
que lo necesitaba. Este grupo, se sostuvo, se fue profesionalizando 
con el tiempo: hoy cuenta con 6 farmacéuticos, un equipo 
administrativo y más de 80 voluntarios que trabajan en grupos 
fijos, con horarios y días preconsensuados, bajo procedimientos 
estandarizados. Algunos voluntarios llevan más de 15 o 20 años 
realizando esta actividad. 

Asociado al Banco, existe un programa que se orienta a la 
distribución gratuita de medicamentos para población vulnerable 
de todo el país. Tiene un alcance de 135 hospitales y 
organizaciones sociales de 21 provincias, a través de su Red 
Nacional de Distribución de Medicamentos. En 2021, por 
ejemplo, distribuyó medicación gratuita por un valor de 


$226.605.233 (según valores de venta al público), alcanzando a 
un estimado de 35.000 personas. Según lo describe el programa, 
viene a complementar la acción del Estado con aquello que no se 
cubre desde el accionar oficial!'”. 

El programa se sostiene con donaciones de dinero y 
medicamentos. Institucionalmente, el Banco se inserta en el área 
de Salud de Tzdaká, institución que también cuenta con un área 
de recaudación nacional e internacional de donaciones de dinero. 
También, en parte, el Banco se financia con la venta de artículos 
que se donan a la fundación y se venden, a través de otra área. 
Asimismo, además de comprar medicamentos con los fondos que 
administra, el Banco recibe medicamentos de particulares, de 
laboratorios, de farmacias y de droguerías, tanto nacionales como 
internacionales. Por ejemplo, obtiene medicamentos de alrededor 
de 15 laboratorios, incluyendo aquellos que vencerán a corto 
plazo (entre 6 y 12 meses), lo que varía según las necesidades y 
posibilidades de cada momento. Para esto, se realizan acciones 
para captar medicamentos: cuenta con un área de comunicación 
que se dedica a promocionar y a solicitar este tipo de donaciones. 
También, implementa una campaña anual de recaudación de 
medicamentos, campañas en (alrededor de 30) escuelas una vez al 
año, contactos con laboratorios, etc. Han realizado articulaciones 
con municipios, como, por ejemplo, Tigre, en donde se realizó 
una jornada de recaudación de medicamentos. No cuentan con 
convenios con farmacias para la captación de medicamentos de 
origen domiciliario. Sin embargo, grupos empresarios grandes, 
que aglomeran farmacias (como Farmacity), cuentan con 
depósitos logísticos en los que juntan medicamentos que están a 
punto de vencerse o con el packaging roto, con ciertas 
características, y los envían todos los meses al Banco de 
Medicamentos de Tzedaká. Cuando una entidad ofrece 
medicamentos y los puede alcanzar hasta el Banco, con un 
volumen mínimo y que sirva, estos se reciben. Solo 
eventualmente, algunos voluntarios retiran medicamentos u 
organizan un retiro cuando existen cantidades importantes y la 
distancia no es relativamente amplia. 

Luego de obtenidos los medicamentos, en el Banco, los 
grupos de voluntarios realizan una  preclasificación de 


medicamentos y la compactación. Se trata de una primera 
revisión en la que se eliminan todos los medicamentos que están 
abiertos, vencidos o próximos a vencer, o que no están en 
condiciones de ser entregados. El resto ingresa al sistema de 
gestión y, entonces, pasa al equipo de farmacéuticos. Estos 
realizan una segunda revisión de control de vencimiento y 
características de los medicamentos. Posteriormente, se preparan 
las donaciones. 

El Banco cuenta con tres mecanismos de entrega de 
medicamentos en forma gratuita: uno de ayuda directa a 
hospitales públicos y a una ONG, luego de la presentación de una 
nota del director médico de la institución. Otro mecanismo 
consiste en la ayuda directa a personas contra la presentación de 
una receta. El tercer mecanismo es el de ayuda a la red 
comunitaria propia, también contra la presentación de una receta, 
a través de centros sociales, mediante asistentes sociales (se trata 
de 15 centros, la mayoría en CABA), que evalúan las necesidades 
de personas que, entre otras cosas, solicitan medicamentos. 
También, eventualmente, realizan donaciones de otro tipo, para 
situaciones excepcionales. Por ejemplo, han donado 
medicamentos a poblaciones vinculadas a catástrofes naturales 
dentro del país (como incendios en Corrientes o el alud de Chaco) 
o a Ucrania en 2022 (en convenio con el sector de Cascos Blancos 
de Cancillería). 

En cuanto a las condiciones de seguridad y riesgo de los 
medicamentos, desde la institución explicaron que el equipo de 
farmacéuticos, por su experiencia, mirando la caja y el color de 
los comprimidos, pueden inducir en qué situación se encuentra el 
medicamento. Al respecto, para excluir los medicamentos con 
mayor riesgo de alteración de sus propiedades, no reciben 
aquellos que requieran cadenas de frío, aquellos abiertos o 
psicotrópicos. 

Los medicamentos vencidos que recibe el Banco se descartan 
de manera similar a lo que ocurre con los medicamentos vencidos 
en cualquier farmacia: a través de un servicio habilitado 
contratado y pago. Entonces, explicaron desde la institución, 
considerando este costo, les resulta importante para un mejor 
funcionamiento del banco y el aprovechamiento de recursos no 


aceptar medicamentos vencidos. 

En cuanto a los envases de medicamentos vencidos, estos se 
separan y gestionan para su reciclado. Mantienen un convenio 
con el Hospital Garraham, que retira todos los meses bolsas con 
blíster vacíos. También, cuentan con un convenio con la 
Fundación Chacras de Buenos Aires, que arma ladrillos para 
construir escuelas y casas. 

Distintos ámbitos institucionales han avalado y viabilizado 
esta modalidad de trabajo a través de diversos mecanismos: por 
ejemplo, un convenio de cooperación con el Ministerio de Salud 
de la Nación!'*!, Mediante estos convenios estas instituciones 
solicitan medicamentos al Banco y viceversa. 

Con respecto a las posibilidades de escalar este tipo de 
iniciativa, explicaron desde el programa que cuentan con 
restricciones en cuanto a capacidad logística para retirar los 
medicamentos que podrían ofrecerle farmacias, otras instituciones 
o domicilios, si se organizara un sistema a tal fin. Otras 
limitaciones son la cantidad de farmacéuticos disponibles, la 
cantidad de voluntarios para procesar las donaciones y garantizar 
su trazabilidad y la capacidad de gestión de contactos para 
conseguir medicamentos. Según lo manifestaron desde el 
programa, además, el funcionamiento depende mucho de las 
voluntades. A su vez, manifestaron que los cambios de gobierno 
podrían interrumpir las articulaciones generadas. Por otra parte, 
si bien desde Tzedaká han colaborado en el armado de un 
proyecto similar al Banco de Medicamentos en Tucumán, explican 
que otros múltiples intentos de replicar el sistema han desistido 
sobre la marcha, debido a la envergadura organizacional y de 
profesionales y voluntarios que esto requiere. 


Respecto de los bancos de medicamentos, algunas posturas 
conservadoras, y que priorizan minimizar el riesgo sobre la salud, 
remarcan que, en cuanto a los medicamentos en desuso, en general, se 
desconoce cómo estos fueron conservados y transportados: se pierde la 
trazabilidad. En contraposición, defensores del reúso alegan que 
tampoco pude garantizarse, por ejemplo, si un camión, en el traslado 
de medicamentos nuevos, no estuvo expuesto al sol y que muchos 


compradores de medicamentos nuevos también hacen un mal manejo 
(los guardan en baños o heladera cuando no corresponde, etc.) y que 
debe priorizarse el reaprovechamiento. Asimismo, sostienen que el 
trabajo de farmacéuticos en el control de los medicamentos permite 
clasificarlos con bastante certeza (según el color, estado del 
envoltorio, tipo de medicamento, etc.), entre aquellos factibles de ser 
consumidos y aquellos que no. 

De acuerdo con lo dicho, para la gestión de medicamentos 
domiciliarios en desuso, luego de una posible instancia previa de 
recepción y/o recolección diferenciada es posible recuperarlos para su 
reúso por parte de nuevas personas, cuando estos se encuentran en 
condiciones, o bien, destinarse a sitios de destrucción controlada, para 
minimizar posibles efectos ambientales negativos de un descarte no 
formal o de un consumo riesgoso para la salud. Los envases, cuando 
sus condiciones lo admiten (generalmente, cuando no se encuentran 
contaminados con medicamentos), pueden valorizarse, así como 
ocurre como con otros reciclables secos. 

Algunos obstáculos detectados para esta instancia, en donde se 
deberían derivar los medicamentos en desuso hacia el mejor destino 
posible, una vez recepcionados, son la falta de recursos en términos de 
capacidad física, organizacionales y de profesionales y personal para 
su gestión, así como para financiar su destrucción. En el caso de los 
envases, como no resulta rentable su reciclado, también los recursos o 
las voluntades de organizaciones de la sociedad civil o miembros de 
programas públicos operan como factores habilitantes o que restringen 
el recupero. Asimismo, faltan normas que atribuyan responsabilidades 
a los distintos actores y provean de estabilidad a las medidas que se 
adopten. Los convenios, en cambio, parecen promover el reúso o el 
recupero. Finalmente, algo que obstaculiza la posibilidad de utilizar 
medicamentos que descartan los hogares es que, en ciertos casos, 
predomina una visión que pondera evitar el riesgo sobre la salud, 
respecto del riesgo que implica no garantizar el acceso a los 
medicamentos. 


9.4. Recomendaciones para avanzar hacia una economía circular 
inclusiva 


En general, desde el ámbito académico dedicado a farmacia, se 


visualiza que el tema de los medicamentos en desuso está entrando 
paulatinamente en la agenda de discusión pública, profesional y 
académica en la Argentina y en ciertos ámbitos del AMBA en 
particular. 

En cuanto a las posibles políticas a realizar en la instancia de 
producción de los medicamentos, pueden generarse medidas 
orientadas a promover un diseño que reduzca los impactos 
ambientales de los medicamentos cuando son descartados, definiendo 
fórmulas para que estos no sean persistentes en el ambiente''”?.. 

Además, para minimizar la generación de estos residuos, es 
importante desarrollar políticas para que haya prescripciones médicas 
responsables y tamaños de medicamentos variables, adecuables a 
distintos tratamientos. 

Asimismo, los médicos podrían estar capacitados para informar a 
pacientes acerca de la relevancia de una adecuada gestión de los 
medicamentos. En este sentido, deberían promoverse consumidores 
responsables, en cuanto a los criterios para adquirir y almacenar 
(recuadro 5) medicamentos, incluyendo el propender a evitar el 
almacenamiento preventivo. Asimismo, los profesionales de la 
medicina, así como los prospectos, deberían informar acerca del curso 
que debe darse a los medicamentos en el posconsumo. También, 
deberían indicar cómo conservar cada medicamento (y explicar que 
esto puede encontrarse en los prospectos). Todo esto puede 
promoverse con campañas de concientización a estos profesionales. 


Recuadro 5. Recomendaciones para el almacenamiento de medicamentos en el hogar 


Se recomienda que los medicamentos tengan un lugar específico, 
asignado en el hogar, en el que, además de estar fuera del alcance 
de niños y mascotas, se conserven en buenas condiciones hasta 
ser utilizados: ambientes frescos, sin humedad, limpios y sin luz o 


calor directo, para que no se alteren, excepto aquellos con 
indicación específica de requerir heladera u otros sitios 
específicos de almacenamiento (Payarez Pérez y Peñate Rojas, 
2016). Por estos motivos, no se recomienda que los medicamentos 
se almacenen en baños (por ser lugares húmedos), y la mayoría 
no debe guardarse en la heladera. 


Según entrevistas realizadas profesionales del sector, por otra 
parte, debe concientizarse y adoptar medidas respecto a visitadores 
médicos, que entregan medicamentos o muestras que se vencen e, 
incluso, algunas veces, esto ocurre mientras están en su poder, a la vez 
que no suelen devolverlos, porque esto podría evidenciar que no 
cumplieron adecuadamente con su trabajo. 

En materia legal, se recomienda, por un lado, homogeneizar la 
nomenclatura de los medicamentos para distintas jurisdicciones 
(varios territorios tienen denominaciones y encuadres diferentes para 
los residuos de medicamentos y los tratamientos admitidos), bajo 
supervisión farmacéutica (Kurdelas et al., 2005). Resulta, además, de 
suma relevancia aprobar una ley REP nacional de presupuestos 
mínimos para medicamentos domiciliarios en desuso. En esta, el 
responsable por el financiamiento de la logística y la gestión de 
medicamentos que descartan los hogares debe ser la industria 
farmacéutica (los laboratorios nacionales fabricantes y los 
importadores de medicamentos), que son quienes los diseñan según 
decisiones que adoptan, los insertan en el mercado, generando un 
impacto ambiental potencial. Sin embargo, es importante adjudicar 
responsabilidades complementarias a los demás integrantes de la 
cadena de todo el ciclo de vida de los medicamentos: los médicos que 
prescriben su utilización, hospitales, centros de salud, farmacias y 
farmacéuticos, veterinarias y profesionales veterinarios, otros 
comercializadores, droguerías y distribuidores, transportistas, 
consumidores y las autoridades sanitarias. Es importante, también, 
que esta ley incorpore un etiquetado en los medicamentos (a cargo del 
fabricante), que describa los mecanismos para gestionar su descarte 
cuando están vencidos, por vencer o deteriorados, por un lado, y los 
no vencidos, por otro. Debe ser responsabilidad de los fabricantes 
informar al consumidor sobre las posibilidades de conservar los 
productos y las opciones para su descarte (Garziglia, 2019). 

Respecto de lo anterior, resulta un tema a atender la resistencia 
que puedan imponer los laboratorios o la industria farmacéutica para 
la aprobación de una normativa REP que garantice que les sean 
adjudicadas las mencionadas responsabilidades. 

Las regulaciones, además, deben prever el destino que se dé a los 
medicamentos vencidos o a aquellos que se recomiende no recuperar 
para su reutilización, generando los mecanismos de monitoreo 


pertinentes y las sanciones correspondientes, en caso de manejo 
inadecuado. También, deben definir los destinos para los envases, y 
asignar responsables para el tratamiento y el monitoreo. 

Todo lo anterior, además, debería ser acompañado por programas 
públicos provinciales y/o municipales que viabilicen lo prescripto en 
las regulaciones y generen concientización respecto del uso racional 
del medicamento, sobre la relevancia de disminuir la generación de 
residuos de medicamentos que deban eliminarse y, cuando estos se 
generen, de darles un destino previsto desde la política. 

Para identificar qué medicamentos deberían desecharse, podría 
adoptarse el criterio definido por el Centro de Información de 
Medicamentos (CIM) de la Universidad Nacional de Rosario 
(Garziglia, 2019), que establece que son: los medicamentos vencidos, 
aquellos con variaciones de aspecto (estado físico o color), los que 
requieren cadena de frío y la hayan perdido, los comprimidos y 
cápsulas sueltas que no es posible confirmar su identidad, 
medicamentos que no se encuentren debidamente rotulados, y 
aquellos que hayan sido almacenados bajo un rango de temperatura 
distinto al recomendado. Estos medicamentos (que vayan a 
desecharse) no requieren de un manejo inmediato una vez que se 
generan los residuos. Se recomienda almacenarlos en ambiente seco, 
pero no acumular y enviar a disposición final grandes cantidades de 
medicamentos (Kurdelas et al., 2005). 

Por otra parte, se destaca que, si bien desde algunos ámbitos se 
plantea que algunos pocos medicamentos de los considerados no 
recuperables o desechables pueden descartarse por la vía cloacal o con 
los residuos domiciliarios comunes, otros estudiosos del tema alegan 
que muchos productos aún no están estudiados y, ante la duda, no 
debe descartarse en agua o derivarse a rellenos convencionales. Se 
debe evitar que los medicamentos se dispongan en origen con los 
residuos (orgánicos a compostar, reciclables secos, o domiciliarios 
indiferenciados) o sean arrojados en el sistema cloacal. En función de 
los destinos más pertinentes que se definan para los medicamentos, se 
deben diseñar los sistemas logísticos, incluyendo los sitios más 
adecuados para la disposición inicial por parte de los hogares. 

Ahora bien, para alcanzar los distintos destinos que se vayan a 
adoptar, deben diseñarse e implementarse políticas de recepción y 
recolección diferenciada. Al respecto, se advierte que las farmacias 


pueden ser una vía adecuada para recibir medicamentos y derivarlos 
al destino pertinente!'**!. Para esto, un estudio (Payarez Pérez y Peñate 
Rojas, 2016) realizado en Cartagena (Colombia) concluyó pertinente 
que, desde ámbitos académicos vinculados a farmacia, se realicen 
campañas pedagógicas sobre el manejo adecuado de medicamentos, 
ubicar gran cantidad de puntos de recepción para generar un mayor 
acceso a la ciudadanía para la disposición inicial, promover 
actividades de información en tales puntos de recepción e incluir en 
etiquetas esta modalidad de disponer los medicamentos. En estos 
casos, se recomienda especialmente generar capacitaciones desde los 
municipios y para el personal que opera en donde se ubican los puntos 
de recepción, organizar el retiro de los medicamentos, constatar el 
destino al que llegan y, además, operar como promotores con la 
ciudadanía y el resto del personal. 

Al respecto, en los niveles subnacionales (municipales y 
provinciales), pueden manejarse leyes u ordenanzas y programas 
asociados para que las farmacias instrumenten la recepción de 
medicamentos vencidos o no reutilizables, por un lado, y con 
posibilidades de reúso, por otro, bajo supervisión farmacéutica, según 
normas de bioseguridad requeridas para el transporte y el manejo, en 
cada caso!'”. También, se pueden incluir previsiones de recepción 
diferenciada de envases. 

En su defecto, en lugar de instrumentar la recepción de 
medicamentos en farmacias, esto puede realizarse en instituciones con 
las que se articule (como escuelas, clubes, etc.) o en espacios públicos. 

A su vez, las experiencias exitosas de programas públicos locales 
nos hablan de la importancia de generar articulaciones con Colegios 
de Farmacéuticos, con gobiernos, así como con universidades con 
estudiantes en formación. También, instrumentar distintos canales de 
difusión con consignas claras para los distintos actores, así como 
implementar registros de farmacias adherentes, la distribución de 
distintos contenedores y atender a la logística de recolección. 

Previo a la derivación a destino de los medicamentos, deben 
separarse los envases, generalmente de papel, cartón o plástico, para 
su recuperación. Aquellos envases multimateriales son más difíciles de 
ser recuperados. Esto solo ocurre cuando existe la tecnología 
disponible para hacerlo. Podría ser de interés trabajar en propuestas 
innovadoras en este sentido, y garantizar su reciclado. Los envases 


contaminados, salvo que se advierta la posibilidad de descontaminar, 
deben derivarse a disposición final (excepto que se desarrolle algún 
mecanismo para su recupero seguro). El resto puede recuperarse en 
articulación con cooperativas de recuperadores. 

Luego, para los medicamentos recuperados en condiciones de 
reusarse (no vencidos, ni por vencer y que están en buenas 
condiciones), puede implementarse una logística municipal (propia o 
tercerizada) de distribución en centros de salud y hospitales u 
organizaciones sociales para que la población con pocas posibilidades 
económicas pueda acceder a estos. También pueden desarrollarse y 
promoverse (en contra de lo que indica la normativa de algunas 
jurisdicciones) programas para el uso de medicamentos con 
posibilidades de reúso en animales. 

Resulta interesante la articulación con organizaciones que 
manejen bancos de medicamentos, generando convenios y bajo 
estándares adecuados para la selección de medicamentos a entregar y 
su manejo, o bien se pueden desarrollar bancos públicos de 
medicamentos. Para implementar la logística, también, pueden 
generarse acuerdos regionales o de cooperación entre municipios. 

Luego, una vez establecidos los mecanismos de recepción o 
recolección y distribución, deberán definirse herramientas de 
comunicación, para que todos los actores se involucren de manera 
adecuada. Es importante pensar las campañas de difusión: cartelería 
en farmacias, notas aclaratorias sobre medicamentos en los flyers de 
residuos convencionales, páginas web institucionales y redes sociales, 
etc. 

Con todo esto, se espera, especialmente, lograr una reducción del 
impacto ambiental de los medicamentos en desuso de los hogares, que 
suelen convertirse en residuos y adquirir un destino no regulado, a 
reducir los riesgos del comercio informal de medicamentos y a aportar 
al acceso a la salud de parte de la población. 
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Textiles''! 


Oportunidades y desafíos para la recuperación y reciclaje del descarte 
textil 
Agustina Vilariñol?! y Sebastián Carenzol9! 


El presente capítulo focaliza en los residuos textiles. Las secciones que 
siguen abordarán: (10.1) las características de los materiales, las 
problemáticas ambientales asociadas y el estado de situación actual, 
incluyendo normativa, así como diversas políticas y acciones 
vinculadas a la corriente; (10.2) las experiencias, oportunidades y 
obstáculos vinculados a la separación en origen y recolección 
diferenciada; (10.3) las experiencias, obstáculos y oportunidades para 
la valorización; y (10.4) las recomendaciones para avanzar hacia una 
economía circular inclusiva y sortear los obstáculos examinados. 


10.1. Materiales, características y estado de situación 


La corriente de residuos textiles incluye tanto a descartes posconsumo 
procedentes de vestimenta, calzado y otros productos elaborados con 
fibras naturales y/o sintéticas en desuso, como a los excedentes de las 
empresas manufactureras que utilizan tejido textil, hilos, o afines en 
su proceso productivo. Esto comprende en primer término a la 
industria de la confección textil, pero no solamente. Otras ramas 
también utilizan y descartan materiales textiles, tal como sucede con 
aquellos que se emplean para aislaciones y tapicería en terminales 
automotrices. 

La mayoría de los procesos textiles comienzan con la obtención de 
una fibra con la que se hará un hilo, luego con este se realizará un 
tejido, con el cual se confeccionará finalmente una prenda u otro 


producto (repasador, etc.). En general, toda materia susceptible de ser 
hilada y tejida podría ser llamada “fibra textil”. Definimos como “fibra 
textil” a todo pelo, fibra, filamento, hebra, de origen natural o 
elaborada por el hombre que pueda ser hilada por el proceso 
denominado “hilatura”, en forma manual o mecánica. 

Desde la Revolución Industrial, el sistema de producción textil 
estuvo organizado en función del uso de fibras naturales, 
principalmente del algodón. Este material fue históricamente el más 
utilizado para la fabricación de indumentaria. Sin embargo, en las 
últimas décadas, viene perdiendo protagonismo, cediendo su lugar 
ante fibras realizadas a partir de plásticos, como el poliéster, e incluso 
las fibras de base proteica. Conocer las diferencias entre estos 
materiales es importante porque supone distintos procesos técnicos 
para su eventual reciclaje y, en particular, porque resulta muy 
frecuente la fabricación de prendas basadas en la combinación de 
estos distintos tipos de fibra, lo cual dificulta enormemente su 
potencial recuperación. De hecho, el grueso de las experiencias de 
reciclaje textil trabaja básicamente con fibras naturales. Veamos ahora 
algunas de sus principales características y diferencias: 


+ Fibras de base celulósica: comprenden a aquellas obtenidas de 
plantas naturales, constituyendo un procedimiento técnico de 
antiguo linaje en la historia humana. Este material puede 
derivar directamente de un cultivo, como el algodón, o resultar 
extraído mediante el tratamiento químico de la celulosa 
proveniente de la madera. En cualquier caso, su utilización 
representa casi un tercio de todas las fibras usadas en el mundo 
para producir indumentaria (Ellen MacArthur Foundation, 
2017), lo cual resulta de importancia si tenemos en cuenta que 
se trata de un material biodegradable. 

+ Fibras de base sintética: son fibras elaboradas desde 
procedimientos químicos desarrollados por el humano, que 
abarcan desde la síntesis de la materia prima que se utiliza 
(hidrocarburos) hasta la fabricación de la hebra o filamento. En 
la actualidad representan aproximadamente dos tercios de la 
materia prima mundial utilizada para la confección de prendas. 
Involucran una diversidad de materiales, entre los cuales el más 
común es el poliéster (55 %), seguido por el nylon (5 %) y el 


acrílico (2 %) (Ellen MacArthur Foundation, 2017). 

+ Fibras de base proteínica: son producidas a partir de fuentes de 
origen animal, como la lana y la seda. Representan menos del 2 
% de todas las fibras utilizadas en el mundo (Ellen MacArthur 
Foundation, 2017), y la gran mayoría está representado por la 
lana. Este tipo de material evidencia un marcado reemplazo por 
otros que utilizan fibras de base sintética, que puede ser 
elaborado a menor precio y mayor escala. 


Como cualquier materia prima, la producción e industrialización 
de fibras textiles presenta, en líneas generales, una serie de ventajas y 
desventajas, en términos técnicos, económicos y ambientales, según 
los materiales con los que se elaboren (estas se sintetizan en el cuadro 
Lo)! 


Cuadro 1. Ventajas y desventajas de los distintos tipos de fibras textiles 
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sobre el ambiente. 


Fuente: elaboración propia con base en Ellen MacArthur Foundation (2017). 


Se estima que la industria de la moda es responsable del 10 % de 


las emisiones mundiales de contaminantes ambientales, lo que la 
posiciona como una de las industrias que más impacto generan a nivel 
global, superando a la contaminación asociada al transporte aéreo y 
marítimo en conjunto (Ellen MacArthur Foundation, 2017). Deben 
considerarse también sus impactos en términos de uso y 
contaminación de recursos naturales clave como agua y suelos. Un 
informe de la Agencia Europea de Ambiente (2019) indica que el uso 
intensivo de químicos para la coloración y terminación de telas y 
prendas hace que esta industria sea responsable por el 20 % de la 
contaminación mundial de agua potable y la liberación del 35 % de 
microplásticos al ambiente derivados del lavado de fibras sintéticas. 
Por otra parte, el tiempo en que los residuos textiles tardan en 
descomponerse o degradarse involucra una marcada variabilidad. Así, 
fibras naturales como el algodón se degradan en un par de años, 
mientras que las fibras sintéticas pueden llegar a tardar varios siglos 
en hacerlo. 

En esto incide el creciente predominio del modelo negocio 
denominado “moda rápida” (fast fashion), que nos ha llevado a 
comprar 400 veces más ropa que hace 20 años atrás considerando el 
consumo mundial per cápita. Se estima que más de la mitad de la 
moda rápida producida en un año es descartada antes de los doce 
meses de uso. Pero, además, el requisito de atender a la velocidad del 
consumo y diversidad de la oferta hace que en promedio un tercio de 
las prendas que se fabrican en el mundo no se comercialicen, y, por 
ende, se descarten en vertederos o en incineración, como resultado de 
una mala o nula gestión del descarte textil (Gwilt y Rissanen, 2012). 

En el campo del reciclaje a nivel global, la corriente de textiles 
comenzó a incorporarse en la agenda pública en forma relativamente 
reciente, en buena medida por efecto de campañas sobre la economía 
circular como la que lanzó la ONG Ellen MacArthur Foundation 
denominada “Hacia una nueva economía de los textiles”, en 2017. 
Esta iniciativa alertó, por ejemplo, sobre el hecho de que se utiliza 
menos del 1 % de material reciclado para la producción de nuevas 
prendas de indumentaria y otros productos textiles, representando 
más de USD 100 mil millones en costo de materiales cada año que 
podrían aprovecharse para dinamizar procesos de economía circular 
(Ellen MacArthur Foundation, 2017). 

En el hemisferio norte, comenzaron a desarrollarse algunas 


iniciativas orientadas a la minimización, recuperación y valorización 
del descarte textil, que implementan normativas y políticas basadas en 
el principio de Responsabilidad Extendida del Productor (REP). Por 
ejemplo, la Directiva Europea (EU) 2018/851 obliga a los Estados 
miembros a comenzar la recogida selectiva de residuos textiles antes 
del 1 de enero de 2025. A partir de esta fecha, además de realizarse 
una recolección diferenciada, se establecerán objetivos específicos de 
reutilización y reciclaje textil. Esto, se prevé, supondrá un impacto 
para toda la cadena de valor, ya que será necesario que las empresas 
comiencen a diseñar sus productos para contener material reciclado, 
pero también para facilitar su posterior reciclaje. Además, toda esta 
información deberá estar claramente indicada en una etiqueta adjunta 
al producto textil en cuestión (La Nación, 2019). Siguiendo esta línea, 
en Francia se ha desarrollado un sistema de gestión llamado 
Refashion'*! (recuadro 1). También España se encamina en la misma 
dirección a través de la nueva Ley de Residuos y Suelos 
Contaminados. En esta, se establece un régimen REP específico para el 
sector textil, indicando expresamente que quedará prohibida la 
disposición final directa de excedentes textiles no vendidos (El País, 
2023). 


Recuadro 1. El caso del sistema de normativa de gestión Refashion, Francia 


En Francia, en la misma línea de lo que indica la Directiva 
Europea (EU) 2018/851, las empresas del rubro textil están 
obligadas por ley a pagar una contribución que administra 
Refashion para financiar plantas de recuperación en función de 
las toneladas de ropa que clasifiquen. La tarifa básica que abonan 
las marcas se define por el peso del producto, 
independientemente de los materiales o de su calidad. Pero 
Refashion está ampliando el tipo de aportación para premiar la 
reducción de materiales en la fabricación o el índice de 
reciclabilidad. En este sistema de modulación, cuantos más 
criterios ambientales cumplan las empresas, menos pagarán. 
Desde su implantación, Francia ha duplicado la proporción de 
textiles usados recogidos para su reutilización y reciclaje, lo que 
supone también evitar que hayan llegado a los centros de 
disposición final. También se recompensa a aquellos municipios 


que trabajen en la comunicación pública sobre la temática de 
separación y recolección de descartes textiles. 


En Argentina, la incorporación de los residuos textiles en la 
agenda pública es aún incipiente. Si bien, como veremos más 
adelante, existen algunas iniciativas muy sugerentes, resulta una 
corriente donde el desarrollo de la recolección diferenciada, la 
clasificación y transformación no puede compararse con el que 
evidencian otras corrientes como plásticos, papel y cartón. Tampoco 
hay información rigurosa que permita caracterizar la magnitud de esta 
corriente, en tanto no se levantan registros sistemáticos sobre 
descartes textiles, pero además porque existe amplio espectro de 
prácticas informales e ilegales de descarte en microbasurales y 
basurales clandestinos. La información disponible indica que 
aproximadamente el 5 % de los residuos sólidos urbanos (RSU) totales 
que se generan anualmente en el país corresponden a descartes 
textiles.!?! En tal sentido, se estima que consumimos un promedio de 
entre 7 y 10 kg de ropa por año/persona y que aproximadamente la 
misma cantidad se genera como residuo textil posconsumo (Ministerio 
de Desarrollo Social de la Nación, 2023). En la Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires, según el estudio de calidad de los RSU, elaborado por la 
Facultad de Ingeniería de la UBA y la CEAMSE, el componente de 
materiales textiles representa el 4,65 % del total de los residuos 
(Giorgi y Rosso, 2015), coincidiendo con el valor correspondiente a 
nivel nacional. 

En Argentina no existen normativas que diferencien los textiles de 
otros residuos sólidos urbanos, abriendo a la posibilidad de atender a 
las especificidades de su reciclaje. No obstante, algunas iniciativas 
comienzan a orientarse en esta dirección, como por ejemplo el 
Proyecto de Ordenanza presentado en el Concejo Deliberante de La 
Plata a inicios de 2022 (recuadro 2), que busca establecer un régimen 
especial para los residuos sólidos de origen textil (Diario 0221 Online, 
2022). 


Recuadro 2. El Proyecto de Ordenanza de La Plata para residuos de origen textil 


El Proyecto de Ordenanza presentado en La Plata (Yanina 
Lamberti, Frente de Todos) propone abrir un registro de 


generadores que, por las características de su actividad, generen 
residuos sólidos textiles industriales y/o comerciales. En paralelo, 
establece la creación de un registro de operadores de residuos 
sólidos textiles y recuperadores textiles urbanos, donde podrán 
inscribirse recuperadores urbanos; organizaciones sociales; 
instituciones científico-académicas públicas o privadas en todos 
sus niveles; y emprendimientos de empresas que declaren un 
interés legítimo por el reciclado, recuperación o reutilización de 
residuos sólidos textiles generados en La Plata, garantizando la 
trazabilidad del residuo textil. El registro creado deberá incluir, 
especifica el texto, al menos, la identificación de la persona física 
o jurídica responsable frente a la autoridad de aplicación y una 
declaración del procedimiento y capacidad de operación 
propuesto. 


Los datos precedentes evidencian la urgencia y la importancia de 
reorientar el marcado sentido lineal que organiza el modelo vigente de 
fabricación, consumo y descarte de indumentaria. Grandes cantidades 
de recursos no renovables son extraídos del ambiente para producir 
prendas que serán utilizadas por cortos períodos de tiempo, para luego 
ser finalmente descartadas y/o incineradas en basurales y vertederos. 
Este sistema lineal desaprovecha oportunidades económicas, al tiempo 
que aumenta la presión sobre recursos finitos, contaminando y 
degradando el ambiente. 

Para contrarrestar esta tendencia y avanzar hacia una economía 
circular de los residuos textiles, se perfilan claramente dos 
lineamientos a futuro. Por una parte, destacar el rol del diseño —tanto 
de productos finales como de procesos productivos— para optimizar el 
aprovechamiento de los insumos textiles, y, por ende, minimizar la 
generación de residuos. Esto es particularmente relevante, por 
ejemplo, en relación con los procedimientos de “tizada” y “corte”, es 
decir, cuando se imprime sobre la tela el contorno a recortar. Así, un 
mejor diseño permitirá utilizar mayor superficie, reduciendo la 
cantidad de entrecortes de poco tamaño que finalmente se descartan. 
En forma complementaria, en relación con la gestión de los residuos, 
resulta clave promover una mayor participación de las organizaciones 
de recuperadores tanto en las acciones de recuperación, clasificación y 


tratamiento de los residuos de esta corriente. 


10.2. Separación en origen y recolección diferenciada: 
experiencias, obstáculos y oportunidades 


En el hemisferio norte, destacan iniciativas de recolección 
diferenciada de descartes textiles, básicamente ligadas a indumentaria 
usada, que empiezan a replicarse también en nuestro continente 
(recuadro 3). En principio, se identifica un circuito histórico vinculado 
a organizaciones de caridad que reciben y clasifican prendas en 
sectores residenciales de países industrializados (imagen 1), para 
luego direccionarlos a circuitos de donación en países de bajos y muy 
bajos ingresos (Ambroisine, 2014). Más recientemente, y en estrecha 
vinculación con la incorporación en la agenda pública de una 
perspectiva de economía circular, cobraron fuerza sistemas de 
logística reversa vinculados a grandes marcas de indumentaria tales 
como H8M, Zara o Patagonia. Estos esquemas apelan al 
involucramiento de los consumidores en la devolución de las prendas 
que van a descartar en los mismos locales comerciales de las firmas 
involucradas. Esta modalidad para la recuperación de los productos 
que se colocaron previamente en el mercado comienza a afirmarse 
como parte de las estrategias de sustentabilidad corporativa en esta 
industria tanto en países europeos como también en China y los EE. 
UU. (Juanga-Labayen et al., 2022). 


Imagen 1. Contenedores de recepción de textiles de la organización Usagain, California, 2022 
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Fuente: elaboración propia. 


Recuadro 3. Libera tu Ropa: una respuesta sostenible a la gestión de residuos textiles en Chile 


Chile cuenta con una escasa regulación para la importación de 
ropa usada americana y europea, lo que ha conducido a una alta 
rotación de prendas y, en consecuencia, a grandes cantidades de 
textiles en desuso sin una gestión adecuada. Según el Ministerio 
de Medio Ambiente de Chile, alrededor del 7 % de los residuos 
sólidos urbanos producidos por cada habitante corresponden a 
textiles, alcanzando unas 572.118,9 t anuales de residuos textiles 
en 2018. 

Ese mismo año se puso en marcha el emprendimiento Libera 
tu Ropa, con la premisa de abordar la problemática ambiental 
vinculada a la gestión de excedentes de ropa en desuso en ese 
país. Inicialmente concebido como una tienda de venta de 
prendas de segunda mano bajo el sistema de consignación, 
enfrentaron desafíos logísticos debido a la falta de espacio y, 
posteriormente, optaron por cambiar su modelo de negocio hacia 
la recepción de donaciones de indumentaria y calzado. La 
necesidad de mantener una rotación rápida de la ropa para evitar 
la acumulación en la bodega motivó la colaboración con 
instituciones y organizaciones locales. Otro reto relevante fue la 


gestión de las prendas en mal estado, para lo cual desarrollaron 
un sistema de reciclaje que les ha llevado años perfeccionar. 
Actualmente Libera tu Ropa recibe prendas en cualquier estado, 
promoviendo un enfoque inclusivo y sostenible en la gestión de 
textiles. Una vez que las donaciones de ropa son recibidas, se 
inicia un proceso de selección y clasificación. Las prendas en buen 
estado se destinan para donación a través de alianzas con 
organizaciones gubernamentales, juntas de vecinos y fundaciones. 
Otra parte de la ropa se comercializa en el propio depósito o 
tienda de la organización, utilizando un sistema de venta por peso 
a precios muy accesibles. Por último, las prendas en mal estado se 
reciclan para convertirlas en trapos de limpieza, los cuales se 
ponen a la venta, generando así un ingreso adicional. 

En conclusión, Libera tu Ropa se erige como una voz 
novedosa en la concientización respecto al consumo desmedido 
en un país con un alto consumo de textiles. Su enfoque sostenible 
y su capacidad de adaptación muestran la importancia de la 
acción comunitaria y la búsqueda de soluciones creativas en la 
lucha contra el descarte de textiles y la promoción de la economía 
circular en Chile. 


En Argentina, la separación en origen y la recolección 
diferenciada de descartes textiles resultan prácticas aún incipientes, 
sobre todo en comparación con otras corrientes de residuos como los 
envases y embalajes plásticos o el papel y el cartón, que se encuentran 
mucho más desarrolladas. Si bien no hay datos sistemáticos sobre este 
sector a nivel nacional, un estudio de la Agencia Córdoba Ambiental 
indicó que para la ciudad de Córdoba un 7 % de los residuos sólidos 
son textiles, y que el 85 % terminan dispuestos en rellenos sanitarios o 
basurales (Cherubini, 2021). Pero, además, en línea con tendencias 
evidenciadas en el resto del continente, es posible diferenciar dos 
circuitos: uno vinculado a los residuos de industrias manufactureras y 
talleres de confección, y otro vinculado al descarte doméstico. El 
primero involucra residuos conformados por piezas pequeñas 
(recortes) pero muy homogéneos (tanto en composición como 
volumen), por lo cual se vincula más fácilmente con circuitos de 
reciclaje. El segundo, en contraste, comprende básicamente descartes 


de prendas enteras confeccionadas con fibras de distinto tipo, por lo 
cual resulta más habitual su relación con circuitos de reutilización 
(Greenpeace, 2021). 

No obstante, desde el ámbito público, comienzan a desarrollarse 
iniciativas orientadas al reciclaje de esta corriente de residuos, a partir 
de iniciativas que promueven la separación en origen y la recolección 
diferenciada específica de residuos textiles. Algunos municipios 
recolectan, como Avellaneda, que lo hace de manera gratuita en 
fábricas y talleres, o bien otros que reciben materiales en centros, 
como el de la Municipalidad de Córdoba (recuadro 4) o los ecopuntos 
textiles ubicados en distintos espacios de la ciudad de Posadas. 


Recuadro 4. Iniciativas públicas para fomentar la separación en origen y la recolección diferenciada: las 
experiencias de las municipalidades de Avellaneda y Córdoba 


El Municipio de Avellaneda, a través del Programa Avellaneda 
Recicla, ofrece un servicio gratuito de recolección diferenciada 
para talleres y fábricas de confección localizadas en este territorio 
metropolitano, cuyos descartes textiles de producción puedan ser 
reutilizados en otros proyectos (La Ciudad. El Diario de Avellaneda, 
2023) y lo derivan para su recupero a Integrando Textiles. Esta 
última es una iniciativa conjunta entre el gobierno local y la 
diseñadora Luma Baez, que redistribuye los descartes a aquellos 
interesados en ponerlos en valor, también brindando 
capacitaciones en procesos de  suprarreciclaje, es decir, 
focalizados en el diseño y fabricación de productos textiles a 
partir de insumos recuperados, pero con alto valor agregado!”.. 

Por otra parte, la Municipalidad de la ciudad de Córdoba 
inauguró en noviembre de 2022 el Centro Verde Telas. El centro 
está administrado por el Ente Córdoba Obras y Servicios (COYS) y 
emplea a trabajadores de cooperativas de la ciudad, quienes 
reciben, clasifican y acondicionan las telas para su reutilización. 
En el primer mes de funcionamiento, el centro acopió 10.043 kg 
de residuos textiles aportados por vecinos, otros centros verdes y 
las empresas Soldar, Marea, IFK, Natural, Haybon y Dadone. 
Posteriormente, en el marco de esta iniciativa de economía 
circular, estos materiales son derivados a asociaciones civiles y 
cooperativas de trabajo que los utilizan como insumo para la 
confección de nuevos productos”.. 


Si bien resultan acciones puntuales que no logran incidencia a 


escala, este tipo de iniciativas permiten trazar orientaciones para su 
posterior replicación, evidenciando que el establecimiento de 
esquemas de separación en origen y recolección diferenciada de 
textiles constituye el paso fundamental e insustituible para alcanzar 
un correcto proceso de reciclaje. En particular, aquellas que articulan 
gobiernos locales con cooperativas de recuperadores guardan un 
enorme potencial para planificar ¡procesos de recuperación 
diferenciada de residuos textiles a gran escala. En este sentido, 
debemos señalar que se verifica un muy escaso involucramiento de 
este sector de recuperadores en iniciativas de reciclaje textil. Esta 
situación obedece a la virtual ausencia de un mercado que demande el 
descarte textil posconsumo, motivo por el cual los recuperadores no 
cuentan con incentivos económicos para incorporar la recuperación de 
esta corriente en forma sistemática, de allí que, por el momento, 
puedan involucrarse en iniciativas donde el sostenimiento económico 
del esfuerzo de recolección es asumido por un organismo público, 
como son los casos de Avellaneda o Córdoba. Esto permite entonces 
cerrar el apartado con una reflexión necesaria respecto de la 
importancia de desarrollar esquemas de recolección diferenciada para 
esta corriente que permitan aprovechar el enorme potencial del sector 
de recuperadores urbanos para capturar descartes domésticos 
posconsumo en función del alcance territorial que caracteriza su 
práctica cotidiana. 


10.3. Qué pasa luego de la recolección diferenciada: 
experiencias, obstáculos y oportunidades para la valorización 


Tal como se mencionó previamente, uno de los principales obstáculos 
para la valorización de los descartes textiles comienza desde el mismo 
diseño de telas y prendas, en tanto resulta muy frecuente el uso 
integrado de fibras de origen vegetal y sintéticas que no pueden 
reciclarse en un único proceso. Actualmente, la modalidad de reciclaje 
de fibras más extendida es el desfibrado mecánico, que consta del 
progresivo desgarro de un trozo de textil, hasta convertirse en una 
masa de fibras cortas (denominado “vellón”) que luego sirve de 
materia prima para la realización de nuevos productos (sean hilados o 
no), que a su vez presentan un rango de calidades muy amplio. 


Básicamente, el propio tratamiento hace que las fibras se acorten, 
lo cual deteriora directamente la calidad y resistencia de los productos 
obtenidos a partir de ellas. Así, productos más ordinarios como trapos 
y rejillas pueden fabricarse empleando fibras recicladas en su 
totalidad. Pero otros, como las telas para indumentaria, que requieren 
mayor durabilidad u homogeneidad en el grosor del hilado, tienden a 
incorporar fibras vírgenes, más largas y por ende de mayor resistencia. 
Esto significa la combinación, casi inevitable, de material virgen y 
material reciclado para llegar a confeccionar este tipo de prendas. Por 
el momento, esta variante es la que domina a nivel de las iniciativas 
de valorización de textiles en general desarrolladas globalmente 
(Schumacher y Forster, 2022). 

Por otra parte, las iniciativas más desarrolladas no solo emplean 
recortes de algodón virgen de gran calidad, sino que además se 
focalizan exclusivamente en la reutilización de fibras de base vegetal 
(recuadro 5), lo cual deja afuera a los textiles elaborados con fibras 
sintéticas de amplio uso en la actualidad. En efecto, separar los 
diferentes tipos de fibra en una prenda es un proceso engorroso y, si 
bien hay avances tecnológicos para llevar a cabo esta actividad, por 
ahora no resultan lo suficientemente rentables o aptos para ser 
incorporados a gran escala. No obstante, algunas iniciativas en países 
industrializados vienen desarrollando innovaciones para ampliar el 
tratamiento de estas fibras sintéticas. Tal es el caso del proyecto 
conjunto entre la corporación H8M y el Instituto de Investigación de 
Textiles y Confecciones de Hong Kong (IITCHK), quienes por cuatro 
años investigaron la forma de lograr la separación de las fibras de 
algodón de las de poliéster, alcanzando resultados muy alentadores!'*.. 
El método para hacerlo consta de un proceso en el cual solo se utiliza 
calor y agua (hidrotérmico), y menos de un 5 % de químicos 
biodegradables, para separar estos dos materiales. El poliéster 
recuperado puede ser reutilizado directamente sin perder su calidad. 
Este método de reciclaje de fibra a fibra no produce contaminación 
secundaria al ambiente, asegurando así la prolongación de la vida del 
material reciclado. Sin embargo, por el momento se trata de 
iniciativas experimentales que involucran tecnología de alto costo, lo 
cual las vuelve directamente inviables para la mayoría de las firmas 
que componen el sector en nuestra región, con una fuerte 
participación de pymes que ya deben enfrentar obstáculos económicos 


como la competencia de productos importados o el costo elevado de 
las materias primas. 


Recuadro 5. El caso de The New Denim Project, Guatemala, de recuperación de textiles 


Un ejemplo paradigmático impulsado en Centro América es The 
New Denim Project, una empresa textil fundada en Guatemala en 
1956. La tercera generación a cargo de la fábrica puso el foco en 
la recuperación de textiles desde una perspectiva de economía 
circular, con el objetivo de generar un circuito cerrado de 
fabricación y recuperación que diera como resultado textiles 
hechos con materiales reciclados, que pudiera reutilizar los 
subproductos derivados del proceso y minimizar la huella 
ecológica de la fabricación!”!. La empresa ofrece una amplia 
variedad de textiles, tales como muselinas, denim y algodones, y 
también telas para decoración y para el hogar. Su proceso 
comienza con la recolección de descartes de producción de 
fábricas cercanas, estos retazos se procesan para crear hilados con 
un contenido parcial de material recuperado, y luego se utilizan 
para la realización de esta amplia gama de textiles. El proceso no 
utiliza químicos ni tinturas, y el uso de agua y energía fue 
reducido al mínimo. Tampoco utilizan materiales sintéticos, en 
tanto tienen el compromiso de ofrecer textiles 100 % naturales y 
compostables. Además, la pelusa de algodón generada en el 
proceso es donada a productores de café de la zona, que la 
utilizan en sus compost para cultivar el grano (Vogue México, 
2021). Así, tanto los residuos generados por la empresa como los 
productos cuando entren en fase posconsumo podrán reutilizarse 
como materias primas en nuevos circuitos productivos, dentro y 
fuera del rubro textil. 


En Argentina, el circuito vinculado a los descartes industriales no 
solo concentra el grueso de las iniciativas de reciclaje a escala 
existentes en el país, sino que además incluye algunas muy 
innovadoras en línea con las tendencias de reciclaje de textiles a nivel 
mundial (recuadro 6). De acuerdo a la caracterización realizada por 
un industrial del sector de confección de indumentaria, este circuito se 
estructura del siguiente modo: en principio, integra a fábricas y 


talleres de confección que generan descartes de textiles, que a su vez 
abastecen a intermediarios y revendedores que luego comercializan 
este material a otros fabricantes, principalmente del rubro de artículos 
de limpieza. En este sentido, remarcó que involucra básicamente 
residuos textiles de fibras vegetales que, aprovechando su capacidad 
para la absorción de líquidos, son utilizados para fabricar productos 
tales como trapos de piso, rejillas y estopa. Sin embargo, sus 
fabricantes prefieren ocultar el origen de su materia prima puesto que 
asumen que sus consumidores pueden interpretarlo como un indicador 
de baja calidad del producto. 


Recuadro 6. El caso de Le Utthe, provincia de Buenos Aires, de reconversión para la utilización de los 
propios desechos en la producción 


La empresa Le Utthe, fundada en Bragado (provincia de Buenos 
Aires) en 1982, cuenta actualmente con más de 50 locales en todo 
el país, constituyendo un referente para el mercado local. Posee 
una planta industrial de 10.000 m2 donde trabajan 400 
empleados, con el equipamiento necesario para desarrollar todos 
los procesos de la prenda, desde la fabricación de la tela hasta la 
confección de indumentaria terminada, incluyendo talleres de 
corte y moldería, bordado, estampería y lavandería!'”'. Desde 
2020, en su planta central, convierte los desechos textiles de su 
propia producción en una nueva fibra de algodón reciclada. La 
nueva planta cuenta con 4.600 m2 para llevar a cabo este 
proceso, incorporando maquinaria importada con tecnología de 
última generación, que les permitió disminuir el consumo de agua 
y energía, así como reducir el uso de recursos naturales vírgenes y 
disminuir la producción de residuos en el proceso!''!, A diferencia 
del caso anterior (recuadro 4), en Le Utthe la fibra recuperada de 
origen vegetal se mezcla con fibras vírgenes y sintéticas. En sus 
locales, estas prendas de algodón recuperado pueden encontrarse 
bajo el nombre “LUT R3”. Gorros, medias y sweaters son un 
ejemplo de los ítems disponibles en esta línea. 


Por otra parte, en Argentina, el circuito del posconsumo 
doméstico de indumentaria y demás textiles para el hogar aporta el 
volumen mayoritario de descartes direccionados a sitios de disposición 
final como rellenos sanitarios y carece de sistemas de recuperación y 


reciclaje sistemáticos y a escala. Aquí es preciso destacar que la 
reutilización de prendas descartadas en circuitos de segunda mano es, 
antes que su reciclado, la principal modalidad de extensión del ciclo 
de vida de la indumentaria a nivel del posconsumo. De este modo, las 
prendas que unos desechan son aprovechadas por otras personas a 
través de distintos circuitos de donación y/o remercantilización 
(Wilkis y Carenzo, 2008; Busso, 2011), llegando incluso a extenderse 
entre países limítrofes (Bergesio y González, 2021). De este modo, en 
forma previa al descarte definitivo y pasaje a la condición de residuo, 
la indumentaria textil suele ser reutilizada entre dos y tres veces. 

Otra cuestión clave que explica el muy bajo porcentaje de 
recuperación y reciclaje de textiles posconsumo fue aportada por un 
industrial del rubro entrevistado quien remarcó que la propia 
composición de los descartes es un impedimento, en tanto su 
fabricación incorpora frecuentemente fibras naturales (como algodón, 
lana o seda), mixturadas con otras sintéticas (poliamidas y poliéster), 
así como también una gran cantidad de remaches, cierres e 
incrustaciones de materiales plásticos y/o metálicos. Esto presenta un 
problema porque los procesos de reciclaje textil existentes en el país 
operan básicamente con fibra de algodón, por lo cual se abastecen 
exclusivamente de recortes industriales que pueden garantizar la 
homogeneidad y limpieza del residuo a utilizar como insumo 
(Miranda, 2018). No obstante, más allá de las limitaciones señaladas, 
algunas iniciativas han comenzado a encarar prácticas específicamente 
orientadas al reciclaje de indumentaria textil. Este es el caso de la 
planta de recuperación textil de la Fundación Futuro Verde (recuadro 
Dl 


Recuadro 7. Una planta piloto de recuperación textil en Misiones 


La Fundación Futuro Verde inauguró en Posadas (provincia de 
Misiones) en abril de 2022 (Misiones Online, 2022) una planta de 
recuperación de textiles. Comandada por la diseñadora Erica Vega 
(de la marca Imix), esta iniciativa de triple impacto busca la 
inserción laboral de mujeres en situación de vulnerabilidad o 
privadas de su libertad, en un formato laboral innovador, que 
acompaña a la transición ecológica. También transforma residuos 
en nuevos productos, alargando la vida útil del material y 


generando un ahorro significativo de agua y emisiones de CO2, 
generadoras de cambio climático. La planta se abastece de los 
materiales depositados por el público en Ecopuntos textiles 
ubicados en distintos espacios de la ciudad de Posadas, que son 
sometidos a un proceso de acondicionamiento, customización 
(personalización) y rediseño para elaborar nuevos productos, 
como por ejemplo bolsos, mochilas y gorros a partir de 
pantalones de jean descartados! '?!, 


Estas iniciativas evidencian transformaciones que, de forma aún 
incipiente, está encarando la industria textil y de recupero de sus 
materiales en el país. 

Desde espacios socioproductivos comunitarios, también se 
desarrollan iniciativas basadas en la innovación y el diseño social. Tal 
es el caso de la Cooperativa Reciclando Sueños (La Matanza), que 
desarrolla prototipos experimentales para el reciclado de descartes 
textiles, que no solo están motivados en la obtención de un producto 
rentable a partir de materiales recuperados que la cooperativa no 
puede comercializar actualmente, sino que además busca atender a 
una problemática socioambiental muy grave como son los basurales 
clandestinos (recuadro 8). 


Recuadro 8. La fabricación de tejas con textiles y plásticos “sin mercado”, Cooperativa Reciclando 
Sueños de La Matanza 


El basural de Las Achiras se localiza en una zona lindera al 
Mercado Central de Buenos Aires y a unos escasos 3 km del lugar 
donde opera la cooperativa Reciclando Sueños, en el municipio de 
La Matanza. Se trata de un basural conformado en un 90 % por 
descartes de retazos y sobrantes provenientes de decenas de 
talleres de confección localizados en las inmediaciones. Estos 
descartes son generalmente quemados como forma de reducir su 
volumen, lo cual genera humos particulados que afectan la salud 
y el ambiente de los habitantes de los barrios cercanos (imagen 
2) 


Imagen 2. Búsqueda de muestras de descartes textiles en el basural de Las Achiras, 2022 


Fuente: elaboración propia. 


Esto motivó a Marcelo Loto, presidente de la cooperativa, y 
principal responsable de los procesos de innovación y desarrollo 
tecnológico que allí se desarrollan, a comenzar a diseñar procesos 
y productos capaces de utilizar estos descartes. Hacia mediados 
de 2022, se iniciaron las primeras experimentaciones para 
identificar prestaciones y comportamientos de estos materiales 
que en su amplia mayoría (95 %) correspondían a retazos 
conformados por telas de fibras sintéticas (poliéster, poliamidas y 
otras) o mixturadas con un pequeño porcentaje de fibras 
naturales, razón por la cual eran directamente descartados. Para 
ello, la cooperativa reacondicionó una vieja máquina trituradora 
de textiles que les permitió homogeneizar el descarte (imagen 3). 


Imagen 3. Triturado de descartes textiles de base sintética, 2022 
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Luego, utilizando la prensa caliente, desde la cooperativa se 
exploró la mezcla de estos materiales con triturados de plásticos 
que tampoco tenían mercado, con la idea de hacer unas placas, en 
donde el triturado aportara densidad, y los textiles, trama, 
generando un placa delgada y liviana, pero de gran resistencia 
mecánica, tal como puede verse en el prototipo experimental de 


Fuente: elaboración propia. 


una teja colonial en la imagen 3. Con este material de base, luego 
diseñaron una matriz para fabricar tejas para techos con distintos 
modelos. 


Imagen 4. Sistematización de la experimentación para una teja “colonial”, 2023 
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Fuente: elaboración propia. 


Después de varios ensayos, finalmente, arribaron a un 
modelo de teja acanalada que facilita su colocación, pudiendo 
entonces pasar a la etapa actual del desarrollo, dedicada a 
analizar su comportamiento frente a agentes naturales como el 
sol, viento y lluvia. Para esto, se montó un techado demostrativo 
en la cooperativa (imagen 4). 


Imagen 5. Montado de techo para testeo en la cooperativa, 2023 


Fuente: elaboración propia. 


De este modo, mediante la mezcla de las fibras textiles con 
plásticos difíciles de recuperar, la cooperativa puede generar 
productos circulares enmarcados en un proyecto con alto impacto 
social y ambiental. Al momento, esta experiencia se encuentra en 
fase de prototipo, testeando el comportamiento del material 
frente a la acción de agentes climáticos, la acción del fuego y 


otras pruebas, antes de pasar a una etapa de producción e 
implementación para mejoramiento de viviendas en un barrio 
popular cercano a la cooperativa. No obstante, decidimos incluir 
su referencia porque nos permite destacar el potencial innovador 
existente en el sector de recuperadores urbanos con relación al 
reciclaje inclusivo (en este caso de descartes textiles). De allí que 
cabe resaltar una vez más la importancia de generar condiciones 
para un involucramiento más activo del sector en la recuperación 
diferenciada y el procesamiento de esta corriente en un marco de 
economía circular inclusiva. 


Asimismo, existen otras experiencias abordadas dentro de 
espacios de investigación y universidades. Por ejemplo, a partir de la 
utilización de descartes textiles industriales, la arquitecta Marta 
Yajnes, vinculada a centros de investigación sobre materiales en la 
Universidad de Buenos Aires!'”! y la Universidad Nacional de San 
Martín!**!, desarrolló una placa aislante térmica y acústica llamada 
“Texacem”. Se trata de una iniciativa original y de carácter distintivo, 
ya que reinserta productivamente residuos de la industria textil en la 
industria de la construcción con economía circular, que tuvo una 
mención en el Concurso Nacional de Innovaciones (INNOVAR) 
categoría “Investigación Aplicada”, y ya cuenta con registro en el 
Instituto Nacional de Patentes Industriales y está próximo a pasar a 
fase productiva. 

Estos últimos ejemplos resultan muy sugerentes y nos recuerdan 
que el ámbito de la innovación social guarda un gran potencial para 
desarrollar soluciones a la problemática socioambiental de los 
descartes textiles. No obstante, tanto estas, como aquellas iniciativas 
impulsadas desde el ámbito privado enfrentan dos obstáculos 
significativos a la hora de impulsar soluciones de mayor escala y 
amplitud. En primer término, el reciclado de textiles involucra 
maquinaria costosa, fabricada en el extranjero y generalmente 
diseñada para tratar grandes volúmenes de textiles recuperados. En tal 
sentido, por una parte, la importación de estas máquinas involucra 
ciertas barreras al acceso dadas por la depreciación de nuestra 
moneda y algunas medidas proteccionistas que obstaculizan el ingreso 
de bienes al país. Asimismo, existen otras cuestiones de orden 


práctico, como el espacio disponible en las plantas existentes puede 
operar como una limitante derivada. Una línea de producción de 
desfibrado de retazos puede ocupar unos 400 m2, y esto es solo para 
lograr un vellón de fibras cortas. Una hilandería superaría este espacio 
en una vez y media, como mínimo. Y para lograr una prenda 
terminada, se requeriría triplicar dicha superficie. 

En segundo lugar, pero en estrecha relación, debemos señalar que 
la capacidad para asegurar el volumen óptimo para el suministro de 
textiles recuperados también se configura como una potencial 
limitación para incorporar las tecnologías existentes. Tomando el caso 
de una fábrica líder en el rubro, dedicada a la blanquería y ropa de 
cama en nuestro país, esta genera un promedio de 20 t de descartes 
textiles por mes. Sin embargo, el óptimo productivo para una línea de 
recuperación de fibras triplica ese valor. Es decir, para lograr una 
operación rentable de la maquinaria disponible, deberían garantizarse 
unos 4.000 kg diarios de descartes como input del proceso. Esto es 
cuatro veces más de lo que genera la fábrica en la actualidad. 


10.4. Recomendaciones 


Como señalamos a lo largo del capítulo, la corriente de residuos 
vinculada a los descartes textiles ha permanecido relativamente 
invisibilizada hasta años recientes. Sin embargo, al tomar conciencia 
de su envergadura y de la amplitud de sus impactos a nivel ambiental, 
queda claro que es prioritario tomar medidas de forma urgente. 
Siguiendo una estrategia de economía circular, es preciso reorganizar 
los patrones de consumo de moda y principalmente rediseñar los 
productos de manera de evitar el descarte, y en última instancia, 
facilitar su reúso y/o reciclaje. Para ello, se requiere movilizar la 
innovación tanto en términos de mercado como de inteligencia social 
para identificar nuevos procesos, productos y formas de organización 
que permitan recuperar y reciclar residuos textiles, no solo en mayor 
escala, sino también en mayor diversidad (especialmente en relación 
con las fibras de base sintética y con el material heterogéneo que 
implican los descartes posconsumo de indumentaria). A este respecto, 
una particularidad de esta corriente a nivel global es que por el 
momento se evidencia un mayor involucramiento del sector 
corporativo, representado por grandes marcas de indumentaria 


(preocupadas por atender un cambio de tendencia en las demandas de 
sus consumidores en el Norte Global), antes que desde gobiernos y/o 
la sociedad civil. En este sentido, en nuestro contexto, donde aún las 
iniciativas son muy incipientes, piloto o a pequeña escala, destaca la 
articulación entre agencias de gobierno, emprendedores privados, 
universidades y organizaciones socioproductivas del territorio. El 
fortalecimiento de esta línea donde se evidencian dinámicas de 
innovación puede dar lugar a una estrategia exitosa y escalable, sobre 
todo atendiendo al potencial del sector de recuperadores urbanos para 
desarrollar una recolección diferenciada, que focalice en los tipos y 
calidades de los textiles a recuperar, así como también que garantice 
una distribución territorial amplia y abarcativa. 

Estas medidas requieren de incentivos financieros para solventar 
gastos de logística, así como también las iniciativas de innovación que 
se evidencian en el sector de recuperadores, como de pequeños 
emprendedores e incluso empresas de mayor capital. En este sentido, 
las normativas y regulaciones que incorporen el principio REP se 
evidencian como las más adecuadas a las particularidades de nuestros 
contextos, en comparación a aquellas de logística reversa que se 
impulsan en el hemisferio norte. Así, las primeras pueden incorporar y 
financiar más claramente un esquema inclusivo que integre a los 
recuperadores urbanos en las labores de recolección diferenciada, en 
lugar de solo descansar en la acción individual de retorno de las 
prendas descartadas por parte de consumidores “conscientes”. De este 
modo, se atiende de forma más holística a la diversidad de actores 
socioproductivos presentes en nuestros contextos que pueden aportar 
para la recuperación exitosa de los materiales descartados. 

En relación con la producción de conocimiento y promoción de la 
innovación, se necesita una base robusta de evidencia para guiar la 
transformación hacia una nueva economía textil. Esta permitirá crear 
transparencia sobre los impactos del sistema y ayudará a los actores 
involucrados a definir qué acciones se requieren tomar para cambiar 
el modelo actual. En particular, se requiere impulsar una agenda de 
investigación específica sobre esta corriente que contemple los 
siguientes aspectos: 


+ Análisis del comportamiento social a la hora de adquirir, usar, 
compartir y descartar indumentaria textil, así como también los 


principales sistemas de aprovisionamiento y modelos de negocio 
existentes, incluyendo: 

O Caracterización de diferentes segmentos de mercado, el 
tipo de oferta existente y obstáculos presentes para la 
consolidación de nuevos modelos de negocio orientados 
hacia una nueva economía textil circular. 

O Identificación de criterios que organizan la percepción y 
evaluación del origen, durabilidad y la calidad de la 
indumentaria por parte de distintos grupos sociales. 

+ Impactos socioambientales involucrados en la producción, uso y 
descarte de textiles desde la perspectiva del ciclo de vida, 
prestando especial atención a: 

O consumo de recursos naturales renovables como agua y 
tierra; 

O empleo de sustancias peligrosas (herbicidas, colorantes, 
fijadores, etc.); y 

O liberación de microplásticos al ambiente. 

O generación de puestos de trabajo y/u oportunidades de 
ingresos en esquemas de reutilización y reciclado. 


En vinculación con la minimización en la generación de residuos 
textiles, se recomienda: 


+ En relación con las prácticas productivas en talleres e industrias, 
se puede promover el diseño de moldería que minimice los 
descartes de producción y/o los optimice para su reutilización 
posterior. 

+ En relación con los patrones de consumo, se puede promover el 
diseño de prendas que duren y se adapten a diferentes estilos, 
atendiendo a las diversidad de usos e identidades sociales (por 
ejemplo sin diferenciación por sexo). 


En relación con la separación en origen y recolección 
diferenciada, se recomienda: 


+ En cada municipio identificar y mapear circuitos de generación 
y disposición inicial, recolección y/o descarte de residuos 


textiles. 

+ Identificar y fortalecer organizaciones de recuperadoras/es que 
integren esta corriente a sus labores de recolección diferenciada, 
o estén interesados en hacerlo, ya sea en vinculación con la 
recirculación de prendas en circuitos de segunda mano, como en 
relación con el reciclado de descartes textiles. 

+ Establecer programas de promoción ambiental focalizados en los 
descartes textiles posconsumo, trabajando en circuitos de 
reutilización/reúso (como ferias, donaciones, etc.) y en la 
identificación de prendas elaboradas con fibras naturales para 
direccionarlas a circuitos de reciclaje existentes (puntos verdes, 
plantas de separación, cooperativas de recuperadores, etc.). Para 
las prendas sintéticas aún no existen tecnologías con desarrollo 
suficiente que permitan tal reciclado. 


En relación con la valorización, se sugiere: 


* Promover iniciativas comunitarias para la gestión de residuos 
textiles, estableciendo criterios y protocolos de clasificación 
según las condiciones y composición de los descartes 
constituidos por prendas posconsumo, en función de tres 
destinos posibles (para procesar, para donar y para vender). 

+ Identificar oportunidades de circulación “en cascada” entre 
unidades productivas, es decir, que el descarte de una pueda ser 
utilizado como insumo por otra para la manufactura de 
indumentaria y/u otros bienes y productos. 

* Dinamizar procesos de innovación en áreas aún poco rentables, 
como por ejemplo el reciclaje de fibras textiles de base poliéster, 
en cuyo caso los potenciales beneficios socioambientales de tales 
desarrollos justifican su impulso. Aquí es clave la identificación 
de procesos experimentales (tal como el desarrollado por la 
Cooperativa Reciclando Sueños), para luego dinamizar apoyos 
técnico-financieros que habiliten su escalado y replicación. 

* Producir regulaciones que definan estándares ambientales en 
torno a la producción y utilización de textiles, tales como el 
empleo de químicos peligrosos como agrotóxicos y tinturas en 
su proceso o bien la liberación de microplásticos y otras formas 
de contaminación ambiental vinculadas a esta industria. 


También, podría promover la utilización de diseños y uso de 
materiales que faciliten el reciclado. Este tipo de normativas 
podría alentar de forma indirecta la implementación de 
prácticas de valorización del residuo vía reutilización y el 
reciclado. 
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Residuos de Construcción y 
Demolición 


La ausencia de políticas integrales 
de economía circular 
María Teresa Heras!!! y Mariana Saidónl?] 


En este capítulo se trabajan los residuos de obras de construcción y 
demoliciones. Las secciones que siguen abordarán: (11.1) las 
características de los materiales que los integran, las problemáticas 
ambientales asociadas a su manejo y el estado de situación actual al 
respecto, incluyendo normativa, así como diversas políticas y acciones 
vinculadas a la corriente; (11.2) las experiencias, oportunidades y 
obstáculos vinculados a la separación en origen y recolección 
diferenciada; (11.3) las experiencias, obstáculos y oportunidades para 
la valorización; y (11.4) las recomendaciones para avanzar hacia una 
economía circular inclusiva, sorteando los obstáculos observados. 


11.1. Materiales, características y estado de situación 


Los residuos de construcción y demolición (RCD) son aquellos 
descartes generados durante las actividades de preparación del sitio, 
excavación, construcción, remodelación, reparación y/o demolición en 
obras, tanto públicas como privadas. Se los suele llamar también 
“restos de obras y demoliciones” (ROyD). 

Los RCD son principalmente materiales inertes, comúnmente 
también denominados “áridos” o “pétreos”, constituidos por tierras y 
rocas de excavación, piedras, restos de hormigón, ladrillos y/o restos 
de pavimentos asfálticos. Pero la corriente de RCD no solo está 


compuesta por inertes, sino también por metales ferrosos y no 
ferrosos, maderas, plásticos, vidrio, papel y cartón y artefactos u otros 
bienes, como ventanas, puertas, sanitarios, griferías, bajomesadas, 
mármoles, etc. También, los RCD se componen de fracciones 
minoritarias de residuos peligrosos, como solventes, pinturas, aceites, 
restos de impermeabilizantes, maderas tratadas, alfombras con 
pegamento, adhesivos, combustibles, etc., y todos los envases y 
materiales que estuvieron en contacto con ellos, los que requieren un 
manejo especial, conforme a la normativa específica. Algunos 
materiales, además, si bien no son residuos peligrosos, con un manejo 
inadecuado, también pueden volverse riesgosos para el ambiente 
(como las placas de yeso, que, con falta de oxígeno, pueden generar 
sulfuro de hidrógeno). Asimismo, cuando se inician construcciones 
sobre terrenos vírgenes, se generan gran cantidad de residuos verdes 
durante las acciones de desmonte y movimiento de suelo. Por último, 
también surgen entre los RCD restos de las actividades cotidianas de 
los obreros en comedores, sanitarios, etc. (descartes de cocina, envases 
de cartón, papeles o plásticos), con características asimilables a los 
residuos domiciliarios. Esta fracción puede volverse significativa en 
obras con gran cantidad de trabajadores. Todo esto denota una gran 
variedad de materiales contenidos en los RCD (cuadro 1 e imagen 1). 


Cuadro 1. Composición de los Residuos de Construcción y Demolición 
Matextalescinertes,epétrensóo, peces restos de hormigón, ladrillos, resjos 
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Restos de comedores y cocina (comppstables) 


Fuente: elaboración propia. 


Imagen 1. Volquetes con mezclas de residuos, ciudad de La Plata 


Fuente: elaboración propia. 


La composición y la cantidad generada de RCD varían en función 
del tipo de obra, los materiales disponibles en un país o región, los 
hábitos constructivos, las tecnologías y procesos, las etapas de la obra 
y en función de distintas variables económicas (Aldana y Serpell, 
2012)'*!. También, se detectan variaciones en la composición a través 
de los años debidas a nuevas modalidades de construcción. Por 
ejemplo, van en aumento los materiales de empaque (plásticos o 
telgopor) y mezclas de materiales de difícil reciclado (como 
membranas asfálticas, restos de Durlock o materiales aislantes). 
También, se dan importantes cambios estacionales. Por ejemplo, en 
agosto tiende a generarse mucha tierra por la construcción de piletas 
(Ministerio de Ambiente PBA, 2021; entrevista a referentes de 
empresas volqueteras). Además, la generación de RCD ha ido 
creciendo a lo largo del tiempo, no solo por una tendencia positiva en 
la actividad constructiva, sino también por un aumento de los residuos 
que genera la actividad (Neirotti, 2016; Roda y Pigola, 2021). 

El volumen relativamente alto que se produce de estos residuos 
hace que se trate de una corriente especialmente relevante. Datos 
recopilados en distintos países reportan que, en promedio, se generan 
100 kg por m2 de construcción de edificios de estructuras de 
hormigón con mampostería, entre 900 y 996 kg por m2 en obras de 
demolición (Ferronato et al., 2023) y entre 200 y 210 kg/m2 en obras 
de renovación (Mália et al., 2013; Castells et al., 2012). 

En Argentina, en general, no se cuenta con información reunida 


de manera sistemática que permita cuantificar la generación y 
recolección de los RCD, ni su composición a escala nacional, 
provincial o municipal. Esta corriente suele estar subestimada en el 
conjunto de los residuos. La falta de regulación y controles y la 
informalidad del sector incrementan los problemas en términos de 
información. Al respecto, por ejemplo, una encuesta reveló que la 
mayor parte de los municipios de la provincia de Buenos Aires (89 %) 
desconoce o no lleva registro sistematizado de los RCD que se 
generan, recolectan, reutilizan y/o van a disposición final. Dificulta la 
cuantificación la mezcla de residuos de distinto tipo y el hecho de que 
los municipios no suelen contar con sitios de acopio con condiciones 
que permitan el control y registro (como cercado perimetral, control 
de ingreso, balanza y personal disponible y capacitado) (Ministerio de 
Ambiente PBA, 2021). La falta de información deriva en la ausencia 
de trazabilidad para un seguimiento adecuado de los materiales a lo 
largo de todo su ciclo de vida, que posibilite una adecuada toma de 
decisiones y la asignación de responsabilidades en vinculación con la 
gestión de los RCD. 

En términos generales, la construcción es una de las actividades 
económicas que genera mayor cantidad de residuos. Al respecto, se 
estimó en un estudio de caso de un edificio ubicado en la Región 
Metropolitana de Chile que la etapa más influyente en la generación 
de residuos (3,56 veces más) es la de terminaciones (cuando suelen 
aparecer restos de pinturas, lacas, pegamentos, solventes, etc.), en 
comparación con las etapas de obra gruesa. Por otra parte, en la etapa 
de terminaciones, poseen mayor incidencia (84 %) las divisiones 
interiores (o tabiques), y en la etapa de obra gruesa los mayores 
residuos (91 %) corresponden a hormigón (Bravo et al., 2019). 

El mayor volumen de residuos en las etapas de construcción o 
remodelación se genera debido a fallas en el diseño y la planificación 
de las obras, el replanteo de las obras sobre su propia marcha, por la 
compra de materiales innecesarios, o bien por procesos que derivan en 
gran cantidad de descartes (por ejemplo, tipos de recortes de 
cerámicos que generan roturas o mayores desperdicios, mezclas 
excesivas, exposición de materiales a ciertas condiciones ambientales 
inadecuadas, etc.). Las mezclas sobrantes representan el 55 % de los 
residuos de construcciones, lo que es seguido por la rotura de 
materiales, 32 %, principalmente ladrillos (Mercante, 2007). En 


ciertos casos, también fallan los proveedores con sus entregas, o bien 
generan ventas en formatos en los que existen sobrantes excesivos. 
También la instancia del transporte suele dañar materiales, aportando 
a la generación de residuos (i.e. Mercante, 2007; Aldana y Serpell, 
2012; entrevista a arquitecta, 2021). 

La generación de RCD involucra tanto a constructores, 
arquitectos, proyectistas, maestros mayores de obras, obreros, 
transportistas, proveedores y a quienes realizan la demolición. 
Asimismo, los consumidores, que algunas veces priorizan cuestiones 
estéticas a la conservación, también son responsables por la 
generación excesiva de RCD. 

A nivel internacional, la industria de la construcción se desarrolla 
en general bajo un modelo de producción lineal: es una de las 
actividades con mayor consumo de materias primas, agua y energía, a 
la vez que es una de las de mayor proporción de generación de 
residuos que, en su gran mayoría, se derivan a disposición final, en 
tanto su reaprovechamiento es muy bajo. Se estima que el 40 %, a 
nivel mundial, de las materias primas extraídas de la tierra se destina 
a la construcción (Krausmann et al., 2017), causando diversos 
impactos ambientales negativos!*!. A esto se suma otro impacto 
ambiental, dado por las emisiones de gases de efecto invernadero: se 
ha estimado que el sector de la construcción a nivel mundial 
contribuye en un 37 % de las mismas (PNUMA, 2021). 

Asimismo, la derivación de RCD a disposición final genera 
pérdidas económicas. Conjugando distintos estudios, se puede estimar 
que se desecha entre el 12,5 % y un 30 % del valor total final de la 
obra, lo que significa económicamente un peso significativo materia 
de costos (Abud, 2017; Bravo et al., 2019). Existen experiencias 
aisladas en las que se muestra que la separación en origen y el 
reciclado eficientes de los RCD pueden ser ventajosos en términos 
económicos (Ferronato et al., 2023). 

Es por todo esto por lo que en la última década se vienen 
realizando esfuerzos a nivel mundial en el campo de la legislación 
(recuadros 1 y 2), gestión, investigación, innovación e inversión, para 
lograr una transformación de la actividad constructiva bajo los 
lineamientos de la economía circular, en todos sus estadios, desde el 
diseño, la fabricación de materiales, la planificación y gestión de las 
obras, la gestión de sus residuos y la capacitación y sensibilización de 


los distintos actores, con el objetivo de aumentar significativamente la 
reutilización y reciclado de los materiales, la disminución del consumo 
de recursos naturales y la disminución de la disposición final 
inadecuada. 


Recuadro 1. Normativa e instrumentos sobre RCD en la Unión Europea 


La Unión Europea, desde 2002, cuenta con diferentes normas que 
promueven la circularidad en la actividad constructiva, con 
objetivos, metas y recomendaciones tendientes a la prevención 
del gasto energético, a reducir la generación de emisiones de 
gases de efecto invernadero, a minimizar el uso de materias 
primas y a promover la responsabilidad extendida del productor. 
Algunos de sus países miembros, como Alemania, España, 
Francia, Dinamarca y Países Bajos, fueron pioneros en el 
desarrollo de investigaciones, normativa, instrumentos y 
programas de gestión de RCD. Tal es el caso de la Guía española 
de áridos reciclados procedentes de Residuos de Construcción y 
Demolición'"! (ANEFA, 2018) o la Plataforma Digital de 
Trazabilidad de RCD!”!. Si bien se establecieron metas muy 
ambiciosas para la recuperación de los RCD en los países de la 
Unión Europea (hasta del 85 % para 2010), los resultados fueron 
desparejos (Villoria y Osmani, 2019; Castells et al., 2012). 


Recuadro 2. Casos sobresalientes de normativa sobre RCD en América Latina 


En América Latina se destacan por su avance en normativa 
específica sobre gestión integral de RCD y otros instrumentos de 
gestión Brasil, Chile, Colombia y México. En términos generales, 
sus regulaciones definen las categorías y subcategorías de RCD, 
establecen una jerarquía que prioriza la prevención o reducción 
de la generación de RCD, luego el aprovechamiento y, como 
última opción, la disposición final. También, establecen requisitos 
y especificaciones para las distintas etapas de la gestión y 
lineamientos para la elaboración de los planes de manejo de RCD. 

En el caso de la Ciudad de México!”!, por ejemplo, la 
normativa introduce el criterio de responsabilidad compartida, 
por el cual la gestión integral es una corresponsabilidad social y 


requiere la participación conjunta, coordinada y diferenciada de 
generadores, productores, distribuidores, consumidores, usuarios 
de subproductos y de los órganos de gobierno. También obliga a 
incorporar porcentajes mínimos para un catálogo muy detallado 
de materiales a ser reciclados, que deben quedar asentados en los 
proyectos ejecutivos de obra. 

El caso de Chile, por su parte, destaca como ejemplo de 
instrumento de política pública nacional para una transición a 
una economía circular en el sector de la construcción, en el marco 
de una estrategia de participación y coordinación intersectorial — 
entre sectores público, privado y académico- que duró 2 años en 
ser elaborada y que se plasmó en 2020 en la Hoja de Ruta RCD y 
Economía Circular en Construcción 2035. En esta se acordaron 
definiciones comunes, acuerdos, políticas, prácticas y metas de 
mejora para 2025 y 2035!*!, 


En Argentina, en particular, además de las condiciones generales 
mencionadas a nivel mundial, se destaca una gran cantidad de 
materiales desaprovechados y su disposición informal en terrenos no 
habilitados, especialmente en asentamientos informales o en 
urbanizaciones poco planificadas. Esto, a la vez que implica una 
pérdida de recursos y contaminación ambiental, también, dificulta la 
disponibilidad de suelos para otros usos. Por otro lado, las descargas 
informales también incrementan los riesgos de inundaciones, debido a 
alteraciones en los drenajes superficiales, a rellenos de planicies de 
inundación, a la modificación de cursos de agua y/o a la mayor 
impermeabilización del suelo (PROMEBA, 2012). 

En el país, además, faltan políticas públicas, regulaciones, 
programas, instrumentos de gestión y controles estatales orientados a 
instalar un modelo de economía circular en esta corriente de residuos, 
a excepción de algunas experiencias acotadas de clasificación y 
reutilización de materiales o componentes. En su mayoría, los RCD 
son derivados a sitios de disposición final, a través de circuitos 
formales e informales. 

En particular, a nivel nacional no se cuenta con un marco 
normativo regulatorio específico que promueva la minimización de 
RCD, ordene su gestión integral, fomente la formalización y la 


valorización. Algunas de las subcorrientes de los RCD quedan 
contempladas, sin embargo, en otras normativas, como es el caso de 
los materiales peligrosos o especiales, alcanzados por la Ley nacional 
N.2 24.051/92 de Residuos Peligrosos y la Ley provincial N.?* 
11.720/95 de Residuos Especiales, los que deben recibir un 
tratamiento diferenciado y específico según el caso, para su 
disposición inicial, recolección, transporte, tratamiento y/o 
disposición final, por sus potenciales impactos. Por otro lado, la Ley 
nacional N.? 25.612/02, de “Presupuestos mínimos de protección 
ambiental sobre gestión integral de residuos de origen industrial y de 
actividades de servicios”, incluye a los residuos de la construcción y 
demolición en la lista de residuos a gestionar, aunque esta no se 
encuentra operativa por no haber sido reglamentada. En los niveles 
provinciales y municipales, tampoco existen prescripciones claras en 
orientación hacia la economía circular en la normativa, si bien se 
observan algunos indicios que comienzan a marcar un rumbo 
(ejemplos de esto pueden observarse en los recuadros 3 y 4). 


Recuadro 3. Normativa relativa a RCD en la provincia de Buenos Aires 


En la provincia de Buenos Aires (PBA), la Resolución N.* 353/10 
habilita la disposición final controlada de residuos inertes y podas 
como relleno de canteras para su recuperación, sin establecer 
muchos requisitos, pero con la obligación de tramitar la 
declaración de impacto ambiental (DIA) ante la autoridad 
ambiental provincial. Por otro lado, la Resolución N.? 146/12 
establece que los RCD no podrán ser enviados a rellenos 
sanitarios de la CEAMSE, a fin de garantizar una mayor vida útil 
y calidad de estos, pero sin plantear otras alternativas. Asimismo, 
en los programas básicos preliminares (PBP) y Programas de 
Gestión Integral de residuos sólidos urbanos (PGIRSU) que deben 
presentar los municipios ante la autoridad ambiental en el marco 
de la Ley provincial N.* 13.592/06 y su Decreto Reglamentario 
N.* 1.215/10, se contempla que los gobiernos locales informen 
sobre la generación y gestión actual y futura de esta corriente, 
entre otras. Sin embargo, son muy escasos los municipios que han 
presentado sus PGIRSU. Por su parte, las urbanizaciones cerradas 
(clubes de campo y barrios cerrados), consideradas grandes 


generadores de RCD, en el marco de la Resolución provincial N.* 
137/13, también deben informar en sus Planes acerca de la 
generación y gestión de los RCD. 

La Ley provincial de Gestión Integral de Residuos Sólidos 
Urbanos (N.2 13.592/06) incorpora el principio de 
Responsabilidad del Causante, por el cual toda persona física o 
jurídica que produce, detenta o gestiona un residuo está obligada 
a asegurar su eliminación conforme a las disposiciones vigentes. 
Si bien se limita a garantizar solo la eliminación de los residuos, 
este puede significar un punto de partida para la incorporación de 
responsabilidades a los generadores de RCD en una futura 
normativa. 


Recuadro 4. Normativa relativa a RCD en municipios de la provincia de Buenos Aires 


Solo alrededor de un tercio de los municipios provinciales cuenta 
con normativa vinculada a la gestión de los RCD, abordando el 
tema de diversas maneras. Por ejemplo, algunos textos los 
incluyen entre los voluminosos, o los no habituales, mientras que 
otros los definen como una corriente específica, de residuos de 
construcción y demolición. 

La mayor parte de las ordenanzas solo consideran al pequeño 
generador particular, y determinan qué volumen de residuos 
pueden disponer para que sean retirados por el servicio municipal 
y para cuál debe contratarse un servicio privado. También a las 
empresas de transporte o volqueteras (Ministerio de Ambiente 
PBA, 2021). En general, se trata de ordenanzas que regulan la 
disposición inicial (en volquetes, bolsas, etc.) y el uso del espacio 
público para las descargas privadas, previendo una tasa a abonar 
por ese concepto. En este sentido, persiste un criterio higienista, 
con un objetivo de preservación del estado y del orden de la vía 
pública, la seguridad de los peatones y los conductores. Muy 
pocas ordenanzas reglamentan el uso de los sitios de disposición 
transitoria, clasificación y tratamiento, o de disposición final. 
Tampoco reconocen y responsabilizan como sujetos obligados a 
actores relevantes de la generación, como las empresas 
constructoras, desarrolladores, profesionales, etc. 


Los casos de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (CABA) y 
Moreno pueden considerarse ejemplos de excepciones que presentan 
algunas novedades relativas a la clasificación y recuperación de 
residuos (recuadro 5, a continuación, y recuadro 11, en la última 
sección). 


Recuadro 5. Normativa para RCD en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 


En el caso de CABA, el Decreto N.* 639/07, reglamentario de la 
Ley N.* 1.854/05 de Gestión Integral de Residuos Sólidos 
Urbanos, establece que los residuos de demolición, 
mantenimiento y construcción civil están sujetos a un manejo 
especial. Asimismo, el Código de Edificación de  CABA, 
actualizado por la Ley N.* 6.100/18, establece que los residuos 
que se generen en las obras deben ser clasificados y separados, de 
acuerdo con sus características, con el fin de disminuir el impacto 
sobre el ambiente y reducir el envío a disposición final. También 
promueve la reutilización y reciclado de aquellos residuos que por 
sus características puedan aprovecharse durante la ejecución de la 
obra. Se define, además, que su transporte debe ser diferenciado, 
y que la disposición final debe efectuarse en lugares autorizados. 
A fin de regular a las empresas intervinientes, se implementó en 
CABA, además, el Registro Público de Demoledores y Excavadores 
(Ley N.* 4.268/12) y el Registro de Transportadoras de Materiales 
Áridos. Por último, la Ley N.* 4.120/11 regula el servicio público 
de higiene urbana, incluyendo el de Recolección de Restos de 
Demolición y de Obra (asociado al servicio de la línea telefónica 
147). 


A diferencia de lo que ocurre en otros países (recuadros 1 y 2), el 
vacío en cuanto a la responsabilidad extendida de los productores en 
la normativa y en los instrumentos de gestión dificulta la declaración 
y registro de información y el financiamiento —y, por ende, la gestión— 
de los RCD. Asimismo, como se verá en los siguientes apartados, 
también existen déficits en cuanto a otras políticas complementarias 
que excedan una visión acotada a la recolección, higiene, limpieza y 
orden de la vía pública y contribuyan también a promover una gestión 
integral de los RCD, con visión de economía circular. 


11.2. Separación en origen y recolección diferenciada: 
experiencias, obstáculos y oportunidades 


En las obras es relativamente frecuente observar la separación y 
manejo diferenciado de los residuos peligrosos con mayor o menor 
cumplimiento de los requisitos estipulados en la normativa y en los 
planes de gestión de obras. Sin embargo, la separación en origen del 
resto de los RCD, la gran mayoría de los residuos que se producen en 
las obras, no está instalada en la agenda de los gobiernos locales, ni en 
la normativa, ni en las campañas de difusión, ni en los esfuerzos de 
control y fiscalización. Tampoco se advierten prácticas generalizadas 
en las propias obras, por iniciativa de quienes las ejecutan. 

Así, se observan prácticas de disposición indiferenciada de los 
distintos materiales que integran la corriente de los RCD. En muchos 
municipios del país, la mayor parte de los RCD son dispuestos de 
forma mezclada en volquetes colocados en la vía pública y se exponen 
a las inclemencias climáticas, a la vez que los vecinos suelen añadir 
todo tipo de residuos. 

Así, tanto la mezcla de materiales, como su disposición inicial 
inadecuada empeoran las condiciones para que se aborden 
mecanismos posteriores de recolección diferenciada orientados a la 
valorización de materiales. 

En cambio, predomina la recolección conjunta de RCD, los que 
son a los sitios de clasificación y disposición final. Para esto, suelen 
existir servicios municipales, privados o mixtos. En el AMBA, por 
ejemplo, predomina un servicio prestado por el sector privado 
(llamadas “empresas volqueteras”) para los grandes volúmenes, 
mientras que el servicio municipal se suele encargar de la recolección 
de los pequeños volúmenes estipulados por normativa (entre 1 y 3 
m3), a demanda (generalmente telefónica) o con día fijo de 
recolección. Generalmente, estos últimos son recolectados con 
camiones volcadores con distintos tamaños de caja y con pluma para 
levantarlos. Algunas veces se utilizan plantas de transferencia para 
hacer más eficiente el traslado en distancias significativas. En muchos 
casos, este servicio se comparte con el de residuos verdes (de poda y 
jardinería) y/o el de los residuos “no habituales”, ya que suelen 
utilizar los mismos vehículos y, en muchos casos, se derivan al mismo 
destino. Esta mezcla adicional con otros materiales dificulta aún más 


la segregación posterior. 

Asimismo, a los sistemas mencionados de recolección municipal, 
suelen sumarse servicios municipales “de repaso” o “de refuerzo” que 
recolectan los residuos no habituales y/o voluminosos, montículos no 
declarados y puntos de arrojo que se van detectando en el espacio 
público. En general, se trata de mezclas de residuos de difícil 
separación, por lo que los envían a sitios de disposición final 
(Ministerio de Ambiente PBA, 2021). 

Existen solo excepciones de separación en origen de algunos 
materiales, además de los peligrosos, como cuando intervienen 
algunas empresas de demolición y construcción, que separan aquellos 
materiales comercializables con potencialidad de rentabilidad 
significativa (maderas, mármoles, bachas, aperturas, etc.) para su 
reventa, y reducen con esto los costos de los servicios prestados a las 
constructoras. También existen experiencias piloto muy aisladas de 
separación de otros materiales sin mercado, orientadas a incursionar 
en su posible recuperación. No obstante, se observa un interés 
incipiente y creciente por parte de los gobiernos locales por gestionar 
esta corriente de manera más sustentable y algún caso aislado de 
políticas que comienzan a orientarse a la recolección o recepción de 
RCD, con o sin costo para los vecinos, según el caso de manera 
segregada, en orientación a su recuperación. 

Por ejemplo, el Municipio de Coronel Dorrego propone la 
recepción diferenciada de algunos materiales. Para esto, cuenta con 15 
contenedores fijos ubicados en distintos puntos geográficos, para la 
disposición transitoria de chapas, podas, voluminosos, etc. y otros 20 
contenedores móviles que se llevan a pedido a las obras y se dejan a 
disposición de estas por 24 a 48 h. Así, establece para los generadores 
un sistema de separación y recolección, y un sitio de acopio de 
materiales. Cuentan para ello con una trituradora simple y separan 
algunas fracciones que las reutiliza el municipio (cascotes, madera, 
hormigón, etc.) para los servicios y obras municipales. 

Los principales obstáculos que dificultan la separación en origen y 
la recolección diferenciada de RCD a gran escala y de todas sus 
subcorrientes son: por un lado, resultan problemáticas las características 
propias de los RCD y las dificultades de generadores y gestores para adaptarse 
a estas. Por un lado, la eventualidad en la generación, así como la 
heterogeneidad en su composición y su gran volumen y peso implican ciertas 


complejidades a los generadores en términos de disposición de espacios 
suficientes para segregar los materiales en distintas fracciones dentro de las 
obras y de herramientas para efectuarlo. Así, se dificulta la separación para su 
reutilización de RCD en la misma obra y la separación en origen para 
derivarlos a diferentes destinos para su recupero. 

Asociado a lo anterior, un segundo obstáculo significativo es que 
las mencionadas características de los RCD también dificultan a los 
gobiernos locales y la falta de separación en origen complica la 
planificación de la recolección diferenciada. 

Asimismo, las prácticas arraigadas de recolección de RCD por 
parte de muchos municipios se realizan de manera indiferenciada, y 
estos se mezclan con poda o con otros materiales acumulados en 
montículos abandonados en calle. 

Un cuarto obstáculo que se advierte se vincula a falencias en 
cuanto a la comunicación y sensibilización, especialmente orientadas a 
la separación en origen, reutilización de materiales en las propias 
obras y sobre su posible derivación a sitios para su recuperación. Solo 
aproximadamente un cuarto de los municipios de la PBA, por ejemplo, 
realiza campañas de comunicación y sensibilización respecto de la 
gestión adecuada de los RCD y, en su mayoría, estas refieren a 
difundir la modalidad de la recolección de cantidades menores, días, 
horarios y volúmenes máximos aceptados. Incluso, miembros de 
empresas volqueteras han reclamado por la falta de campañas que 
indiquen qué puede disponerse en los volquetes (Ministerio de 
Ambiente PBA, 2021). En estos casos, los medios mayormente 
utilizados son folletería, radio, redes sociales, páginas web, 
publicación en los impuestos. Excepcionalmente, los municipios, como 
Tigre y Tres de Febrero, tienen equipos de promotores ambientales 
para la difusión. 

Un quinto obstáculo se relaciona con la falta de instancias de 
capacitación de profesionales, tanto de áreas técnicas de los gobiernos 
municipales, como de las empresas y en las carreras afines como 
arquitectura, ingenierías, higiene y seguridad, ambientales y para 
trabajadores de las obras. Esto deriva en el desconocimiento respecto 
de los ahorros potenciales en materias primas, transporte y disposición 
final derivados del reciclado o la reutilización, así como en cuanto a 
sus impactos ambientales. En consecuencia, se observa una falta de 
planificación del manejo de RCD en las obras, de manera 


generalizada, lo que redunda en dificultades para su posterior 
recolección diferenciada y/o recuperación. 

También, faltan incentivos económicos a la hora de priorizar 
prácticas más sostenibles en términos de separación en origen y 
recolección diferenciada. 

Otro obstáculo relevante es la falta de normativa específica. Como 
se mencionó, tanto a nivel nacional como subnacional, no se ha 
desarrollado normativa que estipule presupuestos mínimos, criterios 
y/o metas que prevean la separación en origen y recolección 
diferenciada de los RCD. 

Otro obstáculo se vincula a que, en el sector de los transportistas, 
en las habilitaciones, registros o seguimientos municipales, cuando los 
hay, no se vuelcan datos de lo que se transporta, de cuánto se 
transporta, ni respecto de en dónde se disponen los RCD, por lo que 
resulta complicado asignar responsabilidades. 

Como noveno obstáculo, se encuentran los problemas asociados a 
la logística interjurisdiccional entre municipios. En muchos casos, las 
empresas volqueteras se encuentran registradas en un municipio, pero 
recolectan y/o disponen en otra jurisdicción, en función de los costos. 
Esto, si bien podría promover cierta eficiencia y reducir en alguna 
medida el impacto ambiental, en tanto las empresas tienden a reducir 
distancias de transporte mediante el desarrollo de estrategias de 
logística regionales, dificulta la planificación y aplicación de 
normativa municipal. 

El último obstáculo se asocia a deficiencias en términos de control 
respecto de empresas de recolección y transporte de RCD, y de manejo 
de residuos en obras, incluyendo los peligrosos. Pocos municipios han 
implementado registros de empresas volqueteras, incluso cuando las 
ordenanzas lo prevén. Esto dificulta los controles. Existen excepciones, 
como CABA. Sin embargo, en este caso, si bien se controlan las 
empresas registradas que disponen en la planta de clasificación y 
tratamiento de áridos, a través de la Ley N.* 6.100/18, no se lleva un 
seguimiento y control de la generación y gestión de los RCD 
declarados en los permisos de obra. 

Con todo esto, se identifica como oportunidad para el recupero de 
materiales el hecho de que los municipios generalmente disponen de 
mecanismos que mantienen una recolección diferenciada de parte de 
los RCD que circulan en sus territorios y un interés incipiente en 


colaborar con generar mecanismos para la disposición inicial 
segregada y la recolección diferenciada de subcorrientes de RCD, pero 
diversos obstáculos deben ser superados para que esto se concrete con 
la envergadura necesaria. 


11.3. Qué pasa luego de la recolección diferenciada: 
experiencias, obstáculos y oportunidades para la valorización 


En los países en donde las políticas públicas de reciclado de RCD han 
sido fuertes, exigiendo criterios y metas para el recupero, como en 
aquellos de Europa (i.e. Castells, 2012; Villoria y Osmani, 2019), se 
han desarrollado profusas investigaciones, innovaciones, normas 
técnicas, guías y otros instrumentos de gestión para certificar la 
aptitud técnica de los materiales reciclados y normalizar sus 
especificaciones técnicas para las diferentes aplicaciones, a fin de 
facilitar e incentivar el mercado de los materiales reciclados, en 
desmedro de la disposición final. Esto permite dar soporte técnico a 
los profesionales y otros actores de la actividad constructiva, para 
promover prácticas orientadas al recupero de materiales. Las plantas 
de tratamiento y reciclado de RCD, tanto públicas como privadas, 
grandes plantas regionales o pequeñas plantas compactas y móviles 
han proliferado en estos países, llegando a altos índices de 
recuperación en casos como Países Bajos, Alemania, Dinamarca, 
España o Estados Unidos, por mencionar algunos. El desafío que 
enfrentan actualmente los países que más han avanzado en una 
gestión circular de los RCD es lograr competitividad de los materiales 
reciclados, en relación con aquellos elaborados a partir de materias 
primas vírgenes, para favorecer su inserción en el circuito productivo. 
Aun así, muchos materiales continúan derivándose a disposición final 
de manera formal o mediante arrojos informales, como sucede en 
España. 

En Argentina, como se mencionó, la práctica de valorización de 
los RCD está muy poco difundida y las escasas iniciativas de 
recuperación en las mismas obras como en otras instalaciones se 
limitan en su mayoría al aprovechamiento de pocos componentes para 
ciertos servicios municipales o privados, a la recuperación de 
materiales con cierto valor de comercialización, o a algunas 
propuestas particulares experimentales con motivaciones ambientales. 


En general, también, se observa una falta de previsión o planificación 
por parte de los distintos ámbitos estatales en pos de abordar la 
valorización de los RCD. 

Por ejemplo, menos de un tercio de aquellos municipios de la 
provincia de Buenos Aires realizan la clasificación de aquellas 
fracciones reutilizables o reciclables y muy pocos cuentan con plantas 
de clasificación a tal fin (recuadro 6) y/o con equipamiento propio 
para llevarlo a cabo (trituradoras, cintas de clasificación, etc.). Muy 
pocos municipios realizan algún tipo de procesamiento de molienda, 
trituración y/o tamizado de RCD con equipamiento propio. Entre los 
que sí lo efectúan se destacan Ezeiza, Bahía Blanca, Coronel Dorrego, 
Merlo y Navarro. Los productos obtenidos mayoritariamente son 
agregados para concretos, granza (producto fino), cascote de primera 
y cascote de segunda y arenilla, utilizados para la elaboración de 
hormigones pobres para contrapisos, morteros u hormigones de poca 
resistencia en obras y servicios municipales. También entregan a 
particulares que lo solicitan, con o sin costo. 

Cuando existen plantas de acopio, clasificación y tratamiento 
orientadas a la recuperación de RCD, entre los materiales que suelen 
valorizarse, los áridos son la fracción mayoritaria. 


Recuadro 6. Funcionamiento tipo de una planta de clasificación y tratamiento de RCD 


En una planta típica de clasificación y tratamiento, cuando los 
residuos ingresan, en una primera instancia se realiza una 
inspección de su composición y, si es aprobada, pasa a pesaje y 
registro. Si hay mezclas de RCD, los operarios suelen realizar una 
separación y acondicionamiento manual, con ayuda de una 
minicargadora, martillos neumáticos,  amoladoras,  etc., 
reduciendo el tamaño, cortando barras de hierro y separando de 
los áridos otros componentes (telgopor, bloques de yeso, 
plásticos, baldes, hojalata, perfiles, maderas, caños metálicos, 
plásticos, papel, cartón, etc.). Si no se encuentran contaminados, 
estos últimos se acopian de manera diferenciada para su reciclaje, 
mientras que la fracción rechazo se deposita en contenedores 
específicos para su derivación a disposición final. La fracción 
árida preclasificada manualmente pasa a la línea de clasificación 
y separación mecánica. Allí es cargada en una tolva de boca 


ancha que descarga a un alimentador vibratorio, en donde se 
separan trozos grandes, y son transportados, a través de una cinta 
transportadora elevadora a una zaranda vibratoria o trommel, 
donde se separan los materiales finos y medios. Las plantas 
pueden también incluir un sistema de soplado para el arrastre de 
todo el material de baja densidad como telgopor. Los áridos 
gruesos pasan a una cinta de clasificación en la que un separador 
magnético (electroimán) capta metales ferrosos, como hierros de 
construcción, bulones, tuercas, clavos, alambres, etc., y el 
material limpio se vuelca a una pila abierta. Desde allí, ingresa el 
material, a través de una segunda tolva, a la línea de trituración o 
molienda y clasificación donde, por un proceso de trituración y 
zarandeo, se separan distintas fracciones por tamaño. Cuando 
ingresan a la planta áridos naturales o limpios, se derivan 
directamente a molienda, sin pasar por la línea de clasificación 
mecánica. De una planta típica de clasificación y tratamiento, se 
obtienen al menos 4 productos áridos: polvo (de O a 10 mm), que 
por su compactación es utilizado para rellenos y bases para obras 
civiles o viales y para el soterramiento de conducciones, granza 
(material de 10 a 30 mm), que se utiliza comúnmente en 
contrapisos, cascote puro (de 30 a 57 mm) o cascote tradicional, y 
el cascote bruto (mayor de 57 mm). Este último puede ser tratado 
o enviado a cascoteras para ser molido, según las necesidades. El 
hormigón triturado puede utilizarse para la elaboración de nuevo 
hormigón reciclado (Berrocal, 23 de junio de 2017). El suelo 
natural o tierra no contaminada que ingresa limpio no pasa por el 
circuito de tratamiento y puede ser utilizado para rellenos, 
nivelaciones, etc. La fracción con materiales contaminados o 
peligrosos y los difícilmente reciclables se derivan a sitios de 
disposición final autorizados con todos los recaudos que indica la 
normativa vigente (Áridos y Canteras, 2011). 


En Argentina, destaca por su escala la Planta de Clasificación y 
Tratamiento de Áridos ubicada en Soldati, en CABA (recuadro 7), que 
funciona desde 2013. 


Recuadro 7. El caso de la planta de clasificación y tratamiento de Soldati, CABA 


BN 


En 2013, comenzó a funcionar en Villa Soldati una planta de 
clasificación y tratamiento de RCD en el Centro de Reciclaje de 
CABA, a través de inversión principalmente pública y operada por 
una unión de empresas privadas. Ni el servicio de tratamiento que 
se realiza, ni las instancias posteriores tienen costos para las 
empresas transportadoras, ni para los generadores de RCD, que 
solo deben costear el transporte. 

La planta procesa diariamente entre 2.400 t y 2.800 t de RCD 
generados en obras públicas y privadas, que son transportados a 
través del servicio de unas 130 empresas volqueteras inscriptas en 
el Registro de Transportadoras de Materiales Áridos de CABA. 

En la planta se realiza la separación y recuperación de los 
materiales reciclables que no son áridos, como maderas, cartones, 
plásticos y telas. Luego, por procesos magnéticos se separan los 
metales y, mediante un proceso granulométrico (molienda y 
tamizado), se separan por tamaño cuatro productos: polvo, 
mezcla o granza, cascote puro o escombro y cascote bruto. Los 
materiales recuperados son comercializados con cascoteras, 
hormigoneras, corralones y reutilizados en nuevas obras públicas 
y privadas para distintas funciones, como rellenos y bases en 
obras civiles o viales, contrapisos, cobertura de rellenos sanitarios 
y otros usos. 

Se ha estimado una tasa de recupero de distinta índole de 
entre el 70 y el 80 % de lo que ingresa a la planta, el resto 
constituye el rechazo o descarte, por estar constituido por 
material contaminado o difícilmente reciclable, y es trasladado a 
la estación de transferencia para su posterior disposición final en 
la CEAMSE. Se estima que un 2 % de lo que llega a la planta es 
rechazado por contener mezcla de residuos contaminados y/o 
peligrosos y son dispuestos en la CEAMSE. A su vez, un 25 % de 
los residuos procesados en dicha planta es rechazado por 
constituir mezclas de materiales de difícil recuperación (Marchini, 
2022), los que también son dispuestos en la CEAMSE y suelen ser 
utilizados para cobertura del relleno sanitario. 


Existen, además, dos proyectos de instalación de plantas de 
clasificación y tratamiento de RCD municipales, en Moreno y Quilmes. 


Los materiales recuperados a través de todas estas iniciativas son 
transportados a sitios de acopio transitorio y clasificación municipales 
o privados (corralones o cascoteras) o son reutilizados en obras y 
servicios públicos en el caso de sitios municipales, como el relleno de 
calles, nivelación de terrenos bajos inundables, cavas y lotes de 
vecinos que lo solicitan; mejoramientos viales como consolidación y 
alteo de caminos rurales o suburbanos; cegado de pozos absorbentes; 
cobertura de los basurales a cielo abierto municipales o celdas 
sanitarias; o como hormigones pobres para contrapisos o de poca 
resistencia. Ejemplo de esto es la reutilización de hormigón 
proveniente de obras de repavimentación como relleno y amurallado 
para defensa costera en Punta Lara, Ensenada. 

Otro ejemplo es el del Municipio de Mercedes, que en 2020 licitó 
el servicio de trituración del material levantado de 600 cuadras y lo 
acopió en un sector diferenciado del basural municipal. Luego, estos 
RCD fueron usados de base de relleno en el plan de repavimentación, 
lo que significó un ahorro del 50 % en relación con la compra de 
materiales nuevos, según un funcionario municipal entrevistado. 

Por otra parte, a través de entrevistas realizadas, se detectó que 
funcionarios municipales suelen manifestar desconocer el destino de 
los RCD gestionados por muchos operadores privados en tanto, 
argumentan, se trata principalmente de acuerdos entre otros actores 
(los que generan y los servicios de recolección privados). 

Pese a esto, aunque no se tiene registro preciso, se estima que hay 
un flujo creciente de recuperación y comercialización de áridos en los 
circuitos privados a cargo de empresas llamadas “cascoteras” de 
pequeña, mediana y gran escala (Ministerio de Ambiente PBA, 2021). 
También, se detectaron a través de entrevistas particulares que 
conectan obras que realizan demoliciones con otras que necesitan 
materiales y cobran por el servicio de vinculación y por el de 
transporte. 

En obras de demolición o refacciones, también se suelen 
recuperar otros elementos o materiales reutilizables (como aberturas, 
equipamientos sanitarios, vigas, tanques cisterna de agua, mármoles, 
madera, metales, etc.). Estos suelen ser vendidos a corralones, 
comercios de compraventa o de demolición, que a su vez los 
comercializan para su reutilización en nuevas obras. Se da el caso de 
que las mismas empresas de demolición contratadas por las 


constructoras reducen el costo o incluso no generan costos por 
demoler, a cambio de captar aquellos materiales con alto valor de 
comercialización. En casos aislados estos elementos se aprovechan en 
las propias obras. 

Algunas constructoras o municipios adquieren o alquilan 
maquinaria o plantas trituradoras móviles para la reutilización de RCD 
en la misma obra o en otra, aunque constituyen casos aislados y 
eventuales a modo de prueba piloto. Existen ejemplos de constructoras 
que han elaborado ladrillos en las obras con restos de áridos de 
demolición y mezclas con telgopor, proveniente del empaque 
descartado de heladeras de hospitales (Miihlmann et al., 2015). 

Otro caso de reaprovechamiento de materiales en obra se dio en 
Rodrigo Bueno, en CABA (recuadro 8). 


Recuadro 8. El caso de la demolición planificada en Rodrigo Bueno, CABA 


Una experiencia de demolición planificada se ha dado en el barrio 
popular Rodrigo Bueno, en CABA, realizada por una empresa 
privada de demoliciones en la que se recuperaron 883,3 t de RCD, 
lo que aportó a reducir los costos de obra, el consumo de recursos 
naturales y energía y la huella de carbono a 4,2 t de CO2 (Peters 
Quiroga, 2023). 

Para esto, en primer lugar, se realizó una demolición 
selectiva, para el retiro de materiales con valor comercial para ser 
reinsertados en el mercado a partir de su venta; luego, una 
demolición con maquinarias para el retiro de estructuras 
metálicas con destino a depósito de chatarra; posteriormente, se 
efectuó un tamizado y clasificación para la obtención de 
hormigones y escombros de distintos tamaños; y, por último, la 
trituración in situ para la obtención de áridos de alta calidad. 
Todos estos últimos materiales fueron reintroducidos en el ciclo 
productivo de la construcción. 

Por fuera del aprovechamiento y valorización de los RCD, en 
lo que focaliza este capítulo, también existen iniciativas que 
aportan al sector de la construcción, pero generando insumos a 
partir de otros tipos de residuos recuperados (recuadro 9). Existen 
cooperativas de recuperadores y emprendimientos privados que 
trabajan en el tratamiento de otros materiales para la 


construcción (en algunos casos incorporando RCD y en otros no). 
Pueden advertirse variadas y muy interesantes experiencias 
productivas innovadoras (I+D) de reciclado de materiales como 
plásticos EPS, tetrabrik, caucho, textiles, etc., como insumos para 
la fabricación de materiales o elementos constructivos (ladrillos, 
bloques, placas, aislantes, tejas, pisos, etc.). Tal es el caso de la 
cooperativa Reciclando Sueños, en la Matanza, que recupera 
telgopor para la construcción, por ejemplo. 


Recuadro 9. Casos de iniciativas de economía circular que recuperan otras corrientes de materiales 
(distintas a los RCD) en obras de construcción 


La cooperativa Reciclando Sueños!” cuenta con un espacio de 
reciclado en un predio ubicado en La Matanza con algunas 
iniciativas vinculadas a la circularidad en el sector de la 
construcción. Allí procesan telgopor (poliestireno expandido: EPS) 
proveniente generalmente de descartes de envoltorios de artículos 
del hogar, obteniendo un granulado que comercializan para la 
elaboración de hormigón alivianado. El hormigón alivianado o 
concreto liviano se obtiene con la mezcla de cemento, arena, agua 
y poliestireno expandido (EPS) ya sea en forma de granulado o 
EPS reciclado molido. Se usa para la construcción de elementos 
secundarios en edificios o viviendas que requieren de ser ligeros a 
fin de reducir las cargas muertas; para rellenos y contrapisos que 
no soporten cargas estructurales; para la construcción de vivienda 
con características de aislamiento térmico. Asimismo, en la 
cooperativa desarrollaron tecnología para fabricar ecobloques a 
partir de distintos materiales reciclados y para la fabricación de 
caños tritubo para fibra óptica, a partir de polietileno de alta 
densidad reciclado. También han generado estrategias para la 
elaboración de tejas a partir de materiales de difícil recuperación. 
Estas últimas iniciativas se encuentran a escala piloto con la 
asistencia técnica de la Universidad Nacional de Quilmes, con 
proyección en el corto plazo de una mayor escala una vez 
concluidas las habilitaciones correspondientes. También, prevén 
realizar molienda y separación de materiales inertes provenientes 
de RCD de grandes generadores (hipermercados, por ejemplo) 
obteniendo distintas fracciones de materiales recuperados para su 


comercialización para la industria constructiva. 

Otro ejemplo de cooperativas que trabajan con materiales 
que se recuperan para incorporarse en obras se da en Tandil, con 
el reciclado de rastrojos de trigo desechados por productores de la 
zona para la elaboración de paneles prensados por la cooperativa 
de construcción Falucho, para la construcción de viviendas'*'., 

También se dan emprendimientos privados, algunos en 
asociación con cooperativas, para el aprovechamiento de 
materiales recuperados en obras. Un caso es la planta de 
fabricación de durmientes sintéticos para vías férreas de pasajeros 
y de carga con la utilización de plásticos reciclados como insumo. 
Este emprendimiento, que ganó la licitación para el reemplazo de 
100.000 durmientes de madera en Córdoba, es el resultado de 
una asociación entre una empresa, que desarrolló la tecnología 
que fue aprobada por el Instituto Nacional de Tecnología 
Industrial (INTD, y una cooperativa de recicladores que provee el 
plástico reciclado (se requerirán 12.000 t) (Mayne Jason, 2023). 

Por otra parte, se fabrica madera plástica a partir de 
diferentes plásticos reciclados con poco valor de mercado con 
diversas y cada vez más extendidas aplicaciones (decks, 
equipamiento urbano, ecopuntos, composteras y construcción en 
general), encontrando algunos ejemplos en el AMBA de empresas 
y cooperativas que lo realizan. 

La fabricación de ladrillos y bloques con la incorporación de 
diferentes residuos como parte de los insumos también es una 
práctica que se ha extendido en el país en los últimos años, si bien 
aún de manera acotada. Se han reportado casos en los que se 
utilizan, por ejemplo, botellas PET, mezclas de yerba mate, café, 
arcillas, cenizas, mortero, cáscaras, aserrín, cebada de la 
fabricación de cerveza, telgopor (como aglutinante o pegamento), 
cartón, fracción húmeda de los RSU, etc. 

Otra experiencia interesante propone la cooperación entre 
una empresa, recicladores e instituciones beneficiarias: es el 
programa de la empresa Blangino S.A., radicada en la ciudad de 
Córdoba, para el uso de vidrio reciclado molido en reemplazo de 
parte de áridos para la fabricación de pisos sustentables con alta 
resistencia y durabilidad. En este programa, las organizaciones 
(clubes, escuelas y municipios) que demandan los pisos firman un 


convenio de canje con la empresa entregando un equivalente en 
peso de vidrio recuperado (botellas) por m2 de piso a recibir 
(Gobierno de la Municipalidad de Córdoba, 2022). 

A través de entrevistas, se detectaron iniciativas en las que se 
aludió a que los materiales multicapa (como tetrabrik), que tienen 
cierta dificultad para ser reciclados por otras vías, han sido 
recuperados para fabricar tejas y cubiertas para techos con las 
fracciones separadas de polietileno y aluminio, mientras que, con 
el envase completo mediante el triturado y posterior compresión 
térmica, se ha producido un resistente aglomerado (T-Plak) con 
propiedades aislantes interesantes para los procesos de 
construcción. 

Otro ejemplo de I+D en economía circular en el sector de la 
construcción es el desarrollo realizado por el Centro Experimental 
de la Vivienda Económica (CEVE - CONICET Córdoba), que 
fabrica elementos constructivos (ladrillos, bloques de techo y de 
pared, placas y ladrillones) con plástico PET para su aplicación en 
cerramientos no portantes en viviendas económicas. Esta 
iniciativa obtuvo el Certificado de Aptitud Técnica (CAT) 
otorgado por el Ministerio de Hábitat de Nación (Gaggino et al., 
2020). También, en el mismo Centro se desarrolló una teja 
íntegramente elaborada con caucho de neumáticos fuera de uso y 
desechos industriales plásticos, superando a las tejas tradicionales 
(de cerámica o de hormigón) en resistencia a la flexión, al 
congelamiento y al granizo, además de ser más liviana!''?, 


Estas experiencias, además de los beneficios ambientales 
generados a través del recupero de materiales, han promovido en 
ciertos casos fuentes de ingreso complementarias en algunas 
cooperativas asociadas a la economía social. Sin embargo, aún no 
logran captar una gran cantidad de materiales disponibles. 

Entre los obstáculos para la recuperación de materiales, pueden 
mencionarse los siguientes: 

La infraestructura para el recupero de materiales es una limitante, 
lo que en parte está asociado a escasos recursos financieros. 

Un segundo obstáculo refiere a la ausencia de vías de articulación 
efectivas entre quienes pueden recuperar residuos y sus demandantes 


potenciales. 

En la misma línea, muchas veces no existe una línea de suministro 
organizada que permita abastecer la demanda o hay desarticulación 
entre los actores de la cadena de valor. 

Otro nudo crítico se vincula a que existe una baja demanda de 
materiales recuperados y reciclados, sea por la escasa competitividad 
con respecto a los precios de materiales vírgenes, o por falta de 
concientización, capacitación y sensibilización. 

Además, por el lado de la oferta de materiales, existen limitados 
RCD que se comercializan en un radio razonable para que los 
compradores encuentren sentido a costear el transporte. 

Por otra parte, las características de los RCD o las mezclas 
heterogéneas de los materiales que integran esta corriente dificultan 
algunas veces su reciclabilidad. 

En parte asociado a lo anterior, para algunos materiales, el costo 
de recupero es elevado. Por ejemplo, el hormigón armado representa 
el material estructural más utilizado y difundido en la construcción 
tradicional y es muy costoso de reciclar por la dificultad de separar el 
acero del hormigón (Castells et al., 2012). 

Además, gran parte de los operadores de los RCD (transportistas y 
empresas constructoras) logran derivar los RCD a disposición final sin 
costos asociados, por lo que asumir costos para una gestión 
responsable puede generar cierta resistencia. 

Otro obstáculo se vincula a que los RCD son mayormente 
administrados por las áreas de obras y servicios públicos municipales, 
con escasa articulación con las áreas que se dedican a temas 
ambientales o a la gestión integral de residuos y, por consiguiente, la 
gestión se limita a la recolección y disposición final y se visualiza una 
escisión con el manejo de otras corrientes de materiales. Esto deriva 
en pocas posibilidades de generar estrategias para el recupero de RCD 
vinculados a otras corrientes, y desperdicia oportunidades de 
visualizar estrategias de circularidad para el diseño de políticas. 

Por último, la ausencia de regulaciones orientadas a atribuir 
responsabilidades a los actores involucrados en el circuito de los 
materiales incorporados y descartados en las obras permite un manejo 
discrecional en cuanto a estos. 

Con todo esto, en su mayoría, en Argentina los RCD son 
desechados. Así, a la vez que se desaprovechan recursos, los RCD que 


no han sido recuperados y valorizados suelen descartarse en sitios de 
disposición final habilitados (generalmente rellenos o celdas 
sanitarias) o informales. Por su parte, muchos sitios de disposición 
final no cuentan con los controles adecuados, constituyéndose en 
precursores de basurales por el vuelco indiscriminado por parte de 
empresas volqueteras, industrias, carreros, particulares, etc. Por 
ejemplo, se observan sitios de disposición final de RCD y podas en 
predios privados vacantes y administrados por “caseros” O 
“cuidadores” de manera irregular (se ha observado, por ejemplo, en 
Pilar). Estos generalmente cobran una suma arbitraria a transportistas 
privados para descargar sin ningún tipo de control cualquier tipo de 
residuos, lo que genera grandes pasivos ambientales en predios 
privados, y una situación de muy compleja solución. Incluso se 
observan reclamos por parte de prestadores privados de servicios de 
recolección que reclaman por la falta de sitios de disposición final 
habilitados para la descarga. Esta situación agrava la problemática de 
disposición informal de RCD, en tanto muchos volqueteros y 
transportistas informales terminan abandonándolos en espacios 
públicos y predios vacantes, de manera no autorizada. Los más 
afectados son principalmente barrios populares y márgenes de arroyos 
y rutas. En muchos casos tales arrojos se constituyen en precursores de 
basurales, como los emblemáticos que bordean el camino del Buen 
Ayre, en el Municipio de Gral. San Martín. 


11.4. Recomendaciones para avanzar hacia una economía 
circular inclusiva 


Con lo examinado hasta aquí, se identifica un interés creciente en 
abordar la problemática de los RCD por parte de distintos actores. Sin 
embargo, el tema no ha entrado en agenda con la envergadura 
necesaria como para lograr resultados significativos en este sentido. 
Pero más allá de esto, además, existen grandes posibilidades de 
mejora en el manejo de esta corriente, en términos de una perspectiva 
de economía circular inclusiva, priorizando la reducción de la 
generación de RCD y, luego, fomentando la valorización de 
materiales. Distintas acciones en este sentido podrían reducir 
sustantivamente el impacto ambiental de esta corriente, abrir ventanas 
de oportunidad para lograr una mayor eficiencia en la construcción, 


para la generación de fuentes laborales y, en algunos casos, incluso, 
promover mejoras en los ingresos de ciertos ámbitos de la economía 
popular. 

En primer lugar, para reducir la generación de descartes en obras, 
debe promoverse la adquisición de materiales tanto reciclados, como 
aquellos con larga vida útil y preverse el cómo extenderla. También, 
deben minimizarse las compras, calculando las cantidades necesarias a 
utilizar. Asimismo, definirse procesos para evitar generar descartes, 
por ejemplo, de mezclas innecesarias o por recortes de cerámicos, 
maderas o mármoles mal planteados. Al respecto, las etapas de diseño 
y planificación de las obras son las más relevantes en cuanto a la 
prevención, ya que se definen en estas los cálculos, tipos y calidad de 
los materiales a utilizar, así como las tecnologías y sistemas 
constructivos a implementar. A tales fines, existe en el mercado una 
gran variedad de herramientas informáticas de acceso libre o con 
costo para optimizar diseños, calcular materiales y prever la 
generación de RCD y evaluar costos, lo que puede ser de gran ayuda 
para los profesionales responsables del diseño y planificación de las 
obras!'?!. Por su parte, además, prever diseños flexibles permite 
futuras adaptaciones del espacio interno sin requerimiento de grandes 
obras de construcción y minimizando así las demoliciones y la 
derivada generación de RCD. En igual sentido, se sugiere la 
instrumentación de instalaciones de fácil acceso (cables, tuberías de 
agua y calefacción). A su vez, los diseños reversibles permiten una 
mejor recuperación de componentes y materiales al final de su vida 
útil, por ejemplo, cuando las juntas se hacen con pernos y tornillos, en 
lugar de mortero y pegamento. 

Luego, en la selección de materiales a utilizar durante la obra, en 
pos de promover prácticas de economía circular, se recomienda 
priorizar el uso de materiales recuperados, tanto provenientes de la 
propia obra, de otras obras, y de otros ámbitos, ponderando 
especialmente entre estos últimos a aquellos difíciles de reciclar y que 
a la vez tienen propiedades interesantes para la construcción (como la 
aislación que pueden aportar los materiales multicapa o el telgopor) y 
los que generen oportunidades para la inclusión social. 

Es, sin embargo, prácticamente inevitable la generación de cierta 
cantidad de residuos en las obras que deban derivarse a otros destinos. 
En consecuencia, después de la prevención, en segunda instancia, en 


clave de economía circular, deben priorizarse medidas adecuadas que 
garanticen la separación de los RCD en origen dentro de las obras y su 
recolección diferenciada, en la búsqueda de promover su futura 
reutilización y reciclado en distintos destinos y dejar como último 
orden de prioridad a la disposición final. 

Para promover la separación en origen, deben pensarse soluciones 
considerando que es usual que los espacios para segregar las distintas 
fracciones de RCD en obra sean muy acotados. Puede contribuir al 
respecto el promover la minimización de las compras, así como su 
organización cronológica y de almacenamiento y del retiro de 
residuos, y pensar estratégicamente los espacios específicos para cada 
fracción, de manera que no obstaculicen significativamente las tareas. 

En una demolición, se recomienda extraer previamente los 
materiales extraños al hormigón, como madera, vidrio, plástico, 
metales, artefactos, o las propias estructuras del armado, para su 
preservación. Luego, tanto en demoliciones como en obras de 
construcción, los contenedores para la separación en origen deben 
seleccionarse considerando las cantidades estimadas de cada fracción 
y la modalidad de retiro. Debe evitarse la contaminación de unos 
materiales con otros. Es importante, además, prever el 
almacenamiento correcto de los materiales (esto varía según tipo de 
material), para preservarlos (Aldana y Serpell, 2012). 

Para cumplir con lo dicho, también, en la instancia de ejecución 
de la obra, se debería asignar a un responsable que coordine y guíe la 
gestión de los materiales y residuos, revisando que los procesos se 
ejecuten según lo previsto en la planificación, así como administrando 
los ¡imprevistos y realizando los ajustes necesarios en su 
implementación. 

Una vez segregados los materiales, debe resolverse la derivación 
de RCD hacia sus distintos destinos, priorizando aquellos que permitan 
la recuperación de materiales por sobre la disposición final. Para esto, 
deben adoptarse estrategias de recolección diferenciada, pero que 
eviten incrementar los costos en transporte significativamente, 
respecto de las prácticas de recolección vigentes. Al respecto, es clave 
considerar las distancias y disponibilidad de los gestores de residuos, 
para seleccionar a aquellos más adecuados y organizar racionalmente 
los tiempos de los retiros. También puede aportar en la reducción de 
costos la utilización de RCD generados en las mismas obras. Esto, si 


bien presentará nuevos desafíos en la instancia de construcción, es la 
mejor opción para reducir gastos de transporte, ya que se evita el 
traslado de los residuos a otros destinos, a la vez que conlleva 
beneficios ambientales. Pueden instrumentarse también redes de 
intercambio de materiales entre obras. 

En el recuadro 10, se presentan distintos materiales y algunos 
lineamientos posibles para su recuperación en diversos destinos. 


Recuadro 10. Recomendaciones para la recuperación 
según tipo de material 


Materiales inertes, pétreos o áridos: restos de hormigón, 
ladrillos y cerámicos pueden utilizarse como rellenos, cobertura 
de terrenos bajos, nivelación de suelos o aplicaciones de tránsito 
ligero sin acondicionamiento previo. Las losas de hormigón se 
utilizan también para defensas costeras y escolleras. En caso de 
no requerir tratamiento previo, se recomienda generar 
vinculaciones para evitar la carga y descarga de estos materiales 
en puntos intermedios orientados al acopio y la clasificación, y así 
generar eficiencia en el transporte. Sin embargo, en general, 
requieren de un tratamiento previo de dimensionado (trituración 
y clasificación por tamaño) para su utilización, por lo que pueden 
derivarse a intermediarios como plantas de clasificación y 
tratamiento de áridos, sitios de acopio municipal, corralones y 
cascoteras para ser comercializados o enviados desde allí a nuevas 
obras para el relleno o nivelación de otros terrenos, en bases y 
subases, obras viales, drenajes, mezclas de hormigones y/o 
morteros, elaboración de  suelo-cemento, construcción de 
terraplenes y pedraplenes, material para lecho y acostillamiento 
de tuberías, zanjas drenantes, construcción de mobiliario urbano, 
veredas, ciclovías, etc. Dentro de los inertes, en particular: 


-Los RCD de excavación y movimiento de suelos están 
compuestos por arcillas, tierras, arena, rocas y, siempre que no 
presenten elementos contaminados, su utilización para relleno o 
nivelaciones de terrenos y consolidación de vialidades en obra no 
presenta grandes dificultades, ni necesita un acondicionamiento 
previo, tanto para la reutilización en la misma obra o en otras. 

-Tanto la tierra de excavaciones, como los escombros limpios 


tienen utilidad para la operación de rellenos sanitarios 
(caminería, cobertura, etc.). 

-Los residuos de concreto o mezclas de áridos pueden 
utilizarse para el desarrollo de suelos artificiales (denominados 
“tecnosuelos o “tecnosoles”), los que, mezclados con compost y 
residuos de madera, buscan reproducir las características y 
funciones de los suelos naturales y permitir la producción agrícola 
y forestal y la rehabilitación de espacios verdes públicos o suelos 
degradados''”.. 


Materiales reciclables no pétreos (vidrios, plásticos, cartón, 
metales, artefactos, etc.): deben  segregarse limpios en 
contenedores diferenciados y rotulados, en lo posible cerrados y 
al resguardo de las inclemencias climáticas y evitar su disposición 
en los volquetes mezclados con los residuos pétreos. Es 
recomendable que esta fracción se destine al circuito de los 
reciclables secos asimilables a domiciliarios (véase capítulo 2 para 
mayores detalles), acordando con el municipio o con una 
cooperativa de recuperadores su retiro posterior. En particular: 


-El acero recuperado es 100 % reciclable indefinidamente para la 
producción de más acero sin pérdida de propiedades químicas o 
físicas. 

-El zinc recuperado de galvanizados, laminados de zinc (techos), 
piezas de zinc, etc., también puede ser reciclado sin perder sus 
propiedades originales y utilizarse para la fabricación de latón, 
automóviles o electrodomésticos, producción de óxido de zinc, 
postes de alumbrado público hechos de acero recubierto de zinc, 
galvanización del acero, refinación del Zn de 2” fusión''*. 

-El vidrio puede ser reciclado en la industria de fundición de 
vidrios o molido e incorporado a mezclas, reemplazando parte de 
áridos, para la fabricación de pisos (Gobierno de la Ciudad de 
Córdoba, 2022). 

-El telgopor puede triturarse en la misma obra o en un destino 
sustentable para la elaboración de hormigón o concreto 
alivianado. 

-Artefactos u otros bienes reutilizables (aberturas, sanitarios, 


vigas, muebles, listones de pisos, etc.) deben ser separados para 
su nuevo uso en la propia obra o en otra. Pueden ser vendidos o 
entregados para su utilización o reciclado en otros destinos (como 
sitios de reventa de elementos de demolición). Con algunos se 
debe tener especial cuidado para su conservación. 


Residuos peligrosos y contaminados (solventes, pinturas, etc.): 
estos deben ser cuidadosamente segregados para luego darles un 
transporte y destino adecuado, acorde con la normativa. Se 
recomienda especialmente evitar que estos materiales contaminen 
otras fracciones. 

Residuos orgánicos (véase capítulo 3): se recomienda se acopien 
evitando su mezcla con otros residuos, idealmente instalando una 
compostera para su valorización en las obras. En el caso de 
producirse gran cantidad de residuos de poda, es posible alquilar 
una chipeadora y tratar in situ los residuos, reutilizando los chips 
de poda en el mismo lugar. De lo contrario, se recomienda 
acordar su retiro con un operador o el municipio especializado en 
el manejo de orgánicos. 

Otras fracciones minoritarias también pueden ser reutilizadas 
en las mismas obras, como madera para tablestacados, encofrados 
o andamios, o puede chipearse junto con los residuos tipo poda 
(se sugiere evitar en estos casos las maderas tratadas con 
productos no aptos para tal fin) y compostarse in situ, en una 
planta de compostaje habilitada o destinarse a cobertura o a 
senderos de espacios verdes en el mismo proyecto. 


Para lograr una transición hacia un modelo más circular, es 
importante, por otra parte, acompañar a quienes intervienen en el 
desarrollo de las obras desde el ámbito de las políticas públicas, desde 
distintos niveles estatales. Para planificar medidas al respecto con 
rigurosidad, deben desarrollarse estudios de generación proyectada de 
RCD en cada territorio, su trazabilidad y mapas de actores 
involucrados, con posibles articulaciones con universidades con 
experiencia en la temática. Esto permitiría proyectar y promover 
destinos para el tratamiento de los RCD en función de las necesidades, 
su ubicación, los medios de transporte y trayectos para su traslado, 


etc. Para esto, pueden estimarse los RCD por unidad de superficie (m2) 
de las obras, con base en información disponible en los permisos de 
edificación que otorgan los municipios y en los pliegos de licitación o 
contratos, cuando se trata de obra pública. Al respecto, en algunos 
países en los que se ha desarrollado normativa específica, se 
elaboraron metodologías para estimar RCD según los materiales y 
tipos de construcción, como insumo para proyectar su generación en 
los permisos de cada obra. Asimismo, como ya se mencionó 
anteriormente, los programas informáticos disponibles son una 
herramienta muy útil para realizar las estimaciones de generación de 
RCD. En este caso, pueden utilizarse para abordar los RCD desde las 
políticas públicas. 

En los planes de gestión de las políticas públicas, además de 
contar con la información mencionada, también es importante dar 
participación a los actores involucrados en cada instancia de una obra, 
a fin de desarrollar objetivos, metas y acciones viables, integradas y 
coordinadas que sean pensadas por y para cada sector, quienes 
conocen sus propias problemáticas, características y necesidades. 

En general, en términos de asignar prioridades de política, para 
comenzar, suele ser más eficiente dirigir los esfuerzos de gestión, 
administrativos y financieros hacia las grandes obras de edificación, 
fundamentalmente las que implican demoliciones. 

Por otra parte, pueden promoverse políticas orientadas a la 
economía circular a través de distintas estrategias combinadas: 

Por ejemplo, se recomienda considerar la utilización de 
instrumentos económicos. Pueden implementarse subsidios, créditos 
blandos o descuentos impositivos (transitorios o permanentes), 
orientados a promover emprendimientos que valoricen materiales de 
difícil recupero o sin mercados, o para facilitar la adquisición de 
infraestructura, instalaciones y maquinaria para plantas de 
clasificación y tratamiento de RCD, o bien orientados a constructores, 
para incentivar la compra de insumos usados o reciclados, o de 
equipamientos para la recuperación de materiales en obra. Esto puede 
complementarse con la entrega de equipamientos en formato de 
leasing a bajo costo. También, puede acompañarse de otras medidas 
económicas (por ejemplo, el cobro de impuestos o tasas, incentivos) 
que desalienten fuertemente el envío de materiales a disposición final 
y penalicen la disposición informal. 


Para promover la viabilidad e, incluso, la eficiencia en las 
prácticas de valorización, son también necesarios análisis rigurosos (y 
su difusión) que propongan vías para generar posibles ahorros en 
términos de reducción de costos tanto en la compra de materiales, 
como en la gestión de residuos (transporte y disposición). 

Por otra parte, es importante estimular iniciativas innovadoras 
orientadas a este tipo de materiales de difícil reciclado y para los que 
no existe mercado. Al respecto, es pertinente incentivar el desarrollo 
de nuevas tecnologías y equipamientos de fabricación nacional, a la 
vez que la información internacional disponible puede servir de 
referencia y dar soporte técnico a los profesionales. Para esto, pueden 
generarse articulaciones entre emprendedores e instituciones de I+D, 
dependencias del Estado y organismos encargados de la evaluación, 
certificación de aptitud técnica para el uso constructivo y 
normalización! '”! de nuevos materiales y tecnologías para, una vez 
realizada la innovación, la investigación y las pruebas pilotos 
pertinentes, lograr ampliar la escala de nuevas propuestas, habilitando 
un gran número de experiencias de recupero. En este sentido, es 
importante el rol del Instituto Argentino de Normalización y 
Certificación (IRAM) y el INTI, y de las instituciones de investigación 
y ensayos, como Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y 
Técnicas (CONICET) y otras análogas de los niveles provinciales, 
laboratorios, diversas universidades, y su posible interacción con 
distintos emprendedores o potenciales instrumentadores de los 
hallazgos. 

Asimismo, resulta de interés generar certificaciones para acreditar 
que las obras cuentan con un adecuado manejo de sus residuos, 
otorgadas por instancias de gobierno o instituciones reconocidas en la 
temática, para incentivar buenas prácticas de construcción y 
demolición, tomando, por ejemplo, como referencia, a la certificación 
internacional LEED''??, 

Se requieren también instrumentos de política que promocionen 
la comercialización y el uso de los materiales recuperados, facilitando 
la vinculación y el intercambio entre los generadores de residuos, 
recicladores y actividades que potencialmente puedan demandar RCD 
recuperados, como las bolsas de materiales y subproductos. En tal 
sentido, es importante generar redes que permitan articular múltiples 
oferentes con demandantes de materiales, y proveer de información 


orientada a generar eficiencia en los intercambios (como la ubicación 
de los distintos establecimientos). Aquí, es fundamental el rol del 
Estado para promover e incentivar la integración de actores de la 
economía social (sector cooperativo, recuperadores, pequeños 
productores) en la cadena de valor de los RCD. 

Por otra parte, es relevante una planificación territorial y 
habilitación de sitios adecuados para el acopio transitorio, 
clasificación y/o tratamiento de RCD, con infraestructura que 
garantice un manejo orientado a la recuperación. Para esto, se deben 
tener en cuenta en la planificación de la localización los efectos 
adversos al entorno y a la salud por la generación de ruidos, las 
emisiones de material particulado y la circulación de vehículos de 
carga (FAUBA, 2020), y, en este sentido, se recomienda alejar estos 
emplazamientos, relativamente, de las zonas en donde existen 
viviendas emplazadas, centros educativos y otros espacios que puedan 
verse afectados. 

Se sugiere también evaluar la pertinencia de desarrollar 
estrategias regionales. Al respecto, puede ser importante coordinar 
objetivos y acciones de distintos municipios que suelen manejar los 
RCD de manera interjurisdiccional. Estas estrategias pueden orientarse 
tanto a la generación, la gestión, la regulación y el control de RCD. 
Por ejemplo, se puede examinar la factibilidad y pertinencia de 
localizar plantas regionales de acopio, clasificación y tratamiento, 
evaluando la posibilidad de desarrollar consorcios de municipios. No 
debe perderse de vista, al respecto, sin embargo, la necesidad de 
sopesar los beneficios de regionalizar con el posible incremento en el 
uso del transporte cuando deben trasladarse residuos a través de 
largas distancias, entre distintos municipios. 

Por otra parte, para hacer efectivas todas estas cuestiones, es 
necesario el desarrollo de normativa específica nacional sobre gestión 
integral de los RCD, que se sustente en los principios de progresividad 
hacia una economía circular y asigne responsabilidades claras a los 
actores, acordes a su potencial incidencia en la generación y gestión 
de los residuos, y que fomente la inclusión social y formalización del 
sector. En este sentido, siguiendo las tendencias internacionales, es 
importante asignar responsabilidades a los generadores de RCD 
(empresas productoras de materiales, de demoliciones, constructoras, 
desarrolladores y propietarios de inmuebles) con normativa de 


responsabilidad extendida del productor (REP) y también a los 
transportistas y gestores de RCD y al Estado en sus tres niveles: es 
importante que una ley atribuya competencias claras entre nación, 
provincia y municipios, para armonizar objetivos y coordinar 
acciones, para la gestión y el control de esta corriente. A su vez, se 
pueden incorporar en esta normativa tasas a pagar asociadas a la 
generación de RCD, en función de generar fondos para solventar los 
gastos asociados a su gestión, para incentivar la recuperación de 
residuos en las obras y para solventar un monitoreo por parte del 
Estado. 

En los niveles subnacionales, pueden definirse obligaciones 
graduales para los generadores, orientadas a la separación en origen y 
contrataciones de servicios de recolección diferenciada. De manera 
progresiva, en una primera instancia, la normativa podría exigir la 
separación en origen de al menos tres fracciones de RCD, áridos o 
inertes, reciclables secos asimilables a domiciliarios (plásticos, 
madera, vidrio, cartón, metales) y peligrosos o especiales (conforme a 
normativa vigente), más el descarte que no se llegue a recuperar. Se 
recomienda incorporar la obligatoriedad en los pliegos de licitaciones 
de la obra pública, y, en las tramitaciones de los permisos de obras 
privadas, la declaración de la cantidad y categorías de RCD estimadas 
a generar según tipo y m2 de obra a construir y/o demoler y la 
necesidad de presentar planes de gestión integral para los RCD 
(incluyendo acciones para reducir la generación, las de separación en 
origen, reutilización en obra y/o recolección diferenciada y 
tratamiento y/o disposición final en sitios habilitados). En Cataluña, 
España, por ejemplo, a partir de una declaración de estimación de 
RCD a generar, los productores pagan una fianza para obtener la 
licencia de obra. Esta se reintegra si se justifica que la gestión 
realizada se condice con lo declarado (Decreto 201/94 de la Junta de 
Residuos de Cataluña). Asimismo, pueden fijarse medidas para que los 
generadores manifiesten las acciones efectivamente ejecutadas, 
respecto de lo previsto en los planes de gestión integral. Podrían, 
además, contemplarse las condiciones mínimas para los sitios de 
acopio transitorio, clasificación y tratamiento y de disposición final; 
metas para la reducción de la generación progresivas, la recuperación 
de RCD y la incorporación de materiales reciclados en obras; líneas 
para la integración de los recuperadores urbanos en los circuitos de 


gestión; así como acciones de sensibilización, promoción y 
capacitación. 

En referencia a las ordenanzas municipales, se recomienda que 
contemplen un sistema integral e inclusivo de gestión de los RCD y un 
registro de empresas transportistas y operadores específicos para estos 
residuos, y establecer licencias para los tipos de RCD que pueden 
transportar o tratar quienes se registren en cada categoría, y presenten 
anualmente los RCD gestionados. Puede establecerse la declaración de 
las cantidades entregadas y recibidas, así como los tipos de destinos, 
por parte de estos actores, en pos de fomentar el desarrollo de un 
sistema de recolección diferenciada, reducir la informalidad, y generar 
información para la estimación de la generación y composición de los 
RCD. Un caso innovador en términos de políticas municipales y 
generación de Ordenanzas es el de Moreno, provincia de Buenos Aires 
(recuadro 11). 


Recuadro 11. Normativa y estrategias de control y trazabilidad: 
el caso de Moreno 


En el caso de Moreno, actualmente, la disposición de RCD se 
realiza en un predio habilitado en el marco de la Resolución N.?* 
353/10 como sitio de disposición final y controlada, denominado 
Cava Stefani, ubicado en la localidad de Cuartel V. En el predio, 
se lleva control de lo que ingresa y las categorías que se admiten 
son: áridos, excedentes de suelos, fin de obra, madera y 
derivados, residuos verdes y otros (con su correspondiente 
identificación). En este sitio, está proyectada la instalación de una 
planta de clasificación y tratamiento para la valorización de RCD 
y podas, y de clasificación reciclables secos, en articulación con 
los recuperadores urbanos que trabajan en la zona. Esto, a la vez 
que permitirá valorizar materiales, posibilitaría extender la vida 
útil de la cava como sitio de disposición final. 

Para una mayor fiscalización y control, en el Registro de 
Transportistas y Operadores de RCD y podas quedan estipulados 
los rubros que cada operador puede transportar, a quién retiran, 
dónde disponen y qué cantidades, lo que después se contrasta con 
el control de ingreso a dicha cava, a fin de contar con estadísticas 
y mayor trazabilidad. Este predio cuenta con personal capacitado 
para realizar dicha tarea, a lo que se suma un registro fotográfico 


de la carga de los vehículos que ingresan a través de cámaras y un 
código QR en el parabrisas (a implementarse). Asimismo, según lo 
manifestó un funcionario municipal, están reformulando el 
tarifario de la tasa que deberán pagar los operadores de RCD no 
solo según el volumen a transportar, sino también en función de 
la facilidad de tratamiento/recuperación de lo ingresado en el 
sitio de disposición. También está en construcción un Registro en 
el portal web del Municipio para grandes generadores, donde 
deben declarar el origen y destino de los RCD y el canon a pagar, 
información que se cruza con lo declarado en la tramitación del 
permiso de obra correspondiente en el área municipal con 
competencia (estimación de la generación y destino final de los 
RCD) y se verifica su cumplimiento para recibir el fin de obra. 
Actualmente, se está trabajando en el registro del material que 
ingresa para la elaboración de estadísticas. 

La Ordenanza N.* 6.268/20 y su Decreto Reglamentario N.* 
2.132/20, que regulan la gestión integral de los RSU, introdujeron 
conceptos novedosos, como la obligatoriedad de disponer los 
residuos voluminosos y de la construcción generados por 
particulares y transportados por empresas, en un destino 
sustentable!'”!, priorizando la recuperación/valorización de los 
RCD frente a la disposición final. Asimismo, estas normas 
establecen el Registro de Transportistas de Residuos de la 
Construcción (Decreto N.* 525/21), los que deben informar 
mensualmente al Municipio acerca de la cantidad de RCD 
transportada y aquella que ingresa al sitio de disposición (final o 
para valorización). 

El Municipio, a partir de tal normativa, viene desarrollando 
estrategias progresivas e instrumentos de gestión para mejorar la 
calidad de los residuos que llegan al sitio de disposición final 
(relleno controlado de cava en desuso), promover la clasificación 
y valorización, y establecer responsabilidades a los generadores 
(responsables de las obras y ciudadanos). 

En los registros recabados al ingreso de la cava Stefani en 
2021, sin embargo, se estima que aproximadamente de un 6 a 7 
% de lo transportado, tanto por transporte privado como 
municipal, es rechazado por contener material contaminado 
(entrevista a funcionario de la Municipalidad de Moreno, 2022). 


y . ya 
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articulación y coordinación horizontal entre áreas, tanto municipales 
como provinciales, para integrar políticas de obras y servicios públicos 
con las del área ambiental o de gestión de residuos, y con las de 
producción, propendiendo con esto, entre otras cosas, a generar 
acciones de valorización, incluyendo las vinculadas a otras corrientes 
de residuos y con procesos de producción (Ministerio de Ambiente 
PBA, 2021). Esto puede facilitarse con la conformación de equipos 
técnicos interdisciplinarios capacitados. 

Luego, es ¡importante generar y mejorar los procesos 
administrativos y medidas de control respecto de las empresas de 
recolección y transporte, tratadores, sitios de disposición final, así 
como para el manejo de residuos en obras, a fin de garantizar de 
manera eficiente el cumplimiento de las obligaciones que surjan de la 
normativa, sin burocracias innecesarias. 

Para lograr todo lo anterior, es fundamental generar instancias de 
capacitación, promoción y sensibilización, especialmente desde las 
políticas públicas, pero también desde otros ámbitos, sobre la 
incidencia ambiental que conlleva la generación y un inadecuado 
manejo de los RCD, y promoviendo una perspectiva circular (que se 
oriente a la prevención y a la valorización) e inclusiva. Las campañas 
de comunicación y las capacitaciones se recomienda que se orienten a 
cada uno de los actores involucrados en todo el ciclo de vida de las 
obras y hacia encargados del diseño y gestión de programas públicos, 
así como de las habilitaciones y el control. Pueden elaborarse 
campañas con folletería, cartelería, por radio, redes sociales, páginas 
web, publicación en los impuestos, así como programas con 
promotores ambientales. Pueden difundirse buenas prácticas en 
plataformas digitales, manuales, foros, exposiciones y ferias y en 
diversas instancias de intercambio. También, se pueden promover 
articulaciones y redes para compartir información y procedimientos. 

Asimismo, es relevante la capacitación de profesionales y técnicos 
de las disciplinas actuantes en las carreras de grado como 
arquitectura, ingenierías, diseño industrial, etc. Es importante, a su 
vez, el respaldo técnico orientado a las distintas instancias de posible 
recupero de materiales. 

Por otra parte, es fundamental desarrollar e implementar sistemas 
de mediciones e indicadores asociados a los RCD y la publicación de 


información de acceso abierto. Esto contribuirá al desarrollo de 
diagnósticos adecuados, necesarios para la planificación de acciones 
de política y al seguimiento y control ciudadano de las acciones 
privadas y del ámbito de las políticas públicas. 

Por último, es esperable y deseable, asimismo, que la literatura 
sobre construcciones verdes, además de poner el foco en temas como 
el ahorro energético, por ejemplo, genere cada vez más convergencias 
entre pensar la construcción y la minimización, reutilización y 
reciclado de RCD y el uso de materiales y sistemas constructivos a 
partir de materiales reciclados. 

En cuanto a medidas orientadas a la disposición final de aquellos 
RCD que no logren recuperarse, esta debería realizarse de manera 
controlada y formal, evitando la conformación de basurales, y 
preferiblemente en cavas en desuso, lo que daría lugar a un doble 
impacto positivo ambiental y urbano, a través de la recuperación y 
habilitación de predios para otros usos y la utilización en terrenos ya 
impactados. Esto podría planificarse con un alcance regional, ya que 
hay municipios con escasos espacios disponibles y otros con cavas 
factibles de ser utilizadas. En estos casos, y de ser necesaria la 
disposición en celdas y rellenos sanitarios o en los basurales a cielo 
abierto municipales, se sugiere disponer en sectores específicos para 
los RCD y separados de otros residuos, de manera de no comprometer 
la vida útil de los mismos y, a su vez, dejar la posibilidad de su 
reutilización. 
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Claves para una gestión integral e 
inclusiva de residuos 


Mariana Saidón!'! y Santiago Sorrochel”! 

La propuesta de este libro ha sido aportar al diseño y la 
implementación de iniciativas que faciliten intervenciones para 
promover mejoras significativas, en materia ambiental y 
socioeconómica, bajo un enfoque general de economía circular 
inclusivo y situado y, en particular, de gestión integral de residuos 
sólidos urbanos (GIRSU) inclusivo, o bien de gestión integral e 
inclusiva de residuos sólidos urbanos (GIIRSU). 


12.1. El desempeño ambiental y social de las iniciativas de 
economía circular orientadas a la gestión integral de residuos en 
el país 


Como situación general, a lo largo de los capítulos, se advirtió que las 
medidas orientadas a reducir la generación de residuos en la 
Argentina y a mejorar su recupero resultan insuficientes. Si bien no 
existen datos oficiales actuales, los registros refieren a un reciclado de 
alrededor del 6 % de residuos en el país, sin considerar lo recuperado 
en circuitos informales (Allen, 2022). 

Pese a estos bajos niveles de recupero, observamos algunos 
fenómenos interesantes, como experiencias innovadoras, las que en 
ciertos casos han ido creciendo o han sido replicadas en nuevos 
territorios. Incluso, se divisan iniciativas en las que sus miembros 
acompañan y asesoran a otras que buscan instalarse o consolidarse. En 
otros casos, las experiencias quedan estancas o truncas o acotadas a 
una instancia de prueba piloto. 

¿Cuál es el panorama general en cada corriente de residuos? 


Si examinamos cada una de las corrientes de residuos (secos, 
compostables, neumáticos fuera de uso, etc.), se replica el panorama 
general: los avances en materia de GIIRSU aún son escasos, aunque en 
algunas corrientes existe un mejor desempeño social y/o ambiental 
que en otras. 

En general, es en la (sub)corriente de papel y cartón, dentro de la 
fracción de reciclables secos, en la que se advierte una mayor 
incidencia ambiental, si esta se estima por el porcentaje de recupero. 
Asimismo, en esta corriente se ha logrado cierto nivel de inclusión 
sociolaboral (aunque incompleta) de sectores vulnerables que han 
encontrado en la recolección y clasificación de estos materiales una 
fuente mínima y estable de ingresos para subsistir. Con los metales 
ocurre algo similar, pero con menores porcentajes en el recupero 
(variando según el tipo de metales) y en los ingresos que generan para 
estos mismos sectores. Asimismo, el plástico permite condiciones 
similares, pero con mucha variabilidad (en ciertas épocas se recupera 
muy poco y en otras esto aumenta). Para el caso del vidrio 
(excluyendo aquel inserto en envases retornables), si bien hay cierto 
recupero, este es muy bajo y tiene una escasa incidencia social. Para 
los residuos de aparatos eléctricos y electrónicos (RAEE), existen 
algunas iniciativas de recupero, pero la incidencia ambiental es 
ínfima. Entre las aún pocas experiencias identificadas, existen algunas 
asociadas a cooperativas de recuperadores, que permitieron incluir 
socialmente a actores que se encontraban en situación de 
vulnerabilidad. En cambio, en el caso de los orgánicos, si bien existe 
algún (bajo) nivel de recupero de residuos, a diferencia de los 
primeros casos mencionados, esto no ha generado aún condiciones 
propicias para la inclusión social, mientras que en otros países sí se 
visualizan experiencias que van en este sentido. Luego, las baterías de 
ácido plomo se recuperan en una magnitud significativa, aunque lejos 
alcanzar el total de residuos que se descartan. El atractivo surge 
principalmente del plomo que contienen y la rentabilidad derivada de 
este. Sin embargo, en las condiciones en que se desarrolla el recupero 
de cierta parte de las baterías, se generan riesgos sociolaborales y 
sobre el ambiente. En el caso de los neumáticos fuera de uso (NFU) y 
textiles, existen experiencias de recupero acotadas en cuanto a su 
alcance ambiental y prácticamente no tienen perspectiva social 
(exceptuando algún caso aislado, generalmente experimental). En los 


aceites vegetales usados (AVU), se encuentran experiencias de 
recupero en diversos territorios, pero su alcance a toda la población de 
cada uno de estos es generalmente bajo. Son interesantes las 
experiencias sistemáticas orientadas a grandes generadores, en donde 
el impacto ambiental cobra importancia. Luego, algunos proyectos 
generan ingresos que son derivados a proyectos con objetivos sociales. 
Las pilas directamente no cuentan con prácticas de economía circular 
(en el mejor de los casos, la disposición final es controlada), y la 
incidencia social de su manejo es nula. 

El cuadro 2 (a. y b.) resalta los principales nudos críticos frente a 
los desafíos ambientales y sociales asociados a las distintas corrientes 
de residuos. 


Cuadro 2.a. Principales nudos críticos por corriente asociados a la generación y gestión de residuos 
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Fuente: elaboración propia y en colaboración con los demás autores del libro, con base en los capítulos previos. 


Cuadro 2.b. Principales nudos críticos por corriente asociados a los mercados y usos de los residuos 
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Fuente: elaboración propia y en colaboración con los demás autores del libro, con base en los capítulos previos. 


El cuadro 2 nos permite obtener conclusiones generales, para 
todas las corrientes y otras específicas para cada una en particular. 

Para todas las corrientes, son relevantes los siguientes nudos 
críticos: 


1. Falta de recursos: en los distintos ámbitos del Estado, se carece 
de los recursos financieros necesarios para desarrollar políticas 
adecuadas. Frecuentemente se generan iniciativas novedosas e 
interesantes, pero, como no se asigna presupuesto (lo que 
restringe las posibilidades de conseguir infraestructura, 
maquinaria, insumo y remuneraciones para el personal o pagos 
a prestadores de servicios), estas no logran ponerse en marcha, 
expandirse o sostenerse en el tiempo. Asimismo, la falta de 
presupuesto repercute en una baja capacidad del Estado para 
monitorear instancias de gestión privada, para garantizar su 
funcionamiento acorde a lo necesario. 

2. Vacíos legales en cuanto a asignación de responsabilidades: 
sobresale la falta de responsabilidades atribuibles por ley. En la 
mayor parte de las corrientes (como, por ejemplo, plásticos, 
NFU, RAEE, vidrios, etc.), esto es de suma importancia, para 
garantizar prácticas de economía circular, asignar obligaciones 
para productores tanto en cuanto a sus procesos productivos, 
como en cuanto a aportar recursos para resolver los impactos 
ambientales que generan. En otras corrientes cobran mayor 
relevancia las responsabilidades de los generadores (como en la 
fracción orgánica de residuos sólidos urbanos, FORSU, por 
ejemplo). Asimismo, es relevante atribuir responsabilidades al 


sector vinculado a la recolección. 

3. Ausencia de políticas de sensibilización, información y 
educación ambiental: faltan medidas para promover prácticas 
que busquen la minimización en la generación de residuos por 
parte de la comunidad en general y de profesionales. Por lo 
contrario, como contrapeso, existen campañas provenientes del 
sector privado que valorizan lo nuevo y la moda por sobre lo 
usado. También son deficientes las estrategias orientadas a 
promover la separación en origen de los residuos que se 
generan. 

4. Problemas en la logística para el traslado de materiales: 
existe baja o nula cobertura de servicios de recolección 
diferenciada y mecanismos o circuitos que no siempre son los 
más adecuados o eficientes. Estas cuestiones varían según el 
municipio y cada corriente de materiales. Muchas veces, los 
destinos de los materiales se definen por contactos (por ejemplo, 
entre un municipio y quienes manejan una planta de 
clasificación), más que por un análisis exhaustivo de los 
circuitos y procesos más convenientes en términos económicos y 
ambientales. 

5. Existe un déficit en términos de infraestructura para acopiar 
clasificar, tratar y transformar residuos, para un 
reacondicionamiento o reciclado acorde a la cantidad que se 
genera. En particular, cada vez son más escasos los espacios 
disponibles en los centros urbanos y faltan recursos para 
obtenerlos y equiparlos. 

6. Falta promover la participación social, ponderando los 
conocimientos y preferencias de los distintos actores, a fin de 
que los mecanismos de gestión adoptados resulten adecuados y 
sean factibles y sostenibles en el tiempo. 

7. Falta de información ambiental transparente y de acceso 
abierto: esto restringe la participación de la comunidad en la 
generación de propuestas innovadoras, la adhesión a las 
políticas, el control público y la demanda social de cambios. 


Por otra parte, además, existen cuatro problemáticas adicionales 
que sobresalen como nudos críticos en unas corrientes de materiales, 
pero no son significativos en otras: 


1. Problemas en la demanda: cuando existen situaciones en las 
que los compradores (demandantes) pagan bajos precios por los 
residuos a quienes los recolectan o clasifican, estos últimos 
obtienen una escasa rentabilidad (o incluso nula) por su 
actividad, por lo que no tienen incentivos para hacerla. Los 
problemas de demanda suelen deberse a diversos motivos que 
varían según la corriente. Por ejemplo, en el caso de los textiles, 
estos se suelen demandar (comprar) para elaborar productos de 
bajo valor, como trapos de piso, lo que derivaría en el pago de 
precios bajos a potenciales vendedores de residuos de textiles. 
En el caso del vidrio, el problema se da por la concentración de 
la demanda en manos de unas pocas empresas, lo que, sumado a 
la falta de regulaciones, lleva a que estas establezcan 
condiciones de compra y, entonces, incluyendo el pago de bajos 
precios por los residuos. En los plásticos, sobresale la falta de 
demanda por parte de la industria, debido a la provisión de 
materiales vírgenes por parte del mercado internacional (en 
ciertas épocas se importan plásticos vírgenes más baratos que el 
plástico recuperado que se vende en el país), lo que hace caer 
abruptamente el recupero de materiales. Por otra parte, dentro 
de esta corriente, otros materiales tienen bajos niveles de 
recupero, debido a su escasa demanda (envoltorios plásticos o 
poliestireno expandido). 

2. Falta de desarrollo tecnológico u organizacional: corrientes 
como las pilas o algunos componentes de RAEE (como 
plaquetas) no cuentan con los desarrollos tecnológicos o niveles 
de inversión en Argentina para permitir un recupero de los 
materiales, lo que sí ocurre, en cambio, en otros países. En otros 
casos, como en el de textiles o NFU, si bien existen algunas 
tecnologías disponibles en Argentina, podrían desarrollarse otras 
nuevas O incrementarse la inversión en las existentes, para 
promover un mayor recupero. Para algunos restos de 
construcciones y demoliciones o para restos orgánicos, no 
existen estructuras o condiciones accesibles y bien organizadas 
para la venta. 

3. Riesgos para la salud y el ambiente: generalmente debido a 
situaciones de informalidad, existen corrientes en las que surgen 
situaciones riesgosas para la salud de los trabajadores, personas 


que viven en cercanía de donde los residuos se disponen o se 
tratan, O para el ambiente. Entre los casos analizados, este 
aspecto sobresale en residuos como BAPU, pilas, RAEE, NFU, 
AVU y medicamentos. 

. Situación sociolaboral inadecuada para los trabajadores: 
existen variantes en términos de las dimensiones sociolaborales 
que se ven afectadas, según la corriente de que se trate. 


O 


O 


En algunas corrientes (como, por ejemplo, en el manejo 
de RAEE o de BAPU), la informalidad o precariedad 
laboral preocupa especialmente en cuanto a potenciales 
riesgos sobre la salud de los trabajadores (vinculado esto 
al punto anterior). 

En las corrientes de reciclables secos y en las de eléctricos 
y electrónicos, se observa la incorporación a las 
actividades de recolección y clasificación de una cantidad 
significativa de personas —los recuperadores urbanos o 
cartoneros—. Sin embargo, en la mayor parte de los casos, 
el trabajo es por cuenta propia y en condiciones de 
precariedad laboral, úusualmente con falta de 
cumplimiento de derechos laborales, condiciones de 
trabajo y económicas poco apropiadas, en tanto, cuando 
están asociados a organizaciones (generalmente 
cooperativas) y/o a políticas municipales, logran algunas 
mejoras en este sentido. 

En la corriente de NFU, los llamados “casqueros” 
recolectan y comercializan informalmente los residuos 
con empleos y circuitos que no están formalmente 
organizados. Esto denota la existencia de trabajadores no 
reconocidos como tales que vienen a resolver de mejor o 
peor manera la ausencia del Estado en materia de manejo 
de residuos y a generar situaciones de riesgo vial, así 
como ambiental, según el destino que les den a los NFU 
(sea este venta o arrojo). 

En el caso de medicamentos, la captación de residuos se 
sostiene en el trabajo voluntario de estudiantes 
universitarios, en donde, si bien la situación suele ser 
menos crítica, no están garantizados los derechos 
laborales. 


O En ciertas corrientes (como orgánicos, por ejemplo), las 
oportunidades de inclusión sociolaboral no se han 
visibilizado o explotado lo suficiente. 


12.2. Recomendaciones a futuro 


Como premisa, tal como lo abordamos en el primer capítulo, partimos 
de que los enfoques de economía circular y de gestión integral de 
residuos, en materia ambiental, abogan fuertemente por la toma de 
decisiones en función de respetar el orden sugerido en una jerarquía 
de prioridades presentada en el recuadro 1. 


Recuadro 1. Jerarquía de prioridades de la economía circular y la GIRSU con perspectiva ambiental 


17) Minimización en la generación de residuos 

Para esto son propicias las acciones que incentiven la elaboración 
de productos con larga vida útil (garantías extendidas, trabajar 
con materiales de calidad, etc.); aquellos con menos envases, y 
con componentes fácilmente reparables; y envases que sean 
reutilizables a través de sistemas de logística inversa. 

2”) Reutilización 

Es importante el desarrollo de campañas que ponderen la 
importancia del reúso, las donaciones, el uso compartido de 
productos (fomentar los productos-servicio), las reparaciones y las 
actualizaciones de productos (por ejemplo, de software de 
computadoras) en lugar de su descarte. También, incentivar 
ámbitos de reventa de usados (ferias americanas para ropa, sitios 
de reventa de electrónicos, etc.); talleres de reparación y 
capacitaciones en oficios que permitan alcanzar tal fin. A su vez, 
entre otras medidas, es importante desarrollar repuestos 
fácilmente reemplazables. 

3”) Reciclado de secos y compostaje de orgánicos 

Es relevante generar sistemas efectivos de recolección 
diferenciada, a los que se deben sumar instancias clasificación y 
procesamiento o transformación de residuos para que estos sean 
utilizados como insumos en nuevos procesos industriales o 
artesanales, o bien para la generación de compost a partir de 
residuos orgánicos y su reintroducción en la tierra, con posible 
recuperación de energía. Esto último generalmente aplica para 


grandes instalaciones. 

4”) Valorización energética 

En general, es una opción que puede promoverse solo si no se 
vislumbran, en el presente o futuro, alternativas superadoras, 
orientadas a la recuperación de materiales (y no solo de energía) 
con las que esta tecnología pueda entrar en competencia. No debe 
perderse de vista que la instalación de plantas de valorización 
energética, además de conllevar potenciales efectos ambientales 
no deseables, compite con el recupero de materiales, implica la 
sobreexplotación de otros nuevos y, en lo social, genera un 
obstáculo para la actividad de los recuperadores. 

5”) Disposición final 

Los rellenos controlados (que pueden ser complementados con 
plantas de tratamiento mecánico-biológicas o con mecanismos de 
captación de gases para la generación de energía) son 
ambientalmente preferibles a los basurales a cielo abierto, si bien 
emiten alta cantidad de gases de efecto invernadero que no son 
plenamente captables, a la vez que desaprovechan materiales que 
deberán reemplazarse con la nueva explotación de materias 
primas para la producción. Entonces, solo considerándolos como 
la alternativa ambientalmente menos preferible a las anteriores, 
deben instrumentarse a la par que se cierran basurales a cielo 
abierto. A su vez, es recomendable implementarlos con tarifas y/u 
otros incentivos que tiendan a orientar los residuos hacia circuitos 
de recuperación. 


De manera que, en toda decisión, en cualquiera de las corrientes 
que un gestor proponga generar cambios, al analizar las alternativas 
disponibles para esto, debería sopesar si existe alguna posibilidad 
superadora en términos de tal jerarquía, preferente a la que se 
contempla: por ejemplo, si se está pensando en valorización energética 
de un material, ¿no es factible su recupero a través del reciclado? 

Sumando el plano social a la dimensión ambiental considerada, 
además, es importante atender a mejorar las condiciones de inclusión 
sociolaboral de quienes trabajan con los residuos, de manera de 
promover empleos justos y dignos, considerando a los trabajadores 
vinculados a estas actividades como prestadores de un servicio público 


fundamental para la vida en un entorno ambiental adecuado. En este 
sentido, es necesario atender a distintas dimensiones de la situación 
laboral de los trabajadores de los residuos (estas pueden abordarse en 
detalle en Saidón y Sorroche, 2022). Estas se presentan en el recuadro 
2 no ordenadas en términos de prioridades. 


Recuadro 2. Dimensiones de la inclusión sociolaboral 


1”) La dimensión económica 

Al respecto, las medidas deben orientarse a atender el acceso al 
empleo (por ejemplo, evitando la criminalización de quienes 
realizan la actividad), garantizar una remuneración adecuada, 
promover la estabilidad en el empleo y la propiedad de los 
medios de producción. 

2”) Los derechos laborales 

Propiciando el reconocimiento formal de la relación laboral (en 
donde el empleo es un reconocimiento pleno y la participación en 
organizaciones con personería jurídica involucra mayor 
reconocimiento que el empleo informal). También se debe 
promover el reconocimiento de ausencia por enfermedad, el 
acceso a seguridad y cobertura social, la indemnización por 
despido, y resulta de interés la presencia de instituciones 
sindicales u otras que defiendan la sostenibilidad de los derechos. 
3”) Las condiciones de trabajo 

Se deben garantizar condiciones de seguridad e higiene en el 
trabajo y una jornada laboral acotada. 

4”) La integración social 

Es importante generar espacios relacionales de intercambio, 
crecimiento y generación de capital social; promover el 
reconocimiento social; el apoyo al trabajador y/o su grupo 
familiar y acceso a capacitaciones y desarrollo de habilidades. 


12.2.1. Recomendaciones generales 


Para ir en dirección hacia lo dicho, se recomienda en general, en todas 
las corrientes de materiales: 


+ Elaborar leyes nacionales de presupuestos mínimos, que 
asignen responsabilidades a los actores involucrados. En los 


envases y embalajes, generalmente asociados a los reciclables 
secos, RAEE, medicamentos, NFU, BAPU y pilas, por ejemplo, es 
de suma importancia establecer leyes nacionales de 
responsabilidad extendida del productor, que se orienten a 
promover la minimización de residuos y mecanismos para que 
los productores aporten los recursos necesarios para gestionar 
los residuos que no logran evitar generar, de manera inclusiva y 
proveyendo los recursos para que la implementación de un 
monitoreo adecuado. 

Mejorar la logística, ampliando la cobertura de la recolección 
diferenciada, reconvirtiendo los sistemas tradicionales no 
diferenciados y examinando cuáles son los formatos más 
adecuados (en términos económicos, ambientales y de inclusión 
social) para cada corriente y territorio. Es necesario promover 
eficiencia minimizando circuitos: se recomienda planificar los 
recorridos y también promover la recuperación de materiales en 
ámbitos cercanos a los puntos de generación, para minimizar 
traslados (compost en domicilios, restos de demoliciones como 
insumos para las propias obras, etc.). Para generar eficiencia, 
también, cuando se lo evalúe adecuado, se pueden compartir 
vehículos entre municipios o instalar plantas de transferencia, 
acopio, acondicionamiento o achique para mejorar la utilización 
de la capacidad del transporte. En distancias largas también 
puede pensarse el uso de otros medios de transporte más 
económicos y que generen menos emisiones, como el tren, los 
bitrenes o los barcos. Una adecuada separación en origen y 
recolección diferenciada resulta clave para facilitar las 
posibilidades del recupero, en tanto evita que unos materiales 
queden afectados o contaminados por otros: las experiencias 
indican que, en aquellos casos en los que los materiales se 
recolectan de manera selectiva, los porcentajes de recupero son 
sustantivamente más altos que en el resto y mejoran las 
condiciones laborales. 

Promover espacios para la recuperación de residuos: resulta 
clave garantizar la adjudicación de usos del suelo en distintos 
espacios de cada distrito para el acopio, la clasificación y 
algunas instancias de tratamiento de residuos, entre otras. 
Luego, se debe asignar el equipamiento pertinente. Los residuos 


podrían ser gestionados por los propios municipios o a través de 
articulaciones con otros actores o mediante el desarrollo de 
consorcios con otros municipios. Por otra parte, para el diseño y 
construcción de cada espacio, así como para la compra de 
maquinaria, deben evaluarse alternativas con distinto grado de 
mecanización, en función de contraponer costos y beneficios, en 
cada territorio en particular, de acuerdo con diversas variables 
(volumen de residuos generados, condiciones de trabajo, 
posibilidades de incorporar fuentes laborales, características de 
materiales a tratar, costos operativos, etc.). En tal evaluación, es 
clave considerar que cada infraestructura no solo genera 
empleos directos, sino que puede eliminar puestos de trabajo y, 
también, podría generar empleos indirectos (por ejemplo, en 
recolección). Todas estas cuestiones deberían  sopesarse 
cuidadosamente a la hora de construir un espacio de acopio, 
clasificación y/o tratamiento de residuos. 

Generar incentivos para la instalación y ampliación de 
industrias recicladoras (exenciones impositivas, subsidios, 
créditos blandos, certificados o bonos negociables, etc.). 
Sensibilizar, informar y educar a los distintos actores que 
intervienen en todo el ciclo de vida de los materiales 
(productores, recolectores, consumidores, etc.), especialmente 
para orientar a que se diseñen procesos productivos y compras, 
así como a consumidores, al sector público y a las empresas 
hacia la minimización de residuos. También es de importancia 
facilitar el recupero de los que se generen, promoviendo una 
adecuada separación en origen y disposición inicial de residuos. 
Algunas medidas que pueden adoptarse para sensibilizar, 
informar y educar son: 

O Campañas que informen pautas de comportamiento para 
la disposición inicial diferenciada de residuos, para 
incentivar consumos de bajo impacto ambiental, etc. 

O Educación ambiental, para promover una perspectiva 
crítica, compleja y en valores. Es importante capacitar a 
actores del sector público y a los involucrados en la 
generación y manejo de residuos: constructoras, 
arquitectos, médicos, administradores de edificios, 
consorcios, etc. Al respecto, en materia de educación 


ambiental para profesionales, es fundamental revisar 
contenidos curriculares, teniendo en cuenta para esto 
cada corriente de residuos (repensar los programas de 
formación de farmacéuticos, los de ingeniería electrónica, 
arquitectura, agronomía, ingeniería química, economía, 
diseño industrial, etc.). Asimismo, se recomienda generar 
instancias de actualización para graduados. 

O Etiquetados y sellos: incorporar etiquetas y sellos en 
productos que informen al consumidor respecto de su 
incidencia ambiental y social a través de indicadores 
accesibles. 

O Incorporación de  promotoras/es ambientales para 
asesorar y orientar respecto del manejo de cada corriente. 


* Promover el acceso a la información: debe incorporarse, 
difundirse y consolidarse, de manera abierta, sistemática y 
transparente, información proveniente de recolectores, 
productores, complejos ambientales, rellenos, municipios y 
plantas de clasificación y tratamiento, entre otros. Es 
importante, para esto, definir indicadores de desempeño social y 
ambiental. No solo es importante la información para generar 
instancias de planificación y control, sino para promover redes 
de intercambio de materiales entre actores que los descartan y 
otros que los pueden reutilizar, refuncionalizar o reciclar. Por 
otra parte, en este aspecto, debe considerarse que existen 
diversos estudios encargados por distintos ámbitos del Estado a 
consultoras, universidades, etc., para planificar la provisión y 
difusión de información y la construcción de sistemas de 
indicadores. Resulta conveniente realizar un relevamiento y 
análisis integrales de estos para construir un sistema de 
información que integre los esfuerzos ya realizados. 


* Promover la participación de todos los actores: tanto en la 
elaboración de diagnósticos, como en el diseño y en el 
monitoreo de las políticas. 

+ Institucionalizar las iniciativas orientadas a la GIIRSU con 
normativa provincial o municipal, programas, presupuesto 
propio e instancias de monitoreo: las iniciativas que dependen 


de la voluntad de uno o unos pocos actores para funcionar y 
sostenerse, y no tienen un marco institucional adecuado, no 
suelen contar con suficientes recursos para ser exitosas y/o 
tienden a debilitarse con el correr del tiempo. 


12.2.2. Recomendaciones específicas por corriente 


Como complemento de tales recomendaciones generales para todas las 
corrientes de materiales, a continuación, se realizan recomendaciones 
específicas para cada corriente analizada: 


MX Reciclables secos (véase capítulo 2 para ampliar) 
En términos generales, para los reciclables secos, es necesario 


recuperar mayores cantidades de residuos, ponderando la generación 
de fuentes de trabajo. Para esto, es importante ampliar la cobertura de 
los sistemas de recepción y recolección diferenciada, asegurando un 
acceso igualitario a este servicio. Es necesario, también, ampliar la 
autorización al uso de materiales reciclables en nuevos productos 
para, de esa manera, generar una mayor demanda. Se recomienda, 
además, el desarrollo de legislación nacional específica para 
consolidar y afianzar las cadenas de valor descriptas. Al respecto, el 
desarrollo de normativa provincial y municipal puede, también, 
acompañar estos procesos. Por otra parte, principios como el de REP 
permitirían generar recursos financieros para acompañar la 
recolección diferenciada puerta a puerta que permita que la industria 
ocupe su capacidad ociosa, a la vez que se incluya sociolaboralmente a 
recuperadores y reforzar los presupuestos municipales para 
acompañar propuestas locales orientadas al recupero de secos. Es 
importante, además, llevar a cabo políticas de I+D para promover el 
reciclado de aquellos secos que aún tienen escasas vías de 
transformación, a la vez que aumente la calidad (upcycling) y el valor 
que se genera al recuperar residuos. Es sustancial, también, generar 
vinculaciones entre recuperadores y quienes realizan procesos 
productivos que involucran el reciclado o la reutilización de 
materiales. Asimismo, es importante generar incentivos para el uso de 
reciclables en la industria (a través de medidas económicas o de 
normativa). Finalmente, es relevante ampliar las estrategias de 
comercialización colectiva de materiales, para generar volúmenes 
constantes de ciertos materiales en donde aún esto no se logra para, 
de esa manera, mejorar los precios de venta. En particular, 


+ Para el papel y cartón, es importante proteger a la industria del 
reciclado de las importaciones de materiales que compiten con 
los recuperados localmente. 

+ En los plásticos, es necesario desarrollar nuevos diseños que 
sean más fácilmente reciclables. La mezcla de materiales 
diferentes dificulta los procesos de recolección, recuperación y 
acondicionamiento, además de su tratamiento industrial. Otra 
opción posible es el desarrollo de tecnología que permita el 
procesamiento y recuperación de estos materiales. Asimismo, 
podrían generarse políticas de precio sostén, desde el nivel 
nacional, para evitar las caídas en el recupero ante bajas en el 
precio internacional del petróleo o del tipo de cambio. 

+ Para el vidrio, por su parte, pueden promoverse los circuitos de 
reutilización de los envases de vidrio a través de estímulos a los 
consumidores y el avance con estrategias sobre nuevos envases 
que no adoptaron esta modalidad, estableciendo penalidades 
que desincentiven su uso y coordinando tipos de envases y 
logísticas para retornables. Al mismo tiempo, se pueden 
promover políticas para el desarrollo de pequeñas y medianas 
industrias transformadoras del vidrio, tal como sucede con 
algunos plásticos. Se recomienda estimular la desconcentración 
de la industria del vidrio, establecer normas de contenidos 
mínimos de reciclables en vidrios y promover tecnologías e 
industrias que recuperen vidrios planos. 

+ En el caso de los metales, se sugiere desarrollar sistemas 
logísticos que permitan llevar los materiales hacia los centros 
productivos, articulando con los residuos de demoliciones y 
obras. También, se pueden incentivar programas de devolución 
de distintos tipos de metales no ferrosos, con campañas de 
divulgación y promoción específica y, al mismo tiempo, 
capacitar en su correcta segregación y disposición por parte de 
la ciudadanía en general. 

+ En multilaminados, se pueden generar incentivos fiscales para 
su recuperación y para el desarrollo de plantas de 
procesamiento de estos materiales para la elaboración de nuevos 
productos como placas para la construcción. 


Y Orgánicos (véase capítulo 3 para ampliar) 


Se debe minimizar la generación de la FORSU. En relación con la 
comida y los alimentos, se puede, por ejemplo, planificar compras 
evitando vencimientos cercanos, almacenar en refrigerador y 
contenedores herméticos, utilizar recetas que maximicen ingredientes 
(como sopas, batidos o tartas), donar a organizaciones benéficas, 
comedores comunitarios o bancos de alimentos aquellos no 
perecederos y frescos que no vayan a consumirse antes de que se 
echen a perder, promover que los clientes de servicios gastronómicos 
o comedores educativos se lleven a sus domicilios los restos de 
alimentos no consumidos en el lugar, entre otras. Se aconseja tener 
una adecuada separación en origen y brindar tratamiento en la fuente 
generadora. El compostaje en los propios domicilios, escuelas, clubes, 
instituciones, o bien en forma comunitaria en sitios públicos próximos 
como plazas y parques son iniciativas que deberían favorecerse. 
Además de una adecuada separación en origen y trazabilidad del 
residuo destinado a la elaboración de enmiendas orgánicas para poder 
garantizar su ¡inocuidad y potencial comercialización, resulta 
importante implementar mecanismos de recolección diferenciada de 
orgánicos para trasladarlos a sitios de tratamiento a gran escala. La 
creación de instalaciones de compostaje industrial permite procesar 
grandes cantidades de residuos orgánicos. Asimismo, para las 
medianas y grandes escalas, se pueden evaluar alternativas de 
tratamiento anaeróbico en biodigestores. 

Resulta relevante desarrollar normativas y regulaciones claras que 
requieran la separación de residuos orgánicos y promuevan su 
valorización, distinguiendo responsabilidades específicas para grandes 
generadores (polos gastronómicos, mercados y centros de abasto). 
También se pueden ofrecer reconocimientos e incentivos fiscales a 
empresas que implementen prácticas sostenibles de valorización de 
residuos orgánicos. Las iniciativas de compostaje comunitario y de 
gran escala posibilitan generar nuevos puestos de trabajo, ya que se 
necesitará mano de obra específica que se encargue del manejo de las 
composteras comunitarias y de la concientización de vecinos y vecinas 
para la correcta separación en origen. Esto puede tener un gran 
potencial en materia de inclusión social, ya que dichos puestos de 
trabajo pueden cubrirse con personal de las áreas de ambiente, 
promotores ambientales o participantes de programas sociales o de 
pasantías de cada municipio orientados a la inclusión social. 


MW RAEE (véase capítulo 4 para ampliar) 
Es necesario promover estrategias para toda la cadena involucrada en 


el ciclo de vida de los aparatos. En primera instancia, debe prevenirse 
la generación de RAEE, para lo cual es fundamental desarrollar 
normativa que defina estándares nacionales para la etapa de 
producción e importación de aparatos. En esta, debería establecerse la 
responsabilidad extendida del productor; definirse mecanismos para 
aumentar la vida útil de los aparatos, su reciclabilidad y su 
trazabilidad; y obligar a la entrega de garantías extendidas por parte 
de productores, así como de información sobre opciones y pautas para 
su recupero. Para que la normativa resulte efectiva, se recomienda el 
desarrollo de una industria nacional de aparatos y/o generar acuerdos 
regionales (por ejemplo, a nivel Mercosur), para definir requisitos 
conjuntos para los aparatos importados. En la instancia del consumo 
de aparatos, es importante combatir la obsolescencia percibida y 
promover la compra de  productos-servicio, de aparatos 
refuncionalizados y de reparación sencilla. Luego, en el posconsumo, 
estimular el reúso y la reparación antes que el reciclado y este a la 
disposición final. Es importante, también, definir sitios de recepción 
de RAEE (en puntos verdes, comercios, instituciones, etc.) y/o 
mecanismos de recolección diferenciada e informar las condiciones en 
las que deben disponer. Se pueden desarrollar, además, políticas de 
donación de aparatos refuncionalizados con fines sociales y promover 
ámbitos de reventa. A su vez, es fundamental ampliar (y equipar 
adecuadamente) los destinos orientados a la recuperación de RAEE en 
cuanto a capacidad y diversidad de RAEE y componentes que pueden 
tratar. En las instancias de reciclado, además, se sugiere buscar 
alternativas que promuevan la inclusión social de recuperadores. 
Deben formalizarse las prácticas de tratamiento de RAEE, para reducir 
riesgos ambientales y sobre la salud, pero buscando evitar 
regulaciones excesivas, en pos de no obstaculizar las posibilidades de 
recupero. Asimismo, es relevante atender a la eliminación segura de la 
información contenida en los aparatos. Para todo esto, se recomienda 
consultar a organizaciones con una vasta experiencia en el tema. En 
las distintas etapas involucradas en el manejo de RAEE, se debe contar 
con personas capacitadas para tomar decisiones. Es importante la 
educación formal para promover el recupero y reducir riesgos. 
También, son importantes las políticas de articulación con el sector de 


investigación científica, para desarrollar lineamientos estratégicos 
orientados a definir estándares y al recupero de RAEE. 


MW NFU (véase capítulo 5 para ampliar) 
En primer lugar, es fundamental establecer un marco normativo para 


la gestión y tratamiento de los NFU. Esto consiste, por un lado, en una 
ley REP donde se contemple una serie de situaciones específicas como 
son: un sistema de trazabilidad de los NFU, el cobro de una ecotasa 
para financiar el sistema, una clara jerarquización sobre los usos que 
deben dárseles a los NFU y la federalización de todo sistema de 
gestión. Desde la política pública, sería pertinente que se incentive, en 
los casos que corresponda, la reconstrucción de los neumáticos, lo que 
permite alargar su vida útil. Además, como se muestra en el capítulo 
correspondiente, es muy importante que, desde los distintos niveles de 
gobierno, se fomente la utilización de asfalto modificado con polvo de 
caucho, ya que se encuentra demostrado que no solo es una forma 
sustentable de procesar los NFU, sino que además permite alargar la 
vida útil de las rutas y autopistas. También, desde la política pública, 
es imperioso resolver los problemas de logística, y esto puede hacerse 
fomentando la instalación de plantas de tratamiento de acopio y 
pretratamiento de gestión municipal, lo que redunde en una reducción 
de los costos de transporte hacia las industrias transformadoras. 
Finalmente, una vez que todo lo anterior logre establecerse, va a ser 
necesario el fortalecimiento de la industria recicladora, también 
teniendo en cuenta un sistema federal. 


Y BAPU (véase capítulo 6 para ampliar) 
En el caso específico de las BAPU, es importante que se consolide una 


política pública bajo el paraguas de una ley REP, donde se establezca 
un sistema de trazabilidad y de gestión de las BAPU. Muchos países 
del mundo han adoptado este tipo de política, y ha demostrado ser 
exitoso no solo en lo social y ambiental, sino también en lo 
económico. En el caso específico de los BAPU, el sector empresarial se 
muestra favorable a estas iniciativas, siendo la mayor problemática 
que debe solucionarse la de la trazabilidad. Esto permitiría la 
formalización del sistema de gestión, ya que gran parte de las 
prácticas de tratamiento y recuperación de las BAPU, al día de la 
fecha, se hace en la informalidad, lo que conlleva grandes riesgos para 
la salud de los trabajadores y su entorno, como para el ambiente. 


Además, esta formalización permitiría mejorar las condiciones 
económicas del sector y evitar las exportaciones ilegales. Finalmente, 
se apuntaría a la recuperación no solo del plomo, sino también de los 
demás materiales que conforman las BAPU. Finalmente, el sistema que 
se adopte en Argentina tiene que tener en cuenta lo basto que es el 
territorio nacional, como así también las diversas densidades 
poblacionales, todo esto para que puedan recuperarse las BAPU tanto 
en los grandes centros urbanos, como en aquellos lugares con muy 
baja densidad poblacional. 


Y AVU (véase capítulo 7 para ampliar) 
Es relevante generar normativa y regulaciones para la gestión y 


tratamiento de los AVU para promover su valorización en diversos 
otros productos como jabones, detergentes, velas y biocombustibles. 
Esto contribuirá a la inclusión de otros actores como recuperadores 
para la recolección, ONG para desarrollar diversas iniciativas de 
tratamientos y desarrollar campañas de comunicación y visibilidad. El 
objetivo es que la normativa apunte a la economía circular y a la 
trazabilidad de los circuitos. 

Para incentivar el reúso de este residuo líquido, se requiere que 
las empresas productoras de aceite comercialicen el producto con 
envases herméticos preparados para su reciclaje y visibilicen en las 
etiquetas la necesidad de recolectarlo, una vez usado a altas 
temperaturas para tratarlo. Esto requiere un marco regulatorio de 
responsabilidad extendida del productor. 

Se recomienda que los programas vinculados a AVU apunten al 
triple impacto: ambiental, económico y social. De esta forma, 
contribuirá a: potenciar los sistemas de recolección y recepción del 
material disponible, fortalecer los sistemas de control para minimizar 
la recolección informal de AVU y fomentar el desarrollo de plantas en 
cada territorio. 

Es importante que se realicen campañas de sensibilización y 
capacitaciones de educación ambiental sobre la gestión de los aceites 
usados incorporando a los diversos actores en el proceso. 


WX Pilas (véase capítulo 8 para ampliar) 
Es prioritario desarrollar normativa y políticas integrales que apunten 


a minimizar el consumo de pilas, incentivar el uso de productos que 
no requieran pilas, controlar su importación para que no ingresen al 


país las específicamente prohibidas o que ingresen las que son de fácil 
apertura para su tratamiento y elegir principalmente las pilas 
recargables. 

Se requiere la promoción de las siguientes cuestiones: en cuanto a 
recolección, promover sitios adecuados y diferenciados; respecto al 
tratamiento, establecer plantas con tratamientos innovadores, 
incentivar las certificaciones para lograr su recupero y desarrollar 
sistemas de disposición final adecuados y controlados para minimizar 
el impacto al ambiente. 

Las políticas requieren, por un lado, aplicar la Responsabilidad 
Extendida del Productor a las industrias e importadoras de pilas 
responsables del consumo y, por otro, estrategias para fiscalización y 
monitoreo por parte del Estado. A su vez, es requisito contar con 
campañas de comunicación que sensibilicen a la ciudadanía sobre su 
consumo y necesidad de correcto tratamiento y disposición final. 


Y Medicamentos fuera de uso (véase capítulo 9 para ampliar) 
En la producción de estos, debe preverse la reducción de los impactos 


ambientales generados cuando estos son descartados, apuntando a no 
elaborar cantidades innecesarias, producir tamaños variables (para 
generar alternativas para los consumidores), y reducir la producción 
de medicamentos persistentes en el ambiente o dañinos para distintas 
especies. Luego, entre quienes realizan prescripciones médicas, es 
necesario apuntar a que los pacientes compren solo lo necesario, e 
informarles sobre la relevancia de una adecuada y racional 
adquisición, almacenamiento y disposición posterior, concientizando 
sobre la relevancia de disminuir la generación de residuos de 
medicamentos y acerca de la importancia de recuperar lo que sea 
pertinente. Para esto, es necesario realizar capacitaciones a médicos, 
veterinarios, farmacéuticos y visitadores médicos, y campañas para los 
consumidores. Resulta, además, de suma relevancia aprobar una ley 
REP nacional, en donde se comprometa a la industria farmacéutica 
(nacional e importadora) por el financiamiento de la logística y la 
gestión de medicamentos que descartan los hogares. Además, es 
importante adjudicar responsabilidades a otros actores involucrados 
en el ciclo de vida de los medicamentos e incorporar un etiquetado en 
estos, orientado a informar al consumidor sobre las posibilidades de 
conservar los productos y cómo gestionar su descarte. Las regulaciones 
también deben prever el destino y el tipo de gestión que se debe dar a 


los medicamentos (y sus envases), según sus características, y definir y 
prever el financiamiento para un monitoreo adecuado, y las sanciones 
correspondientes para quienes no cumplan con lo dispuesto. Se 
recomienda definir qué medicamentos derivar a disposición final 
(vencidos, aquellos con variaciones de aspecto, etc.) y cómo hacerlo, 
evitando la derivación a cursos de agua o conjunta con la basura 
convencional, si se desconocen sus efectos. En este sentido, deben 
diseñarse políticas adecuadas, con mecanismos de recepción y/o 
recolección diferenciada de medicamentos, y definirse los sitios más 
adecuados para la disposición inicial por parte de los hogares y los 
destinos posteriores a la recolección. Para esto, resultan relevantes las 
políticas y normas provinciales y municipales en interacción con los 
Colegios de Farmacéuticos y universidades. Se recomienda 
especialmente instalar en farmacias tres puntos de recepción (también 
podría articularse con instituciones como escuelas u hospitales), con 
cartelería indicativa: para medicamentos y envases no aptos para su 
recuperación y derivables a disposición final adecuada; otro para 
medicamentos recuperables y derivables a bancos de medicamentos o 
centros de salud, hospitales y veterinarias u organizaciones sociales 
(para el acceso a estos por parte de distintos sectores de la población); 
y otro para envases recuperables, en articulación con políticas 
orientadas a materiales secos, que incorpore recuperadores. 


Y Textiles (véase capítulo 10 para ampliar) 
Siguiendo una estrategia de economía circular, es preciso reorganizar 


los patrones de consumo de moda y principalmente rediseñar los 
productos de manera de evitar el descarte, y en última instancia, 
facilitar su reúso y/o reciclaje. Para ello, se requiere movilizar la 
innovación tanto en términos de mercado como de inteligencia social 
para identificar nuevos procesos, productos y formas de organización 
que permitan recuperar y reciclar residuos textiles, no solo en mayor 
escala, sino también de mayor diversidad (especialmente en relación 
con las fibras de base sintética). En nuestro contexto, donde aún las 
iniciativas son muy incipientes, destaca la articulación entre agencias 
de gobierno, emprendedores privados y organizaciones 
socioproductivas del territorio. El fortalecimiento de esta línea donde 
se evidencian dinámicas de innovación puede dar lugar a una 
estrategia exitosa y escalable, sobre todo atendiendo al potencial del 
sector de recuperadores urbanos para desarrollar una recolección 


diferenciada, que focalice en los tipos y calidades de los textiles a 
recuperar, así como también que garantice una distribución territorial 
amplia y abarcativa. 


MW RCD (véase capítulo 11 para ampliar) 
Debe priorizarse la reducción de la generación de RCD y, luego, 


fomentarse la valorización de materiales, dejando como último orden 
de prioridad a la disposición final. Para reducir la generación, debería 
desarrollarse una planificación adecuada de cada obra, minimizar las 
compras de materiales, generar diseños y procesos estratégicos. Por 
ejemplo, prever recortes de cerámicos que reduzcan los descartes o 
realizar diseños de calidad y flexibles, para alargar la vida útil de la 
construcción. Es relevante utilizar en las obras residuos de otras 
corrientes de difícil recupero y con potencialidades para la inclusión 
social de recuperadores (multicapa, telgopor, etc.). También deben 
desarrollarse acciones de separación de los RCD en las obras y de 
recolección diferenciada, y promover su futura reutilización o 
reciclado, especialmente en las propias obras y, si no, en otros 
destinos. Pueden instrumentarse redes de intercambio de materiales 
entre obras. Es importante, al respecto, administrar los espacios para 
la instalación de contenedores, en los tiempos adecuados y de los 
tiempos de ejecución de la obra, asociados a distintos materiales. Los 
residuos peligrosos deben segregarse y transportarse acorde a la 
normativa. Se debe atender, también, a evitar la contaminación de 
unos materiales con otros. Un responsable capacitado deberá 
planificar y coordinar estas acciones. Para esto, es relevante la 
formación de profesionales asociados a la arquitectura, ingenierías, 
diseño industrial, etc. Se puede proyectar la generación y prever los 
destinos de RCD para su recuperación a través de herramientas 
informáticas. Se recomienda promover emprendimientos que valoricen 
materiales de difícil recupero o sin mercados, así como la instalación 
de plantas de clasificación y tratamiento de RCD e incentivar la 
compra de insumos recuperados, o de equipamientos para recuperar 
materiales en obra y penalizar la derivación de RCD a disposición 
final. Es relevante el rol de las universidades, institutos de 
investigación y certificadores de obras. Asimismo, es necesario el 
desarrollo de normativa específica nacional de responsabilidad 
extendida del productor (REP) y sobre gestión integral de los RCD, 
que asigne responsabilidades a los distintos actores, acordes a su 


potencial incidencia en la generación y gestión de los residuos, que 
establezca pautas para las distintas subcorrientes que integran los RCD 
y que provea fondos para gestionar los RCD y para el monitoreo 
necesario. Se recomienda requerir por normativa criterios de 
circularidad en la elaboración de los pliegos de licitaciones de la obra 
pública y en permisos de obras privadas. Se sugiere generar registros 
de transportistas y operadores de RCD, en pos de fomentar el 
desarrollo de un sistema de recolección diferenciada, reducir la 
informalidad, y generar información. Pueden promoverse estrategias 
para conjugar plantas de RCD, podas y reciclables secos que se 
retroalimenten y contribuyan a la integración de los recuperadores. 
Las tasas por el ingreso de materiales a las plantas podrían reducirse 
cuanto más fácil sea el recupero de cada material. Finalmente, debe 
promoverse que las instancias necesarias de disposición final de RCD 
sean formales y controladas, a la vez que los RCD se recomienda sean 
dispuestos de manera separada de otros residuos. 

La crisis ambiental nos interpela y requiere implementar medidas 
drásticas y urgentes. El devenir social de los centros urbanos del país 
también debe ser atendido para construir comunidades integradas, con 
acceso y equidad. Esperamos con estas páginas haber contribuido a 
hallar algunos canales para atender a un aspecto importante del 
problema, a través de propuestas concretas. 

No hay una única vía posible de acción, y el éxito relativo de cada 
alternativa seleccionada dependerá en gran parte de las situaciones y 
necesidades de cada territorio: aquellos escenarios con mayor cantidad 
de recuperadores informales ponderarán estrategias de recolección 
puerta a puerta de reciclables secos que los integren, aquellos de gran 
densidad de población y alta generación de residuos podrán combinar 
estrategias, etc. Al respecto, es importante ponderar las medidas que 
logren generar sinergias entre las dimensiones social, ambiental y 
económica. 

Para cerrar, considerando las permanentes novedades que surgen 
en las distintas corrientes de residuos y las oportunidades para su 
gestión, así como los ricos aportes que puedan provenir de parte de 
otros actores y nuevos proyectos de investigación desarrollados por la 
Red de Investigación y Acción sobre Residuos (RIAR)'”!, proponemos 
actualizar, ampliar y profundizar a lo largo del tiempo los contenidos 
de este texto. 


Cualquier aporte al texto puede realizarse a 
residuosriarOgmail.com o a  (residuosriar (por  Instagram). 
Periódicamente, podrán encontrarse resultados actualizados en 
WWw.riar.com.ar. 
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